
M E M O R I A  
E L E V A D A  A L  

GOBIERNO DE S. M. 
EN L A  

SOLEMNE APERTURA DE LOS TRIBUNALES 

E L  D f A  16 D E  SEPTIEMBRE DE 1929  

P O R  EL 

F I S C A L  D E L  T R I B U N A L  SUPRiEMO 

MADRID 
E D I T O R I A L  R E U S  (S. A.) 

PRECIADOS, 1 V 6.-APXRTMO 12.E4 

1929 



sticia, I 

as con 
- -  _ .- 

mina], J 

formas 

j estim 
.cir, ni 
. . 

a que 1 

amplia 

que p; 
to, el ci 

:n6 en 1, 
larga 1 - -. 

reform 
ltes qut 

No puede el Fisc .edactar en cumplimiento de 
su deber la presente ~uemoria, perder ni un momento 
de vista las normas ara su redacción le da el ar- 
tículo 47 del Estatu ual le impone, entre otras, la 
obligación de exponer razonadamente al Gobierno 
de S. M., las reformas que considera convenientes para 
el mejor servicio, y el resultado de las que se hayan' 
realizado. Amplfsimo el campo de tales reformas, de 
las que tan necesitada se encuentra la Administración 
de Ju el Fiscal, en el pasado aAo, se ocupó de las 
mismi toda extensión, tanto con referencia a la 
Organizacion del Poder judicial, como en lo referente 
al Derecho Civil, Penal, Mercantil, Contencioso-admi- 
nistrativo, ley de Eniuiciamiento civil y Eniuiciamien- 
to crii r consig ~c tada ,  
las re  que su ieAo de 
cargos en la carrera Judicial y riscal, le aconsejaban 
como iítiles ! :nientes. 

Vivas queuari allí sus opiniones, y expuescus puntos 
de vista en orden a as, que pudieran introducir- 
se en las leyes vigel : regulan tales materias, las 
cuale! esta RIemoria ni re- 
produ i cuenta el momento 
especial por que atraviesa la suprema voluntad del Go- 
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bierno de S. h'l., expuesta en el Real decreto de 22 de 
Diciembre de 1928, por el que se ordena constituir una 
Comisión, que se denominará Comisión reorganizado- 
r a  de la Administracibn de Justicia, y se  crea el orga- 
nismo adecuado para realizar las ansiadas reformas. 
Los nombres de las ilustres personalidades que forman 
las Ponencias respectivas y la Presidencia de la Comi- 
sión atribuida a V. E. por el art. 2 . O ,  son sobrada ga- 
rantía no sólo de que las suspiradas y necesarias refor- 
mas se llevarán a cabo, sino de que las mismas serán 
tan acertadas, convenientes y útile án el 
ansia con que las espera la concienc 1 pafs 
y los amantes de la recta Administración de Justrcia. 

Seria, pues, hasta irrespetuosa la actitud del Fiscal 
si pretendiera añadir su actuación a la de la Comisión 
creada con tal fin, reservándose, si V. E. le sigue hon- 
rando con su confianza, examinar en su día, porque así 
es  de su deber, el resultado de tales reformas una vez 

igan realidad efectiva en la vida del derecho. 
La presente Memoria, pues, sólo servirá. para dar 

detallada al Gobierno de S. M., porque así me 
na el Estatuto fiscal, de las instrucciones gene- 

rales y resolución de las consultas comunicadas a los 
señores Fiscales dependientes de este Centro, desde 
1.' de Julio anterior al 30 de Junio último, copiosa y 
ruda labor, consecuencia de la publicación del Código 
penal y del Decreto de Indulto de S de Septiembre de 
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uel riuevo Cbuigu prnai, uewrrninauas ooservaciones 
en orden al contrato de subarriendo, ante la legislaci6n 
especial que regula los derechos de los arrendadores y 
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arrendatarios de fincas urbanas, pues estimando su ex- 
posición interesante para la recta Administración de 
Justicia, puede el Fiscal intentas su desarrollo en esta 
Memoria, al amparo de lo dispuesto en el citado art. 47 
del Estatuto. Y consignando el testimonio del profundo 
reconocimiento del I:iscal, por la seaalada honra que 
el Gobierno de S. M. y V. E. le siguen dispensando, a1 
mantenerlo en este alto cargo, cumplir& con el deber 
que la ley le impone en este solemne acto. 



D E R E C H O  C I V I L  

Ya en nuestra Memoria del a80 anterior, anotamos 
el carácter de permanencia que informa el Derecho ci- 
vil, y que por lo mismo, sus alteraciones suelen ser ra-  
ras aunque de enorme trascendencia cuando surgen a 
la realidad del derecho. Nada dirá el Fiscal, pues, en 
orden a nuevas disposiciones que en el iriltimo año ju- 
dicial hayan alterado o modificado preceptos lega- 
les que afecten a nuestro Derecho civil, en terminos 
que merezcan ser enumeradas y comentadas en este 
lugar; pero sí entiende que es de su deber llamar la su- 
perior atención de V. E., sobre la situación de eviden- 
te desamparo, en que en orden al ejercicio de sus res- 
petables derechos, se encuentra el subarrendatario 
de una vivienda, o de un establecimiento mercantil o 
industrial, que sin oírlo ni vencerlo en juicio, se ve 
desahuciado y privado de aquellas garantías, que el 
poder intervencionista del Estado se creyó en el deber 
de establecer y conservar, para regular en alguna for- 
ma la situaci6n creada por la escasez de la vivienda. 

Empieza a manifestarse esta intervención del Esta- 
do por el Real decreto de 21 de Junio de 1920, y en la 
Exposición de motivos del mismo se hace constar de un 
modo expreso, que lo origina la escasez de la vivienda 
y el abuso de algunos propietarios, que no han vacila- 
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do, prevaliéndose de las circunstancias, en aumentar 
excesivamente el precio de alquiler de sus fincas, pro- 
duciendo con ello honda perturbación en varias pobla- 
ciones, y creando un estado de opinión bien manifiesto, 
en la protesta pública de Corporaciones representati- 
ras,  importantes entidades económicas, empresas co- 
merciales e industriales, y colectividades formadas por 
elementos de las clases sociales más numerosas, obli- 
gando al Gobierno, usando de su poder intervencionis- 
ta, a aplicar r5ipidas soluciones al conflicto creado, y 
establecer norma ordinarias quc en jurfdi~ 
co y la salud pú'c :lamaban. Por 1 mencio- 
nado Real decreto moaificó profundamente las disposi- 
ciones legales, tanto sustantivas como orgánicas 4- pro- 
cesales, que regulaban el contrato de arrendamiento 
de predios urbanos, no solamente en cuanto afectaban 
privativamente a locales destinados para vivienda, 
sino también a los dedicados a la industria, al comer- 
cio y a otros fines, estableciendo el art.  1 . O  del mencio- 
nado Real decreto el fundamental principio de decla- 
r a r  prorrogados con carácter obligatorio para los pro- 
pietarios, sin alteracidn en la cuantía del alquiler, salvo 
las disposicianes que se mencionan en los siguientes ar- 
tículos de clicho Real decreto, los contratos vigen- 
tes de arrendamiento de fincas urbanas, en las capi- 
tales de F ia Y P le  20.000 
almas. 

El art.  2.' habla del inquilino y de los medios con 
que cuenta para 21 desahucio, y tanto estos dos 
artículos como tvuvs ivs demás del mencionado Real 
decreto, regulan en la forma que lo hacen, las relacio- 
nes jurfdicas que del contrato de arrendamiento nacen 
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entre el propietario arrendador y el inquilino arrenda- 
tario, sin que para nada se mencione el contrato d e  
subarriendo, como no sea en el apartado D del art. 3.' 
para determinar que no procederá la prórroga esta- 
blecida en el art. 1 . O ,  cuando el arrendatario de una vi- 
vienda la subarrienda sin permiso escrito de [- 

dador. 
Ni el Real decreto de 19 de Octubre de 1921, pro- 

rrogando la vigencia del anterior, ni en los de 2 de Di- 
ciembre de 1922, 13 de Diciembre de 1923, 17 de Di- 
ciembre de 1924, 6 de Junio p 21 de Diciembre de 1925, 
14 de Diciembre de 1927 y 24 de Diciembre de 1928, se 
contiene disposicidn alguna reguladora de derechos 
en favor del subarrendatario de una vivienda, o de un 
establecimiento mercantil o industrial, pues sólo se 
ocupan del subarriendo, para declarar, como ya hemos 
dicho, que no procede la prórroga obligatoria del con- 
trato, cuando el arrendatario de una vivienda o local 
10 subarrienda total o parcialmente sin permiso del 

rrendador. 
?Cuál es, pues, la situaci6n legal del subarrendatario 

de una vivienda o de un establecimiento industrial o de 
comercio, ante el poder de protección establecido por  
as leyes especiales, reguladoras del contrato de arren- 
amiento de fincas urbanas, en evitación de los abu- 
os que el poder público reconoce y proclama que co- l meten algunos propietarios, prevalidos de la escasez 
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quilino o arrendatario de una finca urbana, objeto de 
dichas leyes especiales, alcanzan o no al subarrenda- 
tario y cual sea la situación juridica de éste, con refe- 
rencia al arrendador de una finca dentro de un contra- 
to de arrendamiento.. 

El contrato de subarriendo está reconocido y regu- 
Iaclo por el derecho con más o menos limitaciones se- 
gdn los tiempos. El Derecho romano autorizaba al 
arrendatario para subarrendar lacosa arrendada, siem- 
pre que esta facultad no le hubiese sido limitada por el 
pacto. (Ley VI, Título LXV, Libro IV del C6digo). La 
ley VIII, Titulo X, Libro X de la Nueva Recopilaci6n, 
prohibía todo subarriendo o traspaso, a no ser con ex- 
preso consentimiento de los duefios o administradores 
para las casas en Madi-id, y la Real orden de 21 de Ju- 
nio de 1768 y Real decreto de 13 de Septiembre de 1836, 
en su art. 7.O, establecen la misma prohibición para las 
fincas riisticas. 

Sin embargo, el subarriendo venía teniendo efecti- 
vidad legal como contrato, y de hecho se usaba en la 
pr~íctica amparándolo la jurisprudencia del Tribuna1 
Supremo, que en su Sentencia de 20 de Octubre de 1865 
estableció la doctrina legal de que el consentimiento 
del arrendador, necesario para la eficacia-de un contra- 
to de subarriendo, puede ser tácito, bastando en este 
caso para estimar que existe, la aquiescencia o apro- 
bación tácita del duelio con posterioridad al sub- 
arriendo. * 

En tal estado de derecho para el contrato de sub- 
arriendo, se publica el Código civil y, triunfando en él 
el precedente del Derecho romano, se establece en su 
.art. 1.550 que cuando en el contrato de arrendamiento 



de cosas no se prohiba expresamente, podrá el arreii- 
datario subarrendar en todo o en parte la cosa arren- 
dada, sin perjuicio de su responsabilidad al cumpli- 
miento del contrato para con el arrendador. 

El contrato de subarriendo, pues, sin distinción, 
entre fincas rústicas y urbanas, puesto que el Código 
emplea el concepto genérico de arrendamiento de co- 
sas, está regulado por la ley y consentido, por tanto, 
por la misma, sin otra traba que la expresa prohibición 
de efectuar el subarriendo, prohibición que ha de na. 
cer del contrato celebrado entre arrendador y arren- 
datario, en términos tales, que si en dicho contrato no 
se ha prohibido expresamente al arrendatario sub- 
arrendar la cosa arrendada, podrá éste subarrendarla, 
sin perjuicio de su responsabilidad al cumplimiento del 
contrato para con el arrendador. 

No puede el Fiscal, ni quiere, ni es su propósito, 
molestar innecesariamente la atención de V. 1:. exa- 
minando las cuestiones jurfdicas derivadas de la natu- 
raleza del contrato de subarriendo, en orden a todos 
los derechos y obligaciones que del mismo nacen, entre 
el arrendador, el subarrendador y el subarrendatario,; 
bastando a su propósito, porque ello es el fin de estas 
observaciones, ocuparse de la situación legal del sub- 
a'rrendatario ante los derechos del arrendador de la 
cosa y de las garantías que las disposiciones vigentes 
le dan para hacer efectivo y respetable el derecho que 
adquirió como tal subarrendatario por el contrato que 
le autorizó al goce y tiso de la cosa subarrendada. 

No ha  de considerarse al subarrendatario, en sentir 
del Fiscal, de peor condición que al arrendatario bajo 
ningún concepto. Su derecho nace de la ley que lo 



autoriza y del contrato en que se pacta, mereciendo 
respeto de la ley y del arrendador, que al no prohibir el 
subarriendo lo consintió, y del subarrendador que con- 
trató con él y le transmitió por pacto el uso y disfrute 
de la cosa arrendada. Además, el subarriendo, desde 
el momento en que tiene vida legal, ha de estimarse 
como útil y conveniente a los contratantes, y ,  pot- 
tanto, a la sociedad y al interés público, utilidad que 
sube de punto su eficacia cuando se  trata del subarren- 
damiento de un establecimiento mercantil o industrial, 
ya  que ello presupone que la fuente de utilidad y ri- 
queza que el ejercicio de tal industria o comercio re- 
presentan, no se extingue por la desaparición del 
arrendatario que lo explotaba, sino que continúa y 
perdura en beneficio de los individuos y de la sociedad. 

No parece haberlo entendido asi las leyes funda- 
mentales que regulan el contrato de subarriendo ni las 
circunstanciales nacidas para amparar al arrendatario 
contra los posibles abusos de los arrendadores. 

Ante el Código civil, el subarrendatario no tiene 
con el arrendador más que obligaciones; derechos, 
absolutamente ningunos; y,  por tanto, puede afirmarse 
sin temor a error, que el arrendador no tiene para con 
el subarrendatario ninguna obligación que cumplir. 
Las obligaciones, según el art. 1.089 del Código civil, 
nacen de la ley, de los contratos y cuasi contratos, y 
de los actos y omisiones ilfcitos o en que intervenga 
cualquier género de culpa o negligencia. 

(Y qué obligaciones tiene el arrendador para con el 
.subarrendatario nacidas de la ley? Absolutamente nin- 
gunas. Los artfculos 1.550,1.551 y.1.552 sonlos que regu- 
fan en nuestro Código civil el contrato de subarriendo; 
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el primero establece lo que antes hemos mencionado, 
en cuanto a autorizar el subarriendo cuando en el con- 
trato de cosas no se prohibe terminantemente, conte- 
niendo la importantfsima disposici6n de que el sub- 
arriendo se podrA hacer, sin perjuicio de la responsa- 
bilidad del arrendatario al cumplimiento del contrato 
para con el arrendador. Esta disposición la estima el 
Fiscal como importantisima, porque ella determina la 
verdadera naturaleza del contrato de subarriendo y 
Ias obligaciones que de dicho artículo pudieran nacer 
entre arrendador y subarrendatario, y forzoso sera 
reconocer que la ley en su art. 1.550 no crea obliga- 
ción alguna entre arrendador y subarrendatario, El 
subarriendo no constituye una subrogación del sub. 
arrendatario en la situación jurfdica que el contrato 
de arrendamiento cre6 entre arrendador y arrendata- 
rio. No ha de entenderse nunca, según la ley, que el 
contrato de subarriendo sustituye al primitivo contrato 
de arrendamiento. Si asf fuera, claro es que colocado 
el subarrendatario en el lugar y situación legal del 
arrendatario, nacerian para él derechos con relaci6n 
al arrendador, los cuales serian para éste las obliga- 
ciones que contrajo por el contrato con el arrendata- 
rio. Pero no hay tal subrogación; el primitivo contrato 
subsiste; los derechos y obligaciones que con el arren- 
damiento nacieron subsisten tambien, y el contrato de 
subarriendo es otra convenci6n distinta y diversa del 
de arrendamiento, por el que contractualmente no nace 
ni  se crea derecho alguno entre arrendador y sub- 
arrendatario. Asf lo dice expresamente el citado ar- 
ticulo 1.550 del Código civil al determinar que el arren- 
datario podrá subarrendar en todo o en parte la cosa 



arrendada, sin perjrticio de su resl)o~zsaDilidad al 
cztmpli~ziento de2 contrnto para con el arrendador. 
Si, pues, el contrato de arrendamiento otorgado entre 
arrendador y arrendatario ha de cumplirse por éste, 
evidente es que subsisten entre arrendador y arrenda- 
tario los vinculos contractuales nacidos de ia conven- 
ción, no obstante la existencia del subarriendo, y que 
no hay en este contrato subrogación por parte del 
subarrendatario en la persona del arrendatario. 

No hay, pues, entre arrendador y subarrendataria 
vinculo contractual origen de obligaciones conforme 
al citado art. 1.089 del Código civil; veamos ahora que 
obligación nace de la ley entre los mismos, pudiendo 
adelantarse la afirmación ya hecha anteriormente, de 
que de la ley, todas las obligaciones que surgen del 
subarriendo, son del subarrendatario en favor del 
arrendador, pero ninguna de éste para con aquél. 

Según el art. 1.551 del Código civil, sin perjuicio 
de su obligación para con el subarrendador, queda el 
subarrendatario obligado a favor del arrendador, por 
todos los actos que se refieran al uso y conservación 
de la cosa arrendada, en la forma pactada entre arren- 
didor y arrendatario. 

Por este precepto legal el subarrendatario contrae 
con el arrendador s610 obligaciones; por ellas, queda 
obligado a favor de éste, por todos los actos que se 
refieran al uso y conservación de la cosa arrendada, 
viniendo a ser el subarrendatario, en unión del arren- 
datario, un segundo y nuevo responsable para con el 
arrendador de las obligaciones nacidas.por el arrenda- 
miento de la cosa en lfavor de dicho arrendador. 

Hasta aquf no ha surgido ningún derecho nacido de 
11 



la ley a favor del subarrendatario que constituya una 
obligación para el arrendador; veamos si éste nace del 
art. 1.552 del Código, que es el iíItimo que se ocupa del 
subarriendo. 

Segi'in este articulo, el subarrendatario queda tam- 
bi6n obligado para con el arrendador, por el importe 
del precio convenido en el subarriendo que se halle 
debiendo al tiempo del requerimiento, considerando no 
hechos los pagos adelantados, a no haberlos verificado 
con arreglo a la costumbre. 

La mera lectura de este artfculo nos lleva al con- 
vencimiento no solamente de que no crea derecho 
alguno del subarrendatario para con el arrendador, 
sino de que la obligacidn que nace del mismo en favor 
del arrendador y que grava al arrendatario, está cua- 
lificada con la sospecha de que en alguna ocasión pu- 
dieran confabularse subarrendador y subarrendatario 
contra los intereses del arrendador, y trata de evitar 
los efectos de tal confabuIaci6n. Por este artfculo del 
Código el subarrendatario queda obligado para con el 
arrendador, por el importe del precio convenido en el 
subarriendo que se halle debiendo al tiempo del reque- 
rimiento, considerando no hechos los pagos adelanfa- 
dos a nc haberlos verificado con arreglo a costumbre. 

Por este artfculo del Código e1 subarrendatario 
queda obligado para con el arrendador en la forma 
antedicha, resultando, pues, manifiestb lue en este 
articulo crea Ia ley una obligación en favor del arren- 
dador, y en garantfa de sus intereses, por virtud de la 
cual, una vez que el subarrendatario sea requerido al 
efecto, quedará obligado para con s el arrendador a pa- 
garle el importe {del precio convenido en ,el contrato 



de subarriendo que resulte deber al subarrendador en 
el acto del requerimiento, obligación que puede llegar 
a ser grandem para el subarrendatario, 
pues la ley, ani ~nfabulación del subarren- 
dador y subarrenaacario para perjudicar al arrenda- 
dor, llega a considerar como no hechos los pagos ade- 
lantados, a no haberse realizado estos con arreglo a 
~ostumbre,  y de ello resultara, pues, que .el subarren- 
datario perderá en todo caso por tenerse como no he- 
chos los pagos adelantados que realizara, a menos d e  
sostener un pleito para probar que los hizo con arreglo 
a la costumbre del lugar, ya  que la existencia de tal 
costumbre deberá. ser probada por quien la alega en* 
su favor. 

No crea V. E. que el Fiscal considera improceden- 
tes e injustos los derechos que la ley establece y c rea  
en favor del arrendador, derechos que son correlativa- 
mente obligaciones que cumplir por parte del subarren- 
datario, y menos aíin que entienda que los artículos 
del Código civil que crean tales vínculos deben ser mo- 
dificados. Esas garantías en favor del arrendador son 
justas y deben conservarse. Lo que no estima justo, ~ ? i  
nadie lo estimar&, es que la ley, ante la posible confa- 
bulación del subarrendador y el subarrendatario, dicte 
el art. 1.552 del Código civil para garantía del arren- 
dador, y en cambio, ante la posible confabulación del 
arrendador y el subarrendador para atropellar en su 
derecho al subarrendatario, se encuentre este comple- 
tamente desamparado por la ley y a merced del dueño 
de una vivienda, que dejándose llevar de la codicia y 
demás móviles bastardos, reconocidos por el Real de- 
creto de 21 de Junio de 1920, lanza de su casa o esta: 



'blecimiento mercantil o industrial al subarrendatario, 
causándole la perturbacidn y tal vez la ruina, que el 
Poder público ha querido evitai- con las disposiciones 
tutelares dictadas en favor de los arrendatarios por el 
citado Real decreto de 21 de Junio de 1920 y disposi- 
ciones posteriores. 

Mientras el contrato de arrendamiento de la vivien- 
da y de las fincas urbanas dedicadas a establecimien- 
tos mercantiles o industriales se desenvolvia dentro de 
los normales cauces, no existía peligro alguno para el 
subarrendatario ni temor de que el dueño de la finca, 
de acuerdo con el subarrendador, trataran de perjudi- 
carle. Desde el momento en que el duefío de un inmue- 
ble urbano lo dedicaba al arrendamiento, su único in- 
terés consistfa en tenerlo arrendado; y, por consiguien- 
te, cuando el arrendatario no podia o no quería contí- 
nuar en el uso y disfrute de la cosa arrendada, un sub- 
arriendo o traspaso aceptable era para él, como para 
e l  subarrendador y subarrendatario, altamente benefi- 
cioso y conciliaba los intereses de todos; y si el sub. 
arrendatario cumplía todas sus obligaciones, era cier- 
tamente el dueño el más interesado en respetar los de- 
rechos del subarrendatario. 

Pero sobreviene la crisis producida por la escasez 
de la vivienda; los caseros, prevaliendose de las cir- 
cunstancias, aumentan excesivamente el precio del al- 
quiler; el Poder público con funciones tutelares inter- 
viene en el conflicto creado y ampara al arrendatario, 
pero se olvida en absoluto del subarrendatario, y los 
sagrados derechos de este y sus intereses industriales 
.o mercantiles quedan a merced. de la codicia de un due- 
s o ,  que pudiendo confabularse con el subarrendador 



lanza de la finca subarrendada al que la disfruta al am- 
paro de la ley y de un contrato, sin que al Fiscal se le 
ocurra medio legal alguno para evitarlo. A impedir 
este desmán aspira el Fiscal, y por ello molesta, con lo 
anteriormente expuesto y con lo poco que despues- 
dirá, la atención de V. E. 

Y no crea que el Fiscal, al ocuparse de esta impor- 
tantfsima cuesti6n, trata solo de un punto doctrinal y 
especulativo. No; el Fiscal conoce el concepto y fin de 
las Memorias que anualmente eleva a1 Gobierno de Su, 
Majestad; no son tesis doctrinales ni mucho menos pe- 
ticiones infundadas o alegaciones sin utilidad práctica. 
a los fines de la realizacicn de la justicia, y,  por ello 
bueno será que afirme que cuanto dice con este motivo 
ha sido desgraciadamente confirmado por la realidad, 
ya que por raz6n de sus funciones conoci6 de un hecho 
que le hizo comprender la necesidad de que el sub- 
arrendatario encuentre algún amparo en esas disposi- 
ciones dictadas para proteger al inquilino contra l a s  
demasias de los arrendadores. 

El dueiío de un inmueble arrendó éste a unos pa- 
rientes suyos, que constituyeron una sociedad y se de- 
dicaron a una industria. Esta sociedad industrial vino 
a menos anos antes de que sobreviniera la crisis de la 
vivienda, y en beneficio de los intereses de todos, por 
escritura pública, y con todas las formalidades lega- 
les, la sociedad arrendataria subarrendó los extensos 
locales en los que la industria estaba establecida a otra 
sociedad, la que, mRs afortunada, prosperó, llegando a 
hacer en el local subarrendado importantes obras y a 
montar un negocio importantisirno valuado en millones. 
de pesetas. Viene la crisis de la vivienda y demás fin- 
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ca s  urbanas y surge en la mente del arrendador y due- 
del local el aumento de los alquileres, aumento que 

.exige en enorme proporción al subarrendatario, y éste 
n o  se allana a la injus encia. Legalmente, tal au- 
mento no tenia el du ción para pedirlo, puesto 
que n q  existía entre 61 y el subarrendatario vínculo al- 
guno contractual; los subarrcndadores tampocose atre- 
vieron, declarados por el Real decreto de 21 de Junio 
de 1920 y los sucesivos, prorrogados con carácter obli- 
gatorio para los arrendadores, los contratos existentes 
sin alteración cuantía del alquiler, y entonces 
conciben y re? 1 propósito de lanzar del local al 
subarrendatario. 

El arrendador demanda de desahucio al arrendata- 
rio-quiero recordar que por falta de pago-; el arren- 
datario compa i juicio y se al1 a demanda, 
s e  dicta senter e queda firme -ando haber 
lugar al desahucio y acordando el lanzamiento, y trans- 
currido el término concedido, no obstante la heroica 
defensa que hizo el subarrendatario de sus desconoci- 
dos derechos, éste tuvo que desalojar la finca, en cum- 
plimiento de la sentencia firme, con un enorme que- 
rbranto ;es y nc erjuicio para su in- 
dustria 

v no poma ser de otra manera. El Código civil no 
reconoce derecho ni vínculo alguno jurfdico en 

le1 subarrendatario con referencia al arrenda- 
dor; no hay entre ellos tampoco vinculo contractual 
.alguno que los origine; el Real decreto de 21 de Junio 
de 1920 y sus prórrogas, ni los demás .posteriores re- 
guladores de la materia, se acuerdan de amparar al 
subarrendatario en el uso y disfrute de la cosa sub- 
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arrendada, y éste queda en completo desamparo;-par- 
que la sentencia firme de desahucio hay que cumplir- 
la; y el arrendador que la obtiene hace efectivo su de- 
recho contra el arrendatario, cualquiera que sea la 
persona que se oponga al lanzamiento acordado.en la 
sentencia. 

Si el contrato de subarriendo es un acto licito y 
permitido por la ley; si los intereses del subarrendata- 
rio son tan respetables como los del arrendatario, ¿por 
que las disposiciones que amparan a Cste contra la co- 
dicia de los caseros no amparan del mismo modo al 
subarrendatario en evitaci6n de casos como el ante- 
riormente referido, que aun cuando, por fortuna, no 
frecuentes, debe la ley evitar a todo trance? 

Nada más fslcil, Selior, en sentir del Fiscal, sin agra- 
vio para los intereses de nadie. Bastaria para ello con 
que en la próxima prdrroga del Real decreto de 24 de 
Diciembre de 1928 se hiciera constar que cuando la 
finca objeto de la demanda de desahucio interpuesto 
estuviese subarrendada coiz licencia de2 dueAo, la ac- 
ci6n de desahucio deberia dirigirse conjuntamente con- 
tra el arrendatario y el subarrendatario, pudiendo éste 
en todo caso hacer uso en beneficio propio de cuantas 
excepciones incumbieran al arrendatario para oponer- 
se al desahucio con arreglo a derecho, haciendose cons- 
tar asimismo que cuantos beneficios conceden las dis- 
posiciones tutelares al arrendatario se entendieran 
igualmente otorgadas al subarrendatario que disfruta 
una finca al amparo de la ley. 

.No se alcanzan al Fiscal las objeciones que puedan 
válidamente oponerse a tal pretensión por ninguna de 
las partes interesadas, El arrendador tiene expedito su 



derecho para pedir el desahucio cuando la finca sea 
subarrendada si?zgermiso del ~scismo; si, pues, ha sido 
subarrendada con su licencia, debe respetar el sub- 
arriendo, y aun cuando no tenga vlnculo legal ni con- 
tractual que le obligue con el subarrendatario, e[ inte- 
res público demanda se proteja a este en sus sagrados 
derechos. 

El arrendatario que subarrendó nada puede alegar 
en contra de esta disposición, que lo que hace es bene- 
ficiarlo, pues no hay que perder de vista que el arren- 
datario, por virtud del incumplimiento del contrato d e  
subarriendo, tendrá. siempre la obligacidn de indemni- 
zar daiíos y perjuicios al subarrendatario con quien 
contrató, y este iíltimo se sentirá. garantizado en su de- 
recho y al amparo de cualquier maquinación que le 
privara, con grave quebranto de sus intereses y tal vez 
con su posible ruina, del goce pacifico de la cosa 
subarrendada. 

Se dira que esa maquinación no es probable, ya que 
el arrendatario que subarrienda responderá siempre a1 
subarrendatario de los dailos y perjuicios que le ocasio- 
ne, por haber dado lugar con el desahucio al incumpli- 
miento del contrato de subarriendo; pero cuando hay 
comunidad de intereses o de otra natu~wleza, entre el 
arrendador y el arrendatario para confabularse en 
perjuicio del subarrendatario, y el suóarrendador es 
insolverzte, ¿de qué le sirve al subarrendatario su acción 
para pedir al subarrendador indemnización de perjui- 
cios? 

En evitación de esta triste realidad, debe ser ampa- 
rado elwubarrendatario en la forma que me honro en 
proponer a V. E., o en cualquiera otra que produzca 



los mismos efectos, máxime si se tiene en cuenta que el 
traspaso de un establecimiento mercantil o industrial, 
a los ojos de la ley, es un simple subarriendo, ya  que, 
segiín Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de Junio 
de 1915, el contrato por el que cede en venta el arren- 
datario a un tercero su derecho de arrendamiento es. 
un subarriendo, y en él, no se transmiten más derechos 
que los reconocidos en la ley a favor del subarrendata- 
rio, por lo cual declarado fenecido, rescindido o nulo 
el arriendo, queda terminado el subarriendo. 

Comprendiendo la grandísima importancia que en 
orden a los intereses mercantiles e industriales tiene el 
contrato de traspaso de un establecimiento de esta 
clase, que a los ojos de la ley es s610 un subarriendo, 
se comprenderá la alta conveniencia de salvaguardar 
tales intereses en bien de los particulares y de la socie- 
dad, interesada tarnbien en que viva seguro el sub- 
arrendatario en el uso y disfrute de su derecho, el que 
como antes decíamos, puede encontrarse en casos 
como el anteriormente citado, en el más absoluto des- 
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D E R E C H O  P E N A L  

N Ya en el pasado allo, en igual y solemne momento, 
se  ocupó el Fiscal en su Memoria del Proyecto de C6- 
digo penal, redactado por la Sección tercera, y revisa- 
do por la Comisión permanente de la general de Codi* 
ficacibn, en cumplimiento de la Real orden de 12 de 
Marzo de  1926. Creada por el Gobierno de S. M. la 
Asamblea Nacional, supremo Cuerpo consultivo de la 
Nación, V. E. reconoce en la notable Exposición de mo- 
tivos del nuevo Código penal, que esta institucibn de la 
que esperaba el Gobierno asesoramiento, orientación 
y expresión de opiniones altrufstas, respecto de los pro- 
blemas de mayor interés general, debfa ser ofda sobre 
proyecto legislativo de tan trascendental importancia, 
como el referente al nuevo Código penal. Ello di6 por 
resultado el concienzudo dictamen emitido por la Sec- 
ci6n quinta de la Asamblea, presidida por el eminente 
profesor D. Felipe Clemente de Diego, cuyo dictamen, 
j7 la brillante discusión del mismo en las sesiones plena- 
rias, fueron precedentes tenidos en cuenta por V. E., 
para realizar la gigantesca obra de redactar en conta- 
dos meses el nuevo Cddigo penal, dando con ello una 
prueba acabada y completa de cuanto puede una po- 
derosa inteligencia, movida por una voluntad fuerte, 
para realizar empresas como la que representa el que 



por fin, después de más de medio siglo de inútiles ten- 
tativas, tenga EspaHa un Código, redactado de acuer- 
do con los progresos de la ciencia penal y de justa, 
conveniente y práctica aplicación en los tiempos pre- 
sentes; Código que, sin duda, representa un gran pro- 
greso, con relación al pasado, dejando la puerta abier- 
ta a reformas futuras, cuando llegue la hora de su evi- 
.dente necesidad en lo porvenir. 

Numerosas y trascendentales reformas han sido in- 
troducidas en el primitivo Proyecto del Código penal, 
por e1 nuevo Código publicado por Real decreto de 8 
de Septiembre de 1928. No intentará el Fiscal hacerse 
cargo de todas ellas por no ser necesario a los fines de 
esta. Memoria, bastando para dar cumplimiento al ar- 
ticulo 47 del Estatuto, ocuparnos de las más importan- 
tes, en las infracciones de mSis frecuente comisión, 
dando cuenta a V. E. de las dudas más sefialadas, sur- 
gidas con motivo de la publicación de las disposiciones 
del nuevo Código, y de la forma en que han sido re- 
-sueltas, para que haya la indispensable y necesaria 
unidad de criterio, base de la organización del Ministe- 
r io  fiscal. 

La primera y más trascendental diferencia que sal- 
t a  a la vista, ante el Proyecto de la Comisión de Códi- 
gos y el nuevo Código penal, es aquella a que se refie- 
+en los artfculos 263, 264, 268 y 269 de este Cuerpo le- 
gal. En el Proyecto, en la Sección correspondiente a 
los delitos contra las Cortes y sus individuos, se enu- 
meraban desde el art.  305 al 318, diversas infracciones 
que el nuevo Código penal no enumera, limitándose en 
l a  Sección correspondiente a los delitos contra las-Cor- 
tes  y sus miembros a ordenar en el art. 263 que tales 



delitos serfin definidos y enumerados en la'ley especiar 
correspondiente y penados con arreglo a la misma. 

También los delitos contra la forma de Gobierno, 
el Proyecto en la correspondiente Sección los describía 
y penaba en los artículos desde el 319 al 322, y el nue- 
vo Código, en la Sección que trata de estos delitos, se 
concreta a disponer en el art. 264 que los delitos contra 
la forma de gobierno establecida por la Constitución, 
serán penados como en la ley especial, en la que sean 
definidos o enumerados, se estatuya. 

Asimismo, en la Sección en que el Proyecto descri- 
bia y penaba los delitos cometidos por los particulares 
con ocasión del ejercicio de los derechos individuales 
garantizados por la Constitución, se comprendían di- 
versas infracciones entre los articulas 329 al 354; el 
nuevo Código sólo dice en su art. 268, que los delitos 
cometidos por los particulares con ocasión del ejerci- 
cio de los derechos y deberes reconocidos por la Cons- 
titución, serán enumerados en la ley o leyes especiales 
que al efecto se dicten. 

Por último, en la Sección correspondiente a los de- 
litos cometidos por los funcionarios públicos, contra el 
ejercicio de los derechos individuales, garantizados por 
la Constitución, que el Proyecto enumeraba en sus ar-  
tículos desde el 355 al 381, el nuevo Código sólo dispo- 
ne en su art. 269, que los delitos cometidos por los fun-, 
cionarios públicos contra el ejercicio de los derechos. 
reconocidos en la Constitución, serán también enume- 
rados, en la ley o leyes especiales que al efecto se dic- 
e n ,  y penados como en las mismas se disponga. 

No hay necesidad de esforzarse buscando el funda- 
mento de tales aisposiciones, y los motivos que el le- 



gislador ha tenido para introducirlas, ya que los mis- 
mos estan expuestos con máxima autoridad, y de un 
modo auténtico, en la razonada Exposición del nuevo 
Código penal. Segdn ella, ha  sido criterio del Gobier- 
no, anunciado ya en la Asamblea Nacional, eliminar 
del Código todos los preceptos relativos a la Constitu- 
ción política del país, y las leyes complementarias de 
la misma, para no tener que alterar el texto del nuevo 
Cuerpo legal en breve plazo y no prejuzgar nada, so- 
bre lo que en la nueva Constitución haya de estatuirse; 
prudente criterio, avalorado con la disposición transi- 
toria del art. 856 del tan repetido Código penal vigen- 
te, ya que los delitos de que se trata hasta que se dicte 
y rija la nueva Constitución y las leyes especiales a 
que se refieren los citados artículos 263, 264, 265 y 269 
continuarán en vigor y serfin de aplicación los artícu- 
los 165, 167 al 174, 176, 181 al 203 y 204 al 235 del Códi- 
go derogado, con las modificaciones que constan en los 
apartados A y B del citado art. 856 del vigente Códi- 
go penal. 

En el delito de atentado han sido introducidas por 
e l  Código unas importantísimas modificaciones al Pro- 
yecto de la Comisión, que han de ser alabadas por 
cuantos coincidan en la creencia de la necesidad de 
acudir en defensa del principio de autoridad. 

El Proyecto definía el atentado en el art. 439, dicien- 
do: .Son reas de delito de atentado los que acometieren 
a la autoridad o a sus agentes o a los funcionarios pd- 
blicos o emplearen fuerza contra ellos o los intimida- 
Ten gravemente, cuando se  hallaren ejerciendo las fun- 
ciones de su. cargo, o con1 ocasión de actos ejecutados 
e n  el cumplimiento de las mismasw. 



Sustancialmente, el concepto del atentado en el Pro- 
yecto, es el mismo que consignaba al describirlo el de- 
rogado Código penal de 1870. Para que existiera aten- 
tado contra la autoridad o sus agentes, eran necesarios 
tres requisitos: 1 . O  Que se acometiera o empleara fuer- 

z a  o se intimidara gravemente. 2.' Que cualquiera d e  . 
. estos actos se ejecutara contra la autoridad o sus agen- 
tes. 3.O Que se realizaran cuando la autoridad o sus 
agentes se hallaren ejerciendo las funciones de sus car- 
gos O con ocasión de actos ejecutados en el cumpli- 
miento de las mismas. 

Tanto el Código de 1870 como el art. 439 del Pro- 
yecto, igualaban a los efectos de la represión con evi- 
dente injusticia, a la autoridad con sus agentes y con 
los funcionarios públicos, sin tener en cuenta que, aun 
cuando el delito no es contra las personas, sino contra 
el orden público, no puede, con justicia, estimarse 
nunca de la misma gravedad, a los efectos de la repre- 
sibn y grado de la pena impuesta, e1 atentado contra 
un Juez de primera instancia, que el cometido contra 
su alguacil. La ley no establecía distinción alguna entre 
el delito cometido contra uno y otro en el Código d e  
1870 y el Proyecto de la Comisión incidía en tamaiío 
error. 

Pero existía otra confusión más lamentable aún, 
tanto en el derogado Código como en el citado Proyec-. 
to, entre la autoridad y sus agentes y demás funciona- I 

rios públicos, cuando exigfa por igual para todos ellos, 
como requisito para la existencia del atentado, que to- 
dos se hallaran ejerciendo las funciones de su cargo o 
con ocasión de actos ejecutados en cumplimiento de 
las mismas. 



El vigente C6digo penal, con manifiesto acierto y 
mayor respeto a la autoridad, comienza en su art. ,318 
al definir el delito de atentado, por establecer una dife- 
rencia sustancial, entre la autoridad y sns agentes, o 
los funcionarios piiblicos en general, preceptuando que: 
.son reos de atentado los que en cualquier momento 
acometieren a persona constituida en autoridad o em- 
plearen fuerza contra ella, o la intimidaren gravemente 
y los que ejecutaren estos actos contra agentes de la 
autoridad o funcionarios piiblicos, cuando se hallai-en 
ejerciendo las funciones de su cargo o con ocasión d e  

ellas.. 
Esta determinación del delito de atentado ha modi- 

ficado sustancialmente en defensa de la autoridad el 
concepto del delito cld art. 263 del Código penal de 
1870, de la jurisprudencia dictada cdrrforme al mismo y 
del art. 439 del Proyecto de la Comisión de Códigos. 
Para que se dé el delito de atentado contra persona 
constituida en autoridad, basta con que se le acometa, 
se emplee fuerza contra Ia misma o se le intirnide 
cualquiera que sea el tnomento en que la accidn puni- 
ble tengcx lugar. No es necesario, por tanto, para que 
el atentado surja que la autoridad se halle en el ejerci- 
cio de las funciones de su cargo o con ocasi6n de ellas. 
La condición de autoridad imprime cardcter y cual- 
quiera que sea el momento en que se le acometa, el de- 
lito quedará consumado y perfecto. ]Qué  diferencia:^ 
qué garantia para defensa de la autoridad, entre esta 
afirmaci6n fundada en la ley, y aquella otra basada en 
la jurisprudencia de no constituir atentado el hecho de 
injuriar y dar de palos a un Juez de primera instancia, 
un Teniente de ia Guardia civil, hallándose aquél en sa  



casa y en mangas de camisa, y, por tanto, sin ejercer 
las funciones propias de su cargo. (Sentencia del Tribu- 
nal Supremo de 17 de Noviembre de 1874). 

Y este poder de protección y defensa que la ley es- 
tablece, ampara a la persona constitufda en autoridad, 
aun fuera de la provincia en que ejerza su cargo, ar- 
ticulo 332, y aun después de cesar la autoridad en el 
desempeño del mismo, siempre que sea con ocasión de 
su ejercicio. 

La distinción que la ley establece a los efectos de la 
represión entre los delitos de atentado contra la auto- 
ridad, sus agentes y los demás funcionarios pdblicos, se 
manifiesta también en la distinta penalidad, que, para 
unos y otros, establecen 10s artfculos 319 y 320 del Có- 
digo penal, siendo naturalmente mayor en los delitos 
contra la autoridad, que comprende de uno a seis anos 
de prisión y multa de 1 .O00 a 5.000 pesetas. 

Es necesario haber pasado por el trance de cesar 
despues de ser muchos años Juez en un pueblo, luchan- 
do con lo peor de cada casa y sentirse desabrigado de 
todo amparo como autoridad para comprender lo justo 
de la protección que la ley sigue dispensando a la auto- 
ridad que cesa, en el párrafo 2.O del citado art. 332 del 
Código penal vigente. 

El art. 479 del Proyecto castigaba con la pena de 
cuatro meses a cuatro años de reclusión y multa de 
1 .O00 a 20.000 pesetas a los que, habiendo adquirido de 
buena fe billetes de Banco u otros tftulos al portador, o 
sus cupones, de los expresados anteriormente, sean na- 
.cionales o extranjeros, falsos, los expendieren a sa- 
bienclas de su falsedad. Este articulo, lo mismo que el 
306 del C6digo penal de 1S70, castigaban la expendi- I 
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ción de bi e Banco falsos ne- 
ro  de ello :uantía de los 1 la 
expendicion ae  un billete del Banco ae Espana a e  2s pe-' 
setas, adquirido en con( e legítimo y cambiado o 
expendido después de ( al adquirente su false- 
dad, era castigado en iguales términos y con ma 
pena que el que realizara la expendición de bi- 
lletes de 1.000 pesetas en iguales condiciones. 

Más justo el vigente Código penal, castiga de- 
lito tal forma de expendición de billetes falsos, s610 
cu Sta exc 100 pei de un ejemplar. 
En tud, el de expe n solo billete de 
B a n ~ o  uc 1CO pes~~cis ,  iiacional u cx~ranjero, falso, ad- 
quirido de buena fe, no jtitutivo de delito, pues 
para serlo se necesita que se expenda un billete de más 
de 100 pe: ejemplares, pi de 
tratarse d 6n de más de u :ho 
será delito, cualquiera que sea la cuantía ae  los billetes 
expendidos. No deja el C6digo impun~ pendición 
cuando no es constitutiva de delito. Dlit.3 CI art. 799 del 
mismo castiga cc ta y cc ulta del tanto al 
triplo, sin que nu . inferio esetas, a los que, 
habiendo recibido de bi  :te de Banco fal- 
so. sea su[ etas, lo expendan 
despues ae  constarle su raiseaa,. 

.ntiguo ubrimiento de un delito, 
co ite de rc ~bilidad criminal, ha sido 
profunda y radicalmente modificado, tanto en el Pro- 
yecto del Código penal como en éste. Vigente el Códi- 
go de 1870, el concepto de encubridor iba íntimamente 
ligado a 1; i6n de un delito determinado y especí- 
fico, del que eran criminalmente responsables, conforme 
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al art. 11, los autores, los cómplices y los encubridores. 
Sin la existencia de tal delito, del conocimiento que de 
su  perpetración tuviese el encubridor, sin haber tenido 
participación en 61 como autor ni como cómplice y sin 
intervenir con posterioridad a su ejecucidn de alguno 
de los modos que seilalaba el art.  16 del citado Código 
de 1870, en sus distintos casos, no habfa posibilidad de 
mantener con éxito una acusación contra un acusado de 
encubrimiento y menos, por consiguiente, de obtener 
una condena. 

Por ello, quedaba impune siempre la habitual y sis- 
temática protección que en los campos de Andalucía se 
proporcionaba a los ladrones y el crónico bandoleris- 
mo que por tantos años perduró en aquella comarca, 
era debido a la impunidad en que quedaba tamaño 
desafuero. Siendo el exponente Abogado Fiscal de la 
Audiencia de Sevilla, se  vi6 precisado, por mandato de 
sus Jefes, a mantener un sinnúmero de acusaciones en 
otras tantas causas seguidas corltra propietarios y co- 
lonos de los campos de Estepa, Ecija y otras poblacio- 
nes andaluzas, que habitual y conocidamente alberga- 
ban, alimentaban y protegían al bandido llamado *El 
Pernales~,  haciendo iniitil e ineficaz la continua perse- 
cución de que con todo celo y actividad le hacia objeto 
la Guardia civil. Ni una sola de aquellas acusaciones 
prosper6, a pesar de poner en ello el exponente toda su 
voluntad, y los veredictos de inculpabilidad se  sucedie- 
ron; hay que reconocer que con estricta justicia, pues 
para que aquella responsabilidad hubiese podido ha- 
cerse efectiva, eran necesarios elementos que no daba 
el derogado Cddigo penal. 

Este concepto delencubrimiento, específicamente vin- 



culado a determinado delito, del que hay que acusar en 
primer término al autor del mismo, ha sido sustancial- 
mente ampliado en defensa de la sociedad y de la ley, 
y por ello, tanto el Proyecto como el Código penal vi- 
gente, forman del encubrimiento habitual un delito es- 
pecial, variando sustancialmente el antiguo concepto 
del encubrimiento. Ahora, éste constituye un delito 
por s i ,  del que son responsables conforme al art.  667 
del Proyecto y 513 del Código, los que habitualmente 
se dedicaren a ocultar o inutilizar el cuerpo, los efec- 
tos o los instrumentos de los delitos, o albergar, ocul- 
tar  o proporcionar la fuga a los delincuentes. 

Pero el nuevo Código penal ha ampliado con entera 
justificación el concepto del encubrimiento, y crea 
como figura de delito no comprendida en el Proyecto, 
llevándola a su art. 514, los hechos realizados, por los 
que sin haber tenido participación alguna en un delito, 
oculten en interes propio, reciban en prenda o adquie- 
ran de cualquier otromodo objetos que por las personas 
quelos presenten, ocasi6n y circunstancias del empefio o 
enajenación, evidencien o hagan suponer racionalmen- 
te que proceden de un delito y los que concurran a la 
enajenación de dichos objetos, auxiliando a los delin- 
cuentes para que se aprovechen de ellos. 

No ha de entenderse que la creación del delito es- 
pecial de encubrimiento modifica ni altera el concepto 
clásico de la punibilidad que pueda alcanzar y alcanza 
al encubridor de un delito determinado para exigirle 
como tal encubridor la responcabilidad criminal que le 
corresponda como consecuencia de  su  encubrimiento, 
conforme a los artfculos 45 y 50 del nuevo Código pe- 
nal, ya que este en nada ha modificado el principio fun- 
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damental de qi criminalmente responsables de 
los delitos los autores, los c6mpIices y los encubri- 
dores. 

Tantc .420 del Código pen¿ gado como 
.e1 669 del Proyecto, castigaban el homicidio causado 
.en riaa tumultuaria, haciendo responsables del mismo 
.cuando no constara el autor, a los que hubieren causa- 
d o  al interfecto lesiones graves; y no constando quiC- 
ines hubiesen causado éstas, extendían la responsabili- 
,dad e imponian la pena correspondiente a todos aque- 
.Ilos que hubiesen ejercido violencia en la persona del 
ofendido. Hasta aquf se  derivaban las responsabilida- 
des por la muerte de un hombre en riAa tumultuaria, 

d e  manera que cuando no constaba quienes habian cau- 
sado al interfecto lesiones graves, o, por lo menos vio- 

3 lencia en su persona, no había términos hábiles de exi- 
gir responsabilidad a nadie, aun constando de un modo 
indubitado, quiénes fueron las personas que intervinie- 
ron en la riíía en contra del interfecto. Y como es de 

. esencia en la riaa de que se trata, que luchen varios 
acometiCndose entre si confusa y tumultuariamente, en 
tCrminos tales que puede afirmarse que no existe, si no 
resulta probado el mutuo acometimiento, ni tampoco 
cuando existiendo riAa confusa y tumultuaria son co- 
nocidos los autores de la muerte, evidente es que esa 
misma confusión y tumulto en que el delito se desarro- 

.]la, ha impedido, casi siempre, el determinar quiénes 
"fueran los agentes que causaran al interfecto lesiones 
graves o violencias en su persona, reSultando en la in- 
mensa mayoria de los casos el delit rtido en la 
más  completa impunidad. 

No ocurrirá esto ahora, vigente el nuevo Código 
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penal, pues éste, no solamente castiga a los que en rii'ía 
tumultuaria de la que resulta una persona muerta, cons- 
te que causaron a Ia misma lesiones graves, jr a falta 
de éstos, a los que hubiesen ejercido vio1 n la 
persona de la víctima, sino que además, sa ista- 
mente, en defecto de unos y otros, castiga con la pena. 
de seis meses a dos anos de prisión a cuantos intervi- 
nieron en la riaa en contra del interfecto. De este modo, 
conocido que 1 s formaban los band ten- 
dientes y a cual 3s pertenecía el inter será 
sencillo y fácil LULIULC~ quiénes intervinieroll CLI la rilia 
en contra de la víctima, para exigirles el coi cas- 
tigo por solo esta circunstancia. 

el nuev al, ha introducido. 
t l  i modifi delito que prevé y 
castiga, con referenciü a los priricipios que respecto 
del mismo proc 1 Proyt :o penal en, 
su art.  699. 

cidísirn 7 .  E. la 3iscusiones 

9 ;ionaba 438 de I derogado 
calificado por V. E. con gran justicia, de atarnoso., en 
la notable Expc del nuevo Código penal, el Fis- 
cal no ha  de intentar tomar nota de las mismas; basta 
a s u  propósito hacer c que en el nuevo Código, 
modificando profunda] 21 Proyecto de la Comi- 
sión, se declara en su art. 533, que a quien sin estar se- 
parado legalmente ni de hecho de su cónyuge, sorpren- 
diere a éste en actos de adulterio, salvo el caso de que, 
aunque f nte, lo hubierc ntido, y en. 
el acto matare o niriere a cualquiera ae  los addlteros 6 
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prudente arbitrio, nl cual quedará también ciecidir, si 
la condena ha de dejar de ser inscrita en los registros 
de antecedentes penales. 

El mero cotejo de este art.  523 del Código vigente, 
con su correspondiente el 699 del Proyecto, bastan para 
hacer notar la profunda modificación introducida por 
el Código. 

En primer término, quedan equiparados marido y 
mujer, ya que el Código emplea el nombre genérico de 
cónyuges, cuando cualquiera de ellos sorprendiere al 
otro en actos de adulterio, y en el acto matare O hirie- 
r e  a cualquiera de los adfilteros, o a ambos, v en segun- 
do, el Código no ha querido consentir que en ningún 
caso deje de penarse tal hecho, quedando en absoluto 
al arbitrio del Tribunal el imponer al cónyuge culpa- 
ble del parricidio, del homicidio o de las lesiones, la 
pena que estime adecuada, la cual será justa e impues- 
ta con arreglo a ley, siempre que sea inferior a la que 
en caso de no concurrir la circunstancia del adulterio, 
corresponderfa al delito cometido, pudiendo tambien 
el Tribunal acordar si ha  de dejar de sei- inscrita en los 
registros de antecedentes penales. 

No ha querido el legislador, obrando con toda pru- 
dencia, hacer extensiva al padre, madre o abuelos, res- 
pecto a 10s corruptores de sus hijas o nietas, menores 
d e  veintitrés ailos que vivieren en su compañia, la dis- 
posición especial del citado art. 523, disposición que se' 
hacia extensiva a los mismos, en el párrafo 2.' del ar-  
ticulo 699 del Proyecto; y, por tanto, si alguno de 
ellos realiza un acto delictivo contra el corruptor de 
su hija o nieta, será juzgado por el hecho que reali- 
c e ,  y el Tribunal apreciará en cada caso las cir- 



cunstancias que concurran a los efectos de la repre- 
sión. 

En el delito de infanticidio ha introducido también 
.el Código alguna importante modificaci6n con referen- 
cia al tan repetido Proyecto. Según éste, cometia tal 
delito la madre que por ocultar su deshonra y los abue- 
los maternos que, para ocultar la deshonra de su hija, 
mataren al hijo o al nieto que no haya cumplido cinco 
días. Igual concepto del delito de infanticidio campea 
en el Código sin más diferencia, que no deja de ser im- 
portante, que la de que en el Proyecto, el recién riacido 
muerto, era necesario que no hubiera cumplido cinco 
dfas, mientras que, según el nuevo Código, coincidien- 
do con el derogado de 1870, para que la muerte del re- 
cién nacido sea penada como infanticidio, es necesario, 
con la concurrencia de las demás circunstancias exigi- 
das por la ley, que aquél no haya cumplido tres dfas. 
Acertada parece al Fiscal que se dirige a V. E. tal mo- 
dificación, desde el momento en que la ley estima nece- 
sario fijar un plazo contado desde el nacimiento, más 
allá. del cual, la muerte del recién nacido ha de ser con- 
siderada y penada como parricidio o como asesinato, 
y si el plazo de tres dfas es considerado por muchos de- 
masiado extenso, para estimar que subsista la obceca- 
ción, el aturdimiento y los poderosos estimulos que Ile- 
van a la madre o a los abuelos a matar al recién nacido 
para ocultar la deshonra de aquélla, ya que estos malos 
estimulos ha debido desvanecerlos el roce durante tres 
dfas con el recién nacido, mucho menos digna de la 
atenuación que la ley otorga al infanticidio, será la ma- 
dre que mata al recién nacido después de cinco dfas de 
drodigarle asiduos cuidados, y en los que el instinto de 
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la maternidad y sus deberes han debido sobreponerse 
a cualquier otro. 

El art. 530 del Código, al describir y penar la mBs 
grave de las lesiones que intencionadamente pueden 
causarse a una persona, amplia el concepto de la cas- 
tración que era el que tenian en cuenta y penaban, tan- 
to el art. 429 del Código de 1870, como el 682 del Pro- 
yecto de la Comisión, con el de esterilizar a una perso- 
na de uno u otro sexo, nc o por p 1- 

cultativa, disposición dig )da ala o 
habia razón ninguna para que castigándose la casti-a- 
ción con la misma pena que el homicidio, el esterilizar 
a una mujer estuviera comprendido tanto en el Código 
de 1870, como en el Proyecto, ei icepto genérico 
de cualquiera otra mutilación causaaa de propósito, de 
los articulas 430 del primero y 683 del s 

El Código vigente, con más justicia, 1- 

ceptos de la castración y de la esteriliza~iuri iuLericiO- 
nada, igualando a ambos sexos en el respeto que su in- 
tegridad corporal merece, penando también ambos 
atentados con la misma pena qu o 
a los ofendidos. 

En el delito de aborto tambien el Código amplía de- 
terminadas responsabilidades a los que, en ciertas cir- 
cunstancias, facilitan la comisión de este delito. 

E l  art. 681 del Proyecto castigaba al farmacéutico 
que, sin la debida prescripción facultativa, expendiere 
una substancia abortiva o capaz de destruir el fruto de 
la concepción. Este mismo hecho está también penado 
en el párrafo 1.' del art. 529 del Código, pero ampliado 
en : afo 2.O, al que sin titulo facultativo expenda 
o ft  mbstancias de  las expresadas en el párrafo 
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anterior, al cual impone la pena de tres a seis meses d e  
prisión y multa de 1.000 pesetas. 

El hecho de disparar un arma de fuego contra per- 
sona determinada del art. Íj96 del Proyecto, ha sido mo- 
dificado por el 541 del Código. Tal hecho, según el Pro- 
yecto, sería castigado siempre, cualesquiera que fueran 
1í1s lesiones causadas o aunque no ocasionara ninguna, 
como tentativa de homicidio. Según el art .  541 del Có- 
digo, cuando con el disparo no se ocasionen lesiones, 
el hecho será castigado con la pena inferior en uno o 
dos grados, a la que ponda al autor de un dispa- 
ro con lesiones, y éste sera castigado siempre como reo 
de tentativa de homicidio. 

La frase empleada por ( go, dist la del 
derogado de 1870, al penar CI aLLv de dispai ai ~~iiencio- 
nadamente un arma de fuego contra una persona, ha 
de engendrar dudas en determinados casos, de cuál 
haya sido la intención del legislador, al introducir la 
variante que anotamos a continuación. El Código de  
1870 decin en su a r t  423: .El acto de disparar un arma 
de fuego co?ztl*a cltalquiern perso~za, será. castigado 
con la pena de prisión correccional ... etcm. 

El nuevo Código penal castiga en su art.  541 al que 
dispn?,e 2672 arma defi~ego contra persona determi- 
vnda. ;Cuál habrá sido el propósito del legislador al. 
cambiar el concepto? Nada tiene de particular que 
tales dudas puedan nacer de la nueva redacción dada 
al art. 541 del Código, cuando las mismas 'dudas, con 
mucha menos razón, surgieron de la redacción del a r -  
tfculo 423 del derogado Código de 1870. Y tal duda 
puede precisarse en estos términos: para que el acto 
de disparar un arma de fuego sea punible, (ha de ir di- 
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rigido intencionalmente corttra persortn determinada? 
Cuando interpretada una ley de cierta manera, tal  

interpretación conduce al error, hay necesidad de huir 
d e  dicha interpretación como de la muerte, ya que 
nu'flca puede suponerse en el legislador el propósito de 
tegislar errOneamente, y que tal error ha de conducir 
indudablemente a la injusticia; y en este sentido hay 
que convenir que el disparo de arma de fuego tiene 
que ser punible, aun cuando no vaya dirigido contra 
Z I N ~  pcysotla determinada, especipcn 31 concreta, sino 
contra c~~a lq~ i i evn  persorla, como con mds propiedad 
decía el Código de 1870 en su art .  423. 

Si por persona determinada h e entender una 
seiíalada y fija, en contraposició llquiera perso- 
na, que es una indeterminada, alguna, sea la que fue- 
re, tendremos que cuando se trate de ciertos he- 
chos delictivos, ha de surgir la duda a que aludimos 
anteriormente de si tal hecho será constitutiv L 

infracción que prevé y castiga el nuevo Cddig 1 
en su art. 541. Ejemplos: 

Un sujeto dispara un tiro de noche contra un grupo 
formado por varias personas, sin que su intencíón sea 
la de dirigirlo contra una de ellas determinadamente. 
-<Estará tal hecho comprendido en el art. 541 del 
Código? 

(Estarii asimismo comprendido el disparar un arma 
de fuego, dirigiendo el disparo a un tren de viajeros 
.en marcha? 

<Lo estará el dirigirlo contra Ia puerta de una casa 
en cuyo interior hay varias personas, con el propósito 
de dañar a éstas? 

Tales dudas y muchas aniilogas surgieron vigente el 

o de 1s 
o pena 
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Código penal de 1870, que penaba el disparo de arma de 
fuego hecho contra cidnlqzliera pelrsona, y evidente es 
que las mismas dudas han de surgir ahora con más 
fundamento redacción del art. 541 y la frase 
.persona derermrnnda~. Y asi como la jurisprudencia 
declaró sabiamente que tales hechos eran constituti- 
vos del delito de disparo de arma de fuego del articu- 
lo 423 del Código derogado, asi también el Fiscal debe 
sostener siempre que tales hechos han de estimarse 
como constitutivos de la infracción que prevé y casti- 
ga el art.  541 del r 26digo 
suponer que tales h 10 sean 
al mismo, y sólo pneaan castigarse como una simple 
tenencia de armas, si, el que dispara carece de la co- 
rrespondiente licencia; v como en sentir del exponente 
es erróneo S :nción ( zisladoi 
sario ser8 ac s a  de 1 dad y 1 

recho, estimando que la frase ap 
sólo exige que el a r  lispare 
nas personas, sin necesiaad de que esta sea seaaiaaa 
J' fija. 

Una refoi introducida e11 ia re- 
dacción del art. 542 del C6 
de 10 de Diciembre de 1921 

Según dicha reforma, t~ uau y L C L ~ C I I C ~ ~  de dl I I L ~ ~  

,de fuego sin la debida autorización, crta9zdo 710 consti- 
t z~ya  infieaccidn de Zn ley de Cuza o de otra ley espe- 
c i d ,  ser8 castigado pena d 
a tres aiíos de prisic ilta de 

Esta modificaci6n noilra a V. c. en terminos que 
no pueden apreciarse por quienes examinen la cues- 
tión ligeramente y sin darse cuenta de la justicia que 
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encierra, de las lágrimas que enjuga y de las ruinas 
que evita a honradfsimos padres de familia que se  han 
visto condenados, no a dos meses y un dia de prisi6n, 
sino a la terrible pena de confiscación de todos sus es- 
casos bienes, por el hecho de salir al campo armado 
de una escopeta con el propdsito de coger alguna caza 
con que mejorar el caldo de su pobre puchero. Conoce 
el que tiene la honra de dirigirse a V. E. varios he- 
chos de esta naturaleza que claman al Cielo, y que 
bien está que no vuelvan a reproducirse. 

Un pobre hombre vivia en el campo con sus hijos y 
con su mujer y tenía en su humilde vivienda una esco- 
peta para su defensa. Cayó s u  mujer enferma, y para 
llevarle algiín alimento, mejor que aquel que podia 
adquirir con sus escasísimos medios, quiso su mala 
ventura que se le ocurriera salir a cazar y que trope- 
zara con la Guardia civil. Vino, naturalmente, la de- 
nuncia, el procesamiento por tenencia y uso de armas 
sin licencia, la consiguiente sentencia condenatoria, y 
lo verdaderamente trágico, la forzosa condena en las 
costas; y como el pobre hombre era solvente porque 
tenía una casita en la que vivía, y unos celemines de 
tierra que cultivaba en los días quebrados y lluviosos 
en que no había jornal, todo ello vol6 y se deshizo para 
indemnizar al Estado por el importe del papel sellado 
y demás gastos hechos por ciienta del procesado en la 
causa, para pago de las demás costas procesales y de 
la ineficaz defensa del desgraciado, a la que éste no 
podia ni dejar de pagar ni renunciar, para colmo de 
desventuras. 

Estos gritos de angustia, que no se oyen con el tr8- 
fago de las grandes poblaciones, honra al Gobierno 
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que 1 cha, y de aquí en adelante ese hecho será. 
a lo c la simple falta penada en el art. 50 de la 
ley de Caza con la multa de 50 pesetas. 

En los delitos contra la honestidad ) 

el art.  598 del Código, al penar la violac,,.,, 755 del 
Proyecto. En éste se penaba genéricamente con pri- 
sión de cinco a quince años la violación de una mujer, 
sin distinción alguna por razón de edad de la ofendida. 
E1 598 del Código castiga la violación de una mujer 
mayor de dieciocho anos con la pena de tres a doce 
anos de prisión, llevando a los arttculos 772 y 773 el 
castigar al que yaciere con mujer menor de doce años 
y mayor de doce y menor de dieciocho, castigRndolo 
con la pena de seis a dieciocho anos de prisión en el pri- 
mer caso, y con la de seis a dieciséis en el segundo, 
siempre que en este último se valga el autor del delito de 
fuerza o intimidación, o cuando la víctima se hallare en 
estado de inconsciencia. Necesario será, pues, al Fís- 
cal cuando se trate de la calificación de este delito, 
tener en cuenta las citadas modificaciones establecidas 
en el Código penal vigente cuando se trate del delito 
de violación, tanto con referencia al art.  453 del Códi- 
go de 1870, como con referencia al Proyecto de la Cc. 
misión de Códigos. Para calificar acertadamente un 
delito de violación, será necesario, en todo caso, tener 
en consideración, lo primero, la edad de la ofendida. 
Si Csta es menor de doce ailos, el solo hecho de yacer 
con ella será castigado conforme al art. 772, cualquiera- 
que sean las circunstancias que concurran. Si es ma 
yor de doce y menor de dieciocho, valiéndose el cul- 
pable de fuerza o intimidación, o cuando la vfctima se 
hallare en estado de inconsciencia, sera penado el au- 



tor de tal hecho conforme al 773; y,  por último, cuando 
sea mayor de dieciocho anos, se cometerá el delito de 
violación propiamente dicho, que prevé y castiga el 
art. 598, siempre que, al yacer con mujer de tal edad, 
se use de fuerza o intimidación bastantes para conse- 
guir el propósito del culpable, o cuando la mujer, por 
cualquier causa, se hallase privada de razón o de sen- 
tido o estuviere incapacitada para resistir. 

Tambien el art. 600 castiga con la pena de uno a 
tres años de prisión al culpable de la violación de una 
mujer que se dedicare habitualmente a la prostitución. 
Este articulo ha sido calurosamente censurado en mo- 
mento solemne, sin razdn y sin tener en cuenta que, 
aun cuando la honestidad de una mujer dedicada a la 
prostitución sea negativa, el hecho de yacer con la 
misma en cualquiera de las circunstancias enumeradas 
en los casos l." y 2." del art.  598, constituye un ataque 
contra la libertad y seguridad de la misma con fines 
deshonestos, y habrfa de tener cabida en este lugar, ya  
que, según Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de 
Diciembre de 1906, comete el delito de violación el que 
realiza actos comprendidos en el núm. l." del art. 453 
del Código penal de 1870, el cual castiga dicho delito 
sin establecer diferencias entre la mujer honesta y la 
de otra condición. 

No define el Código en su art. 603 en que consista el 
incesto. Más expresivo el Proyecto, lo hacia consistir 
en su art.  762 en yacer o mantener cualquier genero d e  
relaciones impúdicas entre las personas que menciona, 
concepto que como justo habrá de mantenerse cuando 
se trate de su determinación. Sólo castiga el Código 
este delito entre ascendientes con sus descendientes, 
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entre afines en línea recta y entre hermanos, ya sean 
germanos, ya uterinos, ya consangufneos, siendo d e  
notar que el Código no castiga como incesto los actos 
que de tal naturaleza tuvieren Lugar entre cuñados, 
modificando así el caso 3.' del art. 762 del Provecto ya 
citado 

Se pro en 1 C6di- 
go el yacer con mujer honesta mayor de dieciocho 
años y menor de veintitrés, delito que se cita al solo 
efecto de anotar la diferencia existente entre el art. 764 
del Proyecto y el citado 605 del vigente Código, pues 
éste, más preciso que el Proyecto y que el 458 del C6- 
digo de 1870, que castigaban tal hecho mediando o in- 
terviniendo engafio, lo pena solamente mediando pro- 
mesa de matrimonio 

El engaño, gen6 do, s610 dará 
lugar al delito de estupro cuando se emplee para ya- 
cer con mujer honesta mayor de dieciocho años y me- 
nor de veintitrés, con abuso del ascendiente económico 
que se posea sobre la menor por la calidad de jefe, pa- 
trono u otra análoga. 

El párrafo 2." del art. 765 del Proyecto castigaba al 
que cometiere estupro con .su hermana o descendiente, 
aunque fuera mayor de veintitrés aAos. Esta forma de 
delito de estupro ha sido s.uprimida por el Código vi- 
gente, con perfecta justicia, puesto que constituyendo 
el estupro de una hermana o descendiente el acto de 
yacer con la misma, este hecho se encuentra ya pena- 
do en el art. 603 del Cddigo como delito de incesto. 

, En el delito de rapto ha suprimido el Código la pi-e- 
sunción que consta del Proyecto en el párrafo 4 . O  del 
art. 771, en el que se establecía que el rapto de una ca- 



snda, ejecutado con miras deshonestas, se presumfa 
hecho contra o sin su voluntad, sin que respecto de 
esta presunci6n se admitiera prueba en contrario. 
Como el C6digo no admite tal presuncibn, el i-apto de 
una casada ejecutado con miras deshonestas estar&, 
pues, comprendido en los terminos generales del ar- 
ticulo 61 1 cuando concurran las demás circunstancias 
que lo integran. 

En el delito dt y caso 5.' del art. 704 ha mo- 
edificado el Código ~uuforme al Real decreto-ley de 
10 de Diciembre de 1928 la redacción del art. 898 del 
Proyecto. Segdn este, se castigaba con la pena de dos 
meses y un día a cuatro meses de re1 al reo de 
hurto cuando no excediere de 100 pes el mismo 
hubiera sido condenado anteriormente aos veces por 
falta de hurto, o el ofendido fuera un obrero o jornale- 
ro o una persona desvalida. En el párrafo 5 . O  del repe- 
tido art. 704 se castiga en su caso con la misma pena 
que en el Proyecto cuando no excediere el valor de lo 
hurtado de 100 pesetas y el reo haya sido condenado 
anteriormente dos veces por falta de hurto o una por 
delito de robo o hurto, quedando también justamente 
suprimido en el Código el párrafo 3." del art. 934 del 
Proyecto. 

No he de molestar más la atenci6n de V. E. expo- 
niendo otras muchas modificaciones o alteraciones in- 
troducidas al texto del Proyecto. Las expuestas se ano- 
tan en est; r ia ,  no solamente para hacer constar 
la amplia rerorma realizada por V. E., sino también 
para orientación de los :S Fiscales en cuanto al 
criterio que ha presididc redacción de los articu- 
Pos anotados, ya que el exporlente no puede perder ni 
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- XLIX - 
un momento de vista que la principal finalidad de este 
trabajo consiste en velar por la unidad del criterio fis- 
cal en la interpretación y aplicación de la ley penal. 

No obstante la prolija labor realizada por V. E. al 
redactar el nuevo Código penal, es natural que en su 
aplicación principien a aparecer, justamente con (1, 
dudas en su aplicación, que en definitiva irá resolvien- 
do la jurisprudencia, ya que en la práctica aplicación 
de la ley al hecho concreto es cuando comienzan a no- 
tarse las vacilaciones que no surgieron al estudiar en 
abstracto el precepto legal. 

De ahf que esta Fiscalfa, en cumplimiento de sil 
deber, y poniendo toda su voluntad, haya tratado de 
resolver las dudas suscitadas en las múltiples y cons- 
tantes consultas de los señores Fiscales, las que apare- 
cen insertas a continuación, asf como en las Circulares 
dadas en los casos más importantes, buscando con ello 
la indispensable unidad de criterio en el Ministerio Fis- 
cal, a que antes haciamos referencia. Si V. E. estima 
que en dichas consultas y Circulares está rectamente 
interpretada la ley, el Fiscal tendrá la intima satisfac- 
ción de haber cooperado a su cumplimiento. 

La aplicación del art. 183 del Código suscitó dudas 
al Fiscal por no haberse publicado el Reglamento a que 
el mismo se refiere, y tales dudas fueron resueltas 
contestando en 28 de Febrero dltimo a la consulta for- 
mulada, que los Jueces y Tribunales, en tanto no se 
dicten las disposiciones reglamentarias a que el Código 
se refiere, en orden al procedimiento, deben tener en 
cuenta, tanto cuando se proceda por delito como por 
falta, lo preceptuado en los articulas 179, 180 y 183 del 
mencionado Código penal, siendo indispensable, si el 

IV 



reo posee bienes inmuebles propios o un establecimien- 
to industrial o de comercio, se proceda en todo caso en 
la forma que determina el núm. 1.' del art. 179; y si no 
tiene bienes, se resolverá conforme a los números 2.", 
3 . O ,  4.O, 5.O, 6.' y 7 . O  del citado artículo, teniéndose 
también en cuenta en su caso lo dispuesto en el articu- 
lo 180, cuando el reo se negare a trabajar, o cuando 
por medio de cualquier simulación o acto voluntario 
no pudiera hacerse efectiva la multa en todo o en par- 
te, ingres8tldose siempre el total importe de lo satisfe- 
cho en la Caja general de Depósitos a los efectos del 
art. 153. 

El art.  186 tambien en su aplicacibnsuscitó dudas a 
algún Fiscal, cuya duda consistía en que, determinán- 
dose en el mismo y su caso 3.O, entre las condíciones 
indispensables para suspender el cumplimiento de una 
condena, que la pena consistiera en reclusión o prisión 
que no excediera de dos afios, era necesario precisar 
si dicho limite hacia referencia a la pena impuesta al 
reo en la sentencia o a la pena sefíalada por la ley a la 
infracción cometida. 

Tal duda fue resuelta por este Centro en su contes- 
tación a consulta formulada en 18 de Enero filtimo. E1 
primer inciso del citado art.  186 del Código penal dice 
de un modo preciso que los Tribunales podrán otorgar 
motivadamente o por si, o aplicar por ministerio de la 
ley, la condena condicional que deja en suspenso la 
aplicación de la pena de privación de libertad irulpztes- 
ta. Luego si lo que se suspende, en virtud de la aplica- 
ci6n de los beneficios de la condena condicional, es la 
pena de privación de libertad impuesta, a ella es a la 
que hay que atender, y no a la pena con que e1 Código 
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castigi !ricamente la infracc e pra- 
ceda. 

La aplicación del art. 542 del vigente Código 
originó la duda de si con su publicación se hab 
terado el concepto del uso o tenencia de armas ae tue- 
go sin la debida autc ~ n ,  a los efecto: perse- 
cución y castigo. 

Esta consulta fué resuelta en 25 de Enero iiltirno en 
el sentido de que siendo iguales en su concepto el de- 
lito de tenencia y uso de armas de fuego que penó el' 
art. 3 . O  del Real decreto de 13 de Abril de 1924, y  el^ 
que describe y castiga el art. 542 del nuevo Código pe- 
nal, Y ino y otro se integran por el uso o tenen- 
cia de de fuego sin la debida autorización, coi1 
el solo aui~amento en este último de que tal uso o te- 
nencia no constituya infracción de la ley de Caza o de 
otra ley especial, debe tenerse como criterio de la Fis- 
calía en el ca sultado el que consta de la inter- 
pretación da1 este Centro en su contestación de 
3 de Junio de 1 Y .  al art. 3.' del Real decreto citado, y 
en su virtud estimarse que lo que integra el delito a 
que se refiere el art. 542 del Código penal es el uso o 
tenencia de : 3 por 7  era de- 
su domicilio. 

Pc o, Sefior, para no hacer interminable esta 
tarea eme manifestar el diferente criterio soste- 
nido en distintas Audiencias y Fiscalías, como conse- 
cuencia de las dudas nacid la publicación de los 
artículos 702 y 830 del Cóaigo penal, por entender la 
gene1 que dichas disposicio -ogaban el ar- 
tí culc la ley especial de Ca 16 de Mayo de 
1902. cievauas diferentes  consulta^ a csLe Centro, com- 



prendiendo el exponente la trascendencia de la cues- 
tión que en las mismas se planteaba, en vez de contes- 
tar a cada dna de ellas, optó por publicar la Circular 
de 10 de Abril del corriente aAo, ya que son infinitas las 
infracciones que se cometen con motivo del ejercicio 
del derecho a cazar y ser también distintas las conse- 
cuencias que en orden a la represión de las mismas se 
seguirian, según el criterio que imperara para resolver 
las dudas surgidas. Cierto que el art. 855 del Código 
deroga todos los preceptos de carácter penal conteni- 
dos en leyes especiales que se hayan incorporado al 
mismo; pero es cierto también que esas leyes espe- 
ciales de carácter penal, que no se hayan incorporado 
al Código, quedan subsistentes por mandato expreso 
del mismo, en cuanto no contradigan o se opongan a lo 
que en este se previene. 

La ardua cuestión queda, pues, reducida a determi- 
nar si el art. 50 de la ley especial de Caza ha sido o no 
incorporado al C6digo. 

Como éste castiga las infracciones cometidas con 
ocasión de cazar, en sus dos artículos 702 y 830, niíme- 
r o  l.", es necesario determinar si a estos ha sido incor- 
porado el repetido art. 50 de la ley de caza y para ello 
empecemos por determinar que, para que pudiera es- 
timarse hecha tal incorporación, habría de aparecer 
este artículo unido a cualquier otro del Código, for- 
mando un cuerpo y un solo todo, con sus caracteres, 
condiciones y circunstancias. Basta la sola lectura y 
comparación de los artfculos 702 del Código penal y 50 
de la ley de Caza para negar sin posible error la exis- 
tencia de tal incorporación. El primero castiga al que, 
empleando violencia o intimidación en las personas o 



fuerza en las cosas, entrare a cazar o pescar en here- 
dad cerrada o campo vedado, y el segundo castiga, a 
su vez, al que entrare en propiedad ajena sin permiso 
escrito del dueño o arrendatario y se encuentre o coja 
al infractor con azada o azadón u otro instrumento pa- 
recido, hurones, lazos, perchas, reclamos u otros ardi- 
des para aprisionar o matar la caza. 

Evidente es, pues, que ambos artfculos describen y 
penan infracciones distintas, y que ninguna de las cir- 
cunstancias que integran el delito del art. 50 de la ley 
especial, pueden equipararse a la violencia o intimida- 
ción en las personas, ni a la fuerza en las cosas que 
prevé y castiga el ast. 702 del vigente Código penal. 

{Pero se habrA incorporado el art. 50 de la ley d e  
Caza al 830, núm. l.', del Código penal? 

No es tan sencilla la cuestión bajo este aspecto, aun 
cuando al Fiscal le parece notoria la negativa, y pasa 
fundarla, hay que ahondar algo m8s en el concepto d e  
una y otra disposición para deducir si fué o no el pra- 
pósito del legislador hacer tal incorporación. 

No puede estimarse que existiera tal propósito, te- 
niendo en cuenta que las infracciones que el art. 50 de 
la ley de Caza describe y pena, constituyen en la  ma- 
yoría de los casos un delito, y el hecho punible del ar- 
ticulo 830 integra siempre una simple falta; delito que 
puede llegar a penarse en caso de reincidencia hasta 
con dos aaos y cuatro meses de presidio, hoy reclusi6n, 
enorme diferencia con la sanción de la falta de1830 que 
no pasa nunca de la multa de 5 a 50 pesetas. 

~ a m b i é n  evidencia la falta de tal propbsito en el le- 
gislador la simple redacción de uno y otro artículo tan 
sustancialmente distinta, pues mientras en el 50 de la 



ley de Caza se  enumeran minuciosamente los hechos 
que integran el delito previsto y penado en el mismo, 
el caso 1.Odel art. 830, por el contrario, dice únicamen- 
te: <Serán castigados con la multa de 5 a 50 pesetas los 
que entraren sin violencia a cazar o pescar en heredad 
-o campo vedado sin permiso del dueiío* . 

Pero donde más claramente se demuestra en sentir 
del Fiscal, que el pensamiento del legislador no ha po- 
.dido ser el de incorporar el art. 50 de la ley de Caza al 
P30 del Código, borrando aquél, es fijándose en las con- 
secuencias que se derivarfan de tal incorporación, y la 
.absoluta y completa indefensión en que quedarfa el de- 
recho de propiedad a la caza, que la ley especial de 16 
.de RIayo de 1902 define, reconoce y defiende con dispo- 
siciones de carácter penal. 

Evidente es que, seg6n el Código penal, para que 
.exista delito tratándose del ejercicio de la caza, es in- 
dispensable conforme al art. 702 se entre a cazar en 
heredad cercada o campo vedado, empleando violen- 
-cia o i~ztimidnciórz erz las personas o fiterza en las co- 
sas. Y como el art. 2 . O  del Código prohibe y no admite 
interpretación extensiva para definir delitos o faltas o 
agravar penas, evidente es también que, cuando no se 
cace con violencia o con fuerza en las cosas, único caso 
.en que la ley eleva la infracción a delito, las demás in- 
fracciones referentes a la caza serán faltas, y estarán 
comprendidas en el art. 830, núm, 1.O, que es el único 
que las prevé y castiga. 

Por consiguiente, la caza con hurón, lazos, perchas, 
reclamos u otros ardides para aprisionar o destruir la 
caza, que puede ser penado con cuatro meses de arres- 
to, y castigado, cuando el reo sea dos o más veces rein- 



cidente, con pena que puede llegar a dos años de pre- 
sidio, conforme a la ley especial, no tendría en adelan- 
te más sanción que la multa de 5 a 50 pesetas; que esta 
misma multa tendrían únicamente, los que solos o en 
cuadrilla entrasen a cazar con perros o armas de fuego 
en propiedad particular; hecho que castiga la ley espe- 
cial con la multa a cada cazador de 50 pesetas por la 
primera vez, con la de 100 por lasegunda, y si lo hacen 
por tercera vez, el hecho será constitutivo de delito y 
castigado el infractor con pena que puede llegar hasta 
cuatro meses de arresto, y, en fin, el hecho de dedicar- 
se los cazadores a la caza mayor en las circunstancias 
antedicha, lo considera la ley especial como un delito 
de hurto; y de prevalecer el criterio de entenderse 
derogado el art. 50 de la ley de Caza, ese hecho de ca- 
zar un jabalí o un venado, o las dos reses a la vez, en 
un coto dedicado a caza mayor, no tendría otra san- 
ción que la multa de 5 a 50 pesetas del citado art. S30 
del Código penal. De jündo así completamente indefenso 
el derecho de propiedad a la chza mayor y menor, ya 
saben los duefios de esos cotos dedicados a la misma, 
lo que les esperaría si con 5 pesetas de multa, dando 
con un Juez municipal benévolo, quedara castigado el 
aficionado a cazar en cercado ajeno, probando a tan 
bajo precio su dulce y sabroso fruto. 

Cuantas indicaciones van hechas anteriormente en 
orden a las modificaciones introducidas en el campo 
penal por el nuevo Código, se refieren a infracciones 
voluntarias realizadas con dolo. Aquellas que el ar- 
tículo 26 del Código especifica diciendo que son infrac- 
ciones criminales las acciones u omisiones voluntarias 
penadas por la ley. Pero hay otra fuente de la respon- 



sabilidad criminal definida por el art. 33, de donde na- 
cen los delitos culposos y el Código la determina di- 
ciendo que también incurrirR en responsabilidad crimi- 
nal el que, con ocasión de acciones u omisiones no pe- 
nadas por la ley, causare por imprevisión, imprudencia 
o impericia una lesión o daño que, de ejecutarlo con - 

intención, constituirfa delito o falta. 
Por la sola eniinciacibn del contenido del art. 33, se 

ve la mayor extensión que el nuevo Código da al anti- 
guo y clásico concepto del delito de imprudencia teme- 
raria del art. 551 del Código penal de 1870; pero tanto 
en uno como en otro el concepto en su esencia es el 
mismo. La responsabilidad criminal surge, como resul- 
tado de la ejecuciór, de acciones u omisiones licitas, en 
forma culposa, y como consecuencia de tal realización 
sobreviene una lesión o daño, que ejecutado maliciosa- 
mente, constituiría tal delito o tal falta. La única dife- 
rencia, y no es poca, consiste enque en el Cddigo de 1870 
tal responsabilidad criminal se integraba sólo con el 
concepto de la imprudencia, y en el moderno Código, 
también se incluyen como generadores de tal respon- 
sabilidad, el proceder culposo de las acciones ejecuta- 
das con imprevisión o impericia. 

Pero no es, Selior, en esta ampliación, donde el Fis- 
cal ve la plausible y mayor extensión que el nuevo Có- 
digo, en defensa de la sociedad, ha dado al delito cul- 
poso, pues tanto en el art. 33 de este Cuerpo legal, 
como en el 581 del Código de 1870, para que por un he- 
cho imprudente pudiera exigirse responsabilidad crimi- 
nal, era necesario no solamente la realización del hecho 
culposo, sino que era preciso, que con ocasión o como 
consecuencia del mismo, se causara, como ya se ha di- 



cho, una lesión o daño, que de ejecutarlo con intención, 
constituirfa delito o falta. De aquí que nunca los Fisca- 
les hayamos acusado, porque el agente realizó un he- 
cho con notoria imprudencia, del que se pudo originar 
una lesión o daño, sino por hechos imprudentes a con- 
secuencia de los cuales se originaronrealmente lesiones 
o daños constitutivos de delitos o faltas, y asf se decfa: 
homicidio por imprudencia, lesiones graves por impru- 
dencia, daiIo por imprudencia. 

Este concepto de la responsabilidad criminal, deri- 
vada de hechos punibles engendfados por la culpa, ha 
sido sustancialmente modificado y ampliado por el nue- 
vo Código, creando una porción considerable de figu- 
ras de delito, en los que la sola realización del acto cul- 
poso, es punible, aun cuando como consecuencia del 
mismo, no se haya causado adn, lesión o daño; bastan- 
do para ser punible que exista tal posibilidad de reali- 
zación, pues en este caso la peligrosidad del acto rea- 
lizaao, reclama su castigo en defensa de la sociedad y 
de la ley. 

Bueno es que en esta nueva fase de la responsabili- 
dad, fijen su  atención cuantos no la conozcan, y, sobre 
todo, aquellos que hasta aquf con evidente impruden- 
cia y con absoluto menosprecio de lavida o de  la integri- 
dad de las personas, las ponen en constante peligro con 
su punible proceder. Y para no examinar la cuestión 
solamente en términos generales, concretemos la mis- 
ma a uno de sus aspectos, el más grave quizá, ya  que,. 
como antes repetidamente hemos manifestado, no hay 
que perder nunca de vista el fin reglamentario de la 
presente Memoria. 

Me refiero, Seflor, al hecho gravfsimo y escandaloso 



de  la serie punible de hundimientos de edificios, prin- 
cipalmente dedicados a la vivienda, construfdos en la 
mayorfa de los casos en forma tan escandalosamente 
punible, que la misma magnitud de la imprudencia, la 
ha hecho venial en vez de mortal, pues muchos de esos 
edificios estaban construidos en forma tan desastrosa, 
que se hundieron por fortuna antes de ser habitados. 
Este mal debe ser atajado, ya que la ley penal da a 
niiestro Ministerio y a los Tribunales de Justicia, ele- 
mentos para combatirlo. 

Para que con arreglo al Código penal de 1870, cons- 
tituyera hecho punible aquel a que anteriormente nos 
referimos, era indispensable que la construcción Ileva- 
da a cabo con tan evidente imprudencia, se hundiera 
en todo o en parte, y como consecuencia de tal hundi- 
miento, sobreviniera una lesión o un daño que, de me- 
diar malicia, constituyera delito grave o menos grave, 
s i  la imprudencia era temeraria, o se cometiera un de- 
lito cualquiera, si la imprudencia era simple con infrac- 
ción de reglamentos. Pero se estaba construyendo un 
edificio contra toda prevención técnica o reglamenta- 
ria; sus paredes estaban llenas de grietas aún no aca- 
badas en su elevación; los cimientos eran insuficientes; 
los materiales detestables; sólo se iba a concluirlo 
cuanto antes, para cuanto antes también arrendarlo lo 
más caro posible, aprovechándose de la crisis de la vi- 
vienda, sin tener para nada en cuenta el peligro que 
corriera la vida de los futuros y desgraciados inquili- 
nos. Pues bien, este hecho, aun cuando conocido y pro- 
clamado con la afirmación general de cesta casa se 
h c n d e ~ ,  no era punible; había que aguardar a que la 
casa se hundiera, y entonces, a la vez que se avisaba 



a los bomberos para que sacaran de los escombros a 
las pobres víctimas, se avisaba también al Juez de 
guardia, para que incoara el correspondiente proceso, 
poniendo en la careta de la cansa por todo amparo so- 
cial, la calificación de homicidio por imprudencia, cuan- 
do de resultas*del hundimiento hubiere muerto alguna 
persona. 

Ahora, gracias al nuevo Código penal y a sus 
sabios confeccionadores, no hay que aguardar a 
tanto para exigir al imprudente constructor la res- 
ponsabilidad criminal correspondiente a su mal pro- 
ceder. 

El art. 569 del Código penal vigente, despues de ocu- 
parse del delito intencional de estragos en sus artfcu- 
los 559 al 568, se ocupa de distintas infracciones culpo- 
sas, que denomina delitos afines a los estragos, impu- 
tables a imprevisión, imprudencia o impericia, y que 
vienen a ser, por tanto, estragos provenientes de culpa. 
Entre ellos, el art. 569 castiga al que por imprevisión, 
imprudencia o impericia produzca explosión, inunda- 
ción o naufragio, Izundimie~ito u otro desastre o dafio 
general, siendo mayor la pena correspondiente, si del 
hecho resultase riesgo para la vida de las personas. En 
el hecho concreto que vamos a examinar hay dos for- 
mas de delito de estrago por hundimiento: uno el dolo- 
so del art. 568, que lo comete el que a sabiendas infrin- 
giere los reglamentos, dirigiendo o ejecutando una 
construcción u otra obra análoga, o una demolición, 
poniendo en peligro la vida o la salud de las personas, 
y otro, el culposo del 570 que surge cuando sin malicia 
se infringen los reglamentos dirigiendo o ejecutando 
una construcción u otra obra análoga o una demolición, 



poniendo también en peligro la vida o la salud de l a s  
personas. 

Integran, pues, ambos delitos en primer lugar, una 
infracción de las reglas técnicas preceptuadas para di- 
rigir o ejecutar una construcción, o una demolición, y 
que como consecuencia de tal infraccibti, se ponga en 
peligro la vida o la salud de las personas, siendo la for- 
ma más grave la infracción intencional, y la menos gra- 
ve la infracción sin malicia o culposa. Pero hay en esta 
la nota característica que antes expresábamos, y que 
integra la nueva forma del delito culposo y es, que 
para que surja su existencia, no es necesario que con 
motivo de la infracción se re.ilice un mal o daño, que 
de mediar malicia, constituiría delito; basta para que 
exista infracción penal, que con ella se ponga en peli- 
gro la vida o la salud de las personas. 

Veamos las consecuencias que del moderno concep- 
to de tal delito culposo se deducen, y cuánto importa 
fijarse en ellas al Ministerio Fiscal para discernirlas con 
claridad. 

Siempre que se trate de un hundimiento, ha de es- 
timarse que el origen del mismo pzlede ser un hecho. 
punible, que es necesario esclarecer, aun cuando como 
consecuencia de él no hayan acaecido lesiones a las 
personas, ni otros hechos que de mediar malicia cons- 
tituirian delito. No puede presenciarse tal acaecimien- 
to con indiferencia, puesto que el mismo constituye un 
peligro social que es necesario castigar, y nzie~ztras no 
se demiiestre que tal ?z?nndimiefzto es prodtncto de zrn 
caso fortzlito, confovme al art. 35 del Cddigo penal, 
prztebn que incumbir& siempre al q14e lo alegue, ha de 
estimarse que tal hundimiento es consecuencia, en el 



caso más favorable de la imprudencia, de la impericia 
o de la imprevisión, a menos de sentar la desconsola- 
dora doctrina, de que los edificios se hacen para que 
s e  hundan, y de que no existen garantías técnicas y 
reglamentarias, que con su cumplimiento aseguren la 
subsistencia de una edificación, fuera naturalmente del 
caso fortuito antes referido, imprudencia que la niayor 
parte de las veces se verá acompafíada de la presencia 
de sórdidos intereses de hombres sin conciencia, que 
,no vacilan en exponer la vida o la salud de las perso- 
nas a los estragos de un hundimiento, ante la execrable 
idea de un lucro punible, castigado en el art. 32 del 
nuevo Código penal, sacrificando la buena calidad de 
los materiales empleados en la construcción, o carcu- 
landa con punible ligereza la resistencia de la construc- 
ción o de la obra, debiendose tener siempre en cuenta, 
que para que se cometan los delitos de los artículos 568 
y 570 del Código penal, no es necesario que sobreven- 
ga el hundimiento ni otro accidente, bastando para exi- 
gir responsabilidad en cualquiera de ambos casos, que 
Xa dirección o ejecución de la obra, construcci6n o de- 
molición, se realice poniendo en peligro la vida o la sa- 
dud de las personas. 

Si existe malicia en el hecho por parte del respon- 
sable del peligro, y a sabiendas infringe los reglamen- 
tos, dirigiendo o ejecutando una construcción o una 
.demolición, poniendo en peligro la vida o la salud de 
las personas, cometerá su autor el delito voluntario 
previsto y penado en el citado art. 568 del Código, y 
e n  esta figura intencional del delito, se ha de tener en 
cuenta que el mismo puede cometerse tanto por el que 
dirige la obra, comopor los encargadosde su ejecución. 



Si el peligro o el hundimiento de la construcción o 
de la demolición no procede de un acto malicioso, la 
ley exige que, n menos de constar o probarsc la exis- 
tencia de un caso fortuito, tiene necesariamente que 
existir un responsable del mismo a quien se impute el 
hecho, como consecuencia de la imprevisión, la impru- 
dencia o la impericia. 

La observancia de las disposiciones reglamentarias 
técnicas que regulan las construcciones de obras y 
otras edificaciones, permiten asegurar, dada su efica- 
cia científica, que su cumplimiento es segura garantfa 
de éxito para la completa terminación de las mismas y 
para su uso o aprovechamiento, sin peligro para la 
vida o la salud de las personas, pues afirmar otra cosa 
seria, como decfamos antes, consagrar y reconocer el 
fracaso de cuantas garantías consigna la tecnica pro- 
fesional reglamentaria y proclamar su inutilidad con 
gravísima ofensa para la ciencia de las construcciones 
y para sus cultivadores, y, por tanto, los directores 
p los constructores de las obras, o ambos a la vez, de- 
ben necesariamente responder de todo peligro y de sus 
naturales consecuencias, a menos que prueben cum- 
plidamente que el mismo proviene de un suceso que 110 
ha podido preverse, o que sobrevino de un accidente 
extrafío a toda acción punible o por simple accidente 
material. 

Si el peligro proviene de que la obra o construcción 
está mal calculada por su director, éste y los que en su 
caso autorizaran o aprobaran los planos serán respon- 
sables, conforme al art. 570 del nuevo Código penal, 
del delito castigado en el párrafo 1.' del mismo, ya que 
éstos con su aprobación y autorización son coautores 



con el director y autor del proyecto ael delito culposo, 
cooperando con su imprevisión, su imprudencia o su 
impericia a la realización del delito. 

Cuando la obra estuviese bien proyectada y con to- 
das las garantias técnicas y reglamentarias, manifiesto 
es que el peligro o el desastre habrá de estimarse que 
proviene de defectos en la construcción, y en este 
caso, conforme al párrafo 1 . O  del art. 570, será respon- 
sable del peligro el que ejecutando la obra o construc- 
cibn infringió las reglamentarias garantfas técnicas del 
caso, empleó malos materiales de construcci6n, dismi- 
nuyó las resistencias o en alguna otra forma se apartó 
de las reglas y disposiciones que debió observar y cum- 
plir con toda diligencia y pericia. Mas en este caso no 
será solamente responsable el constructor, ejecutante 
de la obra, sino que lo será también el funcionario téc- 
nico o administrativo que, teniendo a su cargo la ins- 
pección de la obra o construcción, consintió las infrac- 
ciones antes referidas, pues asf lo dispone el párrafo 
último del citado art. 570 del Código penal. 

No puede este Cuerpo legal llegar más lejos, ni pro- 
curar con más cuidado por la defensa social en tales 
materias, y con el fin de que estas infracciones sean 
castigadas como merecen, debe darse a las mismas la 
importancia que tienen y aprestarnos todos cuantos 
cooperamos a la recta administración de justicia al más 
exacto cumplimiento de las nuevas y justas disposicio- 
nes del Código penal vigente. 

No molestará más el Fiscal la ilustrada atención 
de V. E., restzindole únicamente afirmar que los fun- 
cionarios del Ministerio Fiscal dependientes de este 
Centro han cumplido todos con sus deberes; que cada 
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día se acentúa más la convicción de la acertadfsima 
separación de las carreras judicial y fiscal; que los fun- 
cionarios fiscales ganan tambien en prestigio cuanto 
ganan en el conocimiento de las funciones de su espe- 
cial competencia y que las escasas y ligeras faltas no- 
tadas en el servicio han sido debidamente corregidas. 

Si asf lo estima también V. E., el Ministerio Fiscal 
sentirá más hondamente la satisfacción del deber cum- 
plido. 

Madrid, 16 de Septiembre de 1929. 



A P É N D I C E  P R I M E R O  

Memorias de los Fiscales de las Audiencias: 



Se publica a continuación el extracto de las Memorias que harr 
elevado los sefíores Fiscales de las Audiencias, excepto en lo re- 
lativo a las cuestiones l.B, S.', 3,8 y 5.' del art. 8.1 del Reglamento 
y a los números la0, 2.O, 3.' y 5 . O  del art. 85 del mismo, que no se 
insertan por no hacer relación directa a los fines de esta Me- 
moria. 

En los extractos va señalada cada cuestión con el número de  
los artículos 8.1 y 85 a que se refiere. 

Del estudio de dichas Memorias se deducen consecuencias bien. 
halagutfías, tanto respecto del movimiento de la criminalidad en, 
Espafia, como en orden a la actuación del Ministerio Fiscal. 

Ha disminuido en gravedad y en cantidad la delincuencia en 
18 provincias (Almeria, Avila, Badajoz, Barcelona, Castellón, 
Cuenca, Guadalajara, Málaga, León, Lerida, Palencia, Las Pal- 
mas, Pontevedra, Santander, Segovia, Soria, Teruel y Toledo); y 
ha disminuido tambi6n en gravedad en aquellas otras en que s e  
señala un ligero aumento en la cantidad total (Albacete, Burgos, 
Bilbao, Cáceres, Corufía, Granada, Huesca, Logrofío, Lugo, 
Murcia, Pamplona, Tarragona, Vitoria, Zamora y Zaragoza) y 
en todas las demás en que no se nota sensible variación cuanti- 
tativa. 

El Ministerio Fiscal cumple, en todos los órdenes de su jerar  
quia, con todo entusiasfno y amor las funciones de su augusta 
misión, siguiendo los ausiliares el ejemplo que los Jefes dan en 
en cada Audiencia; pues no existe ya el tipo de Fiscal-Jefe, no ex- 
cepcional en otros tiempos, qae ahorraba cuidadosamente las ex- 
quisiteces de su actividad reservándose para los delitos de pira- 
tería y de alta traición, y son, por el contrario, muchos los que 
realizan más labor que la de cualquiera de sus subordinados. 
Este entusiasmo por la función se  refleja en las Memorias que no  
son en su mayoria cdrno eran en otras epocas, documentos mera- 
menle formularios hechos como con desgana y para cumplir ru- 



btinariamente un precepto legal (apenas llegan a media docena las 
.que este aflo tienen esta característica) sino exposiciones plenas 
de datos, observaciones y razonamientos de extraordinario va- 
rlor, vivificados por el deseo de acierto y por el amor a la justicia. 

Esta actuación brillante del Ministerio Fiscal se debe, si- 
duda, a su constitución en Cuerpo separado de la carrera judicial 
(con la que mantiene estrechos vinculos de cordial y respetuoso 
afecto) que evita que los funcionarios fiscales se encuentren en 
sus cargos como accidentalmente y de paso para otros de la Ma- 

.gj$tratura. 
. . : ... Y aunque el pertenecer a ese Cuerpo impone esfuerzo cons - 

--tante y estrechos y duros deberes y aunque no son amplios los 
%-horizontes que se habren al  porvenir de los funcionarios que ocu- 
pan las categorias infeqiores, porque las superiores tienen un nú- 

S mero limitadisimo de cargos y aunque éstos en todas las catego- 
rias implican, comparados con sus similares de la Judicatura, 
menos ventajas económicas y representación social, el Ministerio 

Fiscal no siente desalientos, ni celos, ni desilusiones, sino que 
cada vez con mas brios y desinterés cumple su altísima misión. 

Y es así, porque en el Ministerio Fiscal, merced al Estatuto, 
. ~ontinetrw u?ro spiritu. 

A1bacete.-Fiscal: Ilmo. Sr. D. Ramón Ferrer. 
4.8 No existe Tribunal para menores. 
Gea Las causas graves son despachadas por el Jefe, que asiste 

,también a las vistas de ellas, asi como los asuntos civiles y gu- 
bernativos. Los demás sumarios se reparten entre los dos auxilia- 

Tres por números pares e impares. 
7 Cita como asuntos que han requerido especial atención y 

estudio, las dos sentencias contra las cuales se preparó recurso 
.de casación en materia penal y la resolución que en calificaciGn 
d e  quiebra motivó preparación de recurso de casación por infrac- 
-ción de ley. 
. S.a Hay ligero aumento global de criminalidad, integrado 
principalmente por el de las imprudencias. 

9.a Se han inspeccionado personalmente dos sumarios. 
20. Se remite a la explicación de las retiradas de acusaciórr 

teonsigiiada en cada una de las hojas correspondientes elevadas 
mensualmente a la Superioridad. 

a 11. Las disconformidades que ha habido entre algunas sen- 
gencias y las peticiones fiscales se  deben a los distintos puntos de 



vista desde los que el acusador y el juzgador contemolan las 
cuestiones. 

12. Estima beneficiosa la suspensión de condena y 
su  extensión en el nuevo Código. 

13. No ha habido incoación de procedimientos penales por 
conflictos entre obreros y patronos. 

14. De las visitas ordinarias hechas a la  prisión de la capi- 
tal, no ha aparecido anormalidad alguna. 

15. Propone que se disponga que, salvo casos de excepción, 
la instrucción de los sumarios termine a los treinta dfas de su in. 
coación; que se dC intervención a la Sala sentenciadora en la Jun- 
ta de disciplina que propone la libertad condicional; y que se  dis- 
tinga entre armas alevosas de las que respondan a necesidades o 
motivos de diversión. 

4.a del 85. Nada expresa concretamente respecto a esta cues- 
4i6n. 

Ciudad Real.-Fiscal: Sr. D. Ramón Gascón. 
4." No existe Tribunal para menores; y es doloroso, porque 

en el triste cuadro que la realidad penal ofrece, se  destacan en 
número respetable los jóvenes delincuentes. -Es unas veces la 
influencia del cine, ese gran elemento de cultura que en muchas 
.ocasiones lleva sus truculencias absurdas ... hasta el dltimo villo- 
rrio; es otra la literatura barata folletinesca y aventurera que por 
unos céntimos está ya al alcance de cualquier nifio, precisamente 
en la edad en que sus sentidos son más fáciles de impresionar; es 
con frecuencia la sensaci6n profunda que la produce el crudo 
realismo con que los periódicos suelen comentar el suceso del 
día,... .El problema delictivo en cuanto a menores se refiere es, 
sin duda alguna, eminentemente pedagógico. Para prevenir sólo 
hay una palabra: Escuelas; para curar un solo organismo: Tribu- 
nales Tutelares de Menores. ... #Es triste, cuando no se dispone 
de esos Tribunales, aplicar al menor delincuente un remedio do- 
loroso sabiendo que en la generalidad de los casos es despropor- 
cionado e ineficaz. Para nadie como para el menor debe ser co- 
rreccional la pena, nombre que ni siquiera debería aplicársele» ... 
uEs lástima que Ciudad Real no cuente ya con esta institución, la 
amplitud de su territorio... y la frecuencia que se observa en la 
delincuencia de menores aconsejan su creación. Por otra parte, 
Ciudad Real cuenta con medios y con instituciones que pudieran 
adaptarse a las exigencias de la nueva legislación, ¿Qué falta 



pues? Solamente un poco de entusiasmo y otro poco de buena vo- 
luntad~. 

6.a La distribución de los servicios de Fiscmlía es la misma 
que se consignaba en la Memoria del año anterior. 

7." Entre los asuntos de importancia merecen especial men- 
ción los numerosos hurtos de mercancias perpetrados en los tre- 
nes y especiahente dentro de las jiirisdicciones de los Juzgados 
de la capital y Valdepeñas. Se ha comprobad6 la existencia de 
una verdadera banda de habituales del delito, que subiendo en 
los trenes de mercancias, desprecintaban los vagones y penetran. 
do en ellos arrojaban en marcha, en sitios determinados de la vía, 
fardos, cajas y paquetes de generos; contaban de antemano con - 
auxiliares que vivian en Ciudad Real y Valdepeñas y ayudados 
por ellos conducian y ocultaban en sus domicilios todo lo sustrai- 
do y ya a resguardo y en lugar seguro se procedía cor, toda pre. 
caución a la venta parcial y escalonada de los efectos del delito. 
Comenzó el descubrimiento de estos hechos dirigiéndose el pro- 
cedimiento contra algunos de los encubridores hasta que las in- 
vestigaciones sumariales fueron revelando la intervención de 
buen número de profesionales del hurto que, con diversos nom- 
bres y apodos se han identificado, encontrándose actualmente 
procesados y presos casi todos los que directamente venian per- 
petrando esos delitos. 

8.a Son poco notables las variaciones habidas en el aumento 
o disminución de la criminalidad. 

Se  observa ligero aumento en los delitos de atentado y más 
notable en los de estafa; han decrecido los robos, en  articular 
los realizados con violencia o intimidación en las personas, los 
de  tenencia ilícita de armas y se inicia tendencia a la disminu- 
ción en los homicidios. 

Siguen los hurtos formando el más nutrido núcleo de la delin. 
cuencia; ofrecen también cifra bastante crecida los incendios 
(que casi siempre quedan impunes) cometidos en los montes por 
ganaderos para buscar los retoños de los arbustos y proportio- 
nar mejor alimento al ganado, y tampoco ha dejado de regis- 
trarse algún incendio cuya finalidad se sospecha sea la de esta- 
far  a las Compafúas de Seguros, en los que es dificilísimo com. 
probar la culpabilidad de los autores. Ofrecen también notable 
contingente los delitos contra la honestidad, sin duda por la 
libertad en las costumbres y el ambiente de inmoralidad en que 
se  desenvuelve la vida moderna. Siguen presentándose algunos 



poi- testi 

. .. . 

ea$&& de malversaklcYfi ca'ridle9 pU@iPt& co~'Dftth~p)uf Alcai- 
des y Concejales. 

9.' Se relata con precisión y detalles las inspecciones perso- 
nales practicadas por el Fiscal &ti' daatrbi caQCa8 f dn dha fiar e ?  
Abogado FiscaL Ademál !i6badu monio- 
ocho sumarids. - 10. SFetpllkWI razmaaarnente les rñofiVds a e  IBS t tes  feti. 
radas Be aeusaci6rl qné hubo durabre el año. 

12. Se han dictado 224 sentencias coÍrfbrifkiisp~ 
nes fiscales y 82 disconformes. 

12. So& excelente9 los reSultakio9 qae la Kpli@arion de h 
condeba condiciohal ha renído produciendd. Se  aplicó a 182 pe- 
nadbs. Maba la extensi6n que a la condena consicibnai se da en 
el nuevo Código. 

13. No ha habiclb pracedlmii?iitos períalts moti+ados por 
cdnffictos emre pattonbs y obreros. *La clase W e r a ,  salvo ex- 
cepcionales crisis, se mantiene disciplinada y correcta, sin dojar- 
se arrastrar p6r utópicas tendencias cuya finalidad sepia siem- 
pre aventurada, ... 
14. Se han visitado las ptisioines preveiitivas de Alcázar de 

-San Jaan y Piedrabuena. La primera carece de las debidas con- 
diciones de seguridad e higiene; la cunservación y entreteni- 
miento del edificio, que correspande al Ayantamiato, que es su 
propietario, estdn muy abandonadas, si bien oficiosamente s e  
sabe que en el actual presupuesto carcelAtio se consigna cierta 
cantidad para reparaciones; hay uiia buena ihstaiación de agua 
potable, con cuatro fuentes y tres lavaderos y retretes inodoros 
de porcelana; existe una Capilla en la que, por ao haber Cape- 
llán, no se celebra el Santo Sacrificio de la Misa. La de Piedra 
buerYa tiene algunas condicione's aceptables, peto, en conjunto, 
es bestante deficiente. 

La Cárcel de la capital sigue en estado lamentable y sus c h .  
diciones higiénirsa son deplotables. La úbica solución está en 
construir nuevo edificio. 

15. Cree que debiera ser rectifica& ia aesigualdad cualifi- 
cativa que la reincidencia ofrece en los artículos 703, núm. 5.0 y 
724, n6m. 1:; pues resulta qne eii los delitos de hurto no se 
tienen para nada en cuenta las estafas anterior& que haga po- 
dido cometer el iluculpado, mierittas que en los delitos de' es- 
tafa sf se aprecian los robos y hurtos cometidos con anterío- 
ridad. 



Propone, además, la reforma de varios articulas del Código 
del Trabajo. 

Cuenca.-Fiscal: Sr. D. Gabriel Cayóti. 
4." No existe Tribunal para menores. 1 
6.' El Fiscal despacha lo gubernativo, los asuntos civiles y 

asiste ordinariamente a las vistas previas; personalmente des- 
pacha las causas de los Juzgados de Cuenca, Huete, Tarancón y 
los ndmeros impares del de Priego, y, ademas, todas las causas 
graves e importantes, entre ellas las de asesinato y homicidio. 
E1 Teniente Fiscal despacha las causas de los partidos de Ca- 
iiete, Motilla del Palancar y San Clemente y las pares del de 
Priego. A los juicios orales de delitos graves asiste el Fiscal; a 
los demas asisten, por semanas, los dos funcionarios. 

7.' Cita como asunto de excepcional importancia una causa 
por robo con homicidio en la que se solicitan tres penas de  
muerte. 

8.* En general, ha disminuido la criminalidad, y especial- * 
mente en lesiones y hurtos. 

P.& NO se ha practicado ninguna inspección personal. - 
10. Se ha retirado la acusaci6n en 16 causas, explicándose 

concretamente los motivos. 
I 1. Las disconformidades entre las sentencias y las peticio- 

nes Escales han obedecido a diversidad de criterios entre el Tn- 
bunal y el Ministerio público respecto a apreciación de la prueba 
en orden a las circunstancias y a la participación del proce- 
sado, salvo algunos casos en que la Sala entendi6 que el  hecho 
no constituía delito y uno en que estimó que era constitutivo 
de falta. 

12. La estadística sobre aplicaci4n de condena condicional, 
demuestra: 1.O Que la mayoría de los delitos que se cometen en 
la provincia de Cuenca son de poca importancia; 2.O Que los pro- 
cesados suelen delinquir por primera vez, pues son pocos los ca- 
sos en que hay que apreciar la reincidencia o la reiteración; 
3 . O  Que los penados que gozan de este beneficio no delinquen du. 
rante la suspensión. 

3 No se ha incoado procedimiento alguno por conflicto en- 
tre patronos y obreros. 
- 4 E de la prisión de Cuenca se  encuentra en estado 

lamentabl Ila en proyecto la construcción de uno nuevo. 
No ha babiao quejas ni reclamaciones. i 

l edificio 
e; se ha . .-  



15. Propone: Creación de Tribunales para nifios en todas 
las provincias de Espafla; establecimientos de Colegios-Asilos 
para corrigendos menores en todas las provincias, costeándolos 
por mitad el Estado y las Diputaciones y encargando del régi. 
men interior a una Comunidad religiosa capacitada para ello; 
encomendar a los Fiscales de las Audiencias la intervención 
ante los Tribunales provinciales de lo Contencioso.administrati. 
YO, facultBndoles para allanarse a las demandas; supresi6n de 
las vistas previas; imposición obligatoria de costas al acusador ' 

privado en caso de absolución cuando el Fiscal hubiera pedido 
e l  sobreseimiento y suspender las facultades que los Jueces de 
instrucción tienen para denegar el procedimiento solicitado por 
e l  Ministerio público. 

Murcia.-Fiscal: Sr. D. César Cánovas. 
4.' Desde 1.O de Enero hasta 31 de Diciembre de 1928 se han 

incoado 251 expedientes, se  han vuelto a abrir !2!2 que estaban ar- 
chivados, que, con los 63 que estaban pendientes al comenzar el 
aflo, forman un total de 336 tramitados, de 10s cuales se han re- 
suelto 237 y quedaron en tramitación 99. De dichos expedientes 
corresponden 333 a enjuiciamiento de menores y ocho a ejercicio 
de la facultad protector:i. Los menores enjuiciados y protegidos 
han quedado, la mayoría, en libertad vigilada, y el resto, algu- 
nos en familia y otros internados en el  Reformatorio de  San 
Francisco de Sales, en las Casas de Misericordia de Murcia y 
Cartagena y en los Asilos de Oblatas y de San Carlos Borromeo. 
De los enjuiciamientos, corresponden 31 a delitos y 297 a faltas, 
siendo del sexo masculino, a excepción de diez, los enjuiciados. 

Continúa la distribución del trabajo entre los funciona- 
rios de la Fiscalia del mismo modo que se consignaba en la Me- 
nnoria anterior. En 31 de Marzo del año actual no quedaba pen- 
diente de despacho en la Fiscalía ningún asunto. 

Se ha suscitado duda acerca de 1% interpretación del ar- 
.tículo 415 del Código penal de 1870; duda que fué consultada y 
s e  resolvió de acuerdo con la opinión del consultante. 

8.a Continúan siendo escasos los sumarios por delitos casti- 
gados en el Título 111 del Libro 11. 

Siguen disminuyendo considerablemente los delitos de lesio- 
nes y los de violación; y no se ha dado el de juegos prohibidos. 

Aumentan los suicidios, los delitos contra la propiedad (au- 
mento que la Memoria atribuye a crisis del trabajo), las falseda- 



dek en &cilméntbS pcUlimS, y ~610 a@teí¶teMenYe 10s de impru- 
dencia temeraria (ya que la circuláción de vehici11'bs de'motor 
mdcán%co ha, aumentado en proporcionlos que excedeh a la de 
aumento de accidentes) y tenencia ilíclta de armas de fuego 
(porque es :tan eficaz la campaña pBra la aprehensión de ellas, 
que rara vez escapa persoha de las innilimeras de vida tt-ashu- 
mante que eh la provincia acampar). 

9.a Tan sólo en utia causa se pratticó la inspección pe'rsmal, 
levAnddla a cabo el Fiscal-Jefe, logt-ántib* corriptobar que el' 
hecho, que venía considerado cdmo delito contra la salud pdbli. 
ca por suministrb de tóxico estupefaciente, era en realidad co- 
flcipción de una medfir, ya prostituida ffsica y moralmente. 

10. Se retiró la acusación en seis causas: de ellas, una sobre 
lesiones por imprudencia, por haberse comprobado en el juicio 
oral que no existió ésta; dos sobre estafa, por haberse evidenria- 
do que los hekhos no eran delictivos; una sobre hutto, por ha- 
bwse justificado que se trataba de cuestiones civiles; otra sobre 
incendio, por haberse desvanecido los cargos que habia contra 
el procesado, y otra, porque cuando se celebró el juicio había 
dejado de ser delito el hecho que lo era cuando se hizo la califi- 
cación provisional. 

1 1 .  Es debida la discomformidad que se nota eiitre algunas 
sentencias y la acusación fiscal al uso de la lacultad discrecional 
de la Sala para la apreciación de las pruebas. 

12. Reproduce el Fiscal el favorable juicio que en su anre- 
rior Memoria exponía acerca de la aplicación de ley de suspen- 
sión de condena y hace constar la satisfacción con que ha visto 
traducida en preceptos del Código penal, hoy viqente, la exten- 
sión que preconizaba en aquella Memoria de la condena condi 
cional apenas de mayor duración. 

13. No se ha incoado procedimiento alguno en los Juzgados 
de instrucción ni en los municipales con motivo de conflictos en- 
tre patronos y obreros.. 

14. De los datos obtenidos en méritos de las delegacionks 
conferidas para visitar las prisiones, aparece: 

Que las de Caravaca, Mula y Yecla no reunen condiciones y 
deben construirse otras. 

La  de Lorca, en la que duranre el afio se han hecho pequeñas 
mejbras, puede re@társe suficiente. 

La  de Cieza, que no era mala, ha quedado con algunas repara- 
ciones hechas durante elaiio cumplidamentehabilitada parasu fin.. 



funciona 
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I nuevo. 
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rios ju- 

Cartagena tiene su preventiva en malas condiciones. 
La  de L a  Unión llena su cometido. 
En cuanto a Murcia, se ha recibido provisional 

establecimiento - aceptable modelo entre los mt 
serán pronto trasladados los reclusos de la vieia urision. 

15. Propone la creaci6n de una Esc 
diciales y fiscales. 

«Acicateando - dice-con pingUos emolumentvJ , , vu,iiuu 

de los máximos honores a quienes sirvan en esta religiónde admi- 
nistrar recta, pronta y cumplida justicia,se podría atraer a lo me 
jor de cuanto salga, con legitima ambición de destacar, de nues- 
tras Facultades de Derecho; se  podrá conseguir que los de mayor 
agilidad mental, los de mejor y mas amplia cultura nutran las 
escalas de Jueces, Magistrados y Fiscales; pero si no se cultiva 
la formación del espíritu de clase de un bien entendido compafie. 
rismo que impida se consideren superiores unos a otros simple- 
mente por el cargo o función a que se les adscriba, si no se con- 
trasta en cotidiana piedra de toque la verdadera educación moral 
de los que ingresen, a la vez que se tamicen los informes que 
permitan saber qué se debe esperar y qué temer de cada uno; si 
no se cultiva el sano: todo en DeneBcio de la funcidn y perfeccidn 
d e  s u  drgano ..., estaremos muy lejos de lo q re  se debe y puede 
tener., 

Barc -Fiscal: Excmo. Sr. D. Juan Bonilla. 
4.' Muchos elogios merece la labor del Tribunal para nifios 

de la capital, único que existe en la provincia. Desde 1.' de Abril 
de  1928 a 31 de Marzo del actual han instruido 761 expedientes. - 

6.a En la organización de la Fiscalía no se ha lntrodacido 
desde la Memoria anterior más variación que, en vez de estar 
destinados como antes ocho Abogados fiscales al  despacho de 
causas criminales, hoy este servicio está a cargo de todos y las 
ejucutorias de cada Sección al  de un solo funcionario. 

7.a Muchos son los asuntos importantes y difíciles de que ha 
conocido la Fiscalía durante el pasado afio judicial, pero ninguno 
deellos ha exigido excepcional estudio ni ofrecido más dudas 
que las corrientes. 

L a  criminalidad, que marcó una rapida línea descenden- 
te desde 1923 a 1924, ha continuado disminuyendo, no obstante el 
consiguiente crecimiento de habitantes, mayor riesgo en la circu' 
lación por aumento de vehículos y el  gran nilimero de accidentes 



que, con motivo'de la Exposición, han ocasionado las diferentes 
obras realizadas. Se debe esto, sin duda, al  robusti?cimiento del 
principio de autoridad y del de obediencia a lzl ley. 

Se nota, dentro de esta disminución global, un pequeño au- 
mento en los desacatos y desórdenes públicos, inhumaciones ile- 
gales y delitos contra la propiedad; los demás delitos han dismi- 
nuido, y es de notar que no se ha registrado ningún delito contra 
la Patria, la seguridad del Estado ni contra los Poderes públicos 
en la región donde se habfan esparcido simientes de un atavismo 
político disolvente en pugna rebelde con los sagrados vínculos 
de la unidad de España. Se acompaflan tres notabies gráficos. 

9.' Se han inspeccionado personalmente 54 sumarios, de los 
que hace detallada referencia. 

10. Se han retirado 42 acusaciones, explicando los motivos 
de las retiradas. 
- 11. Por regla general, las sentencias han sido conformes; los 
casos de disconformidad se  explican por el distinto criterio que 
al apreciar las pruebas han tenido las Salas. 

12. Es amplio el criterio con que se informan las suspensio- 
nes de condenas, que da buen resultado. 

13. La acción protectora v vigilante del Gobierno y las difl- 
cultades con que tropieza todo el que pretende hacer propaganda 
subversiva, tan tolerada en epocas anteriores y tan nociva en re- 
gión tan industrial, ha hecho que no se produzcan conflictos entre 
patronos y obreros que hayan dado lugar a procedimientos pe- 
nales. 

14. En las visitas a las prisiones no se ha notado ninguna 
anormalidad ni ha habido quejas. 

15. Propone que se creen por el Estado, las Diputaciones.y 
los Ayuntamientos o por instituciones benéficas los Manicomios 
judiciales, Casas de trabajo y'asilos bastantes y con personal 
competente para los internamientos que, como medidas de segu- 
ridad, se decreten por los Tribunales. 
4.& del 85. Se  hace una notabilisima y completa exposición 

de la intervención del Ministerio Fiscal en los asuntos civiles, con 
detallada referencia a aquellos casos concretos en que se han 
planteado cuestiones interesantes. 

Gerona.-Fiscal: Sr. D. Vicente Henche. 
El Tribunal para menores ha instruido 69 expedientes, de 

ellos 51 por delincuencia y 15 por protección. 



Estos Tribunales, como institución juridica, significan un des- 
gajamiento de la jurisdiccion ordinaria en favor de personas de- 
signadas por libre elección y legas en Derecho; como institución 
pedagógica, su éxito depender& de la educaciónintegral que re,. 
ciban los menores en los sitios donde se realice su reforma 
moral.. 

Para apetecidos no era precisa una nueva ji 
r ..nr 1" 

irisdic - 
ción; las cuc~llvnes jurídicas debían ser resuelta, i a  ordina- 
ria como base de la corrección encomendada a un sistema peni- 
tenciario acomodado a la naturaleza psicofisica del menor, me- 
diante la  creación de establecimientos de corrección y ensefianza 
atendidas por el Estado y otros organismos. 

6.8 NO se ha alterado la distribucibn del trabajo consignada 
en la anterior Memoria. 

7.e Menciónase como asunto que ha requerido especial estu- 
dio uno sobre atentado que motivó una competencia con la juris- 
dicción militar. 

8.a Se  nota un ligero aumento de sumarios que no implica 
sensible variación en la criminalidad. Los delitos m&s frecuentes 
han sido: imprudencias, incendios, robos, hurtos y estafas. 

9.a Se han inspeccionado personalmente tres sumarios. 
10. Se retiró una sola acusación por haberse demostrado en 

el juicio que la procesada no tuvo participación en el hecho. 
11. Las disconformidades que se notan entre las sentencias 

y las acusaciones se deben a la libre apreciaciún, saturada de 
benignidad, que la Sala hace de las pruebas. 

12. La Sala no se sujeta a un criterio fijo en la aplicación de 
la condena condicional. No se vigila la conducta de los beneficia. 
dos, ni se ordena la justificación de aquélla ni la residencia como 
requisitos previos para la remisión definitiva de la pena, remi- 
si6n que tampoco se verifica a su debido tiempo por no atender 
durante el tiempo de suspensión a conocer los datos que deben 
suministrar oportunamente los Juzgados a quienes se encomien- 
da todo su cumplimiento. 

13. La cuestibn sscial no ha ofrecido hechos que hayan dado 
lugar a procedimiento criminal. 

14. Se han visitado las prisiones de esta provincia y, ade- 
mas, una vez lo Central de Figueras, otra la de La Bisbal y con 
más frecuencia la de Gerona, cuyo mal estado salta a la vista. 

15. En momentos de produccion legislativa como los pre- 
sentes la realidad aconseja guardar expectante silencio. 



Lbrida. -Fiscal: Sr. D. Pedro de Alcántara García. 
4." Desarrolla el Tribunal para ,menores labor meritfsima. 

Ra.tramitado 82 expedientes por hurtos, robos, peligro de co- 
rrupción, lesiones, danos, incendios, infracciones de la ley de 
caza, violaciones, abusos deshonestos y allanamiento de morada. 

6.& Continúa la organización de servicios en la Fiscalía del 
mismo modo consignado en la anterior Memoria. 

7." Enumera como asuntos de excepcional importancia va. 
rios sumarios por delitos graves. 

8." En la criminalidad global se advierte disminución, aun. 
que pequeña; pero la disminución es notable en los delitos de fal- 
sedad, en los cometidos por los funcionarios públicos en el ejer- 
cicio de sus cargos, en los contra. la honestidad y muy especial- 
mente en los contra la propiedad; acusan algún aumento los 
atentados y desacatos y los de tenencia ilicita de armas de 'fue- 
go  y permanece estacionada la criminalidad en todos los demás, 
especialmente en los contra las personas. Ilan aumentado los 
suicidios y los sumarios por accidentes. 

9,' Personalmente se ha inspeccionado un sumario. 
10. Se retiró, por los motivos que explica, la acusación en 

seis juicios. 
11. Las disconformidades de algunas de las sentencias con 

las peticiones fiscales se explican porque los testigos qr peritos, 
sobre todo en los asuntos que apasionan a las pequeñas localida- 
des, modifican a menudo en el juicio y en favor de los acusados 
las declaraciones y dictámenes del sumario, ofreciendo así mar- 
gen a la proverbial benevolencia del Tribunal. 

12. Estima beneficiosos los resultados de la susperisión de 
condena. 

13. No se ha promovido conflicto alguno del trabajo que hi- 
ciera precisa la intervención de los Tribunales de justicia. 

14. L a  cárcel de la  capital es un establecimiento modelo, 
perfectamente conservado y regido. El estado de las cárceles de 
los partidos, aparte las de Borjas Blancas, de reciente construc- 
ción, y Cervera, es francamente deplorable. 

15. Propone: l.', que se envíe a cada Juzgado de instrucción 
un ejemplar de las Memorias de la Fiscalía del Tribunal Supre- 
mo; 2 . O ,  que se determine si la pena a que se refiere el art. 186, 
condición 3.a del Código, es la sefialada en su texto para el delito 
o la imponible en cada caso concreto; 3 . O ,  que a los efectos del 
art .  704, núm. 5.', del Código penal, dos condenas anteriores por 



faltas de estafa sirvan para convertir en delito un hurto no su- 
perior a 100 pesetas. 

Ira men 
Tarragona. -Fiscal: Sr. D. Diego Gómez del Campillo 
4." El Trit 

vedientes. 
Cuenta el Tnounai como insrirucion cumpiemenrana con una 

Escuela de reforma llamada *Casa-asilo de San José*, enviándo- 
se también algunos corrigendos al Asilo Durán, de Barcelona; 
para el internado de las nifias, cuenta con el auxilio del Colegio 
Asilo de las Hermanas Teresas de San José. 

La labor del Tribunal y de dichos Asilos es altamente benefi- 
ciosa y recientemente ha salido del Asilo de San José un oorri- 
gendo para cursar, con notable aprovechamiento, los estudios de 
sequnda ensefianza en el Seminario Conciliar. 

6." Los servicios siguen organizados en la misma forma que 
5s. 
cional i r  tanto a 

so en Memorias anterior1 
Ningún asunto de excep 
jio o dudas ha habido. 

8." Se observa un aumento general en la criminalidad, re. 
presentado, sobre todo, por el alza de delitos contra la propiedad, 
aunque también ha aumentado bastante las lesiones y los delitos 
por imprudencia. Y como la provincia es próspera, con agricul- 
tura muy desarrollada, que emplea muchos brazos y con gran 
número de obras públicas y particulares, que continuamente se  
ejecutan en los centros urbanos, no puede atribuirse ese gran nú. 
mero de delitos contra 12 iad (casi la mitad de la total cri- 
minalidad), mas que a 12 a cada vez mayor de moralidad, 
a la sed insaciable de placeres y al  afán del lujo y tal vez a la in- 
Auencia del cine en que, , se hace 3s aten- la apolc a veces, 

d. tados contra la propieda 
9." Se han realizado personalmente aos inspecciones de su. 

marios. 
10. etiradas explica conere. 

tamente-ut. acusaciun. 
11. Las sentencias disconformes con la petición fiscal que se 

han dictado son debidas a que la Sala, en uso de su soberanía, 
aprecia la  prneba segiin su conciencia y esta discrepa a veces de 
la apreciación del Fiscal, tanto respecto del hecho justiciable 
como en la apreciación de circunstancias de atenuación calepa - 
das por las defensas y con pruebas improvisadas para el acto del 

2 



eno que ( lice muy 

juicio, en que la benevolencia un tanto exagerada del Tribunal, 
se inclina por su admisión al objeto de atenuar la pena que seña- ' 
la la ley*. 

12. El Tribunal aplica la condena condicional a todos los ca- 
sos en que la ley lo autoriza, con la oposición a veces del Rscal. 
Hay que reconocer que este criterio, excesivamente benigno, no 
ha dado lugar en ningún caso a dejar sin efecto la suspensión de 
Eondena por reincidencia del beneficiario, fenómi 
alto de la institución y de la forma de aplicarla. 

13. No ha habido conftictos del trabajo que hayan aaao lugar 
a la incoaciún de proct 3 de indole penal. 

14. Ninguna queja roducido, relacio I 

penal de la provincia. 
La cárcel de la capital, única visitada, se halla en condiciones 

higiénicas deplorables. 
15. Propone que los Fiscales, en cuyas atribuciones está la 

defensa y protección de los menores, desvalidos e incapacitados, 
sean Vocales natos de las Juntas de Protección a la Infancia 
como forman ya parte de las Juntas de Patronato para la trata 
de blancas. Otro tanto podría decirse de las Juntas de Acciún 
Ciudadana integradas por todas las autoridades provinciales con 
la sola excepción del Fiscal. 

n6n Gall 
lamente 

ardo. 
se dirigii 6 la Fisc 

ienores, 

os públi 
os de ter 

n la vida 

Biugos.-Fiscal: Sr. D. Rar 
4.a A pesar de que oportur alía a to- 

das las autoridades de la provincia oara ver si se iograoa la cons. 
titución de un Tribunal para E no se consiguió I ) 

alguno. 
6." Al tomar posesión de la Fiscalía el auto1 uc ia ivíemoria, 

en 20 de Noviembre de 1928 se modificaron algo los servicios de 
la Fiscalia, estableciéndose que el Fiscal, además de despachar 
los sumarios del Juzgado de la capital, entiende de todas las 
demás causas graves e importantes de la provincia, de los asun. 
tos gubernativos y de la mayoría de las ejecutorias y condenas 
condicionales, asistiendo también a las vistas y juicios de causas 
graves e importantes. 

7.a No ha habido asuntos dignos de especial mención. 
8.. Han aumentado los delitos contra las personas y contra 

la propiedad, los cometidos por los emplead cos en el 
ejercicio de sus cargos, los de imprudencias y 1 iencia ili- 
cita de armas de fuego. 



9.a Se han inspeccionado personalmente siete sumarios, de 
los cuales y de los resultados de las inspecciones, se da cuenta, 
detallada. 

10. Se retiró la acusación en seis juicios, explicándose con- 
cretamente los motivos de las retiradas. 

11. Es escasísimo el niimero de sentencias disconformes (no. 
llega al 10 por 100). 

12. En cuanto a la suspensión de condena, sólo se  hace cons. 
tar que la Fiscalía se inspira siempre al emitir sus dictámenes en 
.los más rigurosos principios de la ley, procurando armonizar el' 
espfritu de ésta con las normas de equidad y justicia. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros. 
14. Tanto la prisión Central como la provincial tienen loca- 

les malos, pero el régimen y la limpieza son adecuados; las obras- 
del nuevo penal van bastante adelantadas. 

Según informes recibidos, la cárcel del partido que reúne me- 
jores condiciones por su reciente y adecuada construcción, es la 
de Salas de los Infantes, siendo deficientes los locales d e  las. 
demás de la provincia. 

15. Propone la creación de un Tribunal para menores en la 
capital de la provincia. 

4.a del 85. Puntualiza la intervencion que la Fiscalía ha teni- 
do en los asuntos civiles. 

Bilbao.-Fi:cal: D. Antonio Taboada. 
Bbemoria notablemente hecha, razonada y escrita. 
4.' Reitera alabanzas dedicadas en las anteriores Memorias 

a la meritoria labor del Tribunal para menores y de sus institu- 
ciones complementarias, siguiendo las inspiraciones de su ilustre. 
Juez Presidente: Ha conocido el Tribunal de 506 expedientes. 

6.' No ha variado la organización de servicios de la Fiscalía, 
consignada en la anterior Memoria. 
7." Seflala como cuestiones que han merecido especial estu- 

dio; la relativa al alcance del juicio de responsabilidad a que se 
refiere el art. 20 de la ley de 1922 (surgida con motivo de  la sus- 
.pensión de pagos de cierta Sociedad Anónima), inclinandose el 
Fiscal a creer que dicho juicio se debe limitar a determinar en 
general la existencia de responsabilidaci como declaración previa 
al procedimiento criminal, pero sin individualizaciones que son, 
propias de este último, y las cuestiones relativas a interpretación 
de ciertas disposiciones del Código de 19% y del Real decreto d e  



indulto de Septiembre de 1928, que se consultaron a la Siiperiori- 
,dad y fueron por esta resueltas. 

S.' Señala en primer termino un aumento de 9 por 10) en la 
criminalidad global de la provincia y lo atribuye al gran número 
de delincuentes habituales libertados a consecuencia del indulto 
de  8 de Septiembre de 1928 (pues buen número de ellos aparecen 
de nuevo encartados en posteriores sumarios) y al creciente 
aumento de población (cerca de 7.000 habitantes en el último año 
s61o en la villa de Bilbao). 

Han aumentado los delitos comprendidos en el art. 231 y antes 
e n  la ley de 23 de Marzo de 1906, lo cual parece indicar una ma- 
yor actividad o pasión en el partido vizcaitarra o nacionalista. 

En cambio, han disminuido, sin duda por haber cesado-al 
.menos aparentemente-en su actividad ei partido comunista, los 
delitos contra los poderes del Estado, que se debieron en el tiem- 
po a que la anterior Memoria se refiere a actos de ilicita propa- 

.$anda comunista. 
Han aumentado las falsificaciones de sellos y marcas; pero 

sólo aparentemente, pues se deben en su mayoría, a que no ha- 
biéndose colocado en las condiciones del Reglamento de 15 de 
Enero de 1924 para la aplicación de la ley de Propiedad industrial 

algunos honrados comerciantes que venían acreditando desde 
muchos años antes un nombre comercial, sin solicitar la renova. 

.ción de la concesión a pesar de haber sido hecha mas de veinte 
aiios antes, otras prrsonas más avisadas lo solicitaban a su propio 
nombre, y ya en posesión del titulo lo esgrimían contra aquellos, 
.bien para explotar por si o para participar sin otra aportación de 
un negocio que otro acreditó, y cuanto Cste se negaba o resistía 
a las pretensiones del nuevo poseedor del nombre comercial se  
interponía querella por uso indebido de tal nombre, y, aunque la 
ignorancia de la ley no excusa de su cumplimiento, seria de de- 
sear  que no se declarase la caducidad de los nombres comercia- 
les, sin una previa notificación a 10s titulares de los mismos, de 
!a que pudiera inferirse por el transcurso de un plazo la voluntad 
presunta de abandonarlo. 

Han aumentado tambiCn la falsificación de moneda (circula- 
ción) el incendio de especies arbóreas, las amenazas y coacciones 
(S ibien en la casi totalidad de los sumarios respectivos no se ha 
comprobado el hecho o ha sido declarado constitutivo de falta) y 
10s delitos contra la propiedad. 

Han disminuído los homicidios y los delitos por imprudencia. 



9." Se  han inspeccionado personalmente dos sumarios, y por  
testimonio, varios más. 

10. Se explican detalladamente los casos en que la acusación 
se ha retirado. 

11 .  Explica las disconformidades que ha habido entre algu- 
nas sentencias y las peticiones fiscales por la distinta naturaleza 
de las funciones de acusar y de juzgar y la libertad de la Sala 
para declarar los hechos que estima probados. 

12. Han sido excelentes los resxltados obtenidos mediante 
la aplicación de la condena condicional. 
, 13. A pesar de la intensidad de vida industrial de la proviri- 
cia, las relaciones entre patronos y obreros no han dado lugar 
más que a cuatro juicios de faltas por infraccibn del contrato de  
trabajo. 

14. Elogia, por su funcionamiento y resultado 7 por el esta- 
do de conservación y aseo, la prisión celular. 

Las visitas a las demás prisiones de la provincia han sidw 
practicadas por delegación, por los Fiscales municipales, sin que. 
se haya formulado queja n i  reclamación alguna. 

15. Propone la reforma de los siguientes arliculos del Códi- 
go penal vigente: la de los 538 y 539, adicionando la frase .salvo 
que por los efectos del contagio no incurriera en pena más gra- 
ves y suprimiendo del iíltimo la palabra ~sifiliticaa; el 106 para 
concretar el concepto de familia a que se refiere. 

Propone también la modificación del art. 655 de la ley de En- 
juiciamiento criminal, acomodlndolo al nuevo sistema penal en 
que ha desaparecido la clasifcación de penas en aflictivas y co- 
rreccionales; la supresión de la mayoria de los Juzgados munici. 
pales y la de la vista previa. 

Logroho.-Fiscal: D. Miguel Ciudad. 
4.a Comenzó a funcionar el Tribunal tutelar de menores en- 

1 .O  de Noviembre de 1928. Se han incoado hasta 1." de Marzo de. 
1929,85 expedientes y se han fallado 80, quedando pendientes 5. 

Para vigilar a los menores en libertad se han nombrado S9 De- 
legados en la Capital y 20 en los pueblos, que procuran coloca- 
ción al vigilado según su edad y oficio y le visita y se hace vici-. 
tar por él frecuentemente hasta lograr que el menor considere al 
Delegado como amigo que le ayuda y protege. El Tribunal ha  
encontrado sus más valiosos colaboradores como Delegados em 
?os miembros de las Juntas de Protección a la Infancia, sacerdo- 



tes,maestros y socios de las Conferencias de SanVicente de Paul, 
,habiendo logrado de la libertad vigilada resultados excelentes. 

Como instituciones auxiliares se cuenta: con la Casa de deten- 
ción y observación, situada en las afueras de la ciudad, en edi- 
.ficio de la Junta de Protección a la Infancia, capaz para 20 inter- 
nos y dirigida por un presbitero diplomado especializado en los 
cursillos de Amurrio y Valencia, D. Ricardo Perez Hernándei; 
con el reformatorio del Buen Pastor de Zaragoza, en que dispone 
,Logroño de 10 plazas, según convenio celebrado con el Patrona- 
to de dicho establecimiento; el internamiento de niiías enjuicia. 
das o protegidas, se hace en los Colegios de religiosas Adoratri- 

.ces del Servicio domCstico y del Buen Consejo, y en el Asilo pro. 
~vincial. . ' 

6.a La organización de los servicios en la Fiscalia es la mis. 
.ma consignada en la Memoria anterior. 

7.a NO ha habido asuntos dignos de especial mención. 
LOS suicidios, las muertes casuales y los incendios fortui- 

&tos han aumentado en una gran proporción. 
Han disminuido los hurtos; pero han aumentado los delitos 

contra las personas, lo cual atribuye el Fiscal al indulto de 8 de 
Septiembre de 1923. 

Las demás clases de delitos no han tenido apreciable varia. 
-ción númerica. 

9.a Se han inspeccionado personalmente 3 sumarios. 
10. Se retiraron 8 acusaciones y se explican concretamente 

.los motivos de las retiradas. 
11. Una tercera parte de las sentencias dictadas han sido 

.disconformes con las peticiones Escales. Las disconformidades 
se explican por las diferencias entre las funciones de acusar y de 
juzgar. 

12. Son beneficiosos los resultados de la suspensión de con- 
dena, que sólo en un caso hubo de quedar sin efecto por nuevo 
.delito. 

13. No se ha incoado procedimiento alguno por conflictos del 
!trabajo. En los primeros días de Julio de 1928 hubo una huelga 
-de los obreros de las fábricas de conservas que tuvo inquieto 
e1  espíritu p-blico; pero se solucionó amistosamente mediante la 
actuacrón de un Comite paritario, que provisionalmente, se cons. 
tituyó bajo la presidencia del Juez de primera instancia. 

14. La Prisión de Logroño es un buen edificio construído al 
efecto hace pocos alios. 



Las demás de la provincia carecen de condiciones higiénicas 
aún de seguridad. 
15. Propone que se modiñque en algunos casos la penalidad 

estatuida en el nuevo Código, como en los casos en que el máxi- 
mun es de dos años, pues con la forzosa supresión de fracciones, 
el arbitrio judicial queda disminuido, 

Santander. -Fiscal: Sr. D. José de Seijas 
NO hay Tribunal para menores. 

6.a El reparto de asuntos se hace por los nbmeros que las 
causas tienen en el rollo de Sala, el Abogado Fiscal los pares, el 
Teniente los impares y el Fiscal los terminados en cero o en cin 
co y además las causas de cierta gravedad o importancia, los 
asuntos civiles y gubernativos, todas las ejecutorias de este año 
además de las que por su número le corresponden de los años an- 
teriores, el despacho de correo e inspección de asuntos de impor- 
tancia. A los juicios, por regla general, asiste el mismo funciona- 
rio que calificó la causa. 

7.a Aparte de los sumarios que han requerido inspección (de 
los que se trata en el nbm. 9.O) se refiere como digno de especial 
mención: al caso de una menor que tiene constituído en Santan- 
der un Consejo de familia, con notoria incompetencia, pues debi6 
constituirse en Santoña, donde, al efecto, se tramitaba también 
expediente y a evitar la duplicidad de Consejos, y a que se  cons- 
tituya debidamente y en el domicilio en que debió constituirse ha 
aspirado el Fiscal mediante los recursos oportunamente inter- 
puestos; a una causa por falsedad de testamento en que la Sala 
denegó la revocación del auto de conclusión del sumario que el 
Fiscal solicitó para prlctica de diligencias que se han propuesto 
como pruebas para el juicio oral: y a otra causa contra la salud 
pública, de grave trascendencia, ya que por haber mezclado erró- 
neamente un dependiente de cierta droguerfa, polvos de arsénico 
con polvos de talco que se expendía en el establecimiento y se 
suministraron a varias farmacias de la provincia, fallecieron nue- 
ve nifios, sufrieron lesiones otras personas y se están practicando 
análisis para determinar si el fallecimiento de otros siete niños 
se debe al mismo motivo. 

Hace un notable estudio, cuyo resultado consigna, ade- 
mAs, en útiles e ingeniosos gráficos de la criminalidad en los ÚI- 

timos diez años con referencia al número total de sumarios y a 
tres grandes agrupaciones de delitos contra la propiedad, contra 



las personas y contra el orden público (ya que los demas snma- 
rios por delitos no incluidos en estos grupos, alcanza una cifra 
muy pequeña). La curva correspondiente al número total cTe su- 
marios tiene un progresivo desorrollo ascendente (con excepcidn 
de los años 19'21 y 1926 en que descendió algo para volver a ele- 
varse) hasta el presente año en que ha descendido. Las demás 
curvas conservan en keneral cierta analogía con la total. La d e  
los delitos contra la propiedad, después de iín descenso notable 
en el pasado afío, ha vuelto a elevarse en éste de un modo brusco 
hasta un nivel no alcanzado en los diez últimos aflos. Esta eieva- 
ción, aparte de causas económicas y morales que ya venían ac- 
tuando (crisis de trabajo, inmoderado afán de lujo y diversiones, 
disminución del valor adquisitivo de la moneda: se debe a un mo- 
tivo accidental cual es el de que hubo un gran número de irrcen- 
dios favorecidos por la pertinaz sequía, pues siempre se ha veni- 
do observando en la provincia que el año de escasas lluvias y en 
su consec~iencia pobre de pastos, el número de incendios en los 
campos ha sido mayor. La curva de los delitos contra las perso- 
sonas que se elevó en los años 1926 a 1928 ha descendido rapida- 
mente en el actual: esta disminución es mucho más notable en los 
delitos de homicidio, asesinato y lesiones y se debe, probablemen- 
te, al rigor que, por imperativo de la ley, se ven obligados a tener 
los Tribunales para no aplicar la condena condicional en los de- 
litos de tenencia ilicita de armas de fuego mientras no se paga la 
multa impuesta. La curva correspondiente a los delitos contra el 
orden público no sufre en este allo variación apreciable ni más 
anomalía que el máximo que se observa en 1925 

El interesante trabajo, digno de todo elogio, q te núme- 
ro ha hecho el Fiscal de Santander, proporciori ieiíanzas 
más fecundas si en graficos secundarios se hubieran separado las 
formas dolosas de las culposas en la delincuencia contra las per- 
sonas y contra la propiedad; formas que, como el autor tiene 
buen cuidado de advertir, se han incluido juntas para delinear la 
curva respectiva de esos dos grandes grupos de delitos; como ub- 
serva tambiCn que el número de sumarios por criminalidad cul 
posa sigue aumentando. 

9.a Se han inspeccionado personalmente cinco sumarios, de 
los que detallada y concretamente se ocupa. Otros varios s e  han 
inspeccionado por testimonio. 

10. Explica detenidamente los motivos de haber retirado La 
acusación, totalmente en 17 juicios y parcialmente en dos. 



11. El número de sentencias conformes, que fue en 1927 en 
proporción de un 56,60 por 100, se elevó al 64 por 100 en 1928 y en 
el presente a un 73 por 100, lo que demuestra una progresiva con- 
fianza del juzgador en el criterio del Ministerio Fiscal. Se acom- 
pafla a este numero un gráfico demostrativo de la línea ascen- 
dente de sentencias conforme en relación con el  to s dicta- 
das desde 1920 a 1929. 

12. E1 criterio para la suspensión de condena ha sido amplio 
y benévolo y sus resultados buenos. 

13. No tiene el Fiscal noticia de la existencia de más huelga 
que una en cierta fábrica e n  el Astillero; al menos tu6 la única 
que, aunque indirectamente, motivó un sumario, pues al comen- 
tar los incidentes de la misma varios obreros en una taberna 
surgi6 disputa, en el curso de la cual se produjeron lesiones, cu- 
radas antes de los quince dfas, quedando el hecho reducido a una 
falta. 

14. En el presente aiio no se han practicado por la Fiscalía a 
las prisiones de la provincia otras visitas que las reglamentarias, 
La Penitenciaria del Dueso sigue sienda modelo y las obras para 
la conclusión del muro del recinto se llevan con actividad. La 
prisión provinci;il, dentro de sus detestables condiciones, es sitio- 
donde reinan el orden y la limpieza. 

15. Hallándose pendiente la reformade las leyes orgánicas y 
procesales, no cree oportuno proponer modificaciones legisla- 
tivas. 

Soria. -Ficcal: Sr. D. Luis Sanz. 
4.a No existe Tribunal para menores, cuya necesidad tam- 

poco se deja sentir, pues el problema de la delincuencia infantil 
no existe en la provincia; s610 seis causas se incoaron contra 
menores de dieciséis años y ninguna se  llevó a juicio oral por 
tratarse de imprudencias y aparecer con toda claridad la falta 
de discernimiento de sus autores. 

6.a La participación de los funcionarios de la Fiscalia en el  
trabajo sigue siendo la misma que se consignó en la anterior 
Memoria. 

7.a Cita, como digno de especial mención, el sumario ins- 
truido con motivo de la muerte de un sujeto desconocido en 
Qjad. 

z 8.a Hay aumento de  sumarios por haberse elevado el nfime- 
ro de hechos por accidente y el de suicidios (por regla general 
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e Espafi; 
j ferroca 

on el no 
ccionale! 

de  individuos enfermos y de avanzada edad). Pero la criminali- 
dad total ha disminufdo notablemente. en los delitos contra las 
personas y en menor proporción los de tenencia ilicita de armas. 
Se nota aumento notable en los delitos contra la propiedad debi- 
do a ncia con que obreros oriundos de las demás regio- 
nes d s llegados a la provincia para trabajar en las obras 
de lo! rriles en construcción se marchaban sigilosamente 
d e  las casas en que se hallaban hospedados dejando de abonar a 
los patronos el importe del hospedaje, aparte de las sustraccio- 
nes de poca importancia realizadas por los mismos obreros a 
otros compaiíeros de trabajo. 

En las demás clases de delitos no hay sensible variación. 
9.. Se han inspeccionado personalmente dos sumarios. 
10. Explica los motivos de haberse retirado la acusación en 

ares juicios. 
11. Las sentencias disconformes 1 lo, dos por haber 

penado la Sala distinto delito del que fue objeto de la acusación, 
dos por haberse apreciado circunstancias no estimadas por el 
Fiscal y cinco por fallo absolutorio. 

12. La suspensión de condena siguedandobuenos resultados. 
13. No se ha incoado procedirnientb penal alguno por con- 

flictos entre obreros y patronos. 
14. No ha habido reclamación ni se ha notado anormalidad 

alguna en las visitas qiradas a la prisión provincial. 
, 15. Propone que los artículos 655, 688 y siguientes de la ley 

d e  Enjiiiciamiento criminal se reformen para ponerlos en armo- 
nía c evo Código penal, que I j 

corre S y aflctivas, 
no distin igue ent 

Vitoria. -1 r. D. José M.B Sanz Gomendio. 
El Trj ~ r a  menores, cuya instalación y funciona- 

miento se des Memorias anteriores, continúa ejerciendo 
sus funciones con excelentes resultados. 

Ha conocido de 118 expedientes. 
6.a La misma distribucion del trabajo que ei AL=L lVICJ' 

7.' Se refiere como asunto de excepcional gravedad a un 
parricidio en el que se comprobó la irt bilidad, por alte- 
racit5n mental del autor. 

8.8 Se nota algún aumento en delitos contra la propiedad 
en imprudencias que dan una cifra algo mayor del total de su- 
marios. , , )  



9.' Se han inspeccionado personalmente dos causas. 
10. Se retird la acusacidn en la causa por parricidio mencio. 

nada en el n6m. 7 . O  y en dos por estafa, por resultar los 
comprendidos en el indulto de 6 de Septiembre de 1928. 

11. Hace referencia de cada una de las sentencias er, .,, ,,, 
habido disconformidad respecto de la pc ;cal. 

12. Por regla general se ha solicitai icado la 
sión de condena en los casos en que la ley lo permite. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros que 
hayan dado lugar a la incoación de procedimientos penales. 

14. Se  refiere exclusivamente a la prisión de Vi~oria, en la 
cual todos los servicios se hallan en excelente estado. 

15. Se  abstiene de proponer reformas legislatiyas. 

:ticion fis 
do y apl suspen. 

Cbceres.-Teniente Fiscal: Sr. D. Romualdo Hernández Se- 
rrano. 

NO existe Tribunal para menores. 
6.a No menciona alteración alguna en la organización de los 

servicios de la Fiscalía. 
7." Como digno de especial mención, se refiere a cierta que- 

rella interpuesta por la Fiscalía y no admitida por la Sala. 
Se observa en la criminalidad global de la provincia un 

ligero aumento, a expensas de los delitos contra la propiedad y 
%as personas. 

Relata gráfica y elocuentemente las hazañas de bandolerismo 
cometidas en las proximidades de la Sierra de Villuercas, en 
la que tenían su guarida dos fugados de la Cárcel de Herrera 
del Duque, procesado uno por asesinato y violación y multi- 
reincidente el otro en delitos de hurto, hazañas que, hiperboliza- 
das por la fantasia popular, llegaron a causar durante mucho 
tiempo gran alarma en la comarca, hasta que el Somaten de 
Berzocana, mandado por su Jefe D. Samuel Hidalgo Diez, auxi- 
liado despues por la Guardia civil, puso fin, capturando a 10s 
osados salteadores, a las correrías de Cstos. 

9.8 Se han practicado inspecciones por medio de testimonio. 
' 10. Se retiraron siete acusaciones por los motivos consigna. 
.dos en las hojas mensualmente elevadas a la Superioridad. 

11. Las disconformidades en algunas sentencias respecto de 
la tesis fiscal se deben a las distintas modalidades del espíritu 
humano, que entrañan diversas apreciaciones respecto de unos 
mismos hechos. 



12. No es optimista ni pesimista respecto de la suspensión 
de condena, que entiende debe aplicarse, no automáticamente, 
sino previo estudio detenido de cada caso; pero reconoce que  
sólo respecto de un condenado hubo de dejarse sin efecto el be- 
neficio por nueva delincuencia. 

13. No se tiene noticias de conflicto alguno del trabajo. 
14. Es lamentable el estado de la prisión de Cáceres. Lo, 

mismo puede decirse respecto de las demás prisiones, excepto 
las de Valencia de Alcántara y Garrovillas. (No debe haber Ile- 
gado a conocimiento de la Fiscalia que en Navalmoral de la Mata 
se ha inaugurado, recientemente, una Cárcel de nueva construcs- 
ción y de excelentes condiciones.) 

15. Se abstiene de proponer reformas legislativas. 
3.  del 85. No se han suscitado cuestiones doctrinales ni du- 

dosas con motivo de la intervención fiscal en los asuntos civiles.. 

Badajoz.-Fiscal: Sr. D. Jos6 González Donoso. 
Continiía Eadajoz sin Tribunal especial para menores y, 

desgraciadamente, no hay la menor esperanza de que por ahora 
se establezca. 

6.a El régimen de trabajo que rige en la Fiscalia es el mismo 
que se  exponía en la Memoria del año anterior. 

7.a Menciona una cuestión interesantísima surgida en  asunto 
de que conoció la Fiscalia, sometida por ésta a consulta a la Su- 
perioridad y resuelta en Circular de 1.O de Mayo último, acerca 
de si la indemnización a aue fué condenado un penado había 
de hacerse efectiva c :lo al Código penal de 1870 o al 
de 1926. 

Otro caso de duda ofrecen los artículos 363, 373 y 398 del Có- 
digo penal por la antinomia que entre esos preceptos parece ma- 
nifiesta, como existía también entre los articulos 316,319 y 339 
del Código penal derogado. &tima el Fiscal que la duda sólo 
puede resolverse calificando la presentación de un documento 
falso de cualquier clase en juicio civil o en juicio criminal en 
contra del reo, como falsedad de los articulos 363 6 373 que com- 
prenden la intención de lucro y el perjuicio de tercero <re1 ánimo 
de causárselo, y como delito de falso testimonio sólo cuando s e  
presente en juicio criminal a favor del acusado, supuesto único. 
que escapa al texto de esos dos articulos y puede comprenderse 
e n  e1 398. No puede establecerse como carácter diferencial la  
calidad de la persona presentante en el procedimiento (intere- 



.sado, testigo, perito, etc.) porque las dispbsiciones citadas no dis- 
tingaen ese aspecto. 

Es también dificil determinar cuándo la expei le medi- 
camentos de mala calidad por los farmacéuticos consnruye deli- 
to y cuando falta, por la absoluta igualdad de los términos en 
que están redactados los artículos 555 y 808, núm. 1.' 

El art. 553 tiene, a juicio drl Fiscal, un defecto de redacción 
que hace que prácticamente puedan resultar más severamente 
castigadas las lesiones menos graves que las graves. Teniendo 
en cuenta que la multa no figura como pena en ninguno de los 
preceptos anteriores para castigar el delito de lesiones, ni sola 
n i  conjunta, y que el precepto análogo a este del Código deroga- 
do (art. 433, castigaba las lesiones menos graves con izrvesto 
mayor o destierro y multa, cree el Fiscal que, por error de copia 
o de imprenta, se ha omitido la frase 80 destierro8 y que la ge- 
nuina redacción del articulo seria: e... será castigado como reo 
de lesiones menos graves con la pena de dos meses y u11 dfa a 
un año de prisión o destierro y multa de 1.000 a 2.000 pesetas,. 

S.a Ha disminuido notablemente el número de sumarios, a 
expensas principalmente de la baja en los delitos de tenencia 
ilicita de armas de fuego. Permanece sin variaci6n sensible la 
delincuencia contra las personas y contra la propiedad; pero los 
delitos graves, como asesinatos, homicidios, infanticidios, y la 
importancia de los de lesiones, ha disminuido notablemente, sin 
duda por el benéfico influjo de la recogida de armas de fuego. 
Continúan disminuyendo los delitos por imprudencia, segura- 
mente por la mayor perfección del Reglamento para la circula. 
ción de 17 de Julio de 1928 y la mayor severidad, en cuanto a 
esta clase de delincuencia, de los preceptos del nuevo Código. 
También han disminuido los delitos contra el orden público co- 
metidos por empleados públicos en el ejercicio de sus cargos, las 
inhumaciones ilegales y las muertes por accidente. En cambio, 
han suírido un pequeño aumento los suicidios y los delitos con. 
tra la libertad y la seguridad. 

9." Se han inspeccionado personalmente dos causas y cinco 
por testimonio. 

10. Se explica los motivos de haberse retirado la a 
en 32 juicios. 

11. Han sido disconformes con el Fiscal el 26 por 100 de las 
sentencias, proporción igual a la del año anterior. 

12. En tres casos se suspendió la condena contra el dicta- 



men del Fiscal; en los demás, la Sala resolvió de acuerdo con 
tales dictarnenes. 

13. No se  tiene noticia de procedimiento penal alguno moti- 
vado por conflictos entre patronos y obreros. 

14. Se  remite a lo consignado en la anterior Memoria. 
15. Propone que se amplie el plazo concedido para califica- 

ción a los Abogados defensores, a fin de acabar con la ficci6n 
actual. 

La Coruña.-Fiscal: Ilmo, Sr. D. Dario klonso Mazo. 
4.8 NO existe Tribunal para menores, cuya creación es de 

necesidad, dada la densidad de la población, el considerable tráfi- 
co de su puerto y el muelle de pescado por los que pululan mo- 
zalbete~ que hacen constantemente necesaria la intervención de 
la Policía a causa de los hurtos que realizan, 

6.a El Fiscal despacha los asuntos gubernativos y civiles, las 
causas graves, y asiste a las vistas más importantes ademhs de 
resolver las consultas de los auxiliares y visar las califlcaciones 
de éstos. 

El Teniente Fiscal y un Abogado Fiscal despachan los asun- 
tos de la Sección 2.8 y los otros dos Abogados Fiscales los de 
la l.', distribuyéndose el trabajo equitativamente. 

7 .  NO ha habido asuntos que requieran especial mención. 
Ha aumentado el número de sumarios, especialmente en 

los delitos contra el orden público, contra las personas y contra 
la propiedad, pudiendo muy bien señalarse como causa el gran 
número de obreros forasteros que trabajan en las obras públicas 
de la provincia y la persistencia en sus hábitos de profesionales 
del delito, en libertad por el último indulto. 

9." La inspección de sumarios se ha hecho mediante testi. 
monios. 

10. Explica los motivos de las retiradas de acusación ha- 
bidas. 

11. Las senfencias disconformes lo han sido en menos de n i a  
tercera parte y se explica la disconformidad, porque sólo cuando 
no hay elemento alguno de cargo se retira la acusación, pues 
cuando q ~ e d a  alguno se prefiere no cercenar las atribuciones del 
juzgador. 

12. Estima beneficiosa la  suspensión de condena, conside. 
rándola un avance hacia la sentencia indeterminada que permite 
individualizar la pena. 



13. Encauzadas las divergencias entre patronos y obreros 
por los ComitCs paritarios, no han llegado aquCllas a los Tribu- 
nales. 

14. La prisión de La Coruña, de modernisima construcción, 
sistema celular, se inauguró e1 26 de Diciembre de 1927; es, en 
todos los aspectos, excelente. Es imprescindible dotarla de un 
coche celular para conducir los presos al nuevo edificio de la 
Audiencia, próximo a inaugurarse. 

15. Debe reformarse el art. 533 del Código penal, pues en la 
práctica resulta en la mayoría de los casos mPs castigado el deli- 
to de lesiones menos graves que las graves del núm. 4 . O  del 532. 
La atenuante 5." del art. 65 debiera extenderse hasta los veinte 
aAos. 

4.' del 85. Por no haber Delegados en muchos partidos judi- 
ciales, ha entendido la Fiscalia en bastantes asuntos civiles de 
los Juzgados del territorio y sería conveniente que siempre inter- 
vinieran en ellos funcionarios de la Carrera Fiscal. 

Lugo.-Fiscal: Sr. D. José Perez. 
4.' No existe Tribunal para menores, y es a e  urgente conve- 

niencia su creación, porque es grande en la provincia el número 
de niños delincuentes. 

6." Continúa del mismo modo que se consignó en la anterior 
Memoria la organización de los servicios de la Fiscalia. 

7.' Especifica yarias causas graves que han sido objeto de 
más intenso estudio. 
8.. Se mantiene la frecuencia, expresada en la anterior Me- 

moria en la comisión de los delitos de sangre, notándose algún 
aumento en los delitos contra la propiedad. 

9.' Se han onado personalmente seis sumarios, con 
notorio benefic a instrucción. 

10. Se han o doce acusaciones y se espedfiean los 
motivos de las retiradas. 

11. La mayoría de las disconformidades han consistido en la 
apreciación por la Sala de circunstancias ate,nuantes y por impo- 
sici6n de peaas en cuantfa distinta dentro del mismo grado soli- 
citado. 

12. Son beneficio: L suspensión de 
condena. 

13. No ha habido conflicto de trabajo que haya dado lugar a 
la incoación de procedimiento penal. 



14; Se encuentran en buen estado las prisiones de Lugo, 
Qiiiroga, Ribadeo y Vivero; es regular la de Chantada y son 
malas las de Becerreá, Fonsagrada y Villalba. La de Mondoñedo 
es  de nueva construcción y reúne buenas condiciones, y se está 
construyendo una en Sarria. 

15. Propone la reforma, abreviando trámites de varios ar- 
ticulos de la ley de Enjuiciamiento criminal. 

Orense.-Fiscal: Sr. U. Avelino Espinosa. 
4,a NO existe en la provincia Tribunal para menores. 
6.a Para el despacho de asuntos se hallan adscritos a cada 

uno de los tres funcionarios (Fiscal, Teniente Fiscal y Abogado 
Fiscal) determinados Juzgados, despachando además el Fiscal 
todas las causas graves, los asuntos gubernativos y civiles y exa- 
minando los dictámenes en que sus auxiliares solicitan la revo- 
caci6n del auto de conclusión del sumario. Turnan también los 
tres funcionarios en la asistencia a juicios y vistas, y el Jefe 
además asiste a los juicios por delitos graves o en que, por otra 
razón, resulta indicada su presencia. 

7.a Como asuntos que han requerido excepcional atención se 
citan una causa por estafa, tres por parricidio, dos por asesinato, 
una por insolvencia fraudulenta y una por cohecho y prevari- 
cación. 
8.' Son insignificantes las variaciones numéricas que se han 

producido en la delincuencia. Hay solamente aumento acentua- 
do en las infracciones de la ley de Pesca (de 14 a 24sumarios). El 
aumento de 132 causas que se observa en los delitos contra las 
personas es mas aparente que real, pues obedece a hallarse in- 
cluidos en el titulo 7.' del Libro 11 del vigente Código que trata 
de esos delitos otros que no figuraban en el título 8." del Cddigo 
d e  1870, como acontece con el de tenencia ilicita de armas de 
fuego que di6 lugar en el año anterior a 98 causas y que en el 
último ha rebasado ese número, pues se instruyeron por tal in- 
fracción 107 sumarios. 

Existe descenso.en los delitos contra la propiedad, en los de 
infracción de la ley de Emigración, en los de falsedad, en los 
cometidos por funiconarios públicos, en los relativos a la salud 
ptíblica y a la honestidad. 

Entiende el Fiscal que tanto el  aumento como la disminución 
s e  deben a la misma causa: a la abundaneia de trabajo manual 
decorosamente remunerado que existe en la capital y en las 



villas, debido a las obras de carácter público que se están efec- 
tuando. Esta facilidad de hallar trabajo equitativamente remune~ 
rado explica la disminución de los delitos en que se buscaba u n  
lucro personal, y por el aumento de población obrera se explica 
también la ligera elevación de infracciones como la tenencia no 
autorizada de armas de fuego y la pescailfcita. 

En síntesis, la criminalidad ha sufrido enla provincia un liqe- 
ro descenso. 
9.. Se  inspeccionaron personalmente veintiún sumarios, y 

por medio de testimonio catorce. Con la inspección se consiquió, 
en cuanto a los sumarios retrasados, la terminación de la mayor 
parte de ellos, y en cuanto a los demás, contribuir al esclareci- 
miento del hecho y descubrimiento del autor, aunque en algunas 
causas resultó infructuosa la labor. 

10. Se retiró la acusación en doce juicios p se  explican con 
toda precisión los motivos de esas retiradas. 

11. La proporción de disconformidades es menor en el afio 
último que en los anteriores, y obedecieron, por lo general, a que. 
por haber llegado a una avenencia la parte ofensora y la ofendi- 
da, o por otras razones desconxidas, la prueba testifical result6 
en el juicio favorable al reo, afirmando motivos de exención o.de 
atenuación que no aparecían en el sumario y que, a juicio del 
Ministerio fiscal, carecían :de realidad, pero que, hicieron surgir 
en el ánimo del juzgador dudas traducidas en pronunciamientos 
favorables para los acusados. 

12. Se aplicó la condena condicional en cuarenta y seis 
causas y s610 en una se dejó la concesión sin efecto por haber 
delinquido de nuevo el penado; lo que demuestra los favorables 
efectos de la institución y lo acertado de la mayor extensión que 
le ha concedido el nuevo Código penal. 

13. No ha surgido conflicto alguno entre patronos y obreros 
que haya dado lugar al ejercicio de acciones penales. 

14. No se ocupa detalladamente del estado de la Prisi6n de 
Orense (limitándose a consignar que no reúne condiciones), por- 
que está reedificándose la cárcel antigua que va a quedar con. 
vertida en establecimiento moderno que dejará satisfecha la ne- 
cesidad que se dejaba sentir en forma apremiante. 

De las prisiones de la provincia fueron visitadas las de Verin 
y Carballino, cnyo estado deja bastante que desear; si bien en la 
de Verin se observa más limpieza, aseo y orden excepcionales, 
debido a la labor del celosísimo Jefe de la misma. 

3 



15. Propone las siguientes reformas legales: Adición al 
art. 100 del nuevo Código penal de una disposición que ordene en 
todos los casos que prevé dicho precepto, el internamiento del 
menor en un asilo o casa de corrección después de que dejan 
extinguida la pena, o, sin extinguirla, en el supuesto de que no 
hubiese lugar a su imposición, con objeto de apartarle completa- 
mente del foco de corrupción. 2." Refundir los niimeros 4.", 5 . O  
y 6.O del art. 695 del Código penal en uno solo que castigue con 
pena de cuatro meses a cuatro ailos de reclusi6n el robo inferior 
a 1.000 pesetas, pues algunas veces, cuando la cuantía es superior 
a 25 pesetas, puede resultar excesiva la pena aun haciendo apli- 
cación de la disposición contenida en el art. 757. 3.a Crear en el 
Libro 111 una falta correlativa a los delitos contra los medios de 
comunicaciones, pues pueden ser perpetrados ciertos hechos que, 
sin encajar por completo en las disposiciones del Capítulo 111, 
Título IX del Libro 11, merezcan una sanción, lo que sería apli- 
cable dando a la disposición propuesta un carácter de generali- 
dad como se le di6 para las faltas contra e1 orden phblico a la 
consignada en el art. 794. 4.a Modificar el art. 311 de la ley de 
Enjuiciamiento crfminal haciendo obligatoria la práctica de las 
diligencias de instrucción quesolicita el Ministerio fiscal, sin per- 
juicio de exigir responsabilidad, en su caso, al  proponente. 5.. Es- 
tablecer que los Jueces tienen la obligación de dictar auto de 
procesamiento cuando lo solicite el Fiscal. 

Pontevedra. -Fiscal: Sr. D. Julio Salgado. 
4.' No existe Tribunal para menores. 
6.8 La disposición del trabajo es la misma que se consigna en 

la anterior Memoria. 
Dedica el Fiscal sentido recuerdo al Teniente Fiscal fallecido 

en 3 de Octubre de 1928, D. Augusto López de S6. 
7.' Como merecedores de especial mención cita un caso so- 

bre prescripción de pena y otro sobre si la suspensión en el car- 
go de Alcalde y otros análogos comprende el de Maestro na- 
cional. 
8." La criminalidad ha disminuido en cerca de un 20 por 100. 

Afecta la di'sminucion seiialadamente a los delitos de falsedad, a 
los contra las personas y a los contra la propiedad. Se observa 
ligero aumento en los atentados contra los Agentes de la autori 
dad y en los de tenencia ilfcita de armas de fuego. 

9.a Se han inspeccionado personalmente dos sumarios. 



m. En 15 causas se ha retirado la acusación por los motivos 
expuestos en las hojas que mensualmente se han elevado a la Su- 
perioridad. 

11. Las diferencias de criterio en la Sala y en el Fiscal res- 
pecto de la apreciación de las pruebas, explican las disconformi- 
dades que se notan entre algunas sentencias y las peticiones 
fiscales. 

12. Ha sido beneficiosa la aplicación de la condena condi 
cional. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros, que 
havan llegado a conocimiento de la Fiscalia. 

14. La construcción de un nuevo edificio proyectado vendrh,. 
seguramente, a subsanar los defectos que en la actual prisión 
existen. 

En cuanto a las prisiones de partido, están br ien acon- 
dicionadas las de Vigo, Tuy, Caldas de Reyes,' y Cam- 
bados. 

15. Propone la restricción de las acusaciones privadas y que 
se determine la penalidad aplicable al menor de diez y seis anos, 
que haya obrado con discernimiento cuando no exista Tribunal 
para menores en el territorio . 

Granada.-Fiscal: Ilmo. Sr. D. Alfonso Morc 
4.. Continúa siendo admirable l a  labor realizada por el Tri- 

bunal para menores La actuación del Presidente, D. José Campos 
Pulido, Catedratico de Derecho canónico, persona de vasta cuítu- 
r a  jurídica y de 'gran prestigio, es inmejorable. Ha conocido el 
Tribunal de 325 expedientes hasta 31 de Marzo último. 

6.L Contintia en la forma expresada en la anterior Memoria 
la organización de los servicios de la Fiscalía. 

7." Como asuntos de que especialmente se ha tratado en las 
Juntas de Fiscalia, hace referencia detallada de una causa por 
asesinato y otra por malversacióii. 

Han disminuido los delitos contra el orden público, sin 
duda por el restablecimiento del principio de autoridad y el  
aumentolento,pero firme, de la difusión de cultura; han disminui- 
do tambi6n las formas graves de delincuencia contra las perso- 
nas y la propiedad, aunque han aumentado los delitos menos gra- 
ves de ambas clases; han disminuido también los delitos de tenen- 
cia de armas. Se nota aumento en los delitos por imprudencia, 
en los contra la honestidad, en los de los empleados públicos e n  



, e l  ejercicio de sus funciones (este aumento se debe a los sumarios 
incoados con motivo del extravfo de causas en determinado Juz- 
gado), en los de falsedad y en los contra la salud pública (este 
acmento se debe a la eficaz persecución del tráfico de estupefa- 

-tientes). 
9.8 Se han inspeccionado personalmente seis sumarios, res- 

.pecto de los cuales, así como de los resultados de la inspección 
-se dan interesantes detalles. 

20. Se  observa un notable descenso en las retiradas (que con- 
Tretamente explica) de acusación (han bajado de 51 a 18); esta baja 
s e  debe, ante todo, al menor niímero de juicios celebrados como 
.consecuencia de la aplicación del Real decreto de indulto de 1928, 
y, además, al criterio de Fiscalia de no llevar a juicio oral aque- 
llas causas en que se prevé la imposibilidad do mantener la acu- 

- sación. 
11. Ha disminuido el número de disconformidadec, aunque 

no tanto como la Fiscalia deseara, y ha procurado en su constan. 
,-te norma de recoger del sumario y del juicio cuantos datos pue- 
den favorecer a los procesados; pero el criterio benévolo de la 

-Sala suele ir  más lejos ahn en favor de los acusados y de ahí la 
disconformidad, que encuentra en muchos casos plausible expli. 
cación en que el Fiscal y la Sala se encuentran colocados en pla- 
nos distintos. 

12. Estima beneficioso e1 amplísimo criterio con que se apli- 
- ca la suspensión de condena. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros. 
14. De las visitas giradas a la prisión preventiva, al arresto 

de mujeres y al correccional de Granada, nada digno de mención 
se  ha observado; siguen estando bien organizados los servicios, 
esforzándose el personal en mantener en los locales el aseo y de- 

- coro que las pésimas condiciones de éstos permiten. 
De las demás prisiones de la provincia, sólo ha podido visitar- 

s e  la de Baza, en que los servicios están bien atendidor, pero el 
edificio es insalubre y antihigiénico. 

15. Propone: La proscripción de los indultos generales, que 
t an  lamentables consecuencias suelen producir (con ocasión de 
los 6ltimos han sido puestos en libertad, tras relativamente pocos 

-aiíos de condena, individuos que habian cometido delitos graves y 
peligrosos reincidentes) y que pueden ser sustitufdos con ventaja 
For instituciones ya acogidas en nuestras leyes (indultos particu- 

dares, condena condicional, disminución de pena a los que sean 



acreedores a este beneficio, libertad condicional) y que puedan- 
establecerse (perdón judicial en ciertos casos): el establecimiento-. 
de medidas de seguridad anteriores a la comisión de delito res- 
pecto de las personas que por su vida depravada en familia o en 
sociedad son propensos a delinquir; que se regule el modo de que 
las partes que primero evacuaron el traslado de calificación p 
propusieron pruebas, tengan conocimiento de las propuestas por 
las que posteriormente califican, y que se exijan a los que propon- 
gan prueba pericia1 la concreción de los extremos sobre qiie ha. 
de versar. 

4." del 85. Concreta las intervenciones que la Fiscalia ha tc-- 
nido en asuntos civiles. 

Almería.-Fiscal: Sr. D. Rafael Laraña. 
4.& El Tribunal tutelar para niños desarrolla con gran acier-- 

tg su labor. Cuenta como institución auxitiar con la Casa Refor- 
matorio de la Sagrada Familia, perteneciente a una Asociación. 
de carácter benéfico-particular, con Director tCcnico, personal, 
auxiliar e internado para jóvenes varones; el de las jóvenes se- 
lleva a cabo en el Asilo de Religiosas Adoratrices. 

Han incoado en el año 153 expedienti 
6.a La organización de los servicio: alía es la misma 

que en aflos anteriores. 
7.a Como asunto digno de especial mención habla de una, 

causa por asesinato en la que, próximo ya el día de la vista, se 
solicitó una información suplementaria que la Sala concedió y en-. 
la que se comprobaron algunos extremos que se consignaban en- 
un escrito anónimo dirigido a la Fiscalía. 

Aunque el ndmero de sumarios se ha e l e~ado  por haber  
desaparecido, merced a medidas tomadas por la Sala a instancia 
del Fiscal, la abusiva práctica de las diligencias previas que s e  
archivaban, el número de hechos delictivos decrece con rapidez, 
merced a la labor eficaz del Gobierno, a estar parantido el orden 
social, a la suspensión del Jurado y a que los ciudadanos se han 
percatado de que las solicitaciones del poderoso nada valen ante 
el imperio de la ley. 

9.8 SI han inspeccionado personalmente cinco sumarios. 
10. Se ha retirado la acusación en ocho juicios por haber- 

desaparecido en el juicio los elementos que se tuvieron en cuenta 
al hacer la calificación provisional. 

11. Existen bastantes casos de disconformidad entre las ser+ 



íencias dictadas y las acusaciones sostenidas; esto se debe casi 
siempre a la variación que sufre la prueba en el acto del juicio 
oral  y al uso que hace la Sala de la facultad que tiene para apre- 
ciarla libremente. 

12. La suspensión de condena sigue dando buenos resulta. 
.dos; en un solo caso ha quedado sin efecto por nueva delin. 
cuencia. 

13. No se ha incoado procedimiento penal alguno por conflic- 
ltos entre obreros y patronos. 

14. Nada digno de especial mención se ha observado en las 
visitas giradas en algunas ocasiones al establecimiento peniten- 
eiario de la capital. 

15. Cree que debe reformarse el Estatuto en cuanto al nom- 
bramiento de Fiscales municipales se refiere, y ordenar que se 
:inspeccionen las ejecutorias de los juicios de faltas. 

Ja6n.-Fiscal: Sr. D. Felipe Cardiel. 
4.a Funciona el Tribunal para menores desde Octubre de 

:19!8.-Se reúne los jueves, pero el Presidente despacha a diario. 
El Reformatorio de la Carolina se halla instalado en las con- 

diciones más adecuadas para su finalidad; es edificio amplio, con 
tallerej. y escuelas higiénicas, cuartos de bafio, duchas, capilla, 
.extensos patios de recreo y una hermosa huerta labrada por los 
corrigendos. 

Se observa gran adelanto enla reforma instructiva y moral de 
los menores. 

Desde su creación hasta 31 de Marzo de 1929 ha intervenido el 
Tribunal en 74 expedientes. 

6.a Cada auxiliar tiene asignado para el despacho las causas 
procedentes de determinados Juzgados de la provincia; el Jefe 
despacha las causas graves y, además, indistintamente Las de to. 
dos los Juzgados tendiendo a nivelar el trabajo de los auxiliafes, 
,habida consideración de desigual ingreso de causas en cada épo 
c a ;  despacha además las condenas condicionales, ejecutorias, ex: 
pedientes de indulto y recursos. La asistencia a juicios se hace 
)turnando por semanas. Los asuntos civiles se turnan entre los 
auxiliares y el Jefe se reserva los que por su especial condición 
deben ser de su personal estudio. 

7." Menciona como asuntos de más importancia y que han 
dado lugar a mayor estudio, dos causas por robo y homicidio y 
e t ra  por asesinato, incoadas respectivamenteen 1924, 1925 y 1928; 



los juicios correspondientes se celebraron habiendo recaídó sen- 
tencia condenatoria en la 1.. y 3." y absolutoria en la 2. 

8.8 NO ha habido variación en la delincuencia conira CL ur- 
den p~iblico, que se mantiene elevado en relación con el total de 
causas; hay disminución en las falsedades, en los juegos y rifas, 
en  los delitos de los empleados pdblicos, en los contra la honesti- 
dad y muy notable en los delitos contra las personas. Han aumen- 
tado algo los delitos contra la propiedad y notablemente los de 
imprudencia. 

9.& Se han inspeccionado personalmente dos causas. 
10. Se ha retirado la acusación por los motivos que detalla- 

damente se explican, en 42 casos. 
11. Hay gran número de sentencias disconformes con las pe- 

ticiones fiscales. Atribuye esto el Fiscal-guardando para el cri- 
terio de las Salas un gran respeto sin mengua de la propia con- 
vicción-al criterio de benignidad en los juzgadores, ya que el de 
la Fiscalía no Cs severo en la petición de penas ni estrecho en la 
apreciación de circunstancias atenuantes ni acucioso en la esti- 
mación de agravantes; .pero las variaciones del plenario en re- 
lacibn con los elementos aportados en la prueba sumarial, mu- 
chas veces para nosotros burdos amaños o habilidades sospecho- 
sas; las retractaciones de 16s testigos sin razón de causa, que evi- 
dencia el nrreglo de última hora; esos cambios de postura de los 
prccesados que se ponen en contradicción con sus propias ante- 
riores manifestaciones sumariales; hasta los cambios que la prue- 
ba pericia1 quiere introducir muchas veces y a destiempo en la 
responsabilidad de los encartados, frecuentemente con más pala- 
bras que conciencia; todo eso que a las Salas convence fácilmen- 
te, a nosotros no nos puede hacer variar de criterio ...* 

12. Entiende el Fiscal que se prodiga tal vez con exceso la 
suspensión de condena y que debía practicarse en cada caso un 
detenido estudio, teniendo en cuenta la conducta del condenado 
y cuantos elementos se relacionen con ellos, así como la índole 
del delito y la frecuencia con que se cometa en la provincia. Apli- 
cada casi sin excepción, como hoy se hace, a todo condenado a 
pena de privación de libertad inferior a dos años, la ejemplaridad 
de la pena desaparece. 

13. No ha habido conflictos de trabajo que hayan motivado 
procedimientos penales. 

14. Se remite acerca del estado de las prisi I- 

cia a lo que en la Memoria anterior se cousignc 
ones de : 
5. 



15. Propone que, para evitar suspensiones de juicios por en- 
fermedad del Letrado defensor, se haga obligatorio el nombra- 
miento de un defensor sustituto; y si tuviera que hacerse un ter- 
cer señalamiento y no asistiera ningún Letrado, asumiera la de- 
fensa un funcionario de la Fiscalia. 

Propone también que en los hechos que conocidamente apare- 
cen como casuales se practiquen, sin incoar sumario. dilkencias 
previas que se archivarían cnando no quedara dudas sobre la 
naturaleza del hecho. 

Y, por último, cree que debiera darse lugar al recurso de ca- 
sación por quebrantamiento de forma ((cuando la relación de he- 
chos que se declaran probados, no se ajuste a los resultados de 
la prueba en cuanto al desarrollo de los mismos u omitiere extre- 
mos de importancia en relación con esos hechos,. 

Máíaga.-Fiscal: Sr. D. Juan Alberto López de Colmenar. 
4.' No hay Tribunal para menores, cuya creación es urgen- 

te, porque existen muchos niilos analfabetós y vagabundosque 
viven en ambiente propicio a la delincuencia. 

6: Se detalla la forma en que se distribuye el trabajo entre 
los funcionarios(de la Fiscalia. 

7.a Se determinan los asuntos qu'e merecieron especial men- 
ción; entre ellos, dos que se hallan pendientes de la resolución 
del recurso de casación que la Fiscalia preparó. 

8.a Continúan siendo las infracciones más frecuentes los hur- 
tos y las estafas, entre los delitos contra la propiedad; los dispa- 
ros y las lesiones en los atentados contra las personas, los raptos 
entre las de deshonestidad, las tenencias ilicitas de armas de fue- 
go, los actos de imprudencia cometidos en la conducción de auto. 
móviles y los atentados y resistencias a Agentes de la Autoridad. 

En relación con afíos anteriores se observa disminución en los 
asesinatos y homicidios y aumento en las imprudencias de con- 

-ducción de automóviles, generadoras de atropellos. 
9.a Se han inspeccionado personalmente dos sumarios y otros 

dos por medio de testimonio. 
10. Se ha retirado la acusación en 41 causas. 
11. Más de las dos terceras partes de las sentencias han sido 

dictadas de conformidad con la acusación fiscal. La disconformi- 
dad, en los casos en que la ha habido, se debe al propósito de los 
Magistrados de armonizar la ley con la importancia del delito y 
a la resolución en favor del reo de los casos de dudas. 



12. Se aplica la condena condicional con criterio amplio, 
pero suele negarse en algunas imprudencias por atropello de au 
tomóvil como medida previsora para evitar sucesos de esta indo- 
le; a excepción de los reos dedicados a realizar pequefios hurtos, 
pocas veces delinquen de nuevo los favorecidos. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros. ' 

14. La prisión de Málaga carece de condiciones y es urgente 
la construcción de un nuevo edificio. Nada dice de ninguna otra 
de la provincia. 

15. Cree el Fiscal que debe reformarse la ley de Enjuícia- 
miento criminal suprimiendo la vista previa; celebrarse los jui- 
cios, en que haya varios procesados y deje de comparecer alguno, 
ron los que asistan; obligarse a los Jueces a dictar auto de proce- 
samiento cuando el Fiscal lo pida; concederse a los Jueces facul- 
tad para practicar diligencias previas; restringir las intervencio- 
nes de la acusación privada en los sumarios en que el Fiscal sea 
parte. 

El Código civil, que califica de anticuado, debe reformarse d e  
acuerdo con los avances del feminismo y la evolución de los con- 
ceptos dominicales modernos. 

La ley de Enjuiciamiento civil debe reformarse suprimiendo 
muchos trámites inútiles y dilatorias y dando mayor libertad a l  
Juez respecto a pruebas y admisi6n de recursos. 

El Código de Comercio debe ser revisado por completo, remo- 
zando sus preceptos de acuerdo con las necesidades del desarro- 
llo de la actividad mercantil. 

iMadrid.-Fiscal: 1 ir. D. Gabriel de la Escosura. 
Como no existe relación de la Fiscalía con el Tribunal 

para menores que funciona en esta Corte, nada en concreto pue- 
de decir, sino que, por haber asistido a alguna Junta el Teniente 
Fiscal, ha podido apreciar el verdadero entusiasmo existente en 
los que lo forman y personas que coadyuvan a la meritoria obra 
de redimir a los pequeños y casi inconscientes delincuentes, en- 
cauzándoles por los senderos del bien. 

6.8 Continhan organizados los servicios de la Fiscalía del 
mismo modo que se consign6 en la anterior Memoria. 

7." Como asuntos que merecieron especial interes de la Fis- ' 

calía, menciona el sumario instruido con motivo del incendio del 
Teatro de Novedades, en el que resultaron varios muertos y nu- 
merosos heridos; el incoado a consecuencia de cierto movimienta 



polftico fracasado que se  preparó a niediados de Septiembre de 
1928 y el a que di6 lugar una conspiración comunista. 

8.a La criminalidad ha sido casi igual a la del aiio anterior, 
-siendo los delitos más frecuentes hurtos y estafas. 

9." Se han inspeccionado personalmente nueve sumarios. 
10. Se han retirado cinco acusaciones por los motivos que 

-constan en las hojas respectivas mensualmente enviadas a la Su- 
perioridad. 

11. La mayoría de las sentencias aparecen en manifiesta dis- 
conformidad con la calificación fiscal, lo que obedece al criterio 
d e  benevolencia que en general informa el fallo de los Tribu- 
nales.. 

12. Los beneficios de la Suspensión de condena se han veni- 
do otorgando generalmente a todo reo que reúne las condiciones 
legales indispensables, sin tener en consideración otras circuns- 
tancias para hacer o no uso de esa facultad discrecional en aten- 
ción a la edad del penado, sus antecedentes, naturaleza jurfdica 
del' hecho y circunstancias de todas clases que concurrieran en 
s u  ejecución. La Fiscalía informa negativamente cuando estos 
requisitos no concurren, y, por lo general, se otorga, no obstan- 
te, el beneficio. Se han dejado bastantes veces sin efecto las sus- 
pensiones de condena por incomparecencia de los penados, por 
no cumplir éstos la obligación de presentarse al Juez y participar 
los cambios de domicilio y menos veces por haber delinquido de 
nucvo. 

13. Nada dice de esta cuestión. 
14. En las visitas practicadas a las prisiones celular y de 

mujeres de esta corte no se ha observado anormalidad alguna en 
el r é ~ i m e n  interior ni se han formulado quejas ni reclamaciones. 

15. Propone que, para armonizar con el nuevo Código penal 
algunas disposiciones del civil, se reformen los artículos de éste: 
105, que en su núm. 6 . O  cstablrce como causa de divorcio la con. 
dena del cónyuge a cadena o reclusión perpetuas, penas que ya 
no  existen; 200, que sujeta a tutela en su ntím. 4.' a los que estu' 
vieren sutriendo pena de interdicción civil, a la cual en el Código 
penal se llama incapacitación para el ejercicio de los derechos 
civiles y se dé el carácter, no de pena, sino de medida de seguri- 
dad; el 228, que habla de la pena de interdicción; el 1.433, que se 
refiere a pena que lleve consigo interdicción civil, y el 1.436, que 
-emplea las palabras de interdicción civil del marido; el 681 y 
el 853, que habla también de interdicción civil, y el núm. 3 . O  del 756 
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que se refiere a penas affictivas, calificativo que ha desaparecido 
d e l  Código penal; y debe tambien llevarse en su parte necesaria 
a las disposiciones del C6digo civil que se ocupan de la peraida 
de la patria potestad y de la tutela el contenidod el arl. 1M) del C6- 
digo penal. 

4.a del 85. Continúa la Fiscalia entendiendo en los 
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rio público sin delegar en los Fiscales municipales, que solo emi- 
ten dictamen en lo corrientc de la voluntaria, pues en lo excep- 
cional de éste, por su dificultad e importancia, también interviene 
.la Fiscalía de la Audiencia. 
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Guada1ajara.-Fiscal: Sr.D. Manuel oarrosc 
4.a No hay Tribunal para menores. 
6.= La misma organizaci6n y distrif 1s que se 

.di6 cuenta en la anterior Memoria. 
7.a Da referencias detalladas de algunos asuntos de imsor- 

tancia o que han sido objeto de especial estudio. 

: servicic 



,. 6." Se  advierte una consoladora disminución en la crimina- 
nalidad, especialmente en las formas graves de la delincuencia 
contra las personas, pero notable tambien a los delitos contra la 
propiedad, contra la honestidad, en los atentados y en los delitos 
por imprudencia. 

9.a Se han hecho personalmente dos inspecciones de su- 
marios. 

10. Ha habido ocho retiradas de acusación, motivadas por 
aplicación de los preceptos del Real decreto de 8 de Septiembre 
de 1928, por la de las disposiciones del nuevo Código penal y por 
haberse demostrado que carecían de discernimiento procesados 
mayores de nueve y menores de dieciséis aAos. 

11. Son en escaso niimero las sentencias disconformes con la 
petición fiscal, y ello por estimar sin duda el Tribunal la necesi- 
dad de mayores medios probatorios para condenar en la exten- 
sión solicitada por el Ministeriopúblico. 

12 Los efectos de la condena condicional siguen siendo ex- 
celentes y por eso ve con satisfacción el mayor alcance que a la 
institución se da en el nuevo Código. 

13. No se ha producido conflicto alguno de trabajo que haya 
dado lugar a instruir procedimientos penales. 

14. El estado del penal de la provincia es inmejorable. 
1 .  Debe' adicionarse al núm. 1.O del art. 581 el caso de que el 

incendio se produzca en albergues para ganados, y redactarse el 
art. 701 en tal forma que resultaran en él comprendidos, además 
de las aves de corral, los demás animales que, para obtener un 
similar aprovechamiento, suelen encerrarse en los cercados a 
que el articulo se refiere. 

Segovia. -Fiscal: Sr. D. Fernando Valverde. 
4.& No existe Tribunal para menores y es de lamentar que no 

se constituya. 
6.& Continúa la misma distribución de servicios consignada 

en la anterior Memoria. Despachó el Fiscal 184 causas en trámire 
de instrucción, 15 en el de calificación, 330 ejecutorias y 46 asun- 
tos diversos, habiendo asistido a 27 juicios orales y a 220 vistas 
previas. El Teniente Fiscal despachó 266 causas de instrucción, 
33 de califlcación, 103 ejecutorias y 11 asuntos diversos, habiendo 
asistido a 33 juicios orales y a 100 vistas previas. 

7.' En una causa por infracción de la ley de Caza, instruf- 
da con posterioridad a la promulgaclón del Código penal vigen- 



te, hubo de ofrecerse la duda de si debía calificarse conforme al 
art. 830 de dicho Código, o, por tratarse de hecho realizado por 
medio de lazos, debia aplicarse el art. 50 de la ley de 16 de Mayo 
de 1902; duda que se resolvió en el último sentido de los indica- 
dos por estimarse que el referido art. 50 de la expresada ley no 
estaba derogado por el vigente Código. doctrina que aceptó la 
Sala al dictar su sentencia condenatoria. 

8.. El número total de causas con relación al aflo anterior 
ha disminuído en 30. La disminnción ha sido: en los delitos contra 
el orden público (13 sumarios contra '25 del año anterior), y la 
atribuye el Fiscal a la observación rigurosa de las disposiciones 
acerca del cierre de establecimientos de bebidas y a la frecuencia 
de conferencias culturales; en las falsedades en los delitos de los 
funcionarios públicos y en las infracciones de la ley de Caza. 
Mas notable es aún la disminución en los delitos contra la pro- 
piedad (60 causas menos que en el aiio anterior), y se explica por 
el gran número de obras públicas y particulares acometidas des. 
de hace algunos meses, dando ocupación a muchas personas que 
carecían de ella en los largos y crudos inviernos de la región. 
Han disminuído los suicidios y los hechos debidos a accidente. 
Han aumentado los homicidios, las lesiones y las imprudencias. 

9.& Se inspeccionaroii personalmente cuatro sumarios: uno, 
por asesinato y aborto, en que quedó bien determinada la respon- 
sabilidad del autor; otro, por choque de automóviles, en que se 
reconstituyó el hecho, diligencia que demostrd la inculpabilidad 
del acusado; otro, por estafa, que en los primeros monientos pro- 
dujo alarma, quedando, merced a la inspección, reducido el he- 
cho a sus verdaderas proporciones, y otro, por parricidio, en el 
que se puso en claro la perturbación mental del autor. 

10. Se ha retirado la acusación en seis causas, explicándose 
con toda precisión los motivos de las retiradas. 

11. Serelatan con todos detalles las sentencias en que hubo 
conformidad con las peticiones fiscales y las que hubo disconfor- 
midad; se hace notar el crecido número de éstas y se atribuye la 
disparidad, en general, al  especial criterio de benevolencia que 
informan las resoluciones de la Sala. 

12. Se ha aplicado la suspensión de condena a 23 pr ; 

en 20 causas. Produce favorables efectos, sin que se dé e : 
tener que dejar sin efecto la suspensión por reincidencia. 

13. No se ha incoado procedimiento penal de clase alguna 
por conflictos entre obreros y patronos. 



14. Se han visitado las prisiones de la capital; la carcel esta 
instalada en edificio viejo e insalubre, pero en plazo no lejana 
podrán ser trasladados los presos al nuevo edificio en construc. 
ción que reúne las debidas condiciones; el Reformatorio de mu. 
jeres responde a todas las exigencias de la moderna ciencia pe- 
nitenciaria. 

Las demás prisiones de la provincia adolecen todas de grandes 
deficiencias, según las noticias adquiridas. 

En cuanto al rCgimen, no se tiene noticia c ialidad al. 
guna. 

15. Se abstiene de indicar reformas legislativas por haber 
terminado su labor la Comisión que al efecto se nombró. 

Toledo.-Fiscal: Sr. D. Jesús Sánchez Octavio de Toledo. 
4.a Sigue sin Tribunal de niños la importante provincia d e  

Toledo. 
6.a La distribución de asuntos entre el Fiscal y sus auxilia. 

res, continúa en la misma forma que en años anteriores. 
En la0 de Abril de 1928 se abrieron los nuevos libros de Fisca- 

lía, respecto de los cuales hace observaciones dignas de estudio. 
Cita como de excepcional importancia cierta causa por 

falsedad y estafa. 
Continúan en baja los delitos graves contra las personas 

y los de disparo, las tenencias ilicitas de armas de fuego y los 
contra la honestidad. Ha aumentado el número de suicidios, y, 
desde Septiembre, se han incoado numerosas causas por robo, en 
que los autores no han sido habidos, coincidiendo con la salida d e  
los penales, en virtud del indulto general, de multitud de delin- 
cuentes. 

9.8 Se han inspeccionado personalmente dos sum; o 
por parricidio y otro el citado en el núm. 7 . O  

10. Explica los motivos de haberse retirado 25 acusaciuiirs. 
11. Los motivos de las d midades que se observan 

entre algunas sentencias y las mes fiscales son, sin duda-, 
que el Fiscal y el Tribunal se lliULILL. en planos distintos y el es-  
píritu de benevolencia tan frecuente en el hombre que tiene que 
juzgar a sus semejantes. 

La Fiscalía ha preparado durante el año cuatro recursos de 
casa J en causa por chantage, ( auca por sacrilegio 
(la S' fué casada y condenados ), otro en causapor 
abus mestos contra sentencia c oria, por quebran 
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tamiento de forma (recurso que prosperó) y otro en cansa por ho- 
micidio, que no ha sido aún resuelto. - 

12. La suspensión de condena sigue produciendo efec 
tisfactorios. 

13. No ha Iiabido conflictos entre patronos y obreros, que 
hayan motivado la incoación de procedimiento alguno penal: 

14. No ha podido ser visitada por Fiscalía otra prisión que la 
de la capital, que reúne buenas condiciones. 

15. La cantidad de 1.000 pesetas que como limite míni- 
mo de la pena de mu:ta para delitos fija el nuevo 'Código penal, 
debiera reducirse a 200 6 250 pesetas; de lo contrario, habrá que 
aplicar a muchos reos el art. 180, contra el maniflesto deseo del 
legislador. 

En varios artículos del libro 1 del Código, al determinar la 
pena que ha de imponerse, según los casos y circunstancias, en. 
vez de decirse la pena inferior, se dice una pena infbior o bien 
otra pena znferior, y esto ha podido ser un error por inadverten- 
cia; así se nota, entre otros, en los artículos 138, 145 y 158, y s i  
bien en los dos últimos pudiera sostenerse que el legislador ha 
querido dejar a los Tribunales el margen más ancho para que  
ejerciten su arbitrio, no pueae afirmarse lo mismo del 138, pues 
con la simple lectura de los 143 y 144 se ve que al cómplice y al 
encubridor de delito frustrado y de tentativa se les considera de 
peor condición que al autor de los mismos, pues a éste se le pue. 
de imponer cualquier pena inferior a la señalada al delito, aun- 
que sea nueve grados inferior, si la hubiera, y al cómplice s610 
puede bajársele en dos o tres grados y al encubridor en tres o 
cuatro. En el sentido, pues de sustituir aquellas frases indetermi- 
nadas por la de Zn pena inferior, cree el Fiscal que deben rectifi- 
carse aquellos articulas. 

El art. 164 hereda la oscuridad de su antecesor el 90 del Códi- 
go de 1870 y debe ser aclarado o acaso recortado, suprimiendo 
las palabras generadoras de confusion, que siguen a las de pru- 
dente arbitrio judicial. 

El 533 cree que ha quedado con una errata sin rectificar, y que  
donde dice *prisión y multa>, se quiso decir .prisión o multa*; de 
lo contrario las lesiones menos graves resultarían más castiga. 
das que las que para curar han necesitado más de cuarenta días- 

El  núm. 11 del art. 725, por oponerse al principio general con- 
signado en el art. 2.", cree que debiera suprimirse. 

El art. 838 debiera aclararse en el sentido de que todo el que 



corte árboles, legumbres o siembras nacidas, causando dafio in- 
feriores a YO0 pesetas, y sustrae o utiliza tales Arboles, legumbres 
o siembras inferior a 100 pesetas, comete siempre falta y no 
delito. 

La8 Palmae. -Fiscal: Ilmo. Sr. D. Carlos Acquaroni. 
4.a NO existe Tribunal para menores. 
6." El Fiscal despaclia los asuntos civiles, las ejecutorias, 

condenas condicionales y causas de mayor importancia, y el res- 
to se divide en dos grupos por orden de numeración, correspon- 
diendo los niímeros pares al Teniente Fiscal y los impares al  Abo. 
gado Fiscal; pero el Fiscal toma causas de ambos grupos indistin. 
tamente para igualar lo mas posible el  trabajo y que si resulta al- 
guna diferencia sea en contra del Jefe. Asiste a juicio el funcio. 
nario que c.alific6 la causa. 

7." Cita el detenido estudio hecho por el Fiscal de los necesa- 
rios antecedentes para redactar la Memoria que, elevada a la Su. 
perioridad, fué enviada al Ministerio que, a su vez, la remitió a la 
f residencia del Consejo. en la que se trataba del Juzgado de Fer- 
nando Poo y de la legislación penal que se aplica a los asuntos 
procedentes de aquel Tribunal, con arreglo al art. 9.O de la Real 
orden de 23 de Julio de 1902, que al establecer distinción entre in- 
dígenas convertidos al cristianismo y los que no profesan esta re.  
ligi6n, para aplicar a los primeros el Código penal de 1870, sin 
que los segundos puedan sufrir sanción alguna emanada de las 
autoridades españolas, establece una desigualdad, generalmente 
e n  perjuicio del que por haberse heclio cristiano demuestra ma- 
yor civilización,sin tener en cuenta que al delinquir todos ellos en 
territorio español, debían por tal razón estar sometidos a las auto. 
ridades y legislación españolas. Pero es más: desde 1 . O  de Enero 
del año actual rige en España el Código penal publicado en 13 de 
Septiembre de 1928, que no es aplicado en los territorios que nos 
pertenecen en la costa occidental de Africa, porque el art. !.O del 
mismo, al establecer que elas leyes penales españolas se aplica- 
ran sin distinción de nacionalidad a todos los individuos que eje. 
cutaren un hecho punible en territorio español*, circunscribe Bste 
al territorio propiamente dicho y, como dentro del mismo no están 
comprendidos los de las islas de Fernando Poo, Annobón, Coris- 
col Elobey y la zona del Continente africano, inmediato a éstas, 
aunque todas ellas formen parte de la soberanía española y sean 
denominados territorios españoles del Golfo de Guinea, el Juez 



de Fernando Poo, única autoridad judicial que en aquella comar- 
ca radica, sigue aplicando, y a juicio del Fiscal, con recto y acer- 
tado criterio, el C6digo penal de 1870, puesto que así lo orde- 
na terminantemente y no ha sido derogada la expresada Real 
orden de 23 de Julio de 1903. 

8.a Ha habido descenso, aunque poco sensible, en la crimina- 
lidad, pero se nota que ha disminuido bastante los delitos contra 
la propiedad, manteniéndose con poca diferencia la proporción 
en todos los demás. 

9.a Se ha inspeccionado personalmente un sumario. 
10. Se han retirado por los motivos que concretamente se 

mencionan, 17 acusaciones. 
11. Las naturales diferencias de criterios entre la Sala y el  

Fiscal en orden a las pruebas acerca del delito, participacion en  
él de los acusados y cuantía de la pena, explican las disconformi- 
dades habidas entre algunas sentencias y las conclusiones del Mi- 
nisterio piiblico. 

12. Cree beneficiosa la suspensión de condena. 
13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros. 
14. La prisi6n de la capital reúne pCsimas condiciones. Ni en 

las visitas hechas a ella por el autor de la Memoria ni en las gira- 
das por los Fiscales municipales a las prisiones de Teide, Guia, 
Arrecife y Puerto de Cabras se han observado anormalidad al- 
guna. 

Santa Cruz de Tenerife.-Fiscal: Sr. D. J. Clemente Gon- 
salvo. 

No existe Tribunal para menores, a pesar de que la Jun- 
ta de Protección a la infancia viene gestionando desde 1922 su 
creación; pero parece que está próximo el día en que cuente con 
Reformatorio para menores y funcione el Tribunal. 

6na Las causas que tienen números impares las despacha el. 
Teniente Fiscal y las pares el Abogado Fiscal. El Jefe se reser- 
va las de mayor importancia o gravedad. Los juicios orales que 
se celebran en la capital se  distribuyen aproximadamente en tres 
partes, una para cada funcionario. A los juicios orales celebrados 
en las islas es la única salida realizada por la Sección de lo cri- 
minal, desde que es Fiscal el autor de la Memoria, ha asistido éste 
por haber causas graves. El Fiscal despacha, además, casi todos 
los asuntos civiles, lo gubernativo, ejecutorias y liquidaciones y 
suspensiones de condena. 

4 



7.L No ha habido cuestiones que merezcan especial estudio. 
gBa Han aumentado las falsedades, los delitos contra las per- 

sonas (sin duda por haber vuelto a las islas gran número de emi- 
grantes) y contra la honestidad y han disminuido los delitos con. 
tra la libertad y la seguridad, los de tenencia de armas, los con* 
tra 1s propiedad y los de imprudencia temeraria; en las demás 
clases de delitos, la criminalidad, con ligeras variantes, puede 
considerarse estacionaria. 

9.a Se han inspeccionado personalmente ocho sumarios, y 
por medio de testimonio, tres. 

10. Se ha retirado la acusacióu en tres juicios, explicándose 
circnnstancialmente los motivos. 

11. Explica las disconformidades habidas entre alguna S 

sentencias y las peticiones fiscales, porque el Tribunal, en cuan- 
to queda al,gln punto de duda, lo resuelve a favor del reo. 

1 .  Estima beneficiosos los efectos de la suspensión de 
condena. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros. 
14. Son malas las condiciones del edificio destinado a pri- 

sión; el Ayuntamiento gestiona la adquisición de un solar para 
construir otra. 

De las demás prisiones, le son conocidas al Fiscal las de la 
 rotav va, La Palma, Los Llanos y La Laguna; los edificios dejan 
algo que desear. 

15. Ante la inminencia de reformas legislativas, se abstiene 
de proponer modificaciones en las leyes vigentes. 
4." del 85.-La Fiscalía de la capital entiende en todos los 

asuntos civiles de la misma p en las apelaciones de toda la pro- 
vincia en que tiene intervención el Ministerio público. 

En los demás asuntos intervienen los Delegados que reciente- 
mente se nombráron, pues no los había al posesionarse de la Fis- 
calía el autor de la Memoria. 

0rledo.-Fizcal: Ilmo. Sr. D. JosC Rodríguez. 
4.a Siaue funcionando con acierto indiscutible el Tribunal 

tutelar para niños autorizado por Real orden de 15 de Octubre 
de 1927; y el Reformatorio tPríncipe de Asturias)) a cargo de los 
Padres Mercedarios, que recibe a los menores que dicho Tribu-. 
nal dispone, presta señalados servicios de trascendencia social, 
ya que en machos casos logra la corrección o, por lo menos, la 
modificación de las inclinaciones iniciadas en dichos menores. 
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6.& La distribución de los servicios de la Fiscalfa continúa 
efectuRndose en la forma consignada en lasdos últimasMemorias. 
7.& No ha habido asuntos que por su importancia, trascen- 

dencia u originalidad hayan sido objeto de consideración o estu- 
dio especiales, ni tampoco extremos qun suscitaran diverf 
de criterio de los funcionarios de la Fiscalia. 
8." No ha existido variación sensible ni por nuevas modali- 

dades I su gravedad, ni por sus causas, en la cri- 
minalic periodo a que la anterior Memoria se 
referia. 

9.a Se han practicado dos inspecciones personales y dos por 
testimonio en otros tantos sumarios. No se han realizado en 
otros, a pesar de su gravedad, por la escasez de personal. 

10. Se ha retirado la acusación en nueve causas porque des- 
pues de practicadas las pruebas en los respectivos juicios orales 
no apareció justificada la participación de los procesados en el  
hecho delictivo, demostrándose en otras que éste era sólo consti-- 
tutivo de falta y en alguno que concurrían todos los requisitos de 
la circunstancia eximente de legitima defensa. 

2 l. Se han dictado 547 sentencias, habiendo sido conformes 
con las conclusiones del Fiscal 235, disconformes en parte 175 y 
absolutorias 137. Obedece la disconformidad a la diversa apre- 
ciación de las pruebas nacida de la diferencia de las funciones de 
acusar y de juzgar. 

12. Continúa aplicándose con criterio amplio la suspensión 
de condena y continúan siendo excepcionales los casos en que se  
ha dejado sin efecto el beneficio por la reincidencia del delin- 
cuente. Considera prematuro formular juicio acerca de la conve 
niencia de la extensión que a la suspensión de condena da el 
nuevo Código 1 

13. No ha s entre patronos y obreros que 
hayan dado lugar a inLu,L,,.L de proceso en los Juzgados de 
instrucción ni en los Municipales. - 14. No ha ocurrido suceso alguno ni se han formulado que- 
jas que pudieran haber motivado visitas especiales a la prisión 
provin las de partido; e iitas ordinarías no se ha. 
observ rmalidades ni irr ades de ningún género. 

4." , Interviene el Mil Fiscal en los asuntos ci- 
viles en la forn sada en la anterior Memoria, sin que ha- 
yan surgido d rs ni planteado cuestiones o problemas 
juridicos que n consideraciún especial. 
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Palma de Mallorca -Fiscal: Ilmo. Sr. D. Domingo Maseres . 
4.* El funcionamiento del Tribunal para menores es ex- 

celente. 
6.a Continúa la distribución del trabajo expresado en la Me- 

moria anterior. 
7.* NO ha habido asunto alguno que merezca especial men- 

ción. 
8.8 La criminalidad ha permanecido casi invariable, La pe- 

.quefia disminución que en los delitos contra las personas y con- 

.tra la honestidad se  observa, se compensa con pequeños aumen- 
itos en otros delitos. 

Se ha inspeccionado personalmente una causa sobreven- 
.ta de estupefacientes. 

10. Se ha retirado la acusación en cuatro causas; explicando 
los motivos de la retirada. 

11. S610 ha habido completa conformidad con la acusación 
,fiscal en una cuarta parte de las sentencias; en la mayor parte 
d e  los casos la disconformidad se debe al uso hecho por la Sala 
de  sus facultades discrecionales en la imposición de penas. - 

12. La sión de condena ido dando buen re. 
sultado. 
13. Nc do conflictos e n t ~ c  pariuiios y obreros. 
14. Las visitas hechas a las prisiones preventivas y a la pro- 

.vincial no han puesto de manifiesto anormalidad alguna. 
15. Critica algunos articulas del vigente Código penal y 

r suspeni 

I ha habi 
. . 

ha segu 

,propugna la reforma de los mismos. 
4: del 85. Ha intervenido la Fiscalía en varias cuestiones 

d e  competencia tramitadas en la Audiencia y en las propuestas 
por inhibitoria entre los Juzgados de primera instancia de la ca. 
pital. En los asuntos civiles tramitados en los demás Juzgados, 
*an intervenido los Delegados municipales. 

Pamp1ona.-Fiscal: Ilmo. Sr. D. Adalberto Taboada. 
4.a La labor del Tribunal para menores ha sido honda, inte- 

ligente, acertada y fructifera, habiendo resuelto 32'2 expedientes 
.con 201 menores tutelados. 

6.8 Las normas expuestas en la anterior Memoria para el 
más equitativo reparto de los servicios de la Fiscalía, han segui. 
,do en vigor durante el año a que esta exposición se refiere. 

7." NO se han presentado asuntos dignos por su importancia 
Q dificultad de especial mención. 



8.a Ha aumentado el número de sumarios. El  aumento se ha 
notado principalmente en los delitos contra la propiedad; pero 
lo han tenido también los delitos contra las personas, contra el 
orden público y los cometidos por empleados públicos en el  
ejercicio de sus funciones. Han decrecido los delitos de tenencia 
licita de armas de fuego, los contra la honestidad y las falseda- 

des, así como los suicidios. 
9.' S610 se ha practicado la inspección de algunos sumarios 

por medio de testimonio. 
10. Ha habido seis retiradas de acusación, por los motivos 

que explica. 
11. Las sentencias disconformes con las peticiones fiscales 

han sido en  menor ndmero que las conformes, motivándose la 
disconformidad por diversidad de criterio en la apreciación d e  
las pruebas. 

12. Sigue dando buenos resultados la condena condicional. 
13. No ha habido conAictos entre patronos y obreros que 

hayan dado lugar a procedimientos penales. ' 

14. De las visitas practicadas por la Fiscalia a la pribi6n 
provincial y por los Fiscales municipales a las de partido, no. 
aparece anormalidad ni arbitrariedad alguna. La  prisión de la 
capital es de sistema celular, amplia y con todas las apetecibles 
condiciones. 

15. Propone que las Memorias de Fiscalía se refieran al año 
natural anterior. 

4.a del 85. De escasa importancia ha sido la intervención del 
Ministerio Fiscal en  los asuntos civiles del territorio; tan 5610 
merece somera indicación el juicio de mayor cuantía promovido 
ante uno de los Juzgados sobre adición en la inscripción de un 
matrimonio de uno de los nombres del contrayente que figura- 
ban en la de nacimiento; y como se justificó el error, el Fiscal se 
allanó a la demanda. 

San Sebastián.-Fiscal: Sr. D. Jos& Huarte. 
4.a Sigue funcionando admirablemente el  Tribunal para me- 

nores y desarrollando en el Reformatorio de los Padres Merce- 
darios su abnegada labor. Se han incoado en el año 1928 expe- 
dientes en número de 207 y se han reabierto 41 de los archiva 
dos, correspondiendo de los 248, 234 al enjuiciamiento de meno- 
res y 13 al  ejercicio de la  facultad protectora. 

Elogia la labor del Presidente del Tribunal D. Joaquín Pa6n, 



de los Vocales D. José Blasco y D. Santiago Azaldegui y del 
Secretario D. Francisco Redondo de ZúAiga. 

6." La misma distribución del trabajo entre los funcionarios 
que en años anteriores. 

7.8 NO ha existido asunto alguno que haya exigido excepcio- 
nal estudio, ni dado lugar a graves dudas. 

S.a Han aumentado los sumarios: por delitos contra las per- 
sonas (lesiones en su mayor parte) de 50 a 86, debiéndose en ge- 
neral al abuso de bebidas alcohólicas; delitos contra la propie- 
dad de 184 a 285, sin duda por la paralización de obras y carestía 
d e  la vida. 

Han disminuido los sumarios: por delitos contra la honesti- 
dad de 15 a nueve; por accidente de 104 a 95, y por imprudencia, 
que han descendido a 72. 

9.8 Se han inspeccionado personalmente un sumario por el 
Fiscal y otro por el Teniente Fiscal; los demás por medio de 
testimonio. 

10. Se han retirado tres acusaciones por haber dejado de 
constituir delito, conforme al nuevo Código, los hechos en que 
aquéllas se fundaban. 

11. Se han dictado 70 sentencias, de las que han sido confor- 
.mes con la acusación fiscal 36 y disconformes 31.; de éstas, 13 ab- 
solutorias. Las disconformidades obedecen a la distinta natura- 
leza de las funciones de acusar y de juzgar. 

12. Se ha aplicado la condena condicional a 23 sentenciados, 
s in que se hayan reproducido reincidencias en el plazo de sus- 
pensión de condena. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros que 
,hayan dado lugar a procedimientos penales. 

14. Nada se ha notado, digno de señalarse, a las visitas de 
,la prisión. 

15. Propone la abreviación de tramites en el procedimiento 
:penal, acotando el termino del emplazamiento, suprimiendo el 
pase de la causa al ponente y la vista previa y refundiendo en 
.uno los periodos de instrucción y de calificación. 

Sevilla.-Fiscal: Ilmo. Sr. D. Fernando González Prieto. 
4." Se ha colocado la primera piedra de la Capilla del Refor- 

matorio de niños delincuentes y las obras continúan, no con la 
celeridad deseable; recientemente se ha nombrado Presidente 
del  non.nato Tribunal, a una personalidad prestigiosa consagra 



da desde hace muchos afio's al estudio de las cuestiones relacio- 
nadas con tales Tribunales, D Amante Lafón. Es de esperar y de 
desear que durante el transcurso de este año conmience a futicio- 
nar la institución, que tan necesaria es en Sevilla. 

6." La organización de los servicios en Fiscalfa continúa 
siendo la explicada en la anterior Memoria. 

7.8 Habla de algunos asuntos que, si bien no han motivado 
dudas jurídicas, han revestido importancia. 
8." Ligero aumento en los delitos contra las personas, nota 

ble en los delitos contra la honestidad, elevación en el número de 
imprudencias y descensos en los delitos contra la propiedad y 
contra el orden pdblico. 

9.a Se han inspeccionado personalmente un sumario y por 
medio de testimonio dos. 

10. Se  remite a las explicaciones de retiradas de acusación 
consignadas enlashojasenviadasmensualmente alasuperioridad. 

11. La mayoría de las sentencias son conformes con la peti- 
ción fiscal; los casos de disconformidad se explican por la dife- 
rencia de las funciones de acusar y de juzgar. 

12. Estima beneficiosos los resultados de la  suspensión de 
condena y expresa su satisfacción del mayor alcance que en el  
nuevo Código se ha dado a la institución. 

13. Un conflicto suscitado entre obreros y patronos de la Ex- 
posición Zberoamericana quedó resuelto a poco de iniciado, sin 
repercusión en los Tribunales. 

Unida a la obra del Gobierno la labor de los Comités parita- 
rios, es dificil que se susciten esta clase de conflictos y mucho 
más que trascienda a la esfera penal. 

14. La cárcel sevillana es vergüenza de la ciudad; las obras 
de la nueva cárcel están atrasadisimas, y sin una intervención 
gubernamental enérgica pasarán muchos años sin verla termi- 
nada. 

15. Propone que el núm. 3.O del art. 109 del Código penal se  
redacte así: =Por años completos, cuando excedan de seis añosr. 
Con la actual redacción, en muchos casos, que ejemplifica, el ar- 
bitrio judicial que el Código ha querido consagrar, desaparece en 
la practica y en muchas ocasiones en que se preceptiíe la imposi- 
ción de pena superior a otra determinada, no puede formarse 
aqutlla. 

4.8 del 8.5. en la Memoria 
anterior. 

en las nc 



Wdiz.-Fiscal: Sr. D. Manuel Gandarias. 
4." No existe Tribunal para niflos. 
6.a Continúa la organización de los servicios expresada en 

Memorias anteriores. En la brillante exposición que del concepto 
que de lo que es la Jefatura hace el Fiscal, dice: *nunca consulta 
a la Superioridad, no por desdén, que jamás nuestra modestia lo 
sintió, sino porque la consulta es a nuestro juicio, la petición tá- 
cita e inconsciente de la jubilación, la excedencia o la cesantia». 
A semejante afirmación es forzoso oponer la de que la consulta 
en los casos realmente dudosos, no solamente no significa inepti- 
tud o desmerecimiento en quien lo hace, sino que implica loables 
aspiraciones a que, con caracteres de generalidad que jamás pue- 
de alcanzar la propia opinión por acertada que se estime, se seña- 
len por la superioridad soluciones que cumplan la transcendente 
misión de fortalecer la unidad del Ministerio Fiscal. 

NO seliala asunto alguno que haya merecido especial 
mencidn. 

S a La criminalidad, en conjunto, permanece estacionaria. , 

Han disminuido notablemente los delitos contra las personas, los 
contra el honor perseguibles de oficio (el libelista, el chantagista 
y el desvergonzado ven cortado el camino por la previa censura 
de la prensa) y las imprudencias (.tal vez el anuncio primero y 
la vigencia después del nuevo Código, ha provocado la cautela 
de los chóferes en sus vértigos.). 

9.& Se han inspeccionado directamente 18 sumarios. 
10. Todas las retiradas de acusación han sido motivadas por 

la  falta de prueba acusatoria. 
11. Las disconformidades de las sentencias con las peticio- 

nes fiscales obedecen a dos causas, en general: a estimar la sen- 
tencia alguna circunstancia atenuante no apreciada por el Fiscal, 
-o a no creer bastante convincentes Dara condenar, los indicios 
que el Fiscal consideró suficientes. 

12. La suspensión de condena se informa por Fiscalia y se 
aplica por la Sala con amplitud de criterio que revela convenci- 
miento de la eficacia del sistema. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros. 
14. Se visitaron: el presidio del Puerto de Santa María, de 

admirable orden y organización; no así el de San Fernando: y las 
carteles de la Capital, Sanlúcar de Barrameda, Algeciras y Ceu. 
ta, todas detestables. 

15. Propone la desaparición de las Audiencias territoriales 



compet 
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teniendo las cincuenta que hoy existen la misma denominación v 

encia: y que la fi e los Tribunales 
1 recaiga en el Mi Fiscal. 

Córdoba.-Fiscal: Sr. D. León Muiíoz-Cobo. 
4.a NO existe Tribunal para menores. 
6 .' E1 Fiscal despacha las causas graves y todas las qu? in- 

coa el Juzgado del distrito de la Derecha de Córdoba; asimismo 
los dictámenes en asuntos civiles, las ejecutorias y suspensiones 
de condenas procedentes de  las causas del Juzgado que despacha 
indultos y toda clase de reclamaciones. Los auxiliares tienen 
asignados cada uno los asuntos de determinados Juzgados. 
7.8 Menciona, como asuntos que han motivado más intenso 

estudio, dos sumarios de los cuales da noticias detalladas e inte- 
resantes. 

Aunque poco importante, ha habido alguna disminución 
en los delitos contra la propiedad; hay aumento en los delitos 
contra las personas. 

gUa Se han inspeccionado personalmente dos sumarios. 
10. Se han retirado 49 acusaciones; explicando concretamen- 

te los motivos de cada retirada. 
11. Explica las disconformidades que se  notan entre algunas 

sentencias y las peticiones fiscales por 40s sentimientos benévo- 
los que imperan en los fallos.. 

12. Sigue producienrio beneficiosos efectos la  suspensión de 
condena y merece plácemes la mayor extensión que se le da en 
el nuevo Código. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros. 
14. La prisión de la capital, única visitada, sigue en lamen- 

table estado de instalación. 
15. Propone: que las condenas por faltas de hurto y estafa se 

inscriban en el Juzgado municipal de la naturaleza del penado, 
en libro que debe llevarse al efecto: que se aliada al núm. 5." dek 
articulo 704 del Código penal ao estafa>; y qiie se aclaren algunos 
otros preceptos. 

Hne1va.-I r. D. Tomás García Zamudio. 
4.a NO exi unal para nifios. 
6.' La organización y distribución de los trabajos de Fiscalía 

continúan en la misma forma que se  consignó en la anterior Me- 
moria. 



7.s No ha habido asuntos que merezcan especial mención. 
Acaso seria licito mencionar la duda (ya resuelta por reciente 
Circular de la Fiscalía del Tribunal Supremo) acerca de si el nú- 
mero 1." del art. 830 del Código penal, deroga el párrafo 1.O del 
articulo 5 . O  de la ley de Caza. 

S." Se limita a señalar el contraste cada vez más acentuado 
entre la provincia y su capital en cuanto al número de delitos, 
pues teniendo ésta casi la decima parte de la población de la pro- 
vincia, motiva la instrucción de un 40 por 100 de los sumarios; no 
son fácilmente explicables las causas de este contraste que acaso 
se debe a la acción no muy eficaz de la policia, insuficiente en nú- 
mero y tal vez en calidad; sigue siendo Huelva teatro preferente 
de los delitos contra la propiedad, como lo es la Palma de los de- 
litos de sangre; en estos últimos se nota tendencia a disminuir. 

9.a Hacta Septiembre, en que la aplicación del indulto y la 
preparación de la aplicación del nuevo Código penal lo hicieron 
imposible, inspeccionó personalmente el Fiscal 148sumarios. 

10. Hubo 19 retiradas de acusación, de ellas 11 por quedar 
insuficientes las pruebas acusatorias, dos por haberse apreciado 
eximentes, una por resultar el hecho constitutivo de falta y cinco 
por estar los hechos comprendidos en el Real decreto de indulto 
de 13 de Septiembre de 1928. 

11. Explica los motivos de las escasas disconformidades que 
ha habido entre las sentencias y las peticiones fiscales. 

12. Señala la amplitud de criterio en la Fiscalía y en la Sala 
para otorgar la suspensión de condena, fijando el plazo mgximo 
en los delitos de alguna importancia. 

13. Aunque ha habido alguna huelga de relativa importan- 
cia, no ha dado motivo a incoación de procedimiento alguno, pues 
desde los primeros momentos se encauzó su r esolución por las 
vías pacificas de los Comites paritarios. 

14. Las deficiencias hechas notar en la Memoria anterior, 
respecto de las prisiones, continúan; pero hay la esperanza de 
que pronto se realice el proyecto, ya aprobado, de construir nue- 
va prisión. 

15. Se  abstiene de proponer reformas legales. 

Valencia.-Fiscal: Ilmo. Sr. D. h a u  ~ U L U L I ~ O  Monserrat. 
El Tribunal para menores funciona admirablemente; sus 

brillantes resultados se deben, sobre todo, al celo p entusiasmo 
de su Presidente, D. Mariano Ribera Cañizares. Hay varios Ins. 



titutos de reforma, uno en el pueblo de Burjasot (casa de deten- 
ción y observación y escuela de reforma); la colonia de San Vi- 
cente, para tratamiento reeducador de los internados; el asilo de 
Oblatas, el de San Eugenio, el del Niño Jesús, el de Trinitarias 
Descalzas de Godella y el Colegio de RR. PP. Salesianos, que 
cumplen perfectamente su misión, 

Durante el afio se han incoado 436 expedrentes. 
6.8 La organizaci6n y distribución del trabajo continúan 

como se consignó en la anterior Memoria. 
7.' NO ha habido asuntos que hayan requerido intenso es- 

tudio. 
S.' Se nota una dismin~ción notable en asesinatos, homici- 

dios y delitos contra el orden público Hay aumento en los deli- 
tos contra la salud piiblica y la honestidad y en el de lesiones por 
imprudencia. Han disminuido los de tenencia de armas de fuego 
sin autorización. 

9.a Se ha inspeccionado personalmente cuatro sumarios. 
10. Se explican los motivos de las cinco retiradas de acusa- 

ción que ha habido. 
11. Ha habido bastante ndmero de sentencias disconformes 

con las peticiones fiscales, disparidad debida, en general, a la 
distinta apreciación de la prueba. 

12. Se ha aplicado e informado la suspensión de condena con 
criterio amplio. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros que 
hayan motivado incoación de procedimiento en los Juzgados de 
.instrucción ni en los municipales. 

14. Funcionan normalmente el penal de San Miguel de los 
Reyes, la prisión celular y la cárcel de mujeres. No se ha girado 
ninguna visita a las prisiones de los partidos judiciales. 

15. Propone la supresión de los Magistrados suplentes, de la 
vista previa y del pase al Ponente durante el término del empla- 
zamiento. 

4." del 85. -amitados a los Juzgados de prime- 
r a  instancia del territorio na intervenido el Ministeriotfiscal por 
medic Delegados. En ocho susp de pag i 
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de constituirlo y:que, al  efecto, se ha nombrado una Comisión d e  
la que forma parte un Magistrado de la Audiencia. 

6.' La organización de los servicios de Fiscalía es la  misma 
que se expone en la anterior Memoria. 

7 ' Se especifican los asuntos que más ampliamente fueron 
tratados en las Juntas de Fiscalía. 
8: La criminalidad no ha sufrido notable variación compa- 

rada con la delalios anteriores. 
Los delitos más frecuentes son los contrarios a la propiedad,. 

habiendo disminuido los hurtos y aumentado las estafas; hay 
descenso notable en los delitos de tenencia y uso de armas d e  
fuego, y se sostiene la baja en los delitos de imprudencia; han 
descendido los delitos contra las personas y han aumentado los 
suicidios y los delitos contra el orden público. 

9." Se han practicado dos inspecciones de sumarios personal- 
mente y otras dos por medio de testimonios. 

10. Se ha retirado la acusación en diez causas y se explican 
detalladamente los motivos. 

11. Las:disconforrnidades habidas en algunas sentencias res- 
pecto de la petición fiscal se debe al  espíritu de benevolencia de 
la Sala. 

12. Resu eneral, beneficiosa la aplicaci6n de la con- 
dena condicional. 

13. No ha habido contiictos entre patronos y obreros. 
4 La vida penal se desarrolla en la provincia legalmente y 

sin abusos. La prisión provincial y el Reformatorio de adultos. 
de Alicante son excelentes y funcionan muy bien. 

15. Hallándose en tramitación la labor reorganizadora de la 
Administración de Justicia y siendo tan reciente el Código penal,. 
entiende el Fiscal inoportuno proponer reformas. 

Ca8tellón.-Fiscal: Sr. D. Francisco Segrelles. 
4.' Sigue sin haber Tribunal para menores, a pesar de SU 

urgente necesidad, pues aparte de las consideraciones generales 
que aconsejan su creación, se da con frecuencia en la provincia 
un delito caracteristico de menores, el robo de masets. 

Continúa, como se consignó en la anterior Memoria, la 
organización del trabajo. 

7.' Menciona una causa en que hubo de elevarse consulta b 
la superioridad sobre procedencia de la aplicación del Reab 
decreto de indulto de 8 de Septiembre de 1928 en el núm. 7.' d e  



s u  art. 1.O en relacibn con el 13 y el 383 del Código penal vigente, 
y otra causa por varios delitos de prevaricación y falsedad docu- 
mental y uno de cohecho. 

S.a En una porción de delitos no ha habido alteración en 
cantidad: tales los cometidos contra la salud pública, infanticidio, 
homicidio, asesinato, violación, abusos deshonestos, aborto, aban- 
.dono de niños y alzamiento de bienes; en otros es insignificante 
la diferencia cuantitativa(des6rdenes públicos, injurias a la Auto- 
ridad, usurpación de atribuciones, disparo, corrupción de meno- 
res, rapto, infracción de la ley Caza); delitos que no se cometieron 
el año anterior tienen, aunque muy bajo, número en el  presente 
(escarnios a la Religión, asociación ilicita, falso testimonio, usur. 
pacidn de funciones, uso de nombre supuesto, cohecho, fraudes y 
exacciones ilegales y estupro); en cambio, delitos que se come- 
tieron el año último no se han repetido en el presente (prevarica- 
ción, infidelidad en la custodia de presos, parricidio, adulterio y 
detención ilegal). Han disminuido los desacatos, falsedades, mal- 
versaciones, infidelidad en la custodia de documentos, lesiones, 
disparos y lesiones, suicidios, amenazas y coac~iones graves, 
robos, incendios, tenencia ilícita de armas de fuego; y han 
aumentado los atentados, resistencias, imprudencias, allana- 
nientos de morada, hurto, estafas y daños. La  criminalidad total 
h a  descendido. 

9.. Se han inspeccionado personalmente dos sumarios. 
10. Se han retirado cuatro acusaciones por los motivos que 

concretamente se expresan. 
11. Han sido pocas las sentencias disconformes con las peti- 

ciones fiscales, y esas disconformidades se explican por la diver- 
sidad de las funciones de acusar y de juzgar. 

12. En sus dictarnenes acerca de suspensión de condena, la 
*Fiscalía procura examinar las circunstancias todas de cada caso, 
y la Sala suele acordar de conformidad con aquellos. 

13. No tiene la Fiscalia noticia de que se  hayan producido 
conflictos entre patronos y obreros. 

14. Nada digno de mención se ha observado en las visitas a 
las prisiones. 

15. Propone: que se declare incompatibilidad' analoga a las 
d e  la Real orden de 20 de Abril último, núm. 552, entre Secreta- 
rios judiciales y Abogados, especialmente cuando vivan juntos; 
llevar el art. 105 del Reglamento del Estatuto fiscal, en relación 
con los números 15 y 16 del 2.O de este, el contenido del art. 298 



de la ley de Enjuiciamiento criminal en cuanto respecte al Minis- 
terio público; reformar los artículos 1.388, 61, 993, 1.053, 1.266, 
1.361, 1.387 y 1.444 dando vida al contenido del 1.382, 1.384 y Y48 
del mismo Código; reformar el art. 60 del Código civil en rela- 
ción con el 2." de la ley de Enjuiciamiento civil, para igualar en 
el'matrimonio la facultad de comparecer en juicio con referencia 
a ambos cónyuges, el uno con conocimiento del otro o por lo 
menos pudiendo comparecer la mujer caso de imposibilidad pa- 
sajera del marido; adicionar al Reglamento de circulación un 

. capftulo.por el que se regule el uso de bicicletas para menores. 

Valladolid.-Fiscal: Ilmo. Sr. D. Antonio Pérez-Mozo. 
4: No se ha creado aún el Tribunal para menores. 
6.a Continda la misma organización de los servicios que se 

consignó en la anterior Memoria. 
7.a Se refiere a dos asuntos que han motivado especial estu- 

dio por parte de la Fiscalía por implicar dos cuestiones intere- 
santísimas: La, si para formar las penas inferiores en dos o mas 
grados a otra determinada deben suprimirse las fracciones de 
meses y días que resulten, dividiendo el resultado con igual 
supresión de fracciones para formar la pena inferior en otro 
grado y así sucesivamente o, por el contrario, no debe hacerse 
tal supresión y únicamente al aplicar concretamente la pena ya 
degradada, si en ésta hay fracciones es cuando hay quesuprimir 
éstas; así opina el Fiscal, y el Tribunal Supremo dirá la última 
palabra, puesto que existe pendiente recurso de casación que 
aquél preparó y la Superioridad interpuso. 2.8 ¿Cabe estimar 
complicidad meramente moral con arreglo a los preceptos del 
vigente Código? Así lo estimó el Fiscal autor de la Memoria en- 
cierta causa por parricidio, sin que haya habido ocasión de que 
el Tribunal Supremo se pronuncie en esta cuestión, porque la 
sentencia negó tods participación en el hecho punible de la per- 
sona acusada en aquel concepto. 

S.a No ha habido sensible variación en la criminalidad; s e  
aprecia, no obstante, reducción en los delitos de abusos deshones- 
tos y violación y en los de imprudencia. 

9.* Se han inspeccionado personalmente cinco sumarios. 
10. En cuanto a las retiradas de acusación, se refiere a los 

datos mensualmente elevados a la Superioridad. 
11. Refiere los extremos en qEe las sentencias disconformes 

discreparon de la calificación fiscal. 
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12. Es beneficiosa la suspensión de condena. Seha discutido 
en el Tribunal si cabe suspender la condena en los casos en que, 
habiéndose impuesto como pena conjunta la multa, se haya con- 
cedido el beneficio de fracción, aumento que autoriza el art. 179 
del Código. Entiende el Fiscal que el beneficiado oor dicho frac. 
cionamiento debe estar para tales efectos en la 1 

de los que purgan en una sola vez. 
13. No ha habido conflicto entre patronos y o ~ ~ ~ ~ ~ ~ .  

14. Con motivo dé inspecciones de siimario~ msltado 
las prisiones de Pefíafiel, Olmedo y Medina del todas las 
cuales se hallan en estado deplorable. 

La  de la  capital ha sido también visitada y es cada vez más 
urgente la instalación de la misma según el proyecto de hace 
tiempo anunciado. 

En los últimos dias llegó a Fiscalia un escrito firmado conte- 
niendo ciertas imputaciones contra un funcionario de prisiones, 
y elevado el escrito a la Dirección de Prisiones, esta ha incoado 
expediente que está en trámite 

15. Propone que para evita 
cuestión 7.s, se definan con ma 
los conceptos de autor y cómpiice en ia Iorma siguiente: *>on 
autores los que en forma directa o indirecta, material o moral 
contribuyen a la comisión de una infracción con actos necesarios 

tas en la 
50 penal 
, 

para su ejecución o que hayan sido precisamente y con ese fin 
los determinantes o generadores de esa infracción,. .Son cóm- 
plices los que en forma directa o indirecta, material o moral 
cooperan en una infracción en concierto expreso o tácito con sus 
autores por actos anteriores o simultáneos a su comisión que, sin 
ser determinantes ni generadores de esa infracción, ni necesa- 
rios para que pueda cometerse, la facilitan, ayudan o  estimulan^. 

de2 85. Como más importantes, señala dos juicios de 
mayor cuantía en que es parte el Ministerio público. 

'S. :h.-Fiscal: Sr. D. Luciano Suárez Valdé 
"0 existe Tribunal para menores. 
"a organización de servicios y distribución del trabajo 

se hace delmodo más equitativo; de modo que, además de las 
que por su gravedad o importancia despacha el Jefe, a éste se  
turna diariamente un número igual de causas que a cada'uno de 
los auxilíares, norma que se sigue también respecto de los de- 
más asuntos;la asistencia a juicios se hace turnando por semanas. 



7.& Cita varias causas de importancia como dignas de men- 
ción, pero en ninguna ha habido diticultades que hayan motivado 
especial estudio. 

S.' Hay un pequeno descenso en la criminalidad, más nota- 
ble en  los delitos contra las personas. La comisión de éstos se 
debe, principalmente, a la división en bandos de los mozos de lu- 
gares pequeflos, al abuso de la bebida y a la falta de cultura, así 
como los delitos contra la propiedad no suelen obedecer a la mi- 
seria, pues la comarca es rica y floreciente, sino al deseo de pla- 
ceres y de lujo. 
9.& Se han practicado dos inspecciones personales en otros 

tantos sumarios. 
10. Se han retirado, por los motivos que concretamente ex- 

pone, la acusación en nueve juicios. 
11. Atribuye las disconformidades que en algunas sentencias 

se notan respecto de las peticiones fiscales a que la magica trans- 
formación que en el acto del juicio suelen experimentar los ele- 
mentos probatorios recogidos durante el sumario suele influir, 
desorientándolo e induciendo10 a duda, en el ánimo del juz- 
gador. 

12. Continúa notándose el extraordinario éxito de la suspen- 
sión de condena. 

13. No ha habido conflictos del trabajo, no sólo, sin duda, 
por el restablecimiento y mantenimiento del orden, sino por la 
dificultad con que tropiezan ciertas propagandas. 

14. Se refiere únicamente a la prisión de la capital y alaba la 
higiene y limpieza que en ella reinan y el fomento de la instruc- 
ción, el trabajo y las prácticas religiosas que se hacen. 

15. Propone algunas medidas para la mayor brevedad del 
procedimiento. 

Pa1encia.-Fiscal: Sr. D. Manuel Hidalgo. 
.4." No existe Tribunal para niños; el Fiscal se propone ges- 

tionar su pronta instauración. 
6.' Por acta de 3 de Abril de 1928 se modificó la distribución 

del trabajo, acordándose que, en vez de asignarse a cada uno de 
los dos funcionarios los asuntos procedentes de Juzgados deter- 
minados, despachase el Fiscal los números pares y el Teniente 
Fiscal los impares; ademas, despacha el Fiscal todos los asuntos 
que el Estatuto y el Reglamento señalan como de su exclusiva 
incumbencia, las causas graves todas y las importantes por otros 
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motivos, todas las ejecutorias, expedientes de indulto, cancelas 
ción, rehabilitación, liquidació ~ensión de condenas. Del 
mismo modo que en el despachc crito, turna el Fiscal con 
e1 Teniente en los juicios y vist; r juicio de asistir a todas 
las graves e importanti 

7.L NO ha habido a uc ~ V L  J L  

merezcan ser mencion: 
8," Hay disminución de la criminailuau CII C U I ~ J U I ~ L O ;  las ba. 

jas más notables son en los delitos de falsedad, en los cometidos 
por los empleados phblicos en el ejercicio de sus cargos, en los 
de:itos contra las personas, en los contrarios a la libertad y segu- 
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ridad y en los delitos contra la propiedad; hay aumento en los de  
tenencia de arma de fuego, contra el orden público, contra la ho: 
nestidad y en los de imprudencia. Pero es.más de notar que e l  
descenso es gradual y continuo desde 1924 y se aprecia sobre 
todo en las formas más graves de la delincuencia contra las per- 
sonas (asesinatos y homicidios). Atribuye el Fiscal estos saluda- 
bles efectos: a la supresión del jurado, a la justiflcación con que 
actúan los Tribunales de Derecho, a la actuación enérgica y acer- 
tada del Poder público, a las leyes de carácter social, creación de  
Comit rrios, etc., que evitan huelgas obreras; a la supre- 
sión y ción inexorable de juegos de suerte y azar que en- 
gendraban crímenes, molicie, ruinas, malversaciones, estafas; 
etcétera; a la ley de tenencia dt de fuego y a la mejora 
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9 P - Se inspeccionaron personalmen 

timonio otros de menor importancia. 
10. Se han hecho ocho retiradas de motivos 

se especifican. 
I I  :i6n fiscal que en algunas 

sente~ repancia en la doctrina, 
sino a airerente apreclacion acerca ae ia prueba de los hechos. 
Pero hay en el tiempo iere aumento de 
sentencias conformes. 

12. Es amplio el C L ~ L C I L U  para aplica1 r a  cuiidena condicional, 
y sólo sso hubo que dejarla sin efecto por nueva delin- 
cuenc 
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de conflictos entre patronos y obreros. 
14. La prisión de Palencia es de construcción relativamente 

5 
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moderna, celular, amplia y con buenas condiciones de seguridad; 
pero algunas celdas de la planta baja son bastante húmedas. Las 
demas prisiones de la provincia reúnen bastantes buenas condi, 
ciones de seguridad e higiene; la de Frechilla carece de departa- 
mentos para enfermería y sala de audiencia. 

15. Propone que en el nuevo Código penal se hagan las si- 
guientes reformas: l.', en el art. 109, que no se conceda el benefi- 
cio de las fracciones de meses cuando el límite máximo de Ia 
pena no exceda de dos afíos; 2.', en el párrafo 3.' del art. 186, que 
se exceptúen de la supresión las condenas que excedan de un 
afio; 3.a, en el art. 187, ampliar los casos de excepción a los reos 
condenados por atentado a la Autoridad y por trafico ilfcito de 
tóxicos y estupefacientes. 

Salama. :cal: Sr. D. José James. 
4." No ribunal para menores; por iniciativa del Presi- 

dente de la ~ubiencia se ha dado en la Universidad un ciclo de 
conferencias abogando por la creación de dicho Tribunal. 

6.' La organización y distribución de los servicios de la 
Fiscalia es la misma que se hacía constar en la anterior Me- 
mc 

Tiala dos causas que, una por su gravedad y otra por 
hau,, rnl,tido desacuerdo entre la Sala y la Fiscalía motivando 
estudio especial en la Junta, merecen especial mención. 

8.' No ha habido alteración ostensible en la criminalidad. 
9.* Se ha inspeccionado personalmente un sumario. 
10. Se ha retirado la acusación en 21 causas por los motivos 

que se explicaron oportunamente en las correspondientes hojas 
elevadas a la Superioridad. 

11. El criterio fiscal y el de la Sala han coincidido en este 
año más veces que en el precedente; los motivos de disconformi- 
dad en las sentencias no pueden ser otros que los de que la Sala 
ha obrado con espíritu de benevolencia que no encaja en la mi. 
sión que al Fiscal corresponde. 

12. L a  suspensión de condena sigue causando efectos bene- 
ficiosos, y se congratula el Fiscal de la amplitud que a la institu- 
ción ha dado el nuevo Código. 

13. No se tienen noticias de que haya habido confiicto alguno 
entre patronos y obreros. 
14. El  funcionamiento de la prisión es normal, a pesar d e  las 

defectuosas condiciones del edificio; los presos y ,penados no han 



formulado quejas y no hay noticias de que persona alguna haya 
sukidb detención arbitraria. 

15. Observa que el mínimo de la multa que para los delitos 
establece el nuevo Código es demasiado elevada; que el delito de 
lesiones menos graves está penado más gravemente que en el 
C6digo de 1870, y cree que el 608 debía ser objeto de  aclaración, 
porque, aplicado literalmente, estAn incluídos en él todas las 
ama 1. s de cass istituciór 
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Zarnora.-Fiscal: Sr. V.  lldefonso Alamillo 
4 .  No existe Tribunal para menores. 
6.8 Además de los libros que el Reglamen ribe, se Ile-- 

van: uno auxiliar del libro registro de causas, en que se registran 
las incoaciones al propio tiempo que en aquél, separándolas por 
Juzgados; otro para anotar las causas que ingresan para instruc- 
ción, auxiliar también del registro de causas; otros dos auxilia-. 
res del libro de ejecutorias; otro, registro de calificaciones; otro, 
registro de retiradas de acusación, y otro, registro de procesados. 

La distribución de asuntos continúa lo mismo que se consiqn6 
en la anterior Memo 

A los juicios oralr por regia gc,sLral, el que calificó. 
7.8 Serefiere en este nrimero a un hecho, ya calificado de 

asesinato y atentado, en  la p le1 Juez >al de Lu- 
bián; delito que, por su propi iad crim la calidad 
de las personas encartadas y síntoma tado de lu- 
cha tenaz y encarn itre dos 3r- 
tancia. 

8.a Hay :n 10s del ur r u  y ir; ~ o r  
regla general, las aemas especies de aeiincuencia han aisminui- 
do, pero un ligero aumento de la ger ha 
hecho notar en los hurtos y lesiones. 

9.' S610 se  ha inspeccionado personaimenre ei sumano ins- 
truido por el delito mencionado en la n 7.'. 

10. Se ha retirado la acusación t :ios por los motivos. 
hechos constar en las hojas remitidas ~ ~ ~ ~ ~ ~ d l m e n t e .  

11. Las sentencias disconformes con la calificació ~ a n  
sido cerca de una tercera parte. La  causa de estas d ni- 
dades es la de que el Tribunal, en esos casos, ha aplicado sancio - 
nes más benignas o mas cortas que las solicitadas. 

12. No se  ha revocado la suspensión de condena : ún 
caso, lo que confirma el buen resultado de la instituci. - 
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13. No han existido conflictos de trabajo. 
14.  Ha visitado el Fiscal las prisiones de Zamora y de Pue- 

lbla de Sanabria; ésta reúne excelentes condiciones. 
No ha habido anormalidad alguna. 
15. En trámite la reforma de varias leyes, se abstiene de 

.proponer modificaciones en las vigentes. 

Zaragoza.-Fiscal: Ilmo. Sr.  D. Julio Diaz Sala. 
4.8 El Tribunal para menores, presidido por el MCdico espe- 

cialista de la infancia, D. Patricio Borobio, y que es el alma de la 
-institución, funciona de modo que puede calificarse de perfecto. 
En el Reformatorio del Buen Pastor quedan colmadas cuantas 
aspiraciones pudieran tensrse respecto de estas instituciones, y 
.los Religiosos Capuchinos Terciarios, que lo dirigen, realizan la. 
bor insuperable; en este Reformatorio hay acogidos también me- 
.nores de Logroflo, Huesca y Teruel. Las nilias están acogidas 
en los conventos de Oblatas y Adoratrices y en un departamento 
especial del Asilo de Caridad. 
' " ' is servicios continiian organizados como se hizo cons- 

ta nterior Memoria. 
hace una interesante y detallada exposición de los 

O." L C  

abuiirv~ r u á ~  graves e importantes despachados por la Fiscalfa. 
8.' Seflala enla  criminalidad un aumento que atribuye al 

crecimiento de la poblaci6n, al mayor movimiento de ésta y, en 
.general, a cuanto significa mayor intensidad de vida. El aumen- 
.to se nota especialmente en los delitos de falsedad, delitos contra 
las personas, la propiedad y la honestidad; en cambio, han dis. 
minuido los que van contra el orden público, salud pública, esta- 
-do civil y juegos y rifas. TambiCn han disminuido los suicidios. 

Paa Se han inspeccionado personalmente 12 sumarios. 
10. Se ha retirado, por los motivos que concretamente es- 

plica, la acusación en cinco causas. 
11. No ha sido grande el número de sentencias disconfor- 

-mes con la acusación fiscal, disconformidad que se  explica por 
la distinta posición que ocupan juzgador y acusador. 

12. La  suspensión de condena sigue dando buenos .i-esul- 
.tados. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros. 
14. La prisión preventiva de Zaragoza, instalada en edificio 

.de reciente construcción, inaugurado en Octubre último, reúne 
las mejores condiciones. 



Las demás prisiones de la provincia están generalmente ins- 
taladas en edificios ~ i e j o s  y de malas condiciones higiénicas y- 
de seguridad. 

No ha habido quejas ni se han observado irregularidades re- 
lativas al régimen de las prisiones. 

15. Se remite a las reformas propuestas en la Memoria deb 
afio anterior. 

4.* del 85. El Fiscal Jefe despacha los asuntos civiles que se 
tramitan en la Audiencia y en los que tiene intervención el Mi-. 
nisterio público y asiste a las vistas correspondientes; lo mismo 
hace en los asuntos de los Juzgados .de primera instancia de la 
capital que ofrecen alguna importancia, como suspensiohes de 
pagos y quiebras,p en los que suelen enviarse de los demás. 
Juzgados del territorio cuando por su importancia o por alguna 
otra razón no actúan los Fiscales municipales si son Letrados o 
los Delegados fiscales. Esta actuación ha sido perfectamente 
normal en todo el territorio. 

I Huesca.-Fiscal: Sr. D. Juan Echev 
4.a Comenzó a funcionar el Tribunal tutelar para menores 

el 15 de Diciembre de 1928, habiéndose tramitado hasta el 31 d e  
Marzo de 1929, 17 expedientes. 

El Tribunal se halla bien alojado y actíla con regularidad. 
. 6.a El Fiscal despacha los asuntos procedentes de los Juz- 

gados de Huesca, Boltaña y Sarifiena, y el Teniente Fiscal los 
instruidos por los Juzgados de Jaca, B~rbastro, Benabarre, Pra- 
ga y Tamarite, asistiendo cada uno a los juicios orales de l a s  
causas que ha calificado y el Jefe, además, a los de mayor gra- 
vedad otimportancia. ; 

7.a Refiere con detalles dos asuntos que han motivado espe- 
cial estudio, uno de los cuales. en que la dlida versaba acerca 
del modo de formar las penas superiores, que fué objeto de con- 
sulta a la.Superioridad, duda que desapareció al ser reformado 
el art. 159 del Código penal vigente. 
8.& Hay un ligero aumento en la criminalidad; ,los delitos 

m8s frecuentes han sido contra la pr~piedad, contra las personas 
y tenencia $ilícita de armas de fuego. 

9.. Las inspecciones hechas lo han sido mediante testimonios, 
10. Explica los motivos de las siete retiradas de acusación 

que ha habido. 
11. Las disconformidades en las sentencias (en proporción 



d e  un 40 por 100) se  explican porque en el juitio la prueba de 
cargo se merma casi siempre y la de defensa se robustece, sobre 
todo cuando se emplea la de peritos y nuevos testigos que, con 
su intervención, .evaporan. muchos delitos en los que los mis. 
mos perjudicados rectifican sus afirmaciones sumariales en pro- 
vecho de los procesados con palabras y frases dubitativas y 
dudosas, 

12.. Es raro el caso de reincidencia en los que o el 
beneficio de la suspensión de condena, por lo que el se  
muestra entusiasta defensor de su aplicación. 

13. No ha habido conflictos de trabajo. 
14. Se refiere a la prisión de la capital, que carece de las 

condiciones necesarias, que no podrían darle Parciales meioras, 
por lo que debe construirse otra nueva. 

15. Se  abtiene de proponer reformas legi! 
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Terue1,-Fiscal: Sr. D. Alfonso Barrio y Simón. 
4." Por Real orden de 10 de Diciembre último fué autorizado 

el funcionamiento del Tribunal tutelar para niños y comenzó su 
labor el 90 del mismo mes. Los expediertes incoados han sido 25, 
uno de protección y los demás de corrección. 

6.a El trabajo de la Fiscalia se lleva sin turno preestableci- 
do, procurando el Jefe despa into a la instrucción y califi- 
cacicn se refiere para fijar cr specto de las nuevas dispo- 
siciones penales, y el Teniei za cuantos servicios se  le  
encomiendan. 
7: Como asunta de especial menc el sumario 

instruido por la cafd 16n Madrid-Barcelona en las Ventas 
de Muniesa y uno por nomicidio cometido por cuatro delin- 
cuentes. 
8." Ha aumentado el número de sumarios, a expensas de los 

suicidios y de los hechos por accidente; pero la criminalidad 
sigue su lfnea decreciente desde 1923. En el periodo a que la 
Memoria se refiere no se ha incoado proceso alguno por falsifi- 
cación de billetes, han disminuido las falsedades documentales, 
no ha habido ningún parricidio ni asesinato, los homicidios han 
descendido en un 33 por 100, en igual proporción las violaciones, 
en un 50 por 100 los delitos de disparo, en un 66 por 100 los estu- 
pros, y si los robos pasan de 16 a 21, Los iescienden 
10 puntos. 

9.a Se inspeccionaron personalmente tres sumana 



10. Se  retiró la acusación en cuatro juicios: en uno de ellos .. 
por falta de discernimiento en el procesado; en dos por haberse 
demostrado en el acto del juicio que el hecho no era delictivo, y 
en uno por falta de prueba. 

2 2 .  Una tercera parte de las sentencias han sido disconfor. 
mes con la acusación fiscal; la explicación de estas discrepan- 
cias está en la diversa naturaleza de las funciones del Fiscal y 
del Tribunal. 

12. Hay criterio amplio respectp de la suspensión <e conde- 
na, que sigue produciendo buen resultado. 

13. No ha habido conflictos entre patronos y obreros. 
14. Por los datos adquiridos por conducto de los Jueces de 

instrucción (pues la Fiscalía sólo ha visitado la prisión de Te- 
ruel) se sabe que reúnen buenas condiciones las prisiones de Al - 
barracfn e Hijar, regulares las de Mora de Rubielos y Valderro- 
bles, y pésimas las de Teruel y Montalbán. 

15. En este número se limita a hacer consideracione3 CALLC- 

madamente generales sobre los principios que deben informar 
las reformas en las leyes civiles sustantivas y procesales y en  
las penales procesales. 
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remitir el estado-resumen de pleitos 
idos durante el año de 1928 

a 1929, manifestand esentado cuestión alguna re- 
lacionada con el procedimiento aei Estatuto municipal.que me- 
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Dacere. 
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noria. 
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ninguno de los as .. . untos ingresados en 
dicna r iscaiia, en el perioao comprenaiao entre el 1." de Julio de 
1928 y el 30 de Junio de 1929, merece consideración especial, aten- 
diendo a su naturaleza y cuantía; siendo la mayoría de los recur- 
sos interpuestos referentes a revocación de acuerdos municipales 
que afectan, los más, a personal. 

Reproduce su criterio, expuesto en Memorias de afios anterio- 
res, en cuanto a puntos esenciales, como el  recibimiento del plei- 
to a prueba e imposición de costas cuando el recurso no prospe- 
ra, perdiendo en tales casos la gratuidad los recursos interpues- 
tos contra acuerdos municipales.: 

El  estado de los pleitos en el periodo indicado, es el siguiente: 
pendientes en 30 de Junio de 1928, 10; ingresados desde la0 de Ju- 
lio de 1927 a 30 de Junio de 1929, 16; terminados en igual periodo, 
18; pendientes en 30 de Junio de 192 

Dice que en el ano judicial iiltim, producido en notable 
abundancia litigios referentes a pei aviiai uc los Ayuntamientos, 



principalmente en 1o:que se reñere a correcciones disciplinarias, 
siguiéndoles los referentes a provisión de cargos. 

Hace notar que, debido a las facilidades conceilidas por el le- 
gislador para el acceso a la vía contenciosa, se originan pleitos 
de notoria improcedencia, que revelan el propósito de entorpecer 
las resoluciones de la  Administracibn. Estima que el Real decre- 
to-ley de la Presidencia del Consejo de Ministros de 16 de Jnlio 
último producirá un eficaz resultado para corregir abusos. 

Observa, con relación al  anterior ejercicio, un notable decre- 
cimiento en los pleitos referentes a exacciones municipales. 

Expone que en la tramitación de los recursos se echa de ver la 
excesiva amplitudlde criterio de los Tribunales en el recibimiento 
del pleito a prueba y la parquedad, en cambio, con que utilizan 
la facultad de imponer costas aun en casos de notoria imvroce- 
dencia del recurso. 

Confía en que el Real decr el 
número de recursos. 
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se, gran 

Dice este P-iscal que durante el último aíío no ofrece nota al- 
guna que destaque sobre lo expuesto en Memorias anteriores en 
orden a los pleitos contencioso-administrativos sustanciados. 

El número de ~le i tos  aumenta de día en día. consumiendo, 
Pue le1 
Est, 

l ~ ~ i i ~ i r :  ~ U C  cu r ; ~  afio de 1928 se incuarvp w yrr;irva, ijucuaud~. 
pendientes en 31 de Diciembre, 44, y en el semestre del año ac- 
tual, se han incoado 39, lo que demuestra el aumento de modo 
ostensible, que atribuye a las disposiciones que regulan tanto el  
Estatuto mt gratuidad del pro- 
cedimiento. 

Cree que ei Keal aecrero a e  lo a e  julio uicmo modificará tal 
estado de cosas. 

Expone que el  Tribunal provincial, con intención nobilfsima, 
viene recibiendo los pleitos a prueba de modo sistemático, a pe- 
sar iosición respetuosa del Mi 

inicipal, como el 

. -. . 
provinci; 

ridad de los Abc 

C ..le.:+"- 

Fiscal. 

Empieza este Fiscal por consignar. que en el aflo judicial, de. 
1928 a 1929 se han iniciado en aquel Tribunal proyincial31 pleitos, 



que unidos a 26 det año anterior, que quedaron pendientes, dan 
un total de 57 pleitos en tramitación durante el último afío. Fue- 
ron resueltos 29 por sentencia, declaración de  caducidad o &eses- 
timiento de la parte recurrente, quedando pendientes 28. 

Manifiesta que ninguna de las cuestiones planteadas en los re. 
feridos recursos contiene problemas que merezcan ser recogidos 
como cuestiones de caracter general, fuera de aquellas que han 
sido objeto de comunicaciones elevadas a la consideración de 
esta Fiscalía del Tribunal Supremo. 

Badc 

In los tre 
Diputadc 

S Magist 
3s provil 

los dos \ 
funciona 

iocales a 
.ndo con 

Fatenuza aue ru este arlo na queuauo constituido el Tribunal 
provincial ca rados y :n sustitu. 
ci6n de los nciales, perfecta 
normalidad. 

Dice que durante el aflo se ha advertido un considerable 
aumento en el niimero de recursos, que lo cree debido a la  rapi- 
dez con que se tramitan y resuelven. 

Que en ningún recurso intervino el Ministerio Fiscal como' 
demandante a nombr: de la Administración, sino siempre como 
demandado para sostener sus acuerdos. 

Trata de algunas cuestiones planteadas sobre materia muni- 
cipal, tales como quien debe adoptar el acuerdo de interponer el 
recurso, si el Ayuntamiento en pleno o su Comisión permanente; 
otra referente a la destitución de Gestores municipales, estiman- 
do el Fiscal que es perfectamente válido el acuerdo de destitu- 
ción aun cuando no se haya incoado expediente, por no tratarse 
de empleados municipales fuera de lo que dure el periodo de su 
gestión, por lo que son innecesarios requisitos formale: 

Hace un estudio del alcance del Real decreto-ley ae ID a e  
fulio de este afío, exponiendo algunas dudas U 

interpretació 

Barcelona. 

N que le ofrece s 

Hace constar que en el último afío judicial se ha desenvuelto 
la  actuación de la Fiscalfa sin que sean apreciables incidencias 
d e  importancia dentro del orden procesal. 

Afirma la cdntinua acumulación de  asuntos debida, a su j&- 
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Tribuna 
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cio, ai las facilidades qae storga el Estatuto municipal para inter- 
poner recursos, por lo que cree impr le el aumento d e  
personal, dedicado exclusivamente a 1( cioso -administra- 
tivo en la provincia. pues s610 el Ay nto de la capital 
basta para ocupar la atención de más de un tuncionaric 

Considera dignas de mención tres cuestiones que 3 

objeto de discusión, sin que hubiesen sido definitivrmen 
' tas, para desvanecer toda duda en casos análog 

Es la primera: que interpretación haya c al Real 
decreto-ley de 14 de Septiembre de 19" en cua cribe que 
.el Ministerio Fiscal habrá de abstenerse de prvuivvcl la excep- 
ción de incompetencia de jurisdicción, salvo en los casos que se 
puntualizan. El Fiscal de este Tribunal provincial vino sostenien- 
do el criterio de que aunque el precepto legal indicado le impide 
e1 oponer tal excepción, ello no es óbice para que el 1, 
dentro de su esfera y aun de oficic, pueda apreciarla, : ,1 
motivo de la incompetencia sea la falta de los requisitos senaia- 
.dos con los números 2.O y 3 . O  del art. 1.O de la ley que regula esta 
jurisdicción, siempre que se trate de resolver cuestiones regula- 
das por el Estatuto municipal. 

Es la segunda cuestión, relativa al recibimiento del pleito a 
prueba a solicitud de la parte actora, incidente que se promueve 
en la mayoría de los pleitos sustanciados en dicho Tribunal. Cree 
el Fi' xcuerdo .con la jurisprudencia, que, dada la índole 
revis Sta jurisdicción, no debe admitirse periodo de prue- 
ba sino en los excepcionales casos en que en vía gubernativa 
hubiera imposibilidad de practicarla; pero que sería interesante 
.que se hiciera una declaración expresa que armonizase la cues- 
tión de que se trata con la jurisprudencia que constantemente 
mantiene el principio de revisión. 

Por último, es la tercera cuestión relativa a exacción de costas 
a los coadyuvantes. Seiíala el caso pendiente en el Tribunal pro- 
vinciaLdeBarcelona de un incidente promovido por el coadyuvan- 
te enxn litigio fallado por sentencia firme sin expresa imposición 
.de costas. El litigio no es de Estatuto municipal y pretende dicha 
.parte coadyuvante que, al  amparo del art. 216 del Reglamento d e  
procedimiento,contencioso, no viene obligada al  pago de costas, 
fundándose en la gratuidad que dicha legislación municipal con- 
cede a estos recursos4 E\ Fiscal sostiene que en casos como el 
expuesto es, obligatorio para el coadyuvante el abono de los 
gastqs p derechos ocasknados p r  las actuaciones practicadas a 



su instancia, sin quesean de a~licacibh las 'disposiciones del Esta- 
tutc o debe tc o de existir 
con costas. 

prueba 
;u fallo, 

keltera el riscai la observación hecna en  ia ivlemoria aei añ@ 
anterior respecto a la frecuente admisión de por el Tri- 
bunal provincial en los recursos sometidos a : dándose el 
caso de encontrar la prueba propuesta por los L L L U L L L ~ ~ ~ S  mayor 
expansión e cias acordadas para mejor proveer. Entien- 
de que par, esos inconvenientes, que desnaturalizan eb 
recurso contencioso-administrativo, sólo una resolución regula- 
dor mitirse las. 
firu se  vienen 
dar.-. 

Dice que seria de gran cc cia amp iel 
Real decreto de 16 de Julio t todos los Ic- 
ter municipal, cuando el Trituiirl ius  estimarc: Leiiicirrius. 
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La única cuestión., que a juicio del Fiscal m- 
portancia, de las sometidas durante.el aiío ju 10- 

nocimiento del Tribunal provincial, es la suxgiua LUIIIU ~ ~ 1 1 s e -  
cuencia de la determinación'del Ayuntamiento de Serradilla de 
imponer contribuciones especiales a los duefios de determinadas 
fincas situadas en una de las márgenes del Tajo para la construc- 
ci6n de un puente sobre dicho río. 

Estima que la imposición fué de ta .se 
a la practica, absorbería la totalidad a e  ia renta a e  tales inmue-. 
51es durante muchos aiíos, q eria la caracteristica. de una 
confiscación~ . - 

t Aiíade que el Ayuntamieiiru uu observó con toda pureza e l  
procedimiento, lo que impedirá a esta jurisd ntrar en e l  
fondo del asunto si el Tribunal resuelve de a con lo pro- 
puesto por la Fiscalía. 

En otro orden de cuestiones estima el' Fiscal que seria muy 
plausible una reforma de la legislación en el sentido de  restrin- 
gir el acceso a los Tribunales provinciales de los letrados com- 



prendidos en la condición 6.. del art. 253 del Estatuto municipal. 
Alejados de formar parte de los Tribunales provinciales de lo 
Contencioso administrativo, letrados especializados en la mate- 
ria,.por incompatibilidad en el ejercicio de la profesión ante los 
referidos Tribunales, se produce el acceso fácil a los mismos, en 
concepto de Vocales, a aquellos que poco o nada pueden aportar 
para la mejor resolución de los pleitos, por cuya razón debiera 
darse mavor movilidad al cargo de Vocal, derogándose el Real 
decreto-ley de 6 de Diciembre de 1926 en el sentido de favorecer 
el acceso, siempre, a los Letrados funcionarios administrativos. 

Los asuntos pendientes en el año judicial anterior eran cinco, 
incoados en el actual 18, que dan un total de 23, de los cuales ocho 
fueron despachados favorablemente y tres adversos, totalizan- 
d o  11 los despachados, quedando pendientes 12 en fin del año. 

Señala como causa del notable y constante aumento de recur- 
sos contencioso-administrativos la gratuidad del procedímiehto y 
las facilidades que para su interposición estableció el Estatuto 
municipal. 

Hace relación numérica de los recursos interpuestos durante 
el año y anota la diferencia en más, de las resoluciones favora- 
bles a las peticiones del Fiscal, deduciendo que esa diferencia de- 
muestra la falta de fundamento legal de numerosos recursos. 

Juzga.oportunas las medidas adoptadas por el Gobierno con la 
publicación del Real decreto-ley de 16 de Julio último. 

Castellón. 

Se concreta a decir que la tramitación de los asuntos se  llev6 
con normalidad, sin'entorpecimiento por Corporación alguna. 

Añade que visto que el Tribunal provincial no amparaba más 
que los actos justos, han disminuido los recursos que se interpo- 
nían al amparo del Estatuto municipal evidentemente injustos y 
que es de presumir se restrinjan más con la aplicación del Real 
decretosley de 16 de Julio Últi 

Ciudad Real 

Dice que en el año último no se h; 
que por su especialidad e importancia 

a plantez 
merezca 

ido cuestión legal 
r ser tratada. 



Cree que 
de las recu 
mo) satisfa 

ie les afe 
yes. - 

rsos con) 
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el reciente Real decrefo-ley relativo a la gratuidad 
tencioso-administrativa (el de 16 de Julio Silti- 
esidad de hacer compatible la gratuidad gene- 

rica con una amplia facultad de los Tribunales para imponer las 
costas a los litigantes que 110 obraren con fines de justicia; pero 
estima que debia establecerse una sanción pecuniaria para corre- 
gir a los Concejales que al tomar los acuerdos administrativos mu - 
nii e que luego conocen los Tribunales de lo Contencioso, 
ob in temeridad o falta de estudio, lo que serviria de ga -  
rantía a los ciudadanos de que los acuerdos de la Administración 
q u  [ l a s  
]e. 

Lree que aeoen iimicarsf Su- 
premo y fijarse la cuantia de 5.000 pesetas como mínii,, .,,, que  
tenga lugar la celebración de la vista pública. 

Aparte de aceptar la teoría del silencio administrativo, dice 
que convendría establecer sanciones para las Autoridades que  
resolviese1 - ese mec 
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Comienza la Memoria el Fiscal con los datos estadísticos de 
lo ites, incoados y terminadc sño judicial, 
9' :ndientes en 30 de Junio i 17; incoados 
desae 1.' a e  juiio a e  dicho año al 30 de Junio ae LYLY, 29; termina. 
dos en el año, 32, y pendientes en esta última fecha, 14, sien- 
do 9 las apelaciones interpuestas por los recurrentes y 2 por el 
Ministerio Fiscal. 

Compara estos datos con los de años anteriores y observa que 
continúa el amento de recursos contenciosos, y lo juzga debido a 
la promulgación del Estatuto municipal, notando que en la reso- 
lución de los mismos el balance es sumamente favorable a las 

muchos I 
ies munic 

Corporaciones locales, sin duda porque la vida local se desen. 
vuelve dentro de los cauces legales, motivado, opina, por la ma- 
yor competencia y nueva organización del ! iado munici. 
pal y provincial. 

Observa que el recurso contencioso s610 S izándose con 
insistencia en aquellos pueblos en que aún viven las luchas polí- 
ticas de otros tiempos, sirviendo en casos para estorbar y 
obstruir la labor de las Corporacion zipales. Cita un caso 

Secretar 

igue utili 



en que el  Ayuntamiento, con motivo de la apertura de una calle, 
y con el fin de realizar el proyecto en la forma más beneficiosa 
para los propietarios de los terrenos que habían de expropiarse, 
concedió graciosamente la  suspensión del expediente de expro- 
piación respecto a aquellos propietarios que se comprometieran 
a construir por su cuenta las viviendas, con ciertos requisitos, en 
los solares que en otro caso serían destinados a la venta entre las 
familias necesitadas, para la construcción de viviendas económi- 
cas, y como los referidos propietarios de los terrenos expropia- 
dos contestaran con evasivas, se continuó el expediente de expro- 
piación, contra cuyo acuerdo se iniciaron recursos contenciosos, 
solicitando la suspensión del mismo, a lo que no se accedió por el 
Tribunal. Se extiende en otras consideraciones respecto a la tra- 
mitación de los recursos, para deducir que en todo imperaba la 
pasión política y que podían evitarse los inconvenientes apunta- 
dos, suprimiendo o restringiendo las facultades que el art. 261 del 
Estatuto reconoce a los Tribunales de lo Contencioss. 

Coro ña. 

Manifiesta que la dificultad mayor en la tramitación de los 
pleitos obedece a que muchas demandas no están redactadas por 
Letrado, dándose el caso de no poder hacerse cargo de lo que 
se  pide. 

También retrasa el despacho el hecho de re  S Ayunta- 
mientos los expedientes administrativos en qut  .......J., el acuer- 
do impugnado, incompletos, lo que impide al  Fiscal contestar las 
demandas dentro de plazo. 

Supone que las recientes disposiciones modificando las que re- 
gulan la gratuidad, darán lugar a las disminución de v'-"-- 

Remite el estado-resumen del movimiento dc O 

iíltimo. 
I asuntos 

LC2lLUS. 

; en el aii 

St Iiluira eare r i ~ c a l  a decir que, durante el presente año judi- 
cial, no se ha presentado asunto algu 1- 

ciones que deban recogerse. 
Adjunta a su Memoria un estado demostrativo del movimien- 

to de pleitos que, dice, nos hablan de la repercusión del Estatuto 
municipal en la vida jurfdica de los Ayuntamientos. 



En el estado de pleitos, sumamente detallado; se consigna el1 
número del recurso, nombrc :ión 
que mantiene. 

ir, clase ( ie asuntc ) y'situac 

Gerona. 

Estima que en la reforma que se p e la legislación Con- 
tencioso-administrativa, seria conveniente que en los pleitos que 
afectan a la Administración general del Estado no fuese obligada 
la apelación del Fiscdl provincial, sino cuando la creyese justa. 

Considera de dignificación para los Fiscales de lo Contencioso 
que por la Secretaria del Tribunal se remita a la Fiscalía, cuando 
haya de despachar el trámite de contestación a la demanda, el 
pleito o rollo y el expediente gubernativo, no en la forma en que 
actualmente se hace, de poner sOlo este último de manifiesto en 
aquella dependencia, y que debiera pasarse el pleito al Fiscal, 
siempre que lo pidiera a los efectos del Timbre, para inspeccio- 
nar el procedimiento y para los fines del Real decreto de 3 de 
Enero de 1928, y antes de las vistas, para instruirse. 

Granada. 

Comienza la Memoria este Fiscal poniendo de relieve una no. 
vedad, que en el presente aflo se ha presentado, referente a recur- 
sos contencioso~administrativos interpuestos por la Excma. Di- 
putación provincial contra resoluciones del Tribunal Económico- 
Administrativo de la provincia en materia de cédulas personales. 

' Obedece esta novedad a la  interpretación dada por la Diputa- 
ción a los artículos 41 y 42 de la Instrucción para la  exacción del 
Impuesto de 4 de Noviembre de 1925, referentes a las acumulacio. 
nes de alquileres y servicios de las casas-vivienda a los efectos de 
clasificación por tarifa 3.a. 

La Diputación entendió que para fijar el valor corriente en ren- 
t a  de un piso, habitación o finca cuando el ocupante sea el dueño 
.o sin serlo, no pague renta, era el mejor medio la tasación, 
,de las casas por el Arquitecto provincial, tasación que di6 por 
resultado una valoración de las fincas superior a la fijada por 
el Catastro urbano, dando origen al  conflicto de que las casas 

tenían dos rentas: una para. el Estado, con arreglo a la cual se sa-  
tisfacía la contribución territorial, y otra,. muy superior para la 
Diputación, por la cual se pagaba la cCdula personal. 



En las múltiples reclamaciones formuladas por los interesa 
dos, el Tribunal Económico-Administrativo provincial sostuvo 
el criterio de no poder rebasarse las cifras catastrales; criterio 
que mantuvo Ia Fiscalfa al  contestar las demandas formalizadas 
por la Corporación provincial aludida en los recursos io- 
so-administr lerdos dt ial 

contenci 
:1 Tribur 
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Fijada la interpretacion que aeoe aarse a ios artícuios 41 y 42 
de la Instrucción citada por Real orden del Ministerio de la Go- 
bernación de 31 de Mayo último en el mismo sentido sostenido 
por la Fiscalía, la Diputación provincial ha procedido a desistir 
de los recursos que se  hallaban en trá mite. 

rte de 1( Expone como notas salientes, apai J consig .- :"+a*", nado sob 
cédulas personales, el gran número d~ LGbu i  i i i r c i  pucarva ~ d n -  
tra resoluciones del Gobernador civil de la provincia aceptando 
propuestas de los Ingenieros Jefes del Distrito Forestal y de la 
5.a División Hidrológico-Forestal del Guadalquivir, de imposición 
de multas por pastoreo abusivo y roturaciones en  los montes pú" 
blicos, y consigna la dificultad de .defender algunas de las reso- 
luciones citadas Dor la irregular tramitación dada Dor las Alcal- 
días de los F . los respectivos expedier 

Hace alg cideraciones sobre el art. re- 
to de 4 de Febrero de 19Zi sugeridas por la Cviiarai i r r .  arircab~6n 
del mismo en los recursos sobre infracciones islación de  
Montes. Entiende el Fiscal que es preceptivo ,o de repo- 
sición para entablar el contencioso-administrativo contra las pro- 
vidt de  
incc no 
aPa ría 
gubernativa, y se funda en que el art. 2 . O  del Real decreto citado 
de 4 de Febi cambiar la  
Autoridad e S competía 
a los mencionaaos Ingemeros. ivlaninesta que este criterio lo acep- 
t6 el Tribunal provincial de l a  jurisdicción, en sentencia de 3 de 
Mayo último, estimando la excepción de incompetencia por no 
haberse entablado re~osición contra la providencia del Gober- 
nad 
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Gnadalajara. 

so-admir 
.cia en la . . .  

Remite el Fiscal el estado-resumen de los pleitos contencioso- 
administrativos tramitados, resueltos y pendientes en el periodo 
de tiempo comprendido desde el 1.O de Julio de 19% a l  30 de Ju- 
nio último. siendo 10 los pendientes en esta última fecha de los 27 
tramitados en el periodo. 

Hace notar que ha experimentado un ligero aumento el núme. 
ro de pleitos. 

Expone que las cuestiones de Derecho suscitadas y discutidas 
en los pleitos, a excepción de tres que afectan al  ramo de la Ha- 
cienda piiblica y otra relacionada con la designación de un fun- 
cionario por Ia Diputación ial, vers re cuestiones 
municipales. 

Dice que los principales obstAculos con que ha tropezado el 
Ministerio Fiscal 1 lejor y pronto despacho de los asuntos 
obedecieron, com< ; anteriores, a la deficiente tramitación 
de los expedientes gu~ernativos y por su remisión incompleta al  
Tribunal, que obliga a pedir repetidamente ampliación de ante- 
cedentes con manifiesto retraso en el despacho de los asuntos. Se 
lamenta dela continua costumbre de proponer prueba las partes 
y ser admitida, con olvido de la naturaleza del procedimiento 
contencio iistrativo y de la doctrina establecida por la ju. 
rispruden materia. 

Recueraa el oostáculo que se le ofreció por el Tribunal pro. 
vincial de lo Contencioso-administrativo en un asunto del que 
oportunamente di6 conocimiento a esta Fiscalía, con motivo de 
pretender el Tribunal dar caracter general al  art. 253 del Esta- 
tuto Municipal y 44 del Reglamento sobre procedimiento munici- 
pal, aplicándolos al recurso de que se trataba, prescindiendo de 
lo dispuesto en el art. 69, en relación con el 63, núm. 5 . O ,  de la ley 
de 22 de Junio de 1894, lo cual obligó al  Fiscal a formular recurso 
de queja, que, acogido por esta Superioridad, di6 por resultado 
que se admitiera la apelación entablada por este Ministerio. 

Aííade que ninguna otra dificultad de orden legal se le  ha pre. 
sentado y que adopta un criterio restrictivo en la facultad que se 
le concede de allanarse a la demanda. habiendo hecho uso de ella 
solamente en tres casos. 



con todo detalle los estabu>, ~ U C  reflejan el movimier~ 
to de asuntos tramitados ante aquel Tribunal provincial durante 
el último ejercicio judicial. 

Seíiala una absoluta normalidad en el procedimiento. Expresa 
-que  son 25 los pleitos terminados en el periodo de tiempo a que  
-los estados se refieren; 18 de ellos que versan sobre materia regu- 
dada por la nueva legislación municipal, en algunos de los cuales 
se vi6 precisada la Fiscalia a allanarse a la demanda por estimar 
que el Tribunal Económico Municipal de Guipúzcoa se excedió d e  
la competencia que le fué fijada por el Real decreto-ley de 21 de  
Octubre de 1924, infringiendo los preceptos seiialados en el apar- 
tado E) del art. 2.' y en el parrafo último del art. 9.O de la expre- 
sada disposición, con invasión de la esfera de acción de la Dipu- 
tación proviricial. Este criterio de la Fiscalia fué aceptado por el, 
Tribunal provincial de lo Contencioso en sus sentencias. 

Que ningdn otro problema doctrinal que merezca ser comen- 
tado se ha planteado en los demás pleitos tramitados. 

Se concreta a remitir el estado de movimiento de asuntos en, 
el ejercicio de 1928 a 1929 y decir que durante el mismo la trami- 
tación de los asuntos sometidos al  conocimiento del Tribunal pro- 
vincial se ha desenvuelto de una manera normal y ajustada a l o s  
preceptos de la ley de 1894 y su Reglamento, como a los del 
Estatuto municipal y Reglamento para su aplicación, sin que se 
h; msi- 
di 

ia algun a digna *ya pro1 
oración. 

movido incidenc 

Hoesca. 

Dice que, como en aííos anteriores, merece destacarse que el' 
mayor número de los recursos contencioso~administrativos se 
refieren a actos de la Administración municipal. 

En cambio, cada vez son menos los recursos interpuestos 
contra la Administración del Estado, y lo juzga debido a la crea- 
ción de los Tribunales Económico-Administrativos, cuya ley prs- 
cesa1 garantiza la más eficaz defensa al  ciudadano agraviado. 



Manifiesta que ante el lamentable retraso con que las partes 
-evacuan los tramites reglamentarios instó la representación 
fiscal la caducidad de los recursos, al amparo de lo que dispone 
el  art. 40 de la ley que rige esta jurisdicción; di6 ello lugar a que 
s e  discutiera si la caducidad debia de declararse de oficio o si por 
-el contrario debia declararse a instancia de parte; opino el Fiscal 
en el primer sentido, invocando, además del art, 40 citado, e l  
#Real decreto de 2 de Abril de 1924, modificando algunos precep- 
-tos de la ley Procesal civil, por Su carácter supletorio en el pra- 
-cedimiento contencioso-administrativo. 

Se lamenta del estado en que llegan al Tribunal provincial 
muchos expedientes recurridos, en particular los que proceden 
de Ayuntamientos. 

Se extiende en consideraciones referentes a irregularidades 
.observadas en la Administración municipal, aue califica de enor- 
minades juridicas, que ponen al descubierto algunas de las sen- 
.tencias de la Sala 3." de este Tribunal Supremo, y propone co- 
rrectivo~ para los contumaces en el abuso, así como que serfa 
conveniente se hiciesen aclaraciones en los Aranceles para faci- 
litar las liquidaciones de costas: 

$1 afio. 
:onvenie los recu 

La materia de repartimientos según la riqueza imponible y la 
referente a Montes públicos, dice, han sido las que más recursos 
han producido en t 

Cree que sería c nte limitar la prc rsos 
.contenciosos. 

Estima conveniente una reforma del Tribunal provincial en 
.cuanto a su organización, dando intervención a personas prácti- 
.€as en materia administrativa y de Hacienda. 

Juzga necesaria la reducción de tiempo en la tramitación de 
los asuntos. 

Las Palmas. 

No se  ha recibido la Mer noria coi ~espondiente a esta Fiscalía! 

que basta examinar los datos que integran el estado 
d e  aauuius que acompafia a la Memoria para apreciar la activa 



labor del Tribunal provincial durante el año judicial, tanto por lo- 
que se refiere a la puntual tramitación de los pleitos como resol- 
viendo los paralizados de anos anteriores. 

El estado a que hace referencia arroja un total de pleitos 
tramitados hasta el 15 de Julio de 1928 e incoados desde esa fecha. 
hasta el 13 de Julio de 1929, de 99; vistos, caducados y desisti- 
dos, 59, quedando pendientes 40 en la última fecha citada. 

Dice que durante el periodo de referencia no se ha planteado 
ningún asunto que por su trascendencia merezca ser sometido a 
la apreciación de la Superioridad. 

Añade que mencionar las reformas que estima convenientes 
en orden a la  simplificación del procedimiento, seria repetir lo 
expuesto en años anteriores, cuestiones que tal vez en estos mo- 
mentos estén pendientes de estudio o reforma. 

úmero d e recnrs D I- 
tado de la facilidad que para interponerlos da el Estatuto munici. 
pal, que si en algunos casos reprimen arbitrariedades, en los más 
son obstaculo para el desenvolvimiento de la vida municipal. 
Para evitarlo se sigue el criterio de reducir la esfera de acción de  
tales recursos, exigiendo que se den todos los requisitos que la 
ley seiiala para hacerlos viables y a no admitir la representación 
del recurrente sin las formalidades debidas; habiéndose llegado 
a la imposición de costas por el Tribunal, cuando el recurso pro- 
movido lo era ejercitándose la acción popular y se desestimaba. 

Manifiesta que la inmensa mayoría de los recursos tienen por 
causa reclamaciones en materia municipal, notándose una dismi- 
nución en los relacionados con funcionarios municipales, que el 
Fiscal atribuye al criterio francamente favorable a Cstos del Tri- 
bunal provincial, cuyas resoluciones, aunque contrarias a lo que- 
la Fiscalía defiende, entiende que no deja de ser, tal vez, lo más. 
equitativo. 

Estima, in alcance, stión relativa a la. 
riecesidad de los recursos en materia municipal$ 
en que el a c l i ~ ~ u u  ucitcxaruri~ fue uor silencio administrativo. 
Juzga que dc :b 
contencioso. 

Expone la duda de si es convenien., uu~i ic i~aé i  

e por su 
ición en 

previo F tara inte 

I" .?:A" 

rponer t 



que  el Fiscal defienda siempre los acuerdos munidpales, &lo. 
cándole en violenta situacibn al tener que defender lo indefen- 
dible. 

Hace observaciones referentes a recursos en que se solicitó la 
suspensión de los acuerdos administrativos, a arbitrios provincia. 
les y a materias de Hacienda. 

En cuanto a procedimiento hace notar qae se sigue un criterio 
restrictivo en lo relativo a prueba. 

En el despacho de los asuntos se pone toda diligencia sin que 
,por parte de la Fiscalia se haya dado lugar a retrasos. 

No se ha ofrecido en el período judicial último dificultad a l g o  
na  al  Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus funciones, ni se ha 
sometido a resolución del Tribunal provincial problema jurfdico 
digno de mención. 

Aplaude la promulgación del Real decreto-ley de 16 de Julio 
dltimo, y entiendeque sus disposiciones relativas a condicionar 
Las resoluciones contra las cuales ha de prevalecer el recurso en  
materia municipal; a la obligación de los Tribunales de rechazar 
d e  plano los recursos en determinados casos, y a limitar la gra-  
tuidad, unido a restringir el recibimiento del pleito a prueba, con- 
seguiran el fin que se persigue de evitar el obstruccionismo en la 
vida municipal. 

Sostiene que la facultad concedida al Ministerio Fiscal para 
.allanarse a la demanda debiera ampliarse a todos los casos en 
que el Fiscal representa y defiende a la Administración. 

Gera efei 

El número de recursos ha excedido del del aao anterior, al  
amparo del Estatuto municipal. .- 

Se hace cargo de la gratuidad de los recursos seflalando ei 
caso de haberse impuesto las costas a la parte recurrente por su 
bemeridad, imposición que estima del iempre que 
fuese desestimada la demanda. 

Entiende que debía reformarse lo esraoieciao respecto a la ex. 
cepción de prescripción, estimándola en el acta de la interposi- 
ción del recurso, oido el Fiscal, puesto que generalmente se redu 
ce a una cuestión de fechas computables. 



Opina que la facultad concedida 'a los Fiscales para allanarse 
a las demandas y para apelar en lo que atañe a asuntos munici- 
pales debiera hacerse extensiva en cuanto a lo primero a todas 
las cuestiones relativas a la  Administración general, si bien pre- 
via consulta al Fiscal del Tribunal Supremo, para fijar la unidad 
de criterio; y en cuanto a las apelaciones. no hacerlas obligadas 
cuando el recurso fuera indefendible para la Administración, 
consultando tambien previamente con la Superi ' - - 

cibido la 

Madrid. 

Memoria corres e a esta Fiscalía. 

Mdlag 

limita a 

a. 

decir qu .e nada n iuevo tie . . Se ne que E 

lía, puesto que el servicto se aesarroiia sin ninguna noveaaa ni 
anom; 

Ac 
ilia. 
ompaíía 

&?.. - - . 
lo-resum 

- - - - - . ministrativos en ei que se expreba, que ri iiuuirru uc picirui pcii- 

dientes en 1 . O  de Julio de 1929, son 64; los incoados desde 1.' d e  
Julio de 19" a 30 de Junio de 1929,66; el total de pleitos en trami- 
tación, 130; terminados desde 1.O de Julio de 1927 a 30 de Junio de  
19!?8, 79, y pendientes en 1.O de Julio de 1928,51. Se nota incon- 
gruencia en las fechas arriba citadas, con el movimiento &e asun- 
tos en el periodo correspondiente del 1.O de Julio de 1928 al 30 de 
Junio de 1929, 
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cibido la Memoria correspondiente a esta Fiscalía. 
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Opina que paiccc liluiacurlvlr: y,, .,a LL,,U.,,aLiones in- 
troducidas en los recursos que se  interpongan contra los acuer- 
dos de las Diputaciones, no s61o por los Estatutos municipal y 

5n local, 

ano l n r  .. 



provincial,sino por toda la legislación complementaria de los mis. 
mos, son de perfecta aplicación al territorio de Navarra Apoya 
su opinión en el Real decreto ley de Bases de 4 de Noviembre de 
1925 y en la ley de 14 de Agosto de 1841 vigente en Navarra, que 
dispone en su art. 3.O que rijan en aquella provixia los mismos 
preceptos rituarios que se apliquen en el  resto de la nación; sin' 
embargo de lo cual, el Tribunal provincial, salvo en un raso, se 
apartó de la doctrina establecida en dicha disposición. declaran- 
do que sólo el Estatuto era aplicable en dicho territorio, pero no 
sus Reglamentos. 

Entiende que es de sumo interés evitar la anomalía que resul- 
ta  de no aplicar en unos casos una legislación que se acepta como 
vigente en otros: composición del Tribunal gratuidad del recur- 
so, regimen de excepciones dilatorias, etc. 

Significa de nuevo la conveniencia de adoptar una norma es - 
pecial en la constitución del Tribunal en dicha provincia que se 
amolde al excepcional regimen administrativo del territorio, te- 
niendo como base la intervención de personas que, por razón de 
sus cargos u otras circunstancias, acrediten sus conocimientos en 
materia administrativa. 

Hace la observación del considerable incremento de asuntos 
en trámite con relación a periodos anteriores y lo explica por la 
aplicación, que antes no se había hecho, del precepto estatutario 
que concede la gratuidad en los asuntos contencioso adminis- 
trativos. 

Expone, por Último, que continúan desatendidas por la Dipu. 
tación, tanto la Fiscalía como las Secretarias, en lo que se refie- 
r e  a la consignación para material, que debe correr a su cargo, 
como ocurre en las demás provincias del Reino. 

Orense. 

Hace notar una disminuck 
tados ante el Tribunal provin 
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Oviedo. 

Manifiesta que por el cuadro estadístico que a la Memoria 
acompaíía, puede comprobarse el alto nivel sostenido del número 
de recursos incoados, tramitados y terminados en el periodo 
anual de 1.O de Julio de 1928 a 30 de Junio de 1929. 

Observa como halagüeño el resultado de comparar las cifras 
de los asuntos resueltos por sentencias acordes con las pretensio. 
nes del Fiscal, con las de los resueltos por sentencia adversa. 

Hace constar la rapidez con que s i ~ u e n  despachándose los 
pleitos, tal como hubo de apreciarse en el periodo anterior, en la 
respectiva Memoria. 

Estima que podía reducirse la limitación del plazo para recu- 
rrir de toda clase de resoluciones, al establecido para los recur' 
sos procedentes de la Administración local, limitar el trámite d e  
vista a los asuntos de cuantía que lo merezcan, graduando los li- 
mites cuantitativos fijables, según los que rigen para los litigios 
civiles ordinarios; adoptar una medida de previsión que compen- 
se la generosa facilidad de la gratuidad procesal en los casos de 
qa la  fe o de abuso del recurso, y, por último, permitir al Fiscal 
el allanamiento a la demanda, incluso en los recursos que no sean 
contra las Cor~oraciones o autoridades munici~ales o ~rovin-  
ciales 

i1 norma: 
vincia, q 
se redaci 

encioso-i 
11ir un pr 
rapidez 

Cons~gna que aurante el ano de 1928 a 1939 se ha desenvuelto 
con ta lidad la jurisdicción Contl administrativa en 
la pro ue únicamente para cump ecepto reglamen- 
tario ta la Memoria, siendo la la característica 
en la tramitación de los asuntos. 

Manifiesta que el Tribunal provincial continúa aceptando el 
criterio iniciado por el Fiscal de no conceder el recibimiento a 
prueba en los pleitos, más que con un carácter restringido y en 
10s casos en q ideramente proceda. 

Acompaiía moria el estado del movimiento de asuntos 
dilrante el aiii 

ue verda 
a 1a.Mei 



Pal 

Empieza reconociendo la equidad y la justicia de los acuerdos 
administrativos recurridos ante el Tribunal provincial, como, a 
su  juicio, lo demuestra el hecho de que de los 12 pleitos incoados 
desde la0 de julio de 1928, terminaron cuatro por sentencia favo- 
rable a la  Administración; ellos con imposici6n de las 
costas a la parte recurrente. 

Reitera su opinion, manifestada en Memorias anteriores, de 
que se  abusa recibiendo los pleitos a prueba, a solicitud del ac- 
tor. porque siendo la jurisdicción Contencioso-administrativa me- 
ramente revisora. el Tribunal de lo Contencioso no debiera utili- 
zar elementos de juicio para dictar su fallo distintos de los utili- 
zados por la Administración. 

Respecto a la composición de los Tribunales provinciales de 
esta jurisdicción, entiende que debían ser hemogéneos, encomen- 
dando sus funciones a funcionarios exclusivamente de! orden 
judicial, o bien con elementos de reconocida competencia juridi- 
ca, como lo son los Decanos de los Colegios de Abogados o Le. 
trados con más de diez allos de ejercicio de profesión que paguen 
la primera cuota, si bien reconoce que es mejor la actual compo- 
sición de dichos Tribunales que cuando formaban parte de ellos 
los Diputados provinciales, que representaban intereses de par- 
tido. 

Gomenta favorablemente el reciente Real decreto-ley de 16 de 
Julio de este afio. 

Pon 

-- 

itevedra 

No se ha recibido la. Memoria correspondiente a esta Fis- 
la. 

Sal; amanca. 

ride el E 
..>.A Al"& 

En tres partes di1 Memoria: 
Cuestiones de de re^,^" P c w W " L C L , ~ ~  LIY I ,COITI'C<C / I , ~ ~ ; n ~ i n l ,  Obs- 
tdculos y dificu2tades legales en el ejercicio del cnvgo y R e f m  
mas en In orgnnirncidn y procedinzientos contencioso-adminis. 
t rativos. 



En la primera parte se ocupa de tres problemas que por su 
carácter de generalidad, dice, merecen ser m 
Memoria de esta Ficaíía del Tritmual Supremi 

los en 1, 

A. Se refiere elpriwrproblema a si se taiiau cu v i g u i  d 
Real decreto de 10 de Septiembre de 1852 y la Instrucción de 10 de 
Febrero de 1833 sobre participación del ~ S t a d o  en el  20 por 100 de 
bienes de propios, en caso de venta de los mismos por los Ayun- 
tamientos; problema suscitado por la derogación de las leyes 
desamortizadoras, en cuanto a bienes de Municipios y entidades 
locales menores, por el art. 5 . O  del Estatuto municipal. El Fiscal 
ha sostenido el criterio de hallarse subsistente tal participación 
por las consiGeraciones que expone. 

B. Es  el segundo problema que, dada la redacción de los ar- 
ticulos 300,301 y 302 del Estatuto municipal, reformado por e l  
Real decreto ley de 5 de Enero de 1925 sobre facultad de recla- 
mar por el Interventor, a nombre del Estado, contra presupues- 
tos municipales, puede resultar ilusoria tal atribucidn si las re. 
~lamaciones no se remiten a la Delegación de Hacienda en eY 
plazo de quince días siguientes a la exposición al piiblico. 

C. Constituye el tercer problema la reforma o aclaración del 
art. 581 del Estatuto municipal y 66 del Reglamento, relativos a l  
procedimiento para reclamar en .única instancia contra acuerdos 
.definitivos del Ayuntamiento sobre censura de Cueutas munici- 
7pales ante el 1 provincial. Estima que es el establecido 
para las apeIi 3e ios incidentes. 

Señala en la segunda parte de la Memoria como obstáculos 
.en el ejercicio del cargo, la obligación de mantener la resolución 
administrativa, tergiversando el claro y recto sentido de la ley, 
con descrtdito de la representación del Estado. 

Por último, en la tercera parte seflala las reformas que pudie- 
r a n  hacerse en la composición de los Tribunales provinciales, 
.dando intervención a un representante de la Administración, que 
bien pudiera ser un Abogado del Estado; limitar los casos en que 
el pleito pueda ser recibido a prueba; suprimir el tramite de ex. 
tracto y hacer imperativa la imposición de costas cuando sea 
dese! 

Tribunal 
aciones ( 

recibidc 1 la Men noria co liente a esta Fis. 



ltimo afic 
.. .. isuntos c J judicial el número de a on; 

ten~~usuh en quc iutervino ei Fiscal, refiriéndose la m;lyut ia a re- 
cursos originados por la promulgación del Estatuto municipal, 
siendo escasos los promovidos contra decisiones de la Adminis- 
tración provincial de la Hacienda pública respecto a contribucio- 
nes e impuestos del Estado. 

Usó el Fiscal en contados casos de la facultad que le concede 
el art. 50 del Reglamento de Procedimiento municipal para alla- 
narse a la demanda. 

Estima como reforma urgente de las disposiciones que regu- 
lan la jurisdicción contenciosa la que tienda a cortar los abusos 
qus origina la grati #1 procedimiento y el ejercicio de la 
acción pública respi s acuerdos de las entidades municipa- 

lidad de 
ecto a lo! 
1.- 1.3 mrn les, declarándose q ~ ,  .=,,,tuidad del procedimiento no obsta a 

la condena de costas cuando el Tribunal juzgue temeraria la de- 
manda, debiendo imponerse, en todo caso, cuando ejercitándose 
la acción pública fuere desestimado el  recurso. 

Propone que se exija al que ejercite la acción pública la cons- 
titución de un depóiito, que perdería el recurrente si fuere des- 
estimado el recurso; evitándose de este modo que recurriesen 
personas insolventes instigadas por los verdaderos obstruccio- 
nistas con miras políticas. 

Cree de necesidad que entren a f arte de los Tribuna- 
les provinciales funcionarios versados en materia administrativa 
que pudieran ser Abogados del Estado, o bien crear una magis- 
tratura de lo Contencioso-administrativo. 

Expone la duda de si los preceptos del Reglamento de Proce- 
dimiento municipal que autorizan a los Fiscales para allanarse a 
las demandas son o no aplicables a los recursos interpuestos con- 
forme al Estatuto provincial, y entiende que debía aclararse el 
texto del art. 170 de este último Estatuto en  relación con el de los 
artículos 50,253 y 235 del municipal para fijar la verdadera inter- 
pretación que debe darse a lo estatuido. 

Siegovia. 

Expone que es obligada consecuencia del limttado niimero de 
los recursos iniciados y de la escasa importancia de los mismos, 
la carencia de cuestiones de fondo o de procedimiento en el último. 



allo jud i solo cinco recursos intervino el Fiscal y la sen- 
cillez de las cuestiones que los constituían, excluía el plantea. 
miento de problemas jurfdicos, formando la convicción de ser ne- 
cesaria la reforma del procedimiento en los asuntos de escasa im. 
portancia y singularmente en los que surgen como consecuencia 
.de la aplicación del Estatuto municipal, estableciendose un proce- 
dimiento rápido y sencillo, que sin mermar garantías a los liti. 
gantes ahorrase trámites y solemnidades que deben estar reser- 
vadas para cuestiones de m5is importancia. 

Indica que los preceptos de la ley de Enjuicia rivil re- 
ferentes a la tramitación de los juicios verbales, Pvuiaii i t rvir  de 
base a la reforma, acoplAndolos a la especial naturaleza de las 
cuestiones que se plantean en la jurisdicción contencioso-admi- 
nistrativa. 

ientado ; 

io y con: 

Consigna en la Memoria un estado del movimiento de asuntos 
en el periodo de 1 . O  de Julio de 1927 a 30 de Junio de 1928, prece- 
diendo al  habido en el comprendido entre 1.0 de Julio de 1928 al  
30 de Junio del año actual, para que sirva de termino de compa. 
ración al formar juicio acerca del movimiento en el segundo de 
dichos períodos, afirmando que durante 61 no se han ventilado 
ante el Tribunal, ni se  han pres > de la Fiscalía 
hondas cuestiones de derecho. 

Ofrece, sin embargo, al estud ln de la Superi? 
ridad algunas cuestiones que juzga de relativa importancia, sur - 
gidas en algunos recursos, referentes a si puede entablarse re. 
clamación contra un presupuesto extraordinario ya definitivo, 
cuando no se reclamó contra el proyecto, si no dándose recurso 
de reposición en materia de presupuestos municipales puede un 
Alcalde decretar no admitirlo a trámite, haciendo pensar que tal 
decreto más que acuerdo propio de la revisión por la jurisdicción 
contencioso-administrativa sería materia adecuada para un re- 
curso de queja, similar al establecido en las leyes procesales or- 
dinarias; respecto a si el Tribunal puede o no declarar la nulidad 
de un presupuesto, atendiendo a los términos taxativos del ar- 
tículo 302 del Estatuto municipal; si puede tenerse por interpues- 
t a  una demanda, estudiando el art. 156 del referido Estatuto, sin 
que conste la existencia de previo acuerdo municipal, y sin acre- 
ditarse la concurrencia del dictamen de Letrado; si los Inspecto. 



res de Tranvías, no obstante su especial función, están sujetos a 
la Contribución por utilidades por el solo hecho de ser retribui- 
dos mediante el percibo de una cantidad diaria, en relación con 
el nñmero de horas de servicio que prestan; acerca de la posibili. 
dad de obtener de un Ayuntamiento y en su caso del Tribunal; 
Contencioso-admiriistrativo una declaración que obligue a variar 
la consignación hecha en presupuesto de haberes de un MBdico 
que no reclamó contra dicho presupuesto; y, por último, expone 
determinadas consicleraciones referentes a condena de costas a 
fin de que la gratuidad del procedimiento no se convierta en arma 
de temeridad v mal- '- 

So 

gor cocti 
l. 
-.-A -1 T. 

Eleva la Memoria anual a los solos efectos de cumplir el pre- 
cepto que así lo impone y dar cuenta del movimiento de asuntos 
durante el afio. 

No se ofrecieron particularidades en los recursos tramitados, 
en el fondo, ni el procedimiento. 

Dice que el ma: ,ngente de recur! i6 el 
Estatuto municipal 

Cree suficiente QUC cr r riounal provincia itui- 
do exclusivamente por funcionarios del orden jucticia~, prescin- 
diendo de los Vocales. 

No es partidario el Fisc; elebracii vista pi'iblica 
cuando las partes no la solicitan. 

Entiende que debe reformarse el precepto absoli gra- 
tuidad. 

Expone los datos numéricos de los pleitos tramitados durante 
el año judicial que terminó en 30 de Junio último y dice que el  
Tribunal provincial no ha dictado fallo alguno contrario a lo so- 
licitado por el Fiscal. , 

Distingue la materia contenciosa que pudiCramos llamar ge- 
eral y aquella otra que se origina por las resoluciones o acuerdos 



que lesionen derechos administrativos o disposiciones vigentes 
dictados por los organismos provinciales o municipales. 

Dice que en los asuntos procedentes de la materia que llama 
general no se han planteado problemas dignos de ser menciona- 
dos en la memoria, y únicamente cree conveniente proponer que 
se concedan al  Ministerio Fiscal mayores facultades para alla- 
narse a la demanda o interponer el recurso de apelacion, como 
actualmente ocurre en los asuntos contencioso-administrativos 
municipales. 

Examina algunos aspectos de la materia contencioso adminis- 
trativa municipal y provincial, que se refieren a la tramitación 
del recurso cuando se trata de reclamación contra los acuerdos 
de los Ayuntamientos aprobatorios defintivamente de las cuentas 
municipales y el que se refiere a la gratuidad del procedimiento. 
Aboga por que se conceda al  Ministerio Fiscal, cuando de cuen- 
tas municipales se trate, mayor plazo que el de seis dfas,.prorro. 
gables por tres más, para contestar la demanda, dada la indole 
de la  materia; y en cuanto a la gratuidad, propone que podría 
concederse a los Tribunales la facultad para imponer en las sen- 
tencias, como castigo, el reintegro de las actuaciones practicadas, 
en los casos de notoria temeridad de los litigantes. 

Por iiltimo, cree conveniente la unificación del procedimiento 
en los pleitos de mayor y menor cuantía en los recursos contra 
zcuerdos munici~ales. Por estimar que la cuantía en estos asun- 
tos no refleja la [ncia del recurso. 

Toledo 

Conceptúa innecesario hacer observación alguna respecto a la 
actuación de la Fiscalía, por revelar el estado numerico de  los 
pleitos contencioso-administrativos de modo claro y preciso que 
el mayor aumento de aquellos es debido a la actuación munici- 
pal, al aplicar el Estatuto. 

En una sola ocasión hizo el Fiscal uso de la facultad que le 
concede el art. 50 del Reglamento de procedimiento en materia 
municipal de 23 de Agosto de 1924, allanandose en parte a una 
demanda referente a un concurso para nombramiento de Inspec- 
tor de Sanidad municipal, manteniendo en los demas casos los 
acuerdos de la Admini! sus esferas. en todas 



Presenta el estado de pleitos contenc1oso~administrativos co- 
rrespondientes al  aflo judicial de 1928.8, clasificándolos en la 
Rlemoria en relación con las del as que tomaron los 
acuerdos recurridos. 

Insiste en lo ya manifestado en la Memoria de 1926.2'7, de lo 
conveniente que seria una aclaración de los preceptos relativos 
a la gratuidad del procedimiento contencioso~administrativo 
contenida en los artículos 256 del Estatuto municipal y 170 del 
provincial, declarando expresamente que los Tribunales pueden 
imponer las costas al litigante temerario, así como deben impo- 
nerlas cuando se  desestimen los recursos en que se ejercite la 
acción pública que concede el art. 253 del referido Estatuto mu- 
nicipal. 

- por que se ue el recurso ut: apelación cualquiera qde 
sea la  cuantía del asunto si no han de quedar totalmente des- 
amparados los intereses de la Hacienda piiblica. 

Insiste en la conveniencia de suprimir el extracto, que estima 
diligencia costosa y que dilata la terminación del asunto. 

Manifiesta que usa de la facultad de allanarse a la demanda 
cuando, a su juicio, es totalmente indefendible la resolución mu- 
nicipal, por faltas esenciales en el procedimiento. 

Cree conveniente que se adicione al párrafo segundo del epi- 
grafe 6 . O  del art. 263 del Estatuto municipal una disposición en el 
sentido de que los Abogados en ejercicio no puedan formar parte 
del Tribunal, aun cuando reúnan las cualidades especificadas en 
dicho articulo. 

izcaya. 

Empieza consignando que ningiín obstáculo ha tenido que 
vencer en el desempefio de su cargo. 

Reitera lo dicho en Memorias anteriores respecto a reformas 
de que son susceptibles las vigentes disposicione$ legales de la 
jurisdicción Contencioso.administrativa, 

Es la primera referente al recibimiento de los pleitos a prueba, 
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y :a segunda a fijar una cuantía mínima para que los recursos se  
tramiten y resuelvan en la forma actual. Insiste en la necesidad 
de fijar una cuantía para evitar casos en los que se acude a la 
jurisdicción contenciosa por cuestiones verdaderamente insigni- 
ficantt 

Se  :1 Fiscal, en cada aumentc 
en el I ;os, debido al Est inicipal, 
llegado el momento de simplicar la tramitación, suprimiendo los 
extractos, aumentando la cantidad para la  determinación de los 
pleitos de mayor y menor cuantía y restringiendo la celebración 
de vistas. Atribuye el aumento tambien a la gratuidad de los 
recurs 
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Hace el Fiscal relación de los pleitos contencioso~administra~ 
tivos en que intervino durante el afio de 1Q28-29. De los 49 trami- 
tados, fueron resueltos por el Tribunal provincial 46, quedan- 
do 3 pendientes. 

A continuación de la relación expresada, que constitu 
tado del movimiento de asuntos, desarrolla la Memoria, njanao 
SU ate dos cue ;obre el recibirni pleito a 
prueb z allanar la demanda. 

En ,u,,,,, a lo primGL,, ,,,da el contenido del art. 5 . O  del Real 
decreto-ley de 14 de Julio último, que ratifica la  doctrina sosteni- 
da por este Tribunal Supremo,interpretando losartíeulos 53 dela 
ley y 325 del Reglamento del procedimiento contencioso-adminis- 
trativc ue sería 
cepto que los f 

versa] nisible, 
otrosies de los escritos de demanda y contestaci 

SeÍíala como reforma fundamental procedi 
miento para la tramitación de todos los jurisdic- 
ción, que el recibimiento del pleito a prueba se regule en forma 
análoga al de la segunda instancia en lo civil, según lo t ! 

el art. 862 de la ley Procesal. Razona su opinión diciend 
reforma evitaria que, por causa sólo imputable al reciirrenre que 
dejó de ofrecer en la vía administrativa elementos de prueba de 
influencia decisiva en el fallo, pueda obtener una revocación de  
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éste en  la vía contenciosa con la simple presentación de  esas 
pruebas. 

En cuanto a 1q segunda cuestión, dice que para hacer uso de 
la facultad concedida por el art. 50 del Reglamento de proce- 
dimiento en materia municipal, considera conveniente se dicten 
instrucciones por esta Fiscalía, con carácter general, a fin de uni- 
ficar el criterio del Ministerio Fiscal, precisando si en los escri- 
tos de allanamiento procede consignar las razones legales que le 
abonan, asi como, si tanto en este caso, como en el de desisti. 
miento de Ia apelación, es preceptivo ponerlo en conocimiento de 
esta Superioridad. 

Hace varias consideraciones relativas a la organización de 
esta jurisdicción y a la eficacia que resulta de la  ampliación y fa- 
cilidades dadas en orden a recursos de carácter municipal, que 
introdujo el Estatuto para una mayor perfección de la vida y 
justicia local. 
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que, sin 
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Zaragoza. 

Manifiesta que los asuntos contencioso~administrativos siguen 
su marcha ascensional, singularmente en los que tienen causa en 
resoluciones de la Administración municipal. 

Se interponen con alguna frecuencia recursos i silen- 
cio administrativo. 

Tan s610 en una ocasión hizo uso la Fiscalía de la facultad que 
le concede el art. 49 del Reglamento de procedimiento munici- 
pal; pero está convencida de la necesidad de no continuar con tal 
sistema, por cuar es el Fiscal abogado 
de la ley, sin pie providencias adminis- 
trativas. 

Cita el caso que se presentó durante el año a que se refiere el  
artículo 41 del Reglamento citado de 23 de Agosto de 19W en que 
el Ayuntamiento de la capital y una Sociedad constructora se 
personaron en autos para defender un a municipal y se  
suscitó el problema de cuál de las dos ent ra la Adminis. 
tración demandada y cuál la coadyuvante 

Entiende el Fiscal que la Administración demandada es el 
Ayuntamiento de Zaragoza, por cuanto el Fiscal no es propia 
mente el defensor de la  Administración municipal y el  coadyu- 
vante l a  Sociedad constructora ad udicataria de la obra Dice 

embargo, el Tribunal acordó atenerse a la letra del ex - 
precepto. 

.cuerdo I 

idades e 

. . 



A P É N D I C E  S E G U N D O  

Circulares e Instrucciones de carácter generar 



dando instrucciones acerca de la intervención del Ministerio 
Fiscal en la aplicacidn del Real decreto de indulto de 8 de Sep- 

tiembre de 1928 

Publicado por la Gaceta de 13 del corriente el Real decreto-ley 
de indulto de 8 del mismo mes, incumbe al Ministerio Fiscal el 
deber de velar por su exacto cumplimiento, y a esta Fiscalía el  de 
dar las instrucciones convenientes para la más rápida y exacta, 
ejecuci6n de lo mandado. 

Es el primero y más urgente deber del Ministerio Fiscal, con- 
forme al art. 13 del Real decreto citado, el de desistir de la acción. 
penal que haya venido ejercitando en todas las causas siguientes: 
por delitos cometidos por medio de la  Prensa o cualquier otra 
forma mecánica de publicación o difusión; por los de lesiones me- 
nos graves, cuya duración no hubiere excedido de veinte dias; 
por los de hurto, cuya cuantia no excediera de 100 pesetas; por 
los de estafa, cuya cuantía tampoco exceda de 100 pesetas; por 
los delitos comprendidos en el n6m. 3.O del art. 5.O del Real decre- 
to-ley de 21 de Febrero de 1926; por los delitos de daño de cuantia 
que no exceda de 200 pesetas, y por cualquier otro delito que nm 
resulte penado como tal en el nuevo C6digo penal ni en ninguno 
de las disposiciones de caracter penal que deja vigentes. 

Asimismo desistirá el Fiscal de la acción penal que haya veni- 
do ejercitando en todas las causas por delitos exclusivamente 
castigados con penas de arresto mayor cometidos hasta el 13 del 
corriente mes inclusive. 

En todos estos casos, si el Juez instructor no declarase de ofi- 
cio, en cumplimiento del citado Decreto ley, terminado el suma- 
rio, deberá interesarlo el  Fiscal, y tanto en este caso, como cuan- 
do se haya declarado terminado el sumario, sin haberse abierto 
el juicio oral, el Fiscal pedirá en la vista previa del art. 632 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, se sobresea la causa libremen- 



te, cuyo pronunciamiento necesariamente deberá dictar la Sala 
e n  cumplimiento de lo preceptuado en el art. 13 del mencionado 
Real decreto. 

/ Si el juicio oral hubiera sido abierto conforme al  art. 619 de la 
1 citada ley procesal sin haber comenzado las sesiones del mismo, 

.también solicitará el Fiscal por escrito el sobreseimiento libre de ' l a  causa que necesariamente tambien deberá ser acordado por la 
, Sala, y si por cualquier circunstancia hubiera necesidad de cele- 

brar el juirio oral, solicitará en éste la absolución del reo, reti- 
rando la acusación en el oportuno momento procesal y cuidando 
en' todo caso en que 1? resolución del Tribunal no fuese de acuer. 
do  con sus pretensiones de ejercitar los recursos ordinarios y ex- 
rtraordinarios procedentes en derecho. 

En los juicios de faltas también el Rscal desistirá de la  acción 
penal correspondiente en todas las cometidas hasta el 13 del co- 
 riente mes inclusive, quedando extinguida totalmente dicha ac- 
-ciórr cuando se trate de la pena de arresto menor, y si fuese la de 
rnulta, quedará el reo indultado totalmente del tiempo de prisión 
sustitutoria que hubiese de sufrir por su insolvencia. En el caso 
d e  que el reo sea solvente, asi como el responsable civil, y quie- 
ran acogerse a los beneficios que para la exacción de la multa 
.otorga el nuevo Código penal, se esperará para hacerla efectiva 
hasta el día 1 . O  de Enero de 1929, salvo el caso de que el multado 
espontáneamente hiciera antes de dicha fecha pago total o par- 
cial de la multa impuesta. 

Es indispensable que el Ministerio Fiscal, de conformidad con 
40 preceptuado en el art. 4.O del citado Realdecreto de indulto, 
tenga en consideración cuanto en el mismo se previene cuando el 
-Tribunal Supremo desestime el recurso de casación admitido de 
derecho y los interpuestos por las partes cuando haya sido con- 
denado el reo a la pena de muerte por la sola concurrencia en el 
-hecho de autos de una circunstancia agravante para que en la 
propuesta de indulto correspondiente se informe por el Fiscal de 
-conformidad con lo preceptuado en el art. 152 del nuevo Código 
*penal, aun antes de 1.O de Enero de 1929 en que empezará a regir 
el mismo. 

El art. 5.0 del mencionado Real decreto de indulto impone a l  
Fiscal el ineludible deber de revisar las ejecutorias en todos 
aquellos delitos por los que ha sido condenado el reo con pena 
.mayor de la que habria de corresponderle aplicando a tal infrac- 
aión el nuevo CGdigo penal, ya que e citado articulo indulta a l  



reo de todo el exceso en que haya sido condenado. A este fin es 
indispensable que el Ministerio Fiscal haga en cada caso una ca- 
lificación del hecho y de sus circunstancias, conforme al nuevo 
Código penal, y si de ella resultara que la pena impuesta por el 
Código de 1870 fué mayor que la que corresponde con arreglo al 
que ha de empezar a regir en 1 .O de Enero próximo, pedirá inme- 
diatamente al Tribunal sentenciador el indulto total del exceso 
sin perjuicio de los demás beneficios que conforme al presente 
Decreto de indulto deban aplicarse al  penado. 

De la misma manera es indispensable que el Ministerio Fiscal, 
con todo celo y diligencia, inste la revisión de toda liquidación de 
condena en las que por cualquier circunstancia no se haya abo- 
nado al  penado para su cumplimiento todo el tiempo de prisión 
preventiva sufrida, procediéndose a su inmediata rectificación, 
estimando el abono de la totalidad que no le haya sido abonado 
en otras causas, abono que será siempre hecho en lo sucesivo 
conforme al párrafo 2 . O  del art. 10 del citado Real decreto de 
indulto. 

Teniendo en cuenta el Ministerio Fiscal que los beneficios del 
Uecreto ley de que se trata son extensivos, según el art. 14 del 
mismo, a cuantos hayan cometido delito o falta hasta el 13 del co- 
rriente mes inclusive, cuidará, bajo su más estrecha responsabili- 
dad, de que cuando recaiga sentencia firme en cada caso, se apli- 
que al  reo a su instancia los beneficios que en el mismo se otor- 
gan, y en el caso de que el Tribunal los aplicare de oficio, emitir5 
el correspondiente dictamen. 

. Asimismo ha de tener muy en cuenta el Ministerio Fiscal que 
los beneficios de tal Decreto-ley han de ser también aplicados a 
los reos y procesados declarados en rebeldía según el art. 15 y 
también que tales beneficios alcanzan a los condenados por deli- 
tos que s610 pueden ser perseguidos por virtud de denuncia o 
querella de la  parte ofendida y si el acusador no desiste de La ac- 
ción penal ejercitada en el momento en que haya sentencia con- 
denatoria firme, el Fiscal debe pedir que al  reo se apliquen los 
beneficios del tan repetido Decretotley, y, por último, tengan en 
cuenta los señores Fiscales que las disposiciones del citado Real 
decreto relativas al indulto total o de parte alícuota de cualquier 
pena o al abono de tiempo para el cumplimiento de la condena, 
tendriin eficacia y serán aplicables desde el día 13 del corriente 
mes, fecha de su publicación en la e c e t n .  

Estima esta Fiscalía que la aplicación de los preceptos conte- 



nidos en el mencionado Real decreto no han de ofrecer duda al- 
guna dados los claros t6rminos de su redacción, pero en el caso 
de que surgiera alguna, los señores Fiscales lo comunicarán in- 
mediatamente a este Centro, formulando consulta para resolver 
en su vista. 

Exijo y espero del Ministerio Fiscal que, dando un alto ejemplo 
de celo y actividad, procederá con toda diligencia a instar y pedir 
a los Jueces y Tribunales el inmediato cumplimiento del Real de- 
creto de indulto, antes expresado, solicitando, sin perder momen- 
to, la aplicación a los reos de los beneficios que en el mismo se 
conceden, acusándome recibo de 
reciban la Gnceta en que se  inser 
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C I R C U L A R  

dando- instrucciones acerca de  la interpretacibn que debe 
darse al articulo 7.' del Real decreto de  indulto 

de  8 de  Septiembre de 1928 

Por el art. 1.O del Real decretowley de 8 de Septiembre del co- 
rriente ailo, se concede indulto t ~ t a l  en su caso 7.O; ca los conde- 
nados por cualquier otro delito que no resulte penado como tal 
en el nuevo Código penal, ni en ninguna de las disposiciones de  
carácter penal que deja vigentes*, 

La extraordinaria trascendencia de esta soberana disposición, 
.pxige que el Fiscal fije en ella la atención que merece, ya que se- 
gún la misma, por ra86n del delito cometido, y rindiéndose ade- 
lantado y merecido culto, al principio de  retroactividad de la ley 
penal. consignado en el art. 22 del Código penal vigente y en 
e1 8.O del nuevo, las leyes penales tienen efecto retroactivo e n  
cuanto favorezcan al reo de un delito o falta, si no fuere un de- 
lincuente habitual. 

Conforme, pues, al parrafo 7.' del art. 1 . O  del citado Real de- 
creto de indulto, todo condenado por cualquier delito, que deje 
de serlo y no resulte penado en el nuevo Código penal, ni en nin- 
guna otra ley especial, debe ser totalmente indultado de la pena 
que en el dia de la publicación del citado Real decreto de 13 del. 
corriente mes de Septiembre, le hubiese sido impuesta., 

Para la recta aplicación del tan repetido Real decreto en este 
extremo, es indispensable que los seflores Fiscales hagan un ur- 
gente y prolijo estudio de las disposiciones del nuevo código pe- 
nal, para venir en conocimiento de qué hechos siendo constituti- 
vo de delito, y, por tanto, penados como tales en el vigentecódi- 
go de 1870, no resultan penados como tal en el nuevo Código pe- 
nal, ni en ninguna de las disposiciones de carácter penal que deja 
vigentes; y por vía de demostración y ejemplo, y sin que sea vjs- 
to que los que se citan a continuación sean sólo los delitos coa-  



prendidos en este caso, se pedirá por los señores Fiscales el in- 
dulto total de los condenados por los delitos que se expresan a 
continuación. 

El delito de falsedad en documento público, oficiales y de co- 
mercio, y de los despachos,telegráficos, previsto y penado en los 
artículos 314,315 y 317 del Código penal vigente, suhe  en el nue- 
vo Código penal una esencial y profunda modificación. Para que 
tales delitos quedaran consumados y perfectos, bastaba, según la 
constante jurisprudencia del Tribunal Supremo, que en.el docu- 
mento correspondiente se hubiesen realizado cualquiera de las 
ocho modalidades o circunstancias que en el art. 314 se describen 
sin que en ningún caso fuese necesaria la concurrencia de lucro, 
beneficio, ni el animo de perjudicar a tercero. Este concepto del 
-delito de falsedad según el vigente Código penal de'1870, ha sido 
sustancialmente modificado. 

Según el art. 363 del nuevo Código penal, para que los hechos 
comprendidos en el Capítulo IV del Titulo IV del Libro ii sean 
punibles, ha de concurrir necesariamente una de las circunstan- 
cias siguientes: dntención de lucro, o ser ejecutado en perjlicio 
de la causa pública, o de un tercero, o con ánimo de causarlo, o 
-de obtener un beneficio para si o para un tercero. Por tanto, no 
concurriendo ninguna de estas circunstancias, la falsedad en do- 
cumento público, oficiales y de comercio, y de los despachos te- 
legráficos, que describen y penan los articulas 361, 362,365 y 366 
del nuevo Código penal, no son punibles si no concurre en ellos, 
cualquiera de las circunstancias antes citadas, toda vez que los 
mismos están comprendidos en el Capítulo IV del Titulo 1V del 
Libro 11 del nuevo Código penal citado. 

En su virtud, aplicando rectamente el caso 7." del art. 1.0 del 
Real decreto de indulto de 8 del corriente, si el delito de falsedad 
d e  los artículos 314, 315 y 317 del Código penal vigente, no resul- 
ta penado como tal en el nuevo Código, más que cuando necesa- 
riamente concurra alguna de las circunstancias enumeradas en 
e l  art. 383 del nuevo código penal, los condenados por estos deli- 
tos, si no concurre ninguna de estas circunstancias. deben ser in- - 
dultados totalmente, de la pena que por tales delitos se les hubie- 
s e  impuesto. 

Es, por tanto, indispensable, que por el Mínisterio Ftscal se 
revisen cuidadosamente, todas las ejecutorias por condenas íin- 
puestas por delitos de los artículos 314, 315 y 317 del vigente Có- 
digo penal; y si dicho delito se cometió sin la-concurrencia de 
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ninguna de las circunstancias enumeradas, en el art. 383 del nue- 
vo Código penal, soliciten se  aplique a los condenados por los 
mismos, indulto total de las penas que les fueron impuestas, ya 
que este indulto se  concede por rasdn del delito conzetido. 

El art. 306 del Código penal vigente, castiga con las penas de 
presidio correccional en su grado medio y máximo, y multa de 
250 a 2.500 pesetas, a los que habiendo adquirido de buena fe bi- 
lletes de Banco u otros títulos al portador o sus cupones, com- 
prendidos en los artic y 305, los expendieren sabiendo su 
falsedad. 

Para que tal delito ~ U C U C  consumade, basta con que se entre- 
gue o ponga en circulación un billete de Banco falso, recibido de 
buena fe, despuds de constar al expendedor la falsedad del mismo 
~unlquieva que sea el valor del billete puesto en c ~ c u l ~ i d n .  

Este delito ha sido también ialmente modificada por el 
articulo 353 del nuevo Códigj según el que, los que ha- 
biendo adquirido de buena fe oiiietes de Banco u otros Htulos al  
portador, o sus cupones de los expresados anteriormente sean 
nacionales o extranjeros, falsos, los expendieren a sabiencias de 
su falsedad siempre que fa expendictdn cuando se tvate de bille- 
.%es, exceda de cien pc 1s 
con la pena de cuatra a 
de 1.000 a 20.000 peset, 

Para que la expendición de billetes de Banco raisos, sea, pues, 
punible como delito, es necesario según el nuevo Código, que el 
billete expendido valga mds de 100 pesetas, o que la expendición 
exceda de un ejemplar; y, por tanto, se hace io revisar 
todas las ejecutorias de esta clase y si el penac re por ex- 
pendición de un solo billete de Banco falso, cuy no exceda 
de 100 pesetas, debe serle aplicado indulto total, de la pena que 
por tal hecho le hubiese sido impuesta, conforme al repetido 
caso 7 . O  del Real decreto de indulto de 8 del corriente, toda vez 
que tal hecho no es constitutivo de delito, conforme al  nuevo Có- 
digo penal, pasando a ser una falta según el art. 799, párrafo 2 .O 

Por último, el delito de disparo de arma de fuego contra cual- 
quiera Dersona, previsto y penado en el art. 423 del Código penal 
vige como tal delito especifio, toda vez que se- 
gún vo Código, el que dispare un arma de fuego 
conti, .,,,,,, ,,,,,ninada, será castigado como reo de tentati- 
va de homicidio, cualquiera que sean las lesiones que ocasionare 
y si no las ocasiona, será castigado con l a  pena inferior 'eti uno o 
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dos grados, salvo siempre el caso de que los hechos punibles de- 
terminen responsabilidad mayor, con arreglo a los preceptos dek 
Código, o de leyes especiales. 

En este caso el indulto ha de aplicarse, no conforme al caso 7.O 
del Real decreto de 8 del corriente mes, sino en virtud del art. 5.q 
si la pena impuesta al delito fuese mayor que la que al mismo co- 
rrespondería, de aplicar el nuevo C6digo; y, por tanto, toda eje- 
cutoria pendiente de cumplimiento por tal delito, debe ser cuida- 
dosamente revisada, y si hecha una calificaci6n conforme al nue- 
vo Código penal, resultara castigado el hecho con pena menor 
que la impuesta aplicando el vigente Código, el reo debe ser in- 
dultado, de todo el tiempo en que la pena impuesta, exceda de la  
que procediera imponerle con arreglo al nuevo Código penal, sin, 
perjuicio de los demás beneficios que Conforme a los preceptos 
del repetido Decreto-ley de 8 del corriente, deban serle aplicados. 

Sírvanse los senores Fiscales proceder inmediatamente a11 
cumplimiento de cuant esta Circular, acusando. 
de ella el corri iendo en conocimiento de 
este Centro, pi ielitos estiman compren- 
didos en el caso 7." del art. 1.' del Real decreto-ley de 8 del co- 
rrientl ites de p imos la aplicación del in- 
dulto 1 ndiente. 

Maaria, LY de Septiemore ae  1928. 
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C I R C U L A R  

dando instrucciones a los Fiscales acerca de las noriiia~ a que 
han de sujei la aplicación de los preceptos del nuevo 

Código penal. 

La vigencia del Cddigo penal como ley del Reino, que empe- 
zará el 1 . O  de Enero próximo, exige del Fiscal, en cumplimiento 
d e  lo preceptuado en el art. 1.O de su Estatuto y casos 6.. y 7.O del 
art .  2.0, el velar por su observancia, promoviendo el ejercicio de 
la acción adecuada en cada causa o procedimiento de cargcter 
penal, con la extensión que el referido caso 7.. del art. 2.O deter- 
mina; y para que esta vigencia dC sus naturales frutos, de acuer- 
do con el prop6sito del legislador, es indispensable que el deber 
se cumpla con todo celo y con todo entusiasmo, percatándose el 
Fiscaldela altura de su misión yde  que asu ministerio correspon- 
de en primer lugar orientar a los Tribunales de Justicia en la 
recta aplicación del Código, en defensa de la ley y del interes 
social. La trascendencia de la actuación del Fiscal en el procedi- 
miento acusatorio y las circunstancias de ser él actor y deman- 
dante en el ejercicio de la acción penal de carácter píiblico, le 
impone el deber de compenetrarse con la reforma de la ley Penal, 
compenetración que ha de tener como fin, no sólo conocer su 
letra, sino el más trascendental de penetrar en su espíritu, y a 
este fin, aun cuando espero confiadamente que los seiiores Fisca- 
les se habrán preocupado con toda seriedad de lo ardua y eleva- 
da de su misión en el actual momento de la vida de la ley Penal 
e n  Espaiia, he de exponer las consideraciones que van a conti- 
nuación, como norma general a que los Fiscales deben atempe- 
rar su acción, sin que se entienda que esta norma contiene en 
toda su extensión los preceptos todos que han de  ser aplicados en 
cada caso particular y concreto. 

En dos momentos principales es necesario que el Fiscal con- 
centre toda su atención, en orden a la  importancia de la reforma 



que ha de ser objeto principal de sus cuidados y de sus desvelos. 
Es el primero, el momento en que practicadas las diligencias 
sumariales necesarias para el conocimiento del hecho motivo de 
la infracción y de sus circunstancias, con todos los antecedentes 
necesarios, tanto a la acusación como a la defensa, llega la hora 
de ser confirmado el auto de terminación con audiencia del mis- 
mo, según el art. 627 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y en 
la que ha de manifestar su conformidad con el auto de conclusi6n 
del'sumario o pedir la práctica ras diligencias. 

El celo del Fiscal en este ca ondiendo al propósito del 
legislador y al fin del sumario, en ei que han de constar cuantos 
elementos sean precisos a una acertada calificación, tiene que ser 
extremado y en absoluta y celosa compenetración, con lo que la 
k y  Penal tiene en cuenta, como fundamental alcance de la refor- 
ma IIt ?fecto, o sea cuan :esario para que el amplio 
arbitr al, alma de la re1 o ejercite con básico fun- 
dameuL,, éste ha de sc. ,,acto conocimiento de las 
condiciones personales del procesado, es indispensable 
el Fiscal no se consienta el auto de terminación de un 
mientras en éste no resulten practicadas las necesarias ,,,,,,,,- 
cias, no sólo para conocer el hecho con todas sus circunstancias, 
sino también para que del mismo aparezca perfectamente deli- 
neada la personalidad del delincuente; y a este fin han de tener 
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presente los señores Fiscales cuanto por este Centro se hiciera 
constar en la Memoria elevada al Gobierno de S. M. en la solem - 
ne apertura de los Tribunales del presente año, en la que se pre- - venía: ~ Q ~ i n d i s p e n s a b l e  que, teniéndose en cuenta el estado 
y condición social del suietu de Ia infracción criminal, se averi- 
güe su verdadera conducta moral pública y privada, sus virtudes 
g sus vicios; se reciba información de personas de su intimidad y 
vecindad que puedan dar razón de su vida y costumbres; se reci- 
ba declaración al jefe y compañeros de oficina, al patrono y co-m- 
pañeros de trabajo, al capataz de la explotación o jefe de la em- 
presa donde preste sus servicios; se pongan de manifiesto su3 
hAbitos y tendencias, sus buenas o malas compañías para hacer 
entender al Fiscal y al Tribunal si el procesado objeto de la acu- 
sación es un delincuente ocasional o un perverso, un incorregible 
o un malvado, del que hay que defender a la sociedad como del 
más peligroso de sus enemigos. Es también indispensable que se 
pidan informes a las Autoridades de Policia v Guardia civil, y 
que sin que todo esto resulte hecho no se consienta ni por el 



Fiscal ni por el Tribunal por resolución firme s e  declare conclu- 
SO el sumarios. 

Estas prevenciones que el Fiscal hace con honores de exigen- 
cia a todos los funcionarios que de este Centro dependen,,han d e  
ser tenjdas en cuenta en términos, tales, que si faltaran en alg6n 
sumario y en la inspección que del mismo se haga llegaran a 
observarse, ello será considerado como falta grave, comprendi- 
da en el caso séptimo del art. 119 del Reglamento, imputable al 
funcionario que lo consintió y no pidió la práctica de nuevas dili- 
gencias con revocación del auto correspondiente. 

En la pieza de prisión debe tener en cuenta el Fiscal lo pre- 
ceptuado-en los artículos 503, 504 y 529 de la ley de ~njuiciamien- 
to criminal, reformados por Real decreto de 17 de Noviembre 
último. 

El ramo de embargo ha de ser también objeto de la atención 
del Fiscal, teniendo en cuenta las hondas innovaciones que en la 
responsabilidad civil han sido introducidas por el Código. No 
basta, con arreglo a las antiguas normas, acreditar solamente la 
solvencia o insolvencia de los procesados; es indispensable ade- 
más acreditar: primero, si posee o no bienes inmuebles o un esta- 
blecimiento industrial o de comercio, a los efectos del párrafo 
primero del art. 179, en relación con el 83, del nuevo Código 
penal; segundo, si solamente cuenta como medio de vida con un 
sneldo, pensión o jornal de carácter permanente y cuál sea su 
cuantia; tercero, si trabaja en su domicilio o fuera de él por cuen- 
ta propia en cualquier profesión, arte, industria u oficio, sin de- 
pender de persona a quien pueda ordenarse una retención para 
el pago de las responsabilidades pecuniarias de la causa, acredi- 
tándose también la cuantia de los emolumentos que por ello per- 
cibe el procesado, ya que todas estas circunstancias han de ser 
tenidas en cuenta para hacer efectivas las responsabilidades 
civiles y la mu!ta, conforme a las normas de los citados articu- 
los 83 y 179 del Código penal; y si trascendentales y profundas 
son e j, más lo son todavía las referentes a la res- Stas innc 
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iidiaria, siendo poca cuanta atención ponga 
en  la considerable extensión que a la mis- 

ma da el art. 78 en sus casos primero, segundo, tercero, cuarto 
y quinto. 

Concluso el sumari rto el juicio oral, es necesario que 
el Fiscal, olvidandó cuanto tiasta aquí ha tenido solamente en 
consideración para formular sus conclusiones provisionales, s e  



dé cuenta de la profunda y trascendental reforma de la ley Penal, 
para que, de acucrdo con la misma, el Fiscal db la sensación de 
qüe no va a acusar por un delito m&, sino a un delincuente espe- 
cifico y determinado, individualizando el hecho objeto de la 
infracción, y pidiendo, en virtud del mismo, cuanto crea necesa- 
~ i o ,  con el ancho margen que el Código concede, para restable- 
cer el derecho y defender a la sociedad. 

Al redactar la primera de las conclusiones conforme al  articu- 
lo 650 de la ley de Enjuiciamiento criminal, conclusiones que en 
su dia pueden convertirse en definitivas, en vista del resultado de 
las pruebas practicadas en el juicio. concretando los hechos puni- 
bles que resulten del sumario, debe hacer constar en tal conclu- 
sión, con toda precisión y claridad, cuantos hechos jurídicos 
afecten a la calificación, a la participación que en ellos hubiere 
tenido el procesado, y los hechos determinantes de las circuns- 
tancias modificativas de la responsabilidad, y muy especialmen- 
te cuanto pueda afectar a determinar las condiciones personales 
del procesado, su conducta, temibilidad y peligro social que sus 
antecedentes revelen; al redactar la segunda de las conclusiones 
bastará que tenga en cuenta el precepto del citado art. 650, te- 
niendo muy presente que cuando la persona del ofendido por 
determinados delitos es menor de edad, la infracción cometida 
tiene una naturaleza específica, y su sancidn hay que buscarla en 
e l  tItulo XV del libro 11 del nuevo Código penal, que trata de los 
delitos cometidos contra los menores. Asimismo tendrá muy en 
cuenta el Fiscal que, segdn el art. 36, serán punibles los delitos 
.en todos los grados de ejecución a que el mismo se  refiere, y que 
cuantos preceptos contiene el capítulo 11 del título 1 del libro 1 
son de capital importancia en su estudio y aplicación al redactar 
esta conclusión. 

Al redactarse la conclusidn tercera kan de tener presentes las 
modificaciones introducidas en el nuevo Código, para determi- 
nar la participación del procesado o procesados en el hecho obje- 
to  de la calificación, y muy especialmente las importantísimas 
disposiciones de los artículos 44,46,47,48,49,50 y 52 y los casos 
d e  encubrimiento como deli o o distinto, de loc artícu- 
los 513 y 514. 

Al  formular el Fiscal la ~ión cuarta, referente a la 
determinación de las circunstancias modificativas de la responsa- 
bilidad, habrá de tener presentes las profunda's reformas llevadas 
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a cabo en el nuevo Código, en orden a la irresponsabilidad de los 



inculpados, en su doble aspecto de caucas de inimputabilidad y 
causas de justificación, asi como las de atenuación y las de agrat 
vación de la responsabilidad, estimando las atenuantes que resul- 
ten, va por las circunstancias de la infracción o ya por las condi. 
ciones del infractor, y las agravantes que aparezcan por los 
mismos motivos. TambiCn estudiará con todo cuidado las cir- 
cunstancias mixtas por las que concurran en la infraccian, o por 
las condiciones del infractor, y por iiltimo, tendrá el Fiscal muy 
presente cuanto en orden a la delincuencia habitual y predispo- 
sición para delinquir preceptiían los artículos 70 y 71 del nuevo 
Código penal. 

Y llegamos a la quinta de las conclnsiones, en la que mas se 
ha de reflejar y poner de manifiesto La aplicación del nuevo C6- 
digo penal. La fórmula de la misma, previa consulta con la tabla 
correspondiente, sin más estudio por lo general que el de los 
articulos 82 para determinar la pena principal, y el de los 53 al 63 
para las accesorias, debe tenerse por definitivamente arrincona- 
da y sustituida por aquella petición justa y proporcionada, distin- 
ta en cada caso concreto, como distinta es la infracción y el suje- 
to que la comete, con la que se procure el restablecimiento del 
derecho negado por el delito, la defensa de la sociedad y la re- 
generación del culpable. 

Tendrán para ello en consideración los seiiores Fiscales que 
el arbitrio del Tribunal para la imposición d e  la pena, aun 
cuando amplio, no es absoluto, y que a nuestro Ministerio in- 
cumbe, al  pedir la pena que corresponda, demostrar que se 
tienen en cuenta cuantos principios informan el nuevo Có- 
digo para la justa determinación en cada caso de la pena corres- 
pondiente. 

Tengan, pues, en cuenta al pedir la pena que estimen justa las 
reglas que el Código determina para la aplicación de las penas, 
según el grado de ejecución del delito, y la participación en él 
de las personas responsables regulada por los articulos 137 
a 147; las reglas establecidas para la aplicación de penas, en 
consideración a las circunstancias o condiciones modificativas de 
la responsabilidad de los artículos 148 al 157; las reglas para la 
imposición de penas en las infracciones cometidas por imprevi- 
sión, imprudencia o impericia del art. 158; de las importantes 
modificaciones que en orden a la determinación de las penas fija- 
das en el Código establecen los articulos 159 al 162, y, por último, 
cuanto el nuevo Código penal dispone, en orden a las reglas para 
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la aplicación de las penas en los casos de concurrencia de varios 
delitos en los articulos 163 y 164. 

Fijada la pena principal con cuantos datos y antecedentes 
consten del sumario, vean los señores Fiscales que han desapa- 
recido del Código las llamadas penas accesorias, que acompaiia- 
ban a otras consideradas como principales, y que regulaban los 
artículos 53 al 63 del antiguo Código penal, las cuales han sido 
Sustituidas por las medidas de seguridad, las que se aplican 
según e1 art. 90 del nuevo Código, como consecuencia de los deli- 

- 

tos o faltas, o como complemento de pena. Vemos, pues, que las 
medidas de seguridad son de dos clases: una de aplicación dis- 
crecional, como consecuencia de los delitos o faltas cometidas, y 
otras de forzosa aplicación, puesto que tienen el carácter de cum- 
plimiento de la pena; tales son la caución de conducta en el caso 
primero del art. 91, la publicación de la sentencia segdn el caso 
segundo del citado articulo y el comiso de los efectos que pro- 
vinieran del delito, según el caso tercero. 

Es también de necesaria aplicación el internamiento en un 
manicomio cuando se trata de pena grave en el caso del art. 95, 
asf como el sometimiento a la  vigilancia de la Autoridad en los 
casos del art. 96, y la expulsión de extranjeros del art. 99. 

En forma discrecional y a su prudente arbitrio, puede acor- 
darse la disolución o suspensión de las entidades o personas 
jurídicas, Sociedades, Corporaciones o Empresas, en el caso del 
art. 92; la suspensión de dichas entidades durante la tramitación 
de la causa, según el art. 93; la publicación a costa del reo de las 
sentencias condenatorias del art. 94; el internamiento en un ma- 
nicomio cuando no se trate de pena grave. según el citado articu- 
lo 95 en su párrafo segundo; la privación definitiva o temporal de 
la patria potestad o de la tutela del art. 100; la suspensi6n en el 
ejercicio de un cargo, profesión, industria u oficio o arte, en el 
caso del art. 101; el cierre definitivo o temporal del estudio o 
establecimiento fabril o comercial del art. 102; la retención en 
establecimiento especial de los delincuentes habituales o inco. 
rregibles del art. 103; el internamiento en establecimiento o Asi- 
lo especial de los alcoh6licos o toxicómanos, conforme al art. 104, 
as1 como de los vagos, con arreglo al 105; prohibición en los deli- 
tos contralas personasde que el reo vuelva al lugar en donde 
hubiese cometido el delito o en que resida la vfctima o su familia, 
consignada en el art. 106, y la declaración del peligro social que 
representa un penado cumplido, para que la Autoridad guberna- 



tiva adopte las procedentes medidas de vigilancia, conforme al, 
art. 107. 

En este momento procesal ha de tener en cuenta el Fiscal las 
prevenciones del nuevo Código penal para exigir el pago de una. 
responsabilidad civil adecuada a la restitución de la cosa, a la, 
reparación del daño causado, indemnización de perjuicios y al, 
pago de las costas procesales, pago que pierde el carácter de. 
pena accesoria que le atribuía el art. 26 del Código de 1870. En 
este caso tendrán muy presente los seflores Fiscales las profun- 
das y trascendentales innovaciones introducidas por el nuevo 
Código, en orden a la indemnizacióii de perjuicios. En el Código 
de 1870 no existían como factores de su determinación más que 
30 consignado en el párrafo 2.O del art. 124, en relación con el 123,. 
y, por consiguiente, sólo podría regularse la cuantfa de la indem- 
nización de perjuicio causado por el delito, valorándose la enti- 
dad de este por regulación del Tribunal, atendido el precio de la-, 
cosa, siempre que fuere posible y el de afección del agraviado.. 

El nuevo Código, con visión más clara de la extensión que 
debe darse al concepto de la indemnización, establece en el ar- 
ticulo 75 que la indemnización comprenderá, no solamente todos 
los perjuicios, así morales como materiales, que se hayan causa- 
do o puedan resultar en lo futuro al agraviado, sino también los: 
irrogados por razón de la infracción a su familia o a un tercero, 
determinándose en los párrafos 1.O y 2.' de tan trascendental. 
articulo lo que deben tener en cuenta los Tribunales para deter- 
minar la indemnización y qué factores han de ser tenidos en con- 
sideración cuando se trate de delitos contra la honestidad o en 
los de injuria, -calumnia y difamación. Pues estas mismas cir 
cunstancias, que han de ser tenidas en cuenta por los Tribunales. 
para fijar la extensión y limite de la indemnización de perjuicios, 
han de ser tambiCn escrupulosamente atendidas por el Fiscal 
para pedir con arreglo a las mismas, no sólo una condena decla- 
ratoria de la re~ponsabilidad civil, sino una cuantía de la misma,. 
conforme a las le1 Códis iormas d [o, tan S¿ .e apre- nuevas I 

ismo. ciadas por el mi 
Consecuente el nuevo Loaigo penal con el principio aei amplio 

arbitrio judicial, lo ha reconocido y proclamado, no solamente en. 
el delito intencional y doloso, sino también en el culposo, bastan- 
do para reconocerlo así tener en cuenta la forma en que el Códi- 
go penal de 1870 ca~iiga la imprudencia en su arta 581 y los ter, 
minos en que el art. 158 del nuevo Código regula la imposición 



.de penas en las infracciones cometidas por imprevisión, impru- 
dencia o impericia. 

Y como a nuestro Ministerio incumbe en los delitos piíblicos' 
pedir en la quinta de las conclusiones la pena correspondiente a 
,la infracción por que se proceda, bueno será que los señores Fis- 
=cales tengan en cuenta que la pena correspondiente a la infrac- 
ción culposa no es la pena inferior al  hecho malicioso constitutivo 
.de delito, si en el ejecutado mediare malicia, cuya pena se fije 
conforme a las reglas del art. 159, sino que dicha pena, con tal 
d e  que sea inferiov a la del delito intencional, y de las que pue- 
dan imponerse por razón del delito, llenará las exigencias del 
Código, cuya pena menor siempre que Csta se aplicara con am- 
plio arbitrio en la medida que se estime conveniente, cualquiera 
que sea su cuantia, pudiendo llegar, cuando la imprevisión fuese 
'leve o simple según el art. 31, a las penas de arresto o multa pre. 
vistas para las faltas, aplicándolas conforme a lo prevenido en el 
srt. 162. 

No han de ver, pues, los señores Fiscales en la modificación 
establecida por el Cddigo un deliberado propósito de agravar las 
penas con que el de 1870 castigaba el delito de imprudencia, sino 
.un margen más amplio en donde el arbitrio judicial pueda ejerci- 
tarse en bien de la justicia, bastando para convencerse de ello 
.que el castigo de la imprevisión, de la imprudencia o impericia. 
leves o simples, puede tener efectividad con arresto o multa pre- 
.vistas para las faltas, y, por tanto, que cuando el hecho, por sus 
circunstancias, lo demande y exija, pueden ser castigadas las 
infracciones culposas con penas inferiores a las establecidas en 
.el antiguo Código, teniendo en cuenta que el Fiscal, al  pedir la 
pena, y el Tribunal, al imponerla, tienen el ancho margen que les 
concede el art. 158 del nuevo Código penal. ' 

Lo que no puede subsistir es que, sistemáticamente, un delito 
d e  homicidio por imprudencia cometido por atropello de un auto- 
m6vi1, por ejemplo, se pene con el eterno un año y un dia, te. 
niendo la imprevisión, la imprudencia y la impericia extensión 
t a n  varia, que impide castigar del mismo modo al conductor de 
un automóvil, que con evidente desprecio de la vida de sus seme- 
jantes va con velocidad vertiginosa, malos frenos y peor cuidado 
por una calle llena de transeuntes, que a aquel otro que atropella 
por una imprevisión del momento. A que ambos se diferencien 
e n  su sanción ha de encaminar el Fiscal todo su celo, en cumpli- 
miento de sus altos deberes. 



Espero confiadamente que los seiíores Fiscales, respondiendo. 
a la confianza que en ellos deposita la sociedad, cumplirfin con 
los deberes que el nuevo C6digo penal les impone y acusarán re- 
cibo de la presente Circular tan pronto como llegue a su poder eB 
ejemplar de la Gaceta en que se inserte. 

Madrid, 22 de Diciembre de 1928. 

- .  

Seiíor Fiscal de la Audiencia de. .. 



R C U L  

dando instrucciones a los Fiscales sobre la aplicación del aa- 
ticulo 8." del nuevo Código penal en relación con los reos a 
quienes se hubiesen aplicado los beneficios de  la suspensi6ra 

de la condena 

El efecto retroactivo que el art. 8 . O  del Código penal atribuye 
a las leyes penales en cuanto favorezcan al reo de un delito o 
falta, si no fuere un delincuente habitual, y cuya retroactividad 
favorable es eficaz aunque al publicarse aquCllas hubiere recaido 
sentencia firme y el condenado estuviere cumpliendo condena, 
tiene para el Fiscal la exigencia de pedir la aplicación de tal 
efecto en todo caso y muy especialmente en aquel que hace refe- 
rencia al beneficio de la condena condicional. 

Derogada la ley de 17 de Marzo de 191.8 por la disposición final 
del nuevo Código penal, desde el momento en que la misma ha 
quedado en sus preceptos in,corporada al  Código en sus artícu- 
los 1% al 190, ha de estimarse que estos artículos, que forman 
parte de una ley penal, tienen efecto retroactivo en cuanto bene- 
ficien a un reo, aun cuando este se encuentre cumpliendo la con- 
dena en virtud de disposiciones de carácter penal anteriores al 
nuevó Código. 

En su virtud, si la ley de Condena condicional de 1908, en el  
caso 3 . O  de su art. 2.O, exigía como condición indispensable para 
suspender el cumplimiento de una condena que la pena consista 
en privación de libertad cuya duración no exceda de un año, y e l  
caso 3.O del art. 186 del Código amplía dicho plazo al de dos 
aiios, indudable es que esta disposición favorece al  reo de un de- 
lito al que dejaran de aplicarse los beneficios de la condena con- 
dicional por exceder la pena que se le impuso de un aiio, confor- 
me a la derogada ley de 1908, y es de indudable aplicación dicho 
caso 3.O al reo de que se trata, conforme al citado art. 8.O del nue 
vo Código penal. 



Debe, pues, el Fiscal instar la revisión de todas aquellas cau- 
sas en que el reo esté condenado, o tambiencumpliendo condena 
de privación de libertad que no exceda de dos años; y si de la 
misma resulta que concurren todas las circunstancias del art. 186 
del Códico penal y las condiciones primera, segunda y tercera 
del mismo, puede el Tribunal ampliar o no la condena condicio- 
nal, según10 estime procedente, atendiendo para ello a las circuns- 
tancias todas enumeradas en el último párrafo del citado artícu- 
lo 186; y este debe ser el criterio del Fiscal en cuanto se refiera a'  
esa manera discrecional y motivada de la aplicación de los bene- 
ficios de la condena condicional, teniendo en sus respectivos ca- 
sos muy en cuenta la limitación que a esa facultad discrecioiial 
ponen los artículos 187, 188 y 189 del citado Código penal. 

El Ministerio Fiscal cumplir& tambien con el  deber que le im- 
pone el art. 1% respecto de la  aplicación de los beneficios de la. 
condena condicional a los condenados a las penas de arresto por 
faltas que no sean contra la propiedad y que no hayan sido pena- 
dos anteriormente. 

Los seiíores Fiscales cumplirán con toda exactitud las preven - 
ciones de esta Circular, acusándome de ella el correspondiente 
recibo. 

Madrid, 19 de En ero de l! 

i Audiencia de... 



C I R C U L A R  31( 
e ,  

dando instrucciones a los Fiscales acerca de  la interpretación 
de los articulos 554 y 556 del nuevo Código penal 

El nuevo Código penal, en cric artfculos 554 al 556, castiga 
domo autor de un delito contra la salud pública al que alterare 
con cualquier mezcla nociva a la salud las bebidas o comestibles 
destinados al consumo público, o vendiere géneros corrompidos, 
o fabricare o vendiere objetos cuyo uso sea necesariamente noci- 
vo a iá salud; castiga también a los farmace?uticos, drogueros o 
iierboiarios que, sin mediar malicia, despachen medicamentos 
deteriorados o de mala calidad, o sustituyan unos por otros, o los 
despachen sin cumplir con las formalidades prescritas en las le- 
yes y Reglamentos; disposiciones que son aplicables a las demás 
personas'que se dediquen al comercio de drogas o productos quí- 
micos, a los dependientes de los farmacéuticos, drogueros o her- 
bolario~, cuando sean los culpables, sin perjuicio de la responsa- 
bilidad civil de sus principales; y asimismo el art. 808 del men- 
cionado Código penal como responsables de falta a los farma. 
céuticos que expendieren medicamentos de mala calidad; y a los 
dueños o encargados de fondas, confiterías, panaderías u otros 
establecimientos análogos que expendieren o sirvieren bebidas o 
comestibles adulterados o alterados perjudiciales a la salud, o no 
observaren en el uso y conservación de las vasijas, medidas y úti- 
les destinados al  servicio las reglas establecidas o las precaucio- 
nes convenientes. 

La simple enumeración de estas infracciones, que crean, la 
mayor parte de las veces, un desaforado afán de lucro, con evi- 
dente menosprecio del bien común y peligro de la salud pbblica, 
imponen al Fiscal el deber de dedicar a las causas que se  incoen 
con motivo de tales hechos excepcional cuidado y especial dili- 
gencia para su persecución y cistigo, éjercikndo en las mismas 



la conveniente inspección que a nuestro Mínisterio le está atri- 
buido por la ley. 

Entre las diligencias que son indispensables practicar en estos 
sumarios ha de figurar necesariamente, a más de la recogida de 
las cosas que tengan o puedan tener relación con el delito y de la  
detallada descripción que preceptúan los artfculos 334 y 335 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, la más esencial y de capital im- 
portancia M estos sqmarios, que consiste en elinforme pericial y 
análisis quimico a que se  refieren los articulas 456 y '3% de la ci- 
tadaley Procesal, ya que estas diligencias han de tener dentro 
del sumario decisiva trascendencia. Y siendo esto asi, evidente 
es que, tanto el informe pericial como el análisis químico, deben 
realizarse con exquisito cuidado y llevarse a cabo con toda dili- 
gencia .para supcema garantía de los intereses de la defensa so- 
cial y del propio inculpado, ya que la menor demora, descuido o 
negligencia en diIigencia tan importante puede, alterando el  esta- 
do de las sustancias estimadas como nocivas, comprometer el 
éxito de la investigación sumarial. 

Es  indispensable, pues, que el Fiscal solicite del Juzgado ins- 
tructor o del municipal que conozca de la falta que el reconoci- 
miento pericial o el análisis químico se practique inmediatamen- 
te después que tenga lugar la ocupación de la sustancia que 
estime como adulterada o nociva, con el fin de comprobar cuál 
fuera el verdadero estado de la misma en el momento de su ex- 
pendición o consumo, y los seiíores Fiscales tendrán muy en 
cuenta que el art. 323 de la ley Procesal hace responsable, disci- 
plinaria y criminalmente, a los Jueces de instrucción y a los mu- 
nicipales, e. >, de las faltas de celo y actividad en la for- n su  casc 

OS suma. . .. mación de 1 rios; en los casos de que se trata es falta gra. 
ve de dicha acnviaad y celo el demorar la urgentísima diligencia 
del reconocimiento y análisis de las sustancias antes referidasj 
puesto que de ellas ha de depender en gran parte el indicio ra- 
cional de criminalidad, base del procesamiento del inculpado, 
durante el  sumario, y en su día, de e la respon- 
sabilidad correspondiente. . 
. Los señores Fiscales se servir& ,L,,,. L L I I Y C U I ~ ~ O  recibo d e  

la-presente la en cuenta para su exacto cnmpli- 
miento. 

Bladrid, 26 de Unero de 1939 
JosÉ 

h Audie 



C I R C  

Instruc 
Caza de  

dandc ciones acerca de la vigencia del art. 50 de la ley 
de  1 16 de Mayo de 1902, en relaci6n con el nuevo 

Cddigo penal 

Ha suscitado dudas a distinguidos funcionarios del Ministerio 
Fiscal la aplicación que, una vez promulgado el nuevo Código 
penal. pueda corresponder en orden a su vigencia o derogación 
a l  art. 50 de la ley especial de Caza de 16 de Mayo de 1902, y como 
tal precepto legal es de constante aplicación a las infracciones 
que el mismo describe y pena, con el fin de unificar el criterio tis- 
cal en tan importante materia, los sefiores Fiscales se servirPn te- 
ner en cuenta las prevenciones que se expresan a continuación: 

El art. 558 del nuevo Código deroga todos los preceptos de ca- 
rácter penal, contenidos en leyes especiales que se hayan incor- 
porado al mismo,quedando siibsistentes en lo demás dichas leyes, 
-en cuanto no contradigan o se opongan a lo que en Cste se pre- 
viene. Es evidente, pues, que el Código penal deroga todos los 
preceptos de carácter sancionador contenidos en leyes especiales 
que se le hayan incorporado, y, por tanto, la primera cuestión 
que ha de ser resuelta en el presente caso es la de determinar si 
los preceptos contenidos en la ley especial de Caza de 1902, de ca- 
rácter penal, han sido incorporados al nuevo Código. 

El vigente Código penal castiga con referencia a la caza y a la 
pesca el hecho previsto en el art.  702, según el cual será castiga. 
do con la pena de dos meses y un día a seis meses de prisión, el 
que empleanda violencia o intimidación en las personas o fuerza 
en las cosas entrare a cazar o pescar en heredad cercada o cam- 
po vedado. Por consiguiente, sólo en el caso de que se cace o pes- 
que, empleando la violencia, la intimidación o la fuerza, prevista 
en el Código penal, se cometerá el hecho punible que dicho ar- 
ticulo 702 describe y pena, y, por tanto, como el párrafo 1.' del 
artículo 50 de la ley especial de Caza pena como delito e1 entrar en 



propiedad ajena sin permiso escrito del duefio o arrendatario, y el 
ue se coj 
xmento 
ides par: 

9 a o encuentre al  infractor con azada o azadón u otro ins- 
1, hurone 
nar o ma 

tr parecido :S, lazos, perchas, reclamos u otros ar- 
d 3 aprisioi itar la caza, manifiesto es que en modo 
alguno se ha de entender que este art. 50 se ha incorporado al ci- 
tado Código penal bajo la forma del art. 702, ya que ninguno 
de los medios a que el art. 50 de la ley de Caza se refiere, puede 
equipararse a la violencia o intimidación en las personas ni a la 
fuerza en las cosas, pues tal interpretacibn seria contraria al  ter- 
minante precepto del art. 2 . O  del nuevo Código penal. 

Puede, por tanto, afirmarse, siu posible error, que el art. 50 
de la ley de Caza en ninguno de sus párrafos ha sidoincor- 
porado al Cddigo penal vigente en su art, 702, y, por tanto, 
que dicho artículo de tal ley especial no ha sido derogado por 
este último. 

¿Pero se habrá incorporado dicho art. 50 de la ley de  Caza al  
Código penal vigente mediante la existencia del art. 830, nú. 
mero lV0? 

Incorporar una cosa a otra es agregar, unir dos o más para 
que hagan un todo y un cuerpo entre si. Evidente es, pues, que 
para que pueda estimarse incorporado el art. 50 de la ley espe- 
cial de Caza, al 830 del Código penal, debía dicho art. 50 figurar 
en el citado 830 con todos sus caracteres y propiedades en térmi- 
nos que estos caracteres y propiedades resultaran agregados y 
unidos al repetido artículo 830 del nuevo Código. Tales caracte- 
res y propiedades en modo alguno aparecen del art. 830, teniendo 
en  consideración: 

1.' La naturaleza de la infracción, ya que la que describe y 
pena el art. 50 de la  ley especial de Caza constituye, en la mayot 
parte de los casos, un delito, según la propia ley, y el hecho puni- 
ble del art. S30 lo es de una falta. 

2.O Porque dicho delito llega en la ley especial a penarse en 
caso de reincidencia hasta con dos años y cuatro meses de   re si- 
dio, enorme diferencia con la pena de multa de cinc lenta 
pesetas de la falta del art. 830; y 

3 . O  Porque no puede suponerse que el legislador IiaYa ',baja- 
do dichos delitos a una simple falta penada con la multa de cinco 
a cincuenta pesetas, sin hacerlo constar de un modo expreso, y 
sin otras características derogatorias del art. 50 de la ley especial 
de Caza, que las de entrar sin violencia a cazar o pescar en here- 
dad cerrada o campo vedado sin permiso del dueilo, circunstan- 



cias estas completamente distintas a las específicas del empleo d e  
los medios que describe y pena la ley especial de Caza. 

Y que no ha podido ser éste el pensamiento del legislador, l o  
demuestran las consecuencias que en orden a la defensa del de- 
recho a la propiedad de la caza, tendria el estimarse derogado en 
todas sus partes el art. 50 de la ley especial que lo reconoce y de- 
fiende, si en todos aquellos casos en que sin emplear violencia o 
intimidación en las personas o fuerza en las cosas, se entrare a 
cazar o pescar en heredad cerrada o campo vedado, y por faltar 
el requisito de la violencia, intimidacidn o fuerza, todas las 
demás infracciones se hubieren de castigar con la multa de cinco 
a cincuenta pesetas como falta, conforme al tan repetido articu- 
lo 830, núm. 1 . O  del nuevo C6digo penal. 

Si asise entendiera, el grave hecho de entrar a cazar en here- 
dad ceirada o campo vedado sin permiso del dueño con azada o 
azadón u otro instrumento parecido, lazos, hurones, perchas, re- 
clamos u otros ardides para aprisionar o matar la caza, hecho 
que con arreglo al art. 50 de la ley especial es constitutivo de de- 
lito, que puede ser penado con cuatro meses de arresto y castiga- 
do cuando el reo sea dos o más veces reincidente con pena que 
puede llegar a dos afios de presidio, no tendría otra sanci6n que 
la levisima de una multa de cinco a cincuenta pesetas; que esta 
misma multa tendrían únicamente los que solos o en cuadrilla en- 
traren a cazar conperros o armas de fuegoenpropiedad particular 
sin permiso escrito de su dueño o arrendatario, hecho que esta pe- 
nado en la ley especial con la multa a cada cazador de 50 pesetas 
por la primera vez, con la de 100 por la segunda, y si lo hacen por 
tercera vez, el hecho sera constitutivo de delito p castigado el in- 
fractor con pena que puede llegar hasta cuatro meses de arresto; 
y, por último, el hecho de dedicarse los cazadores a la caza mayor 

. en las circunstancias antedichas, lo considera la ley especial como 
un delito de hurto; y de prevalecer el criterio de entenderse de- 
rogado el art. 50, tantas veces citado, el hecho de cazar una res 
en un coto dedicado a caza mayor, no tendria otra sanción que la 
multa de cinco a cincuenta pesetas del tan repetido art. 830 del 
duevo Código penal, y todo ello equivaldria a dejar indefenso el 
defecho de propiedad a la caza, establecido en favor de aquCllos 
a quienes corresponde con arreglo a la ley. 

Ha de estimarse, pues, que no habiéndose incorporado al nue- 
io Código penal, debe estimarse no derogado, y, por lo tanto, vi- 
gente el art. 50 de la ley de 15 de Mago de 1902, debiendo los se- 



*ores Fiscales, al pedir la pena correspondiente, tener en cuenta 
las disposiciones de los artículos 87, 108, 109 y demás de general 
aplicación del nuevo Código penal, sirviendose prestar a la pre. 
sente Circular el mas exacto cumplimiento y acusar de la misma 
el correspondiente recibo. 

Madrid. 30 de Abril de 1929. 

seflor Fiscal de la Audiencia dc 



C I R C U L A R  

acerca d e  la observancia de los articulos 105, 107, 108, 109 y 
110 del Reglamento del Estatuto fiscal 

Habiendo llegado a mi conocimiento por las Memorias que el 
Inspector Fiscal eleva al Consejo como resultado de sus visitas 
ordinarias a las Fiscalías de las Audiencias, que en muchas de 
ellas no se presta el debido cumplimiento a las disposiciones del 
Reglamento del Estatuto en cuanto se refiere a la forma y mane- 
r a  de llevar los libros-registros que menciona el art. 105 del 
mismo, y, de igual modo, a lo que ordenan los artículos 107, 103. 
109 y 110 respecto a las carpetas, encarezco a V. S. su  más exac- . 
to cumplimiento, no s610 porque así lo exige la buena marcha de 
esa dependencia, si que tambiCn por el mal ejemplo que supone 
la falta de observancia de preceptos reglamentarios por los que, 
por raz6n de su Ministerio, son los encargados precisamente de 
velar por el exacto cumplimiento de las leyes y reglamentos. 

En su virtud, V. S., cumpliendo con el deber que le impone 
el art. 106 del citado Reglamento, colilprobará con frecuencia s i  
los asientos en los libros están al corriente y examinará con es- 
pecial cuidado todos los meses los libros números 2 ,3  y 4 ha- 
ciendo cuanto en aquél se dispone, sin perjuicio de que si por 
alguno de sus auxiliares se incidiese en el retraso de los asun- 
tos que le tiene encomendados, lo corrija disciplinariamente por 
su negligencia como incurso en el núm. 7.' del art. 119 y en uso 
de las facultades que le confieren los articulos 116 y 121 del mis- 
mo, y, en su caso, aplicando la sanción que establece el último 
párrafo del art. 37 del Estatuto. 

De igual modo cuidará que las carpetas contengan todas las 
anotaciones comprensivas de los diversos tramites por que haya 
pasado el  sumario a que se refieren, visando en todo caso el 
proyecto de calificaci6n, aunque Csta se haya formulado de 
acuerdo con sus instrucciones, y, por último, disponiendo-si aún 



no lo estuviesen-sean clasificadas en el modo y forma que setia- 
la el citado art. 110 del Reglamento. 

El que suscribe, confía en que, penetrado V. S. de la necesi- 
dad de que los preceptos antes citados no sean puramente for  - 
mularios, extremará su celo para su más exacto cumplimiento y 
evitará con ello las correcciones a que pudiera dar lugar su  
omisión, sirviendose acusar recibo de la presente. 

Madrid, 1." de Mayo de 1929. - 

scal de la Audiencia de. .. 



dando instrucciones a los Fiscales acerca d e i a  Pnterpretaetón 
de los artículos 179, 180 y 181 del vigente Código penal 

La aplicación de las disposiciones contenidas en los articulas 
179, 180 y 181 del vigente Código penal, ha suscitado dudas en 
.algunos de los seííores Fiscales, las que han sido conocidas por 
virtud de consultas elevadas a esta Fiscalía; y como las mismas 
pueden suscitarse en otros funcionarios dependientes de éste 
Centro, con el fin de unificar el criterio fiscal en tan importantes 
cuestiones, serán tenidas en cuenta las prevenciones siguientes: 

Según el párrafo 1." del art. 857 reformado, del vigente Códi- 
go penal, para juzgar las infracciones cometidas antes d e  la pu. 
blicación de este en la Gaceta de Madrid, se aplicarán, aunque 
e l  fallo sea posterior al  31 de Diciembre último, los preceptos del 
Código derogado; pero si los del nuevo fuesen más beneficiosos 
para el reo, y la sentencia o el auto de sobreseimiento recayesen 
despues de la fecha expresada, serán Cstos los aplicados. Tenien- 
do  en cuenta esta disposición y tratándose en el caso a que las 
consultas se refieren, de un delito cometido antes de haberse pu- 
blicado el vigente Código penal y fallado después del 31 de Di- 
ciembre, la única cuestión a resolver consiste en determinar si 
las disposiciones del nuevo Código, en orden a la responsabili- 
dad regulada por los artículos 179,180 y 181, son más beneficio- 
.sas para el reo que las que establecía en orden a dichas respon- 
sabilidades el Código de 1870, en cuyo caso han de ser aplicadas 
para hacerlas efectivas las disposiciones del nuevo Código 
penal. 

Una de las más trascendentales reformas y más justas Ileva- 
das a cabo por el Código penal vigente en orden a las responsa- 
bilidades nacidas por insolvencia de la multa y de la responsabi- 
lidad civil por indemnización de perjuicios, es la de evitar se 
desvirtúen estas responsabilidades pecuniarias, convirtiéndolas 



en todo caso en pena personal para los insolventes, estableeienr 
do, por tanto, en orden a dichas~responsabilidades una diferen- 
cia sustancial entre pobres y ricos. 

Es, pues, manifiesto que las disposiciones del art. 179 del nue - 
vo Código regulando la forma en que la multa ha de ser satisfe- 
cha, las consideraciones que guarda al penado para evitar su 
ruina, la mesura en la cuantía de la retención cuando se trate de 
un reo que no cueiita con otros medios de vidaque un sueldo, pen- 
sión ojornal, y todas las demas reglas que el citado art. 179 es- 
tablece, son altamente beneficiosas al reo, comparadas con las 
disposiciones del antiguo Código penal, en las que, sin conside: 
raci6n alguna a la situación económica de éste, se  procedía a. 
hacerla efectiva por la vía de apremio en el caso de que tuviera 
bienes, y por insolvencia del reo en todo caso, a hacer efectiva 
la  responsabilidad penal subsidiaria del art. 50. Y como las mis- 
mas disposiciones que regulan la efectividad de la multa, rigen 
para hacer efectiva la indemnización civil acordada por el Tri. 
bunal sentenciador en pago de dafios y perjuicios, seghn el a r  
tículo 181 del nuevo Código, es forzoso concluir afirmando que 
10s preceptos del nuevo Código penal para hacer efectiva la res- 
ponsabilidad civil por indemnización de perjuicios, son más be- 
neficiosos al reo que las disposiciones del Código derogado 
de 1870 y,  por tanto, que estas disposiciones del vigente Código 
deberán ser aplicadas sin que pueda oponerse a tal afirmación lo 
dispuesto en el art. 180 del nuevo Código, ya que éste sólo puede 
ser aplicado en los casos extremos a que el mismo se refiere, p 
nunca como responsabilidad personal subsidiaria, sino en c o w  
cepto de sanción por incumplimiento de condena, conceptos más 
beneficiosos para el reo que los de la responsabilidad personal 
del art. 50 del derogado Código penal, aplicable a todos los casos 
en que la insolvencia fuera manifiesta y sin consideración alguna 
a la situación económica y personal del condenado; máxime te - 
niéndose siempre en cuenta que la reclusión en el correspon - 
diente establecimiento para cumplir lo mandado en el art. 180; no 
podrk exceder nunca en perjuicio del reo que delinquió, vigente 
el Código de 1870, de las limitaciones marcadas por el art. 50 del 
mismo en sus reglas La, 2.a y 3.a, y así debe sostenerlo el Fiscal 
llegado el caso a que el citado artículo se refiere. 

Lo que no puede sostenerse e s  que el Código penal de. 1870 
por estar derogado, y el vigente por no ser aplicable, coloque a l  
juzgador en situación de no poder aplicar ninguno de los dos, g 

9 



al reo én condiciones de' pagar solamente cuando mejore de for- 
tuna sin sujeción a norma legal. 
¿Y cómo se procederá cuandd el reo no se encuentre com- 

prendido. en ninguna da las reglas que los artículos 179 y 181 es- 
tablecen para hacer efectivas la pena de multa y la de indetnni- 
ración civil a que el mismo se refiere? 

Manifiesto es que no puede darse interpretación extensiva a 
los preceptos de los artículos 179 y 180 del Código penal por pro- 
&birlo de modo expreso el art. 2.- de dicho Cuerpo legal. Si el 
reo condenado a la pena de multa no está comprendido en nin- 
guna de las reglas del art. 179, no hay posibilidad legal de que 
esa pena se cumpla conforme a otras reglas distintas, ya que 
dicho articulo de un modo terminante preceptiía que cla pena de 
multa se cumplirá pagando la cantidad a que ascienda dentro 
del plazo señalado por el Tribunal, conforme a las siguientes re- 
g l a s ~  que el mismo establece. 

Si, pues, el reo no posee bienes inmuebles propios, o un esta- 
blecimiento industrial o de comercio, ni sueldo, pensión o jorna- 
de carzicter permanente, ni trabaja en su domicilio o fuera de él 
por cuentapropia en cualquier profesión, arte, industria u oficio; 
si dicho reo no ha sido condenado al mismo tiempo a pena de 
privación de libertad, pagando la multa en cuanto sea posible 
con el producto del trabajo a que se le dedique mientras esté 
preso, ni fuese declarado vago en la sentencia, manifiesto es que 
l a  pena de multa a que fuese condenado el reo no podrá cumplir- 
se en ninguna de las formas que el Código determina; y como 
el art. 180 habrá también de interpretarse restrictivamente y 
aplicarse finicamente a los casos previstos en el mismo, es evi- 
dente que entonces la pena de multa se  cumplirá cuando el reo 

aya que respons 

se coloque en alqunas de las condiciones a que se refieren los ar-  
ticulos 179 y 180, procediéndose entonces a su ejecución. si no 
hubiese prescrito la acción para pedirla conforme al art. 201 del 
vigente Código penal. 

Y vamos al caso en que h a- 
bilidad civil en pago de daños y perji 

Según el art. 181 del tan repetido Código penal Vigente, para 
hacer efectiva la indemnización civil acordada por el Tribunal 
sentenciador en pago de danos o perjuicios a la víctima del deli. 
to o a sus herederos, cuando el condenado a ella no la satisfaga 
desde luego, se observarán las mismas normas establecidas 
para la multa. 



Cuanto se ha dicho, pues, anteriormente como norma para 
hacer efectiva la pena de multa, téngase aqui por reproducido. 
cuando se trate de hacer efectiva la indemnización civil en pago 
de daños o perjuicios; y cuando el condenado al pago no se  en- 
cuentre comprendido en ninguna de las reglas del art. 179 ni 180. 
ya citados, se esperará para hacerla efectiva a que se encuentre 
comprendido el reo en alguno de los casos a que los mismos se  
'refieren, y entonces se procedera a hacer efectivo el pago de tal 
indemnización, conforme a Las normas establecidas para la mul- 
ta, si antes no hubiese quedado extinguida la acción para hacer 
efectiva la responsabilidad civil, teniéndose en cuenta el1 este 
caso que tal responsabilidad, nacida de delitos o faltas, se  extin- 
gue del mismo modo que las demás obli~aciones con sujeción a 
las reglas del Derecho civil, se6 irt. 209 del vigen- 
te Código penal. 

Sirvasev. S. acusar recibo de la presente Circular y proceder 
a su más exacto cumpii 

Madrid, 1 . O  de Mayo 

JosÉ OPPELT 

Sefior Fiscal de la Audiencia de  . . . 



I R C U  

struccioi mes acer . . .dando in ca de  la nci6n de  los Fiscales 
e n  las Intracciones a e  los articulos avz y 819 del C6dino Penal 

I interve 
- -a,. -~ 

Un he1 
le los sit 
nanifiest 

reciente 
ha venid 
:o penal 

iho odios" ~=,,gnante realizado mente en uno 
a c ios más centricos de esta Corte ! lo a poner de 
r o el acierto con que en el Códig se sancionan 
.como irifracciones criminales determinadas acciones, revelado- 
r a s  de un grado d .ra granc .na falta de respeto no 
menor a la liberta onalidad emejantes. Me refiero. 

e incultu 
.d y pers 

l e y  deu 
L de los s 
* . m . .  a la falta que sanciona ei art. 819 aei ~ o a i g o  penal, y habré de 

aludir también al  8G2 del mismo Cuerpo legal. 
Dice el art. 819: El que, aun con propósito de galantería, se di- 

rigiese a una mujer con gestos, ademanes o frases groseras o 
chabacanas, o la asedie con insistencia molesta de palabra o por 
escrito, será castigado con la pena de arresto de cinco a veinte 
días, o multa de 50 a ,500 pesetas. Y preceptiía el art. 802 que 
,será castigado con la multa de 5 a 500 pesetas el uso ilícito de ar- 
mas g la tenencia de las que esten prohibidas cuando el hecho 
no resulte comprendido en el art. 542 del mismo Código o en dis- 
qosiciones legales especiales. 

La claridad de ambos preceptos excusa todo comentario, de- 
~biéndose tener presente e z  cuanto a1 iíltimo que en él están com- 
prendidas las armas blancas que no sean de aplicación a usos do- 
mésticos; y no es necesario siquiera encomiar, pues salta a la vis- 
ta, la eficacia de tal disposición para evítar muchos hechos puni- 
Mes de mayor gravedad. 

De nada servirán ambos preceptos legales si no se procura su 
observancia, cumplimiento y aplicación estricta. 

Sin perjuicio de la acción que en la materia compete a Ia Au- 
toridad gubernativa y a los Agentes todos de Policía judicial, al 
Ministerio Fiscal, cuya misión esencial es velar por la observan- 
c ia  de las leyes, promover la acción de la justicia en cuanto con- 



cierne a l  interbs pbblico, procurando siempre imparcialmente eD 
mantenimiento del orden jurídico y la satisfacción del interés so-. 
cial, le corresponde en el presente caso intervenir activa y celo- 
samente para que cuantos casos ocurran de aquellos a que se re- 
fieren los antes citados artículos del Código penal tengan la justa 
y debida sanción, a cuyo tin cuidara V. S. de interponer o hacer 
que se interpongan las acciones procedentes. 

Los sefiores Fiscales se servirán manifestarse enterados de lar 
bf&ente Cifcular al  siguiente día de haber llegádo a su poder'el, 
número de la Gaceta en que se  inserte, y cuidarán de interesar sut 
publicación en el Boletl~z oficial de la provincia respectiva para, 
conocímiento tambiéri y cumplimiento de los seaores Fiscales 
municipales. 
_ Madrid, 18 de Julio de 1929. 

r 
Seflor Fiscal de la Audiencia de.. . 



C I R C U L A R  

dando instrucciones a los Fiscales acerca d e  s u  intervención en 
los sumarios por usurpación o defraudación de la propiedad 

industrial 

Ha llegado a noticia del Consejo judicial que en algunos suma- 
rios instruidos por hechos (análogos entre si) que pudieran cons- 
tituir defraudación de la propiedad industrial. ha sido divergente 
y aun contradictorio el criterio de los distintos Jueces y Tribuna- 
les que de aquéllos han conocido, respecto de cuestiones de tanta 
transcendencia como son: la de si el carácter punible del hecho 
.queda eliminado por la circunstancia de que el presunto defrau - 
dador lo realizase al amparo de una patente obtenida con poste- 
rioridad a la del querellante; y la de cuales sean las medidas de 
protección que, en el mismo caso de duplicidad d? patentes, de- 
ban acordarse en favor del presunto perjudicado, en cumplimien- 
,to del art. 13 de la ley de Enjuiciamiento criminal en relación coa 
el  135 de la ley de Propiedad industrial vigente. 

Importa, por el prestigio de nuestro Ministerio y para la efica- 
cia de sus funciones, fijar, respecto de los extremos aludidos, un 
criterio constante que tienda a evitar, en pro de la recta aplica. 
ción de la ley, que en las resoluciones judiciales se produzcan 
disparidades como las anteriormente indicadas; y para ello, de- 
berá V. S. tener presente, en primer liigar que, teniendo en cuen- 
ta la naturaleza, carácter y finalidad que, según los principios 
que  informan nuestra legislación, tienen la concesión y registro 
d e  patentes, la circunstancia de haber conseguido una sobre lo 
mismo que fu6 ya objeto de otra anterior, no es bastante, por s i  
sola, para excluir el dolo, presumible en quien realiza actos lesi- 
vos de un derecho preexistente de propiedad industrial; y en se- 
gundo término, que las medidas de protección del perjudicado. 
adoptables en tal caso de duplicidad de patentes, estan perfecta- 
mente determinadas en el art. 39 del Reglamento de 15 de Enero 



de 1924 (Gaceta del 24) y de las Reales ordenes de 2 de Abril d e  
1903 (Gaceta del 16 de Junio) y de 17 de Abril de 19S6 (Gaceta del 
23), concordantes con el art. 287 del Real decreto-ley de 26 de Ju. 
lío dltimo (Gaceta del 30) que empezará a regir el 15 de Septkm- 
bre pr6ximo. 

Sírvase V. S. comunicarme haber quedado enterado de la pre- 
sente. 

Madrid, 3 de Agosto de  1929. 

El Rlscal Interina, 
MANUEL POLO Y PÉREZ 

Señor Fiscal de la Audiencia de . .. 



A P B N D I C E  TERCERO 

Algunas instrucciones especiales 
dadas a los Fiscales de las Audiencias 



--J., 

Sobre si procede o no ia terminación de un sumario ante la no 
devolución de comisión rogatoria dirigida a un Juez ex- 
tranj ero. 

arece qu 
ltas vecc 

de ellas 
V. S. se 

;unta de 
dé por 1 
-. 

' si presa 
concluso 

. Recibida la consulta de V. S. en que transcribe el oficio del 
Juez de instrucción de esa capital. referente a la no lograda de- 
volución de cuatro comisiones rogatorias dirigidas al Juez de 
Oloron (Francia) para que se reciba declaración a uno de los pro- 
cesados en causa núm, 80 del afio 1921, alguna i en fecha 
de 11 de Junio iiltimo, enviada por conducto de gún afir- 
ma el Juez. 

Y cuya consulta circunscribe V. S., a la prel 
cindiendo de esa comisión rogatoria solicita s e  
el sumario dando a los autos el curso correspondiente. 

AP !e las diligencias solicitadas en la comisión rogato- 
ria tar :S reproducidas, fueron interesadas por esa Fisca- 
lia, la que en Junta celebrada para tratar de la cuestión que el 
oticio del Juez plantea, acordó la absoluta necesidad de que se 
llevase a cumplimiento lo que en la comisión rogatoria se indica- 
ba, con estos elementos es obvio que no está V. S. en el caso del 
articulo 622, párrafo 2 . O  de la ley procesal. 

Por el contrario, a todo evento ha de procurarse el campli- 
miento de diligencias que, según se afirma, son de tan capital in- 
teres para el sumario, y a ello le obliga a V. S. el texto de los niT- 
meros 12 y 15 del art. 2.O del Real decreto de 21 de Junio de 1926, 
orgánico dc nuestro Ministerio. 

No es un exhorto para recibir declaración sobre presuntas res- 
ponsabilidades y para pedir testimonios de sentencias, el docu- 
mento a que se refiere el art. 14 del Convenio de extradición ce. 
lebrado con Francia el 14 de Diciembre de 1877 y por ello no de- 
bió V. S. aceptar el curso de dicho exhorto, que tiene arreglado 
su modo de cursarse por los artfculos 193 de la ley de Enjuicia 
miento criminal y 13 del repetido Tratado de extradici6n con la 
nación francesa, ya que exclusivamente para el caso indicado 
parece admitido que pueda cursarse directamente al Ministerio 



pñblico del lugar de la residencia del que ha de ser notificado. 
Respecto a la copia de la resolución o sentencia recaida, debe- 

rá haber sido comunicada a nuestro Ministerio de Estado y por  
este al de Gracia y Justicia en cumplimiento del tratado interna- 
sionalde 12 de Marzp de 1% (Gaceta del 19). 
: Deberá, pues, V. S. instar la reproducción de esa comisión roe 

gatoria adoptando todas las garantias y seguridades precisas 
para tener la certeza de que llega a la Presidencia de la Audien- 
cia y la que de Csta sale con análogas garantias para el Ministerio 
de,Gracia y Justicia, haciCndose constar en las exposiciones res- 
pectivas el perjuicio que el curso del sumario sufre por la demo- 
ra, comunicando a esta Fiscalía la salida de la comisión regatoria 
para el Ministerio. 

Si perjuicio de solicitarlo en el exhorto, tambitn deberá'v. S. 
pedir que se eleva exposición al Excmo. Sr. Ministro de Gracia y 
Justicia para que si ha recibido copia testimoniada de l a  senten 
cia recaída en Francia contra la Hoz, ordene la expedición de co- 
pia para su unión al sumario. 

Además de todo ello, cuidará V. E., dado el conocimiento que 
ha de tener de ese sumario y las circunstancias del reo, de hacer 
las peticiones que fueren precedentes, para no dilatar indebida- 
mente, siempre dentro de las garantias procesales, la situacion 
del mismo, gravada por estas dilaciones en el diligendo que a na- 
die, pero menos a él, pueden ser imputables. 

,Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 8 de Septiembre de 1928. 

&ñor Fiscal de la Audiencia de ... 



Sobre aplicacion del Real decreto de Indulto 
de 8 de  Septiembre de 1928 

Contestando a la consulta formulada por V. S. en su escrito 
de 19 del corriente, tenga en cuenta que la pena de un aflo ocho 
meses y veintiún dias a que la misma se refiere, se liquidará con 
la aplicación del Real decreto de indulto de 8 del presente mes en 

.ma partt : conforr 

de un ai 
los pan 

la forma siguiente: 
Primero. Rebajz rafo 2.O d d  

articulo 7.' 
Segundo. Del resto, como está cc o a mas 10, 

indultarle de  la fracción de meses y iforme a ra- 
fos lea y 2 . O  del art. 9.O 

Tercero. De lo que quede, abonar al penado la prisión p r e  . 
ventiva sufrida en su totalidad rectificando la Iiquidac 

Dios guarde a V. S. muchos afios. 
M de 1928. 

Seflor Fiscal de la Audiencia de .., 



Sobre la mis 
. . .  

:ría que laanterior  

- Se ha recibido en esta Fiscalia su escrito de 19 del corriente, y 
en la aplicación del Real decreto de indulto de 8 del presente mes, 
tenga ex las siguientes prevenciones. 

Prim art. 9 . O  del Real decreto de indult risim o 
1 cuenta 
era. El .. . . .y no necesita interpretación. Por t l  se concede indulto a e  las frac- 

ciones de tiempo a que el mismo se refiere ndemás de la rebaja 
de la décima parte que a todo condenado conceden los párra- 
for 1.O. 2.O y 3 . O  del art. 7.O del Real decreto citado. sea cualquiera 
la duración de la pena impuesta. 

En el caso, pues, consultado por V. S. :ará, al penado 
primeramente los beneficios del art. 7.O y adernds los del art. 9 O 

Entienda, pues, V. S. que los con( a más de un afio, lo se- 
rán aquellos que en la sentencia iva se les imponga esa 
condena, y éstos serán indultados a e  los meses y días que exce. 

ienados 
respecti 
. ~.- .~ 

dan del número de afios completos después de rebajar al penado 
en la liquidación respectiva la dtcima parte conforme al art. 7 . O  

Segunda. Tenga en cuenta, cuando en una misma sentencia 
se condena por varios delitos, lo prevenido en la Real orden de 19 
del corriente, n6m. 877. 

Tercera. Tenga también en cuenta. cuando se trate de aplicar 
el indulto a las penas de arresto y multa, lo mandado en la Real 
orden de la misma fecha, núm. 876. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 24 de Septiembre de 1928 

Señor Fiscal de la Audiencia de ... 



Sobre apiicacldii tiel náih. 5.O 'del hrt. 531 del Código penal 

Ilmo. Sr.: 

Se ha recibido en esta Fiscalía su escrito de consulta fecha 18 
del actual, y para resolver en cada caso sobre la aplicaci6n del 
ndmero 5.O del art. 531 del C6digo penal, tenga en cuenta lo re- 
suelto por el Tribunal Supremo en sentencias de 18 y 31 de Di- 
ciembre de 1907,2 de Enc de 1909 y 28 de  
Juiio de 1911, entre otras 
' Dios guarde a V. S. mucnos anos. 

Madrid, 27 de Septiembre de 1928. 

Febrero 

Seflor Fiscal de la Audiencia de ... 



Sobre apiicación del  Roal decreh de4ndatts . ; 
de 8 de Septiembre de 1928 

. redaccic 
tés de ap' 
I" d.. .." 

os benefi 
e relació 

6 .  

Se ha recibido en este Centro la consulta formulada por V. S. 
para la aplicación de 11 cios del Real dec 3 de Sep- 
tiembre en cuanto hac n con lo dispuestt *t. 9.O del 
mismo. 

La 5n de este articulo es clara y precisa; por tanto, si 
despk licado el indulto otorgado a los condenados a penas 
de m h ~  uc uu año, les quedan fracciones de meses y dfas, han de 
ser indultados de estas fraccio ieses y días, que excedan 
del número de afios completos, 

Siendo los años completos de 365 días, doce meses a treinta 
dfas, cada uno. son 360; y, por tanto, en el caso consultado por 
V. S., como al penado despues de aplicarle los beneficios del ar-  
ticulo 7P, le quedan por cumplir dos años, doce meses y un dfa, 
el mismo debe ser indultado de , que ex- 
ceden del número de afios com 

Dios guarde a V. S. muchos 
Madrid, 2 de Octubre de 1928. 

: los doce 
pletos. 
S años. 

: meses y un dfa 

<: ., 

SetIor Fiscal de 1aAudiencia. de ..: . . ' . t .  ..., . 



Sobre la.misma materia que el anterior 

Contestando a la consulta formulada por V. S., tenga en cuen- 
ta las siguientes prevenciones en la aplicación del indulto de que 
se trata: 

La duración de las penas impuestas al condenado, ha de esti- 
marse en cuarenta años, como base para la liquidación; y tanto 
la cadena perpetua como la temporal, quedarán convertidas en  
reclusión; la perpetua, de treinta años (art. 6.O) y los diez y siete 
ailos, cuatro meses y un día de cadena temporal, quedarán redu- 
cidos a diez años. para que nunca pase la totalidad de la pena de 
los cuarenta, conforme a la regla 2.a del art. 89 del vigente Códi- 
go penal. 
' 

De estos cuarenta años de reclusión, hay que bajar la decima 
parte, conforme a los artfculos 6.O y 7." del Real decreto de 8 de  
Septiembre último; además lo que haya correspondido en bene- 
ficio del reo, por la aplicación de los indultos de 1924, 1926 y 19% 
además las fracciones de meses y días que la condena resulten. 
después de aplicado el indulto de la décima parte, segúnel art. 9.O; 
y, por último, todo el tiempo de prisión preventiva sufrida por el  
condenado, según el art. 10. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 3 de Octubre de 1938. 

r Fiscal de la Audiencia de ... 



Sobre aplicación de los benelclos de l a  snspensión de la con- 
dena -a los sentenciados antes de l a  vigencia del nuevo 
C6digo. 

Ilmo. Sr.: 
Consulta esa Fiscalia a este Centro si son aplicables por efec- 

to retroactivo, según el att.  8." del nuevo Código penal, antes de 
la  plena vigencia de éste, los beneficios de suspensión de conde: 
na, en los casos en que ésta no llegue a dos años de prisión. Esa 
Fiscalia se pronuncia por la afirmativa, por entender que desde 
que se cumplieron los veinte dfas de la publicación en la Gaceta 
del nuevo Código penal, sin esperar al 1.O de Enero próximo, pue- 
den aplicarse en beneficio de  un reo las disposiciones de su a r  - 
ticulo 8.O, una de las cuales es la del art. 186, que reconoce la po. 
sibilidad de la suspensión de las condenas, cuando la pena con - 
sista en reclusión o prisión que no exceda de dos años. 

Debe tenerse en cuenta por esa Fiscalia el terminante precep- 
to del art. 6.' del nuevo Código penal, según el que .las leyes pe- 
nales obligarán a los veinte dias de su promulgación si en ellas no 
se dispone otra cosa, entendigndose hecha la promulgación el dia 
en que termine la inserción de la ley en la Gaceta,. 

Evidente es que con arreglo a este precepto es ley general que 
las leyes penales obligan como tales, a los veinte días de su pro- 
mulgación, pero debe V. 1. tener en cuenta que en el mismo a r  . 
ticulo se consigna la excepción, que consiste en expresar *si en 
ellas no se dispone otra cosa,. Y como el Real decreto.ley de 8 de 
Septiembre último, ordenando la publicación del nuevo Cóbigo 
penal, preceptúa que el mismo empezará a regir como ley del 
Reino el 1.O de Enero de 1929, hasta que lltgue esta fecha, sus 
preceptos no obligan como ley penal. 

A esta interpretación no puede oponerse que el Decreto-ley de 
indulto de 8 de Septiembre último tenga en cuenta disposiciones 
del nuevo Código penal, para aplicar a los reos determinados be- 
neficios, por que éstos no nacen de la aplicación del art. 8.O del 
mismo Código, sino de dicha soberana disposición, que ha regu - 



lado los beneficios que en concepto de indulto han de gozar los 
procesados y penados comprendidos en el mencionado Real de- 
creto.ley. 

Dios guarde a V. 1. muchos años. 
Madrid, 20 de Octubre de 1928. 

Señor Fiscal de la Audiencia de .  .. 



Sobre  si el  hecho de inscribir como legitimo un niño que 'no 
era hijo de los que lo pretendian es constitutivo de dellto 
de falsedad. 

Excmo. Sr.: 

Contestando a la consulta por V. E., sirvase tener en cuenta 
'las siguientes observaciones: 

Tanto en el Código penal de  1870, como en el nuevo que empe- 
zará a regir en 1.O de Enero, para que se entienda cometido el de- 
lito de suposición de partos, tiene necesariamente que concurrir 
el hecho de fingir una mujer como parido por ella el hijo nacido 
d e  otra, quedando tal delito consumado con que la ficción se rea - 
lice por hechos materiales que revistan el engaiío. Si éste no ha 
existido, según la consulta, el delito de suposición de parto no se  
ha cometido en la causa de referencia. 

Existe un delito de falsedad, comprendido en el art. 315, en re- 
lación con el párrafo 4.O del 314 del vigente C6dig0, en el hecho 
d e  comparecer . . . . con anuencia de su esposa en el Registro ci- 
vil del Distrito de la Universidad e inscribir en el mismo como 
hijo legítimo de ambos al niiío que diera a luz . . . . 

Estima V. E., dada la resultancia de la causa, que no cabe 
atribuir a los procesados por este delito propósito algcno de lucro 
inmediato; que teniendo en cuenta los favorables antecedentes de 
los mismos, seria ilógico atribuirles los de una explotación en lo 
porvenir, no siendo razonable aceptar dafíada intención como es. 
~fmulo ,  ni perjuicio ni provecho de otro, y que pensando sensata- 
mente, han de atribuirse los hechos que se imputan a los procesa- 
dos a sentimientos de altruismo, conjuntamente con anhelos de 
una procreación que no ha llegado o en la que quizás se des- 
espera. 

Aplaudo el celo de V. E. al  formular su consulta y comparte 
este Centro con esa Fiscalía las opiniones formuladas, en orden 
a los fines que se propusieron los procesados al faltar a la verdad 
e n  la narración de los hechos, e inscribir el nacimiento del hijo 
dado a luz por . . . . como hijo legítimo de los procesados; pero es 



nasiado grave y trascendental en este caso afirmar que en e) 
esta falsedad no existe perjuiciopara tercero.Desde el momen- 
lue tal recitn nacido adquiere, mediante la falsedad cometida 
:ondición de hijo legitimo de los procesados, es evidente que  

tal hecho se ha ejecutado en perjuicio de los derechos que corres- 
ponden a los dem8s parientes que los tengan a suceder por testa- 
mento o abintestato a los procesados, y evidente es también que 
cuánta honra y preeminencia adquiere ese recién nacido en vir- 
tud de la falsedad, están adquiridas con posible y tal vez mani- 
fiesto perjuicio de terceras personas. En su virtud. como no es  
claro y manifiesto en este caso, que el mismo se encuentre com- 
prendido en las prescripciones del art. 383 del nuevo Cddigo pe. 
nal en relación con el caso 7.O del art. la0 del Real decreto de in- 
dulto de 8 de Septiembre iíltimo, debe V. E. estimarlo así y acu- 
sar a los procesados por el delito de falsedad para que, depurados 
en el juicio correspondiente cuantos extremos sean necesarios al  
e n ~ p l e t o  esclarecimiento de los hechos, pueda recaer en esta cau- 

a justa y procedrnte sentencia. 

Dios guarde a V. E. muchos aiíos, 
Madrid, 

;cal de la Audiencia de . 



:Sobre apllcaciói 

Contestando a la cons nulada por V. S., sirvase tener 
en cuenta que, para que el Fiscal pueda, con arreglo a la ley, de- 
sistir de la acción penal correspondiente, aplicando el art. 1.O del 
Real decreto de indulto de 8 d e  Septiembre último, en su  
.caso 7.O, en relación con el art. 383 del nuevo Código penal, es in- 
dispensable que de un modo claro y patente el delito de falsedad 
por que se proceda se encuentre comprendido en dicho are. 383. 
Y como de los hechos que constan de la calificación aparece que 
la falsificaci6n Dor que se procede se llev6 a cabo don el fin de 
realizar el acuerdo entre arrendadora y arrendatario para desalo- 
,jar el chalet de que se trata; sin ejercer acción directa contra los 
que lo habitaban, que eran la madre, hermanos y demás familia- 
.res del arrendatario, es manifiesto que dicha falsificación se llevó 
.a cabo con la dañada intención de perjudicar con el lanzamiento 
acordado a los moradores del chalet objeto del desahucio. 

Debe, pues, V. S. considerar que esa falsedad es  punible aun 
teniendo en cuenta lo preceptuado en el art. 383 del nuevo Código 
penal y mantener la acusación para que el 'hecho y sus circuns- 
tancias sean depurados en el juicio correspondiente y resuelto en 
da sentencia con arreglo a derecho. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 25 de Octubre de 1928. 

ir Fiscal de la Audiencia de .,., 
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;ulta formulada por V. S. ha de concretar- 
FISLCVJ U= evacuada, en los siguientes términos: 

Celebrada la elección de los Vocales que habían de formar la  
Comisión de evaluación del pueblo a que aquella consulta se re- 
fiere, para confecrionar el repartimiento por la parte personal de 
las utilidades, conforme dispone el Estatuto municipal, el Presi- 
dente de la Mesa electoral, contrariado por el resultado de la 
elección, por no haber sido elegidos ninguno de sus amigos, fal- 
seó el acta original, er hizo figurar como elegido a uno de 
sus partidarios, en lu! ~deranente había 
salido triunfante. 

Entiende V. S, que, no haalendose proaaao en el hecho referi- 
do la existencia del lucro, ni el perjuicio de tercero, ni el ánimo 
de causárselo ni resultando perjudicada la causa pública, ~610 

- i. 2 ser discutido si obró el agente con ánimo de obtener algún 
icio para él o para un tercero y dudando de que concurra 
rcunstancia, opina V. S. que, teniendo en  cuenta el princi- .., ,enal de favorecer al reo cuando el caso ofrezca duda, debe 

estimarse que tal hecho puede encajar perfectamente en el Real 
decreto de indulto de 8 de Septiembre por dejar de ser materia 
delictiva, conforme al caso 7 . O  del art. 1 . O  en relación con el a r -  
ticulo 383 del nuevo Código penal. 

, manifiesto que con arreglo a lo preceptuado en el art. 383 
uevo Cúdigo penal para que los hechos comprendidos en  el 

itulo IV del libro 11 del mismo, que trata de la fal- 
locumentos, sean punibles, ha de concurrir necesa- 

UkLa de las circunstancias de intención de lucro, o ser 
ejecutado en perjuicio de la causa pública, o de un tercero, o con 
ánimo de causarlo, o de obtener un beneficio para sí o para un 
tercero, y, por consiguiente, es necesaria la existencia de una in- 

6n ilícita, alma del delito, no bast, nera voluntad de 
ir la verdad, por ser pre< zcci6n de una vo- 
d antijuridica. 



En ei necno objeto ae la consulta de V. E., el r iscai na a e  e s  
timar que, al mudarse la verdad en el documento a que su con- 
sulta se refiere, no existe sólo la mera voluntad de alterarla, sin 
intención ilícita, sino que, muy por el contrario, la existencia d e  
esta es evidente, con manifiesto perjuicio de la causa pública, y 
perjuicio también de terceros, ya que aquélla es lesionada, fal- 
seando el resultado de una elección, por la que se confiere al am- 
paro del Estatuto municipal, una función de carácter público, con 
lo que se perjudica también, tanto el derecho legitimo de los elec- 
tores, que lo ejercitan conforme a ley, como el de los elegidos, 
que en virtud de la falsedad cometida, se encuentran privados 
del ejercicio de los derechos que por la elección se les conferian. 

Por tanto, ha de estimar V. S. que el delito de falsedad a que 
su consulta se refiere no está comprendido en el caso 7." del Real 
decreto de indulto de 8 de Septiembre último. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 13 de Noviembre de 1928. 

Seflor Fiscal de la Audiencia de.. . 



Sobre aplicacldn'de la  snSpensí6n de  la  condena . 

' Se ha recibido en este Centro la consulta formulada por V. S. 
en su escrito de 14 del corriente mes, cuya consulta puede formu- 
larse con toda precisión y claridad en los siguientes términos: 

El límite de dos años a que se refiere el núm. 3.' del art. 186 
del Código penal como una de las condiciones indispensables 
para aplicar a un reo los beneficios de la condena condicional 
{hace referencia a la pena impuesta al reo en la sentencia corres- 
pondiente o a la pena señalada a la infracción cometida por di- 
cho reo? 

El primer inciso del art. 186 del Código penal es tan claro, que 
basta su mera lectura para desvanecer toda duda que pudiera 
surgir en su aplicación eil orden a la consulta formulada, #Los 
Tribunales, dice texerialmente dicho inciso, podran otorgar moti- 
vadamente por s í  o aplicar por ministerio de la ley la condena 
condicional, que deja en suspenso la aplicación de ;a pena de pri- 
vación de libertad impuesta. 

Luego si lo que se deja en suspenso en virtud de la aplicación 
de los beneficios de la condena condicional es la pena de priva- 
ción de libertad impuesta, a ésta es a la que hay que atender y 
no a la pena con que el Código castigue genéricamente la infrac- 
ción por que se proceda. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 18 de Enero de 1929. 

I '  Señor Fiscal de la Audiencia de ... - 1 . 
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Recibida su comunicación fecha 17 del acti a consulta 
relativa a la aplicación de los artículos 186, 1- y bv,icordantes 
del nuevo Código penal en su relación con la 1ey;de 17 de Marz 
de 1908 y con los 2.' y 8.. del mismo Código, encarezco a V. I 
que para su resolución tenga en cuenta lo dispuesto en la Circi 
lar I Tiscalia fecha 19 del actu; la. Gacel 
de1 2 
C 
Madrid, 22 de Enero de 1929. 

cada en 

Señor Fiscal de la Audiencia de ;.. 



Sobre Interpretación del art. 542 del vigente C6digo penal 

, . 
Contestando a la consulta formulada por V. S. en su escrito 

d e  21 del corriente, sírvase tener en cuenta que siendo iguales en 
su concepto el delito de tenencia y uso de armas de fuego que 
penó el art. 3.' del Real decreto de 13 de Abril de 1924 y el que 
describe y castiga el art. 542 del Código penal vigente, ya que 
uno y otro se integran por el uso o tenencia de armas de fuego sin 
la debida autorización, con el s610 aditamento en este iiltimo, de 
que tal uso o tenencia no constituya infracción de la  ley de caza 
o de otra ley especial, debe tenerse como criterio de esta Fisca- 
lía en el caso consultado, el que consta de la interpretación dada 
por este Centro, en su contestación de 3 de Junio de 1924, al ar- 
ticulo 3.O del citado Real decreto de 13 de Abril del mismo ano y 
en su virtud estimarse, que lo que integra el delito a que se  refie- 
re el art. 542 del Código penal, es el uso o tenencia de armas de 
fuego por una persona fuera de su domicilio, 

Dios guarde a V. S. muchos añ 
Madrid, 25 de Enero de 1929. 

liencia d 



Sobre aplicación del Real decreto de indulto de 8 de Septiem- 
bre do 1928 

Consulta V. S. conforme a lo dispuesto'en el art. 44 del Esta- 
tuto del Ministerio Fiscal si procede entablar recurso de casación 
por infracción de ley fundada en el art. 849, n6m. 1.O de la ley de 
Enjuiciamiento criminal en el caso de haberse dictado sentencia 
cofideiiatoria, en virtud de petición de la acusación particular y 
no obstante haber el Fiscal pedido la absolución, en causa segui- 
da por delito de imprudencia temeraria, que si hubiera mediado 
malicia constituiría el de lesiones, cometido el dia 3 de Julio 
de 192i y comprendido en el art. 2 . O  en relación con el 14 de ín- 
dalto total del Real decreto de 8 de Septiembre último. 

t El terminante precepto del art. .13 de dicho Real decreto, en su  
último supuesto: <si por cualquier circunstancia hubiera que 
llegar a la celebración del juicio oral, solicitari2 (el Fiscal) la 
absolución del reo, utilizando en todos los casos en que la reso- 
lución del Tribunal no fuera de acuerdo con sus peticiones, los 
recursos procedentes*, hace ineludible, a juicio de esta Fiscalía, 
la interposición del recurso sobre cuya procedencia versa la  
consulta de V. S. 

Es cierto que la Real orden de 10 de Octubre último dispone 
que si existe acusación particular que inste la continuación del 
procedimiento se continúe éste hasta llegar a la celebración del 
juicio oral y a dictar sentencia firme; pero no limita la obligación 
que el Real decreto antes citado impone a nuestro Ministerio, de 
interponer los recursos procedentes cuando la sentencia fuese 
contraria a sus pretensiones, sin que pueda afirmarse que si la 
sentencia habia de ser en todo caso absolutoria, resultaría inútil 
la disposicibn de la Real orden mencionada, ya que la absolución 
fundada en la extinción de la responsabilidad civil por indulto 
supone la previa declaración de que el procesado habia realiza- 
do los heehos de que se le imputaban en la acusación, y tal decla- 



ción servirfa de  runaamento soilao y probablemente con valor 
d e  cosa juzgada en el procedimiento a que diera lugar el ejerci- 
cio separado de la acción civil. 

" ' - 3  guarde a V. S. muchos años. 
Irid, 11 de Febrero de 1929. 

. ,  :. . . .. , , .  . , ; ! '  

Sr. Fiscal de la Audiencia de ... - =. 



Sobre apllcaci6n de los beneficios de la saspensi .a 
condena 

Contestando a la consulta formulada por V. S. referente a la 
aplicación de los beneficios de la condena condicional a ....., debe 
V. S. tener en cuenta que para que puedan aplicarse tales bene- 
ficios conforme a la condición 3.& del art. 186 del Código penal 
con el efecto retroactivo del art. 8.*, es necesario que la pena im- 
puesta consista en reclusión o prisión que no exceda de dos aiios. 
Y habiendo sido condenado ..... a la pena de &os años, cuatro 
meses y un día de prisión, aun cuando dicha pena quedara 
reducida a la de dos años por aplicar al  reo el Real decreto 
de indulto de 8 de Septiembre en su art. 9 . O ,  es evidente que 

condenado en la sentencia a pena superior a dos aflos de 
i6n y, por tanto, no pueden ser aplicados a dicho penado los 

- -.-550s de la condena condicional. 
.de a V. S. muchc 
2 de Febrero de 

)ios guar 
ladrid, 1 

3s aflos. 
1929. 

Sr. Fiscal de la Audiencia de... 
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Evacuando 1 ta formulada por V. S. en su escrito de 20 
del corriente, si. ~ ~ n e r  en consideración que, no habiéndose 
publicado el Reglamento determinando el procedimiento que ha 
de seguirse para satisfacer las multas a que se refiere el art. 183 
del Código penal, los Jueces y Tribunales para hacerlas efecti- 

IS cacos han de 
lo prece 183 del 

r Códigc 
ndispensable, pues, que si el reo posee bienes inmuebles 

itablecin: dustrial I iercio, se proce- 
en la £01 determii n. 1.O del articu- 

io 179; y si no tiene bienes, se resolverá contorme a los núme- 
ros 2.O, 3 . O ,  4.O, 5.O, 6." y 7." del citado artículo, teniendo también 
en cuenta en su caso lo dispuesto en el art. 180, cuando el reo se  
negase a trabajar o cuando por medio de cualquier simulación 
o acto voluntario, no pudiera hacerse efectiva la multa en todo o 
en parte, ingresándose siempre el total importe de lo satisfecho 
en la Caja general de Depósitos a los efectos del art. 183. 

muchos años. 
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Sr. Fiscal de la Audiencia de.,. 



- Sobre interpretacion del art. 383 del vigente Código penal 
.. . . ,. . ,  , . , , . . 

Contestando a la consulta formulada por V. 1. en su escrito 
de  15 del corriente, debe tener en consideraci6n que el hecho con= 
sultado ha de ser considerado por el Fiscal siempre como consti- 
tutivo de delito, sin que obste a esta apreciación la sabia dispo- 
sición del art. %Y del vigente Códiqo penal. 

El hecho de contraer un sujeto relaciones carnales con una 
mujer casada cuyo marido se encuentra ausente de largo tiempo, 
naciendo de este ayuntamiento punible seis hijos cuyo nacimiento , 
se inscribe en el Registro civil en concepto de hijos legitimos, ha 
de estimarse como constitutivo de un delito de falsedad en docu- 
mento piiblico, previsto y penado en el art. 315 del Código penal 
de 1870 en relación con el párrafo 4.O del art. 314, sin que por la 
publicación del art. 383 del nuevo Código penal y el efecto retro- 
activo que da a las leyes penales el art. 8." de este Cuerpo legal 
pueda estimarse que tales hechos no son punibles. 

Los sentimientos de bondad y de altruismo invocados por V. 1. 
para colocarle al lado del procesado y de la Sala que resolvió 
casos analogos, no puede nunca ser parte para que el Fiscal,.en 
nombre de la ley, deje de pedir su aplicación; y como es indiscu- 
tible que esos hijos adulterinos, mediante la falsedad cometida, 
adquieren la condición de hijos legitimos del matrimonio de la 
adiiltera con el marido a quien ultraja, es también evidente que 
tal hecho se ha ejecutado en perjuicio de los derechos que corres- 
pondan y puedan ostentar los demás parientes que los tengan o 
puedan tener a suceder a tales personas por testamento o abin- 
testato. 

En su virtud, si, como consecuencia de la falsedad cometida, 
se han perjudicado derechos de terceras personas, el Fiscal debe 
acusar al procesado por el delito de falsedad para que, depura- 
dos los hechos en el juicio correspondiente, pueda dictarse sen- 
tencia justa. 

Dios guarde a V. 1. muchos años. 
Madrid, 21 de Marzo de 1929. 

Ilmo. Sr. Fiseal de la  Audiencia de..: . 



lnterpre tación del art. 757 de la  ley de Enjuiciamientq 
criminal 

Contestando a la consulta formulada por V. S., sírvase conti- 
nuar interviniendo en el antejuicio a que la misma se refiere, 
ejercitando las acciones y cumpliendo los deberes que correspon 
den al  Ministerio Fiscal, teniendo en cuenta que V. S. no intervie. 
ne en una causa por injurias privadas, sino en el procedimiento 
especial del antejuicio sumario para exigir responsabilidad cri. 
mina1 a los Jueces y Magistrados, regulado por los artículos 737 
y sigui la ley de Enjuiciamiento crimin 
en los , de la propia ley la intervención di 
caso, SL, ,,,,,uiera el delito por que se proceda, 

iándose 
en todo 

entes de 
771 y 773 
m" ,.,.-.l", 

Dio! 
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guarde 
Irid, 14 d 
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e Mayo I 

muchos 
l e  1929. 

tflos. 

~utnor Fiscal de la Audiencia de.. . 



Sobre el alcance del art. 615 del vigente Código penal con re- 
lación a lo8 heclios acaecidos antes del 1.' de Enero de 1 9 B  

Contestando a la consulta formulada por V. 1. en su escrito de 
15 del corriente, tenga en consideración que el art. 613 del Código 
penal vigente se limita a determinar la manera de proceder por 
los delitos comprendidos en el mismo, disponiendo que bastará su 
denuncia, sin necesidad de formular querella, para que pueda 
procederse a su averiguación y castigo. Si después del l." de Ene- 
ro  Último se denuncia por cualquiera de las personas a quien el 
nuevo Código concede tal derecho, la comlsión de un delito de los 
comprendidos en el citado articulo, es manifiesto que el denun- 
ciante usa de un derecho que el vigente Código le concede, del 
cual no puede ser privado porque el hecho constitutivo de delito 
se realizara antes de 1.O de Enero, ya que el procedimiento a se- 
guir para el ejercicio de una acción, es el que señale y marque la 
ley adjetiva que lo determine, sin perjuicio de que al  penar el de- 
lito se tengan en consideración en cuanto al  fondo las prevencio- 
nes del art. 857 del nuevo Código penal y lo dispuesto en el ar- 
tículo 8.O del mismo cuerpo legal, 

Dios guarde a V. S. muchos aflos. 
Madrid, 22 de Mayo de 1929. 

Señor Fiscal de la Audiencia de . . . 



simre interprefacion del art. 574 del nuevo Código penal 

onsulta i a  'por 1 
. - 

T .  S. pue 
.. ~ 

ide conc 
. - retarse 1 en los 

terminos siguientes: ¿Habrá cometido la infracción prevista y 
penada en el art. 574 del nuevo Cúdigo penal, el conductor de un 
automóvil que presta servicios en alquiler a quienes lo solicitan, 
cuyo conductor tiene solamente certificación de aptitud par 
ducir antomóviles dedicados al servicio particular, confo. 
art. 5 . O  del Reglamento de 16 de Junio de 19261 

El art. 5.O del citado Reglamento determina, que nadie p u r a  
conducir vehiculos de motor mecánico por las vías públicas de 
Espaila, si no posee el correspondiente permiso de conducci6n, 

.a con- 
rme al 

concedido previa la oportuna certificación de aptitud, expedida 
conforme a dicho Reglamento, cuyos permisos de conducciún 
son de dos clases: el de primera, que autorizará para conducir 
toda clase de vehiculos de la categoría a que se refieran, y el de 
segunda clase, q .izará pera conducir vehículos dedicados 
al servicio part ,iendo indispensable, conforme a dicho 
Reglamento, para conaucir vehiculos afectos a cualauier clase 
de servicios públicos, que el conductor SI 

lue auto1 
icular, S 
.. - - ~ .,~~ 

e halle e :n posesi 

..:a,. " a- 

6n del 
permiso de conducción de primera clase. 

Con estos antecedentes la cuestión q u t ~ a  L F U U L ~ U ~  a UCLIZI UI- 

nar el alcance del concepto servicio particular, opuesto al de ser- 
vicio público, y como por servicio particular en la conduccidn de 
un automóvil ha de entenderse el que se presta de un modo pro- 
pio Y Pr Ina a quien el automóvil pertenece. con- 
cepto 01 icio general y público, se estimará siem-- 

ivativo ¿ 

mesto al 

no prest' 
I de conc 
or de un 

en un se 
Iucción ( 

automó 

pre que para conaucir automóviles dedicados al alquiler, aun 
cuando srvicio regular al público, es necesario 
permisc le primera clase into, cuando el 
conduct vil que presta u io alquilado al  
público no se encuentra provisto de permiso de primera clase 
comete el delito previsto y penad rt. 574 del Código penal, 
del que debe ser acusado por el 1 

n ios  guarde a V. S. muchos a 
;id, S de Junio de 1929. 

o en el al 
Fiscal. 
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aenor-Fiscal de la Audiencia 



Sobre aplicación dd Lecreto < 
:e de 19% 

.e Septie 

La consulta formulada por V. S. en su escrito de 14 del co- 
rriente, está resuelta con carácter general en la Circular de esta 
Fiscalía inserla en la Gaceta de 17 de Septiembre del año anterior 
y en ella se hace ver al Ministerio Fiscal el deber de revisar las 
ejecutorias en todos aquellos delitos por los que ha sido condena- 
do el reo con pena mayor de la que habría de corresponderle 
aplicando a tal infracción el nuevo Código penal, con el fin de 
cumpIir con lo dispuesto en el art, 5 . O  del Real decreto de indul- 
to  de 8 del mismo mes y año. Se ordena en dicha Circular a este 
fin, que el Fiscal haga en cada caso una calificación del hecho y 
sus al  Código penal, y si de ella resul- 
tar, or el Código de 1870 fué mayor que 

circunsi 
a que la 

:ancias c 
pena iml 

onforme 
~uesta pm 

la que corresponae con arreglo al  vigente, pida al Tribunal sen. 
tenciador el indulto total del exceso sin perjuicio de los demás 
beneficios que conforme a dicho Decreto de indulto deban apli- 
carse al penzdo. 

Cumpla V. S. en este caso y en todos con esta prevención; 
haga con arreglo a la  ley esa calificación, y en vista de la misma 
y de sus resultados, atempere a Cstos su dictamen en cada 
caso. Tenga V. S. en cuenta que las disposiciones del Real decre- 
to de  indulto son las que con carácter general deben ser aplica- 

.das en todos aquellos casos en que no se haga a un penado obje- 
to  especial de los beneficios que dicha disposición concede. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 10 de Junio de 1929. 

Señor  Fiscal de la Audiencia de,.. 



,,,-, si los funcionarios Fiscales pueden o no cobrar los de- 
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pero sin 
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de si los funcionarios de esa Fiscalía pueden cobrar los derechos 
devengados en los asuntos civiles de jurisdiccion voluntaria en 
que han intervenido y que los Secretarios de los Juzgados de esa 
capital tienen en su poder por haberlos hecho efectivos de los ic- 
teresados en los respectivos expedientes, expresando el distinto 
criterio de sus~auxiliares en contra tambitn del sustentado por 
V. S. entos legales en que se  
apoye] 

Seguiailiciite hubiera v u i r i u v  J U  ~ ~ n s u l t a  de haberse fijado- 
V. S. en que desde que por la ley de presupuestos que había d e  
regir en 1852 se  asignaron a los Promotores Fiscales .los sueldos 
que habían de disfrutar, mandándose al mismo tiempo por la Real 

de 27 de re de 185 ;de 1.' de Enero siguiente 
n de per derecha estaban asignados en los 
eles, cuo 

Diciemb 
cibir los 
clquieia i 

iqne los fundam 

que sea : 

1 que de: 
1s que le 
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y Adicio 
y a  orga. 
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imidos los Promotores Fiscales por la le nal a la 
ica del Poder Judicial pot virtud de la nut nización 
Ministerio Fiscal se le daba, antes de que c ise duda 
I, este Centro comunicó sus instrucciones, que en orden a 
ateria se  reducían a expresar que no podían cobrar dere- 
i honorarios de ninguna clase, como puede verse en la pá- 

gina 119 de la Memoria de 1B3: criterio que reiteró por Circular 
de 29 de Abril de 1893. 

En su virtud tenga T evacuada la consulta en el senti- 
2.. a- l ue  las cantidadea ~ U C  iiayan sido satisfechas para pago de 

irios o derechos a funcionarios del Ministerio Fiscal de esa 
ncia por su intervención en asuntos civiles, deben ser de- 

- 1 - - ' + -s  inmediatamente a los interesados, cuidando V. S. de q u e  . L,,L.c&. 

en lo S 

I o ~  exi, -. 

ucesivo Los Secrr 2 los Juz 

iñns. 
jan. 

DIOS guarde a v.  s. mucnos L.._. 

Irid, 15 de Junio de 1929. 

le esa capital n o  

or Fiscal de la Audiencia 



Sobre aplicación del Real decreto de indulto 8 de Septiembre 
de 1928 

El art. 164 del C6digo penal, determina en su parrafo 2 . O  que 
las disposiciones del 163 tampoco son aplicables cuando todos los 
hechos ejecutados, aunque constitutivos por sí mismos de otros 
tantos delitos o faltas, tengan entre si tal conexión que deban ser 
apreciados, a juicio del Tvibunnl, como un sola acción conjunta. 

Es, pues, al Tribunal y no a los reos a quien incumbe decla- 
rar o no la existencia del delito continuo, y habiéndose estimado 
.en la sentencia firme de que se trata que los hechos realizados 

, .  por los procesados son constitutivos de cuatro distintos delitos de 
estafa, en cantidad superior a 2.500 pesetas, y resuelto por el Tri- 
.bunal Supremo que los procesados quebrantaron dolosamente 
varias e independientes relaciones jurídicas contractuales, evi- 
dente es que no procede aplicar a los reos los beneficios del ar-  
ticulo 5." del Real decreto de indulto de S de Septiembre último 
invocando la existencia de un delito continuo, negado por el Tri- 
bunal sentenciador. 

Dios guarde a V. S. much 
Madrid, 19 de Junio de 19: 

Sefior Fiscal de la Audiencia de . 



e l a  pena que ha de imponerse a los pro1 de cator- 
y diez afios de edad que obraron con discernimiento en 

donde no hay Tribunal tutelar para niños. 

Consulta V. S. a este Centro que pena se ha de imponer a los 
procesados de catorce a diez años de edad, en causa por tentati- 
va de robo, cuyos procesados obraron con discernimiento, tenien. 
do en cuenta que en esa provincia no hay Tribunal tutelar para 
nifíos. 

Efectivamente, la ley penal no marca reglas, para la determi- 
nación de la pena que ha de corresponder a tales procesados, li- 
mitándose el art. 855 a ordenar en su apartado C, que cuando al 
lugar donde se  cometió el delito o falta, no alcance la jurisdicción 
de ningún Tribunal tutelar para nifíos, el mayor de nueve aííos y 
menor de diez y seis, responsable de la infracción, será juzgado 
conforme a los preceptos de la ley de Enjuiciamiento criminal, y 
le seran aplicados los del Código, o de la ley penal que corres- 
ponda. 

Cometido el delito en el presente año de 1929, es indiscutible 
que el Código que ha de ser aplicado es el vigente, que no da  re- 
glas para determinar la pena que ha de ser impuesta, ya que el  
caso de que se trata no está comprendido ni en el art. 151, en  re- 
lación con el caso 5.O del art. 65, ni tampoco en ninguno de aque- 
llos a que se refiere el 155 en relación con los 57 al 61 de dicho 
Cuerpo legal. 

Pero es indiscutible que en el caso consultado existe, y muy 
cualificada, una circunstancia modificativa de la responsabilidad. 
que debe influir muy poderosamente eti la aplicación de la pena, 
influencia que tiene su precedente en el art. 86 del derogado Có- 
digo de 1870, y más concretamente en e1 art. 154, en relación con 
la circunstancia 5.* de1 65 del vigente Código. 

En su virtud, teniendo en cuenta lo que para casos análogos 
preceptúa el art. 155 del vigente Código, al mayor de nueve allos 
y menor de diez y seis, cuando no exista en la provincia en que 
delincan Tribunal tutelar para niños, y cometieren una irifraccibn 



punible obrando con discernimiento, se les aplicara una pena dis- 
crecional, inferior a la señalada por la ley, al prudente arbitrio 
del Tribunal, pena que siempre debe ser infevior a la znmediat~-  
mente infe~iov,  ya que ésta corresponde a mayores de diez y seis 
años y menores de diez y ocho, según el citatio art. 154 del Código 
penal, y en el mayor denueve años y menor de diez y seis, que obra 
con discernimiento, no concurre una atenuante, sino una causa 
incompleta de imputabilidad análoga a las comprendidas en el ar- 
ticulo 155 del vigente Código. 

Pida V. S., por tanto, para dichos menores esa pena discrecio- 
nal, inferior a la señalada por la ley, en los términos antes expre. 
sados, y si el Tribunal no resuelve en los términos antedichos, 
use de los derechos que la ley concede a nuestro Ministerio. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 13 de Julio de 1929, 

Señor Fiscal de la Audiencia de . . . 



Enterea :al orden circular sobre aplicaciún de 
aecrero de Indulto de  8 de Septiembre de 1928 

:1 ReaP 

Vista la consulta formulada por el Pisral del Tribunal ,,,,,- 
mo, con su informe sobre cómo debe ser resuelta la que a el l e  
formuló el Fiscal de la Audiencia provincial de León, respecto a. 
la aplicación en  determinados casos de los preceptos que contie- 
ne el Real decreto-ley núm. 1.598, de 8 de Septiembre corriente, 
publicado en la Gaceta de Madvid el 13 de este mismo mes, Su' 
Majestad el Rey Iq. D. g.) se ha servido disponer: 

1.O Que el art. 13 del Real decreto-ley núm. 1.598 de este añc- 
debe ser aplicado conforme a los términos' en que claramente 
está redactado, y, por tanto, cuando se trate de causas no termi- 
nadas por delitos que, además de ser castigados con la pena de 
arresto, lo son con otra pena, debe continuar la causa hasta ob- 
tener sentencia firme. en cuyo momento se aplicarán por el  Tri- 
bunal los preceptos del citado Real decreto que proceda aplicar. 

2.' Que, no obstante lo dispuesto en el número anterior, si la 
pena conjunta con la de arresto fuera la de multa y en la pieza 
de responsabilidad civil hubiera recaído auto de insolvencia dic- 
tado por el Juez, deberá el Ministerio Fiscal, al evacuar el trasla- 
do para instrucción, cuando estime que la expresada pieza esta 
bien y totalmente instruida, solicitar que sea confirmado el auto 
de insolvencia, decidiendo la Sala sobre esta pretensión antes de 
la vista previa; y si lo confirma, desistir6 de su acción el Ministe- 
rio Fiscal y solicitará el sobreseimiento procedente por aplica- 
cióndel indulto total a la pena de arresto y a la prisión sustituto- 
ria por insolvencia del reo. 

3.. Que, cuando la pena fijada para el delito sea alternativa- 
mente la  de arresto u otra, se entienda procedente la de arresto 
para la aplicación de los beneficios del Decreto de que se trata, 
como más favorable al reo. 

4 . O  Que lo dispuesto en los dos números primeros de la pre- 
sente Real orden respecto a la imposición de penas de multa y a 
indultos de la prisión subsidiaria para el pago de la multa im- 
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P E N D I C E  C U A R T  

Estadistica 





Estado núm. 2. 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Causas pendientes en la Audiencia y Juzgados d e  Instrucción el 1.0 de  Julio de  1928, incoadas desde esta fecha hasta 31 de  Diciembre de  1928 
y en tramitación el 1.0 de Enero de  1929, clasificadas por la  naturaleza de  los  hechos 

itra la I i (  
. . . . . . . . . 
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lad ...... 



Estado núm. EL 
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L\ A BUNl SUPREMO 

a la circunscripción de C;  a de las Audiencias provinciales, cIasiAcadas por la naturaleza de los' hechos 
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FISCAL~A DEL TRIBUNAL SUPREAilO 
im. 5. 



ido núm. 6. - 

PISCALÍA DEL TRIBUNAL SUPREMC 



RESUMEN do los asuntos sin distincion de procedimientos, despachados por los Fiscalías de las Audiencias desde 1." de Julio 

a 31 de Diciembre de 1928 

doba . 
3 n " l  

1 

l AuD'ENC'AS 

1 AIadrid.. . .-. . . . 
Barcc:ona . . . . 

Albacete.. . . . 

! 13urgos ....... 
i CAccres. . . . . . 
i , CoruAa. ...... 

Granada.. . . . . 
1 Las Palmas..  . 
i 

Oviedo ... . . . . . 
1 1 Palnia . . . . 

Pamplona.. . . . 
Sevilla.. . . . . . . 

Xralencia. . . . . 
j 

\'nlladolid.. . . 

Znr:~goza. . . . 
Alicante . . . 

i Almeria . . . 

;\vila.. . . . . . . . 
Badajoz. . .. . 
Bilbao ... . . . 

Cldiz  ..: . . 
las te l l6n . . . 

1 Ciudad Real.. 

C O ~  ... 
1 C c  . . . . . 

Gerona . . . . . . 
1 ~ u a d a l a j a r a  

1 1-luelva ..-.... 
FLuesca ........ 

/ Jaén. .  . . . . . . . , i León.. . . . . . . . . 
/ Lérida ..... . . . ~ Lograrlo.. . . . . 
Lugo.. .. .... 
b1dlog;i.. . . . . 

i klurcia.. . . . . . .i 
I Orense.. . . . .. 
l 
I Palencia.. . . . 
Pontevedra . . 
Salamanca.. . 

San Sebastián. 

Santa Cruz d r  
Tenerife. . . 

1 San~ander  ... . . 
1 Segovia.. . . . . . 
1 
Soria ......... 

1 

' Tarragona. . . . 

Teruel ...... . 
'Toledo.. . . . . . . 
Vitoria . . . . . . . .  

Zamora ....... 

TOTALES.. 
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85 
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S1 

161 

77 

63 

95 

509 

176 

130 

249 

157 

123 

377 

159 

187 

316 

65 

6 .  

193 

53 

86 
i 

27 

91 

' 

10 

3 

?8 

8 

10 

13 

5 

2 

6 

7 

12 

11 

51 

19 

14 

14 

52 

3 

33 

13 

26 

51 

24 

20 

33 

14 

2 1 

29 

15 

186 

599 

571 

1 .O13 

279 

-- 
>> 

P 

m 

w 

S 

n 

D 

)) 

D 

31 

B 

S 

n 

8 

D 

9 

w 

D 

9 

B 

)) 

I 

n 

• 

n 

' »  

8 

D 

S 

S 

* 

>> 

S 

a 

> 

;r -u 
?S 
: . O : x 
: 2 . ,A . "  
: :: ---- 

39 

n 

B 

2 

D 

2 

3 

n 

a 
c- 

m 

S 

D ~ 
3 

S 

m 

* 

m 

a 

r> 

l 
30 

33 

39 

4 

18 

28 

24 

9 

16 

30 

34 

54 

42 

12 

45 

23 

24 

18 

23 

13 

21 

35 

10 

74 

42 

21 

4 1 

27 

34 1 

S 

>) 

31 

. 20 
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FISCALÍA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

ám. 8. 

Asuntos civiles tramitados en los Juzgados de 1.' instancia en que ha intervenido el Ministerio Fiscal desde re0 de Julio a 
31 de Diciembre de 1928 



Estado núm. 9. 

FISCALÍA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles tramitados en las Audiencias territoriales en que ha intervenido 
el Ministerio fiscal desde l." de Julio de 1928 hasta 31 de Diciembre de 1925 

- 

l AUDIENCIAs 
I TERRITORIALES 

Madrid .......... 
Barcelona ...... / Albacete. ....... 1 Burgos.. ......... ......... CCiceres. 
Coruiía ........... 
Granada ........ 
Las Palmas.. .... 
Oviedo.. . . . . . .  
Palma.. .......... 
Pamplona.. ..... 
Sevilla .......... 
Valeiicia. ....... 
Valladolid ...... 
Zaragoza ........ 

TOTALES ....... 

'Orn- 

petenclas 

39 
18 
10 
15 
7 

13 
13 
>) 

5 
2 
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10 
32 
14 
25 
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